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Desde la curul, el diputado José Elías Lixa Abimerhi, del PAN, hace una solicitud
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Se aprueba el acta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde la curul, intervienen respecto a la aprobación del acta:

-El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña, del PT, quien solicita mo-
ción de orden. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-El diputado José Elías Lixa Abimerhi, del PAN, quien solicita se abra a discusión
el acta. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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A solicitud de la Presidencia, la Secretaría da lectura al artículo 96, numeral 2, del
Reglamento de la Cámara de Diputados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña, del PT, responde alusiones
personales. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para hacer precisiones sobre el acta, hacen uso de la voz, desde la curul:

-El diputado Jorge Arturo Espadas Galván, del PAN. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-El diputado Pablo Gómez Álvarez, de Morena. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-El diputado Jorge Luis Preciado Rodríguez, del PAN. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No se aceptan las precisiones señaladas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

COMUNICACIONES OFICIALES

De la Mesa Directiva, mediante la cual comunica modificación de turno de los si-
guientes asuntos:

-Proposición con punto de acuerdo relativo a los afectados por el conflicto del fun-
cionamiento de la granja porcícola en Homún, Yucatán, y a realizar un nuevo es-
tudio que tenga como observancia el decreto número 117 del gobierno del estado
que establece el área natural protegida denominada Reserva Estatal Geohidrológi-
ca del Anillo de Cenotes, presentada por el diputado Limbert Iván de Jesús Inte-
rián Gallegos, del Grupo Parlamentario de Morena, el 23 de octubre de 2018. Se
turna a la Comisión de Medio Ambiente, Sustentabilidad, Cambio Climático y Re-
cursos Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan los artícu-
los 18 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Mu-
nicipios y 54 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, presentada por el
diputado Miguel Ángel Jáuregui Montes de Oca, del Grupo Parlamentario More-
na, el 6 de noviembre de 2018. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito
Público, para dictamen, y a la Comisión de Federalismo y Desarrollo Municipal,
para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se modifica el turno. Actualícense los registros parlamentarios. . . . . . . . . . . . . . 

De la Cámara de Senadores, por la que remite acuerdo por el que exhorta a la Cá-
mara de Diputados a que asigne y amplíe recursos del Fondo de Apoyo a Migran-
tes y del Fondo para Fronteras, destinados a la franja fronteriza norte del país. Se
remite a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para su atención. . . . . . . 

De la Secretaría de Gobernación, con la que remite contestación a punto de acuer-
do aprobado por la Cámara de Diputados, para realizar las gestiones pertinentes
para el seguimiento y atención especial a los afectados por el huracán Willa y la
tormenta tropical Vicente. Se remite a la Comisión de Protección Civil y Preven-
ción de Desastres, para su conocimiento.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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INICIATIVAS DE LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS 

LEY DE COORDINACIÓN FISCAL Y LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y
RESPONSABILIDAD HACENDARIA

El diputado Ángel Benjamín Robles Montoya, del Grupo Parlamentario del PT,
presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dis-
posiciones a la Ley de Coordinación Fiscal y de la Ley Federal de Presupuesto y
Responsabilidad Hacendaria. Se turna a las Comisiones Unidas de Hacienda y
Crédito Público, y de Presupuesto y Cuenta Pública, para dictamen. . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE DEUDA PÚBLICA

El diputado Ángel Benjamín Robles Montoya, del Grupo Parlamentario del PT,
presenta la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona diversas disposiciones
de la Ley Federal de Deuda Pública. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédi-
to Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL

La diputada Ana Lilia Herrera Anzaldo, del Grupo Parlamentario del PRI, presen-
ta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma los artículos 18 y 27 de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal. Se turna a la Comisión de Gober-
nación y Población, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El diputado Irineo Molina Espinoza, del Grupo Parlamentario de Morena, presen-
ta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 22 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos
Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS,
LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL
AMBIENTE, LEY GENERAL DE CAMBIO CLIMÁTICO Y LEY DE ADQUI-
SICIONES, ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL SECTOR PÚBLICO

La diputada Annia Sarahí Gómez Cárdenas, del Grupo Parlamentario del PAN,
presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dis-
posiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, de la Ley General
de Cambio Climático y de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios
del Sector Público. Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales para dicta-
men, y a la Comisión de Medio Ambiente, Sustentabilidad, Cambio Climático y
Recursos Naturales, para opinión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

34

39

42

46

51



Año I, Primer Periodo, 15 de noviembre de 2018 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados4

INTERVENCIÓN DE DIPUTADO

MINUTO DE APLAUSOS EN HOMENAJE AL ESCRITOR FERNANDO DEL
PASO

El diputado Sergio Mayer Breton, de Morena, desde la curul, solicita un minuto
de aplausos en homenaje al escritor Fernando del Paso, quien falleció el día de
ayer, mismo que se concede. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INICIATIVAS DE LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

La diputada Claudia Pastor Badilla, del Grupo Parlamentario del PRI, presenta la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 105 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos Cons-
titucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

La diputada Olga Patricia Sosa Ruiz, del Grupo Parlamentario del PES, presenta
la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artículo 116 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Puntos
Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS
TRABAJADORES DEL ESTADO Y LEY DEL SEGURO SOCIAL

La diputada Mary Carmen Bernal Martínez, del Grupo Parlamentario del PT, pre-
senta la iniciativa con proyecto de decreto que deroga diversas disposiciones de la
Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Esta-
do y de la Ley del Seguro Social. Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión
Social, para dictamen, y a la Comisión de Seguridad Social, para opinión. . . . . . 

LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL

La diputada María del Pilar Lozano Mac Donald, del Grupo Parlamentario de MC,
presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona los artículos
26, 28, y 42 Bis de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. Se tur-
na a la Comisión de Gobernación y Población, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . 

CÓDIGO PENAL FEDERAL

La diputada Frida Alejandra Esparza Márquez, del Grupo Parlamentario del PRD,
presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dis-
posiciones del Código Penal Federal, en materia de maltrato animal. Se turna a la
Comisión de Justicia, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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LEY FEDERAL DEL TRABAJO

La diputada Leticia Mariana Gómez Ordaz, en nombre propio y de diputados in-
tegrantes del PVEM, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona
el artículo 132 de la Ley Federal del Trabajo. Se turna a la Comisión Trabajo y
Previsión Social, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DE CINEMATOGRAFÍA

La diputada Sandra Simey Olvera Bautista, del Grupo Parlamentario de Morena,
presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 37 de la Ley
Federal de Cinematografía. Se turna a la Comisión Cultura y Cinematografía, pa-
ra dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El diputado Felipe Fernando Macías Olvera, del Grupo Parlamentario del PAN,
presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 19 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de
Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO Y LEY DEL SEGURO SOCIAL

La diputada Anilú Ingram Vallines, del Grupo Parlamentario del PRI, presenta la
iniciativa que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley Federal
del Trabajo y de la Ley del Seguro Social. Se turna a la Comisión Trabajo y Pre-
visión Social, para dictamen, y a la Comisión de Seguridad Social, para opinión.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El diputado Juan Martínez Flores, del Grupo Parlamentario de Morena, presenta
la iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de
Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

La diputada Dulce Alejandra García Morlan, del Grupo Parlamentario del PAN,
presenta la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artículo 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de
Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

La diputada Nelly Minerva Carrasco Godínez, del Grupo Parlamentario de More-
na, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General de Salud, para tener derecho al acceso a la re-
construcción mamaria gratuita. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.
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LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS
TRABAJADORES DEL ESTADO

El diputado Juan Ángel Bautista Bravo, de Morena, presenta la iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma los artículos 6o. y cuadragésimo tercero transitorio
de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del
Estado. Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social, para dictamen. . . . 

SE DECLARA EL 28 DE ABRIL DE CADA AÑO COMO DÍA NACIONAL DE
LA HERBOLARIA Y LA MEDICINA TRADICIONAL MEXICANA

La diputada Socorro Irma Andazola Gómez, del Grupo Parlamentario de Morena,
presenta la iniciativa con proyecto de decreto por el que se declara el 28 de abril
de cada año como Día Nacional de la Herbolaria y la Medicina Tradicional Mexi-
cana. Se turna a la Comisión de Gobernación y Población, para dictamen. . . . . . 

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

La diputada Marina del Pilar Ávila Olmeda, del Grupo Parlamentario de Morena,
presenta la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artículo 33 de la Ley
General de Educación. Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen. . . . 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

La diputada Karen Michel González Márquez, del Grupo Parlamentario del PAN,
presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dis-
posiciones de la Ley Federal del Trabajo. Se turna a la Comisión de Trabajo y Pre-
visión Social, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

La diputada Laura Barrera Fortoul, del Grupo Parlamentario del PRI, presenta la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona el artículo 4o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Se turna a la Comisión de
Puntos Constitucionales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE POBLACIÓN

La diputada Laura Erika de Jesús Garza Gutiérrez, del Grupo Parlamentario del
PES, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona el ar-
tículo 84 de la Ley General de Población. Se turna a la Comisión de Gobernación
y Población, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VOLUMEN II

DECRETO POR EL QUE SE ESTABLECE EL HORARIO ESTACIONAL QUE
SE APLICARÁ EN LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

La diputada Ana Ruth García Grande, del Grupo Parlamentario del PT, presenta la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones del Decreto
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por el que se establece el Horario Estacional que se aplicará en los Estados Uni-
dos Mexicanos. Se turna a la Comisión de Energía, para dictamen. . . . . . . . . . . . 

LEY DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL
SECTOR PÚBLICO

El diputado Mario Alberto Rodríguez Carrillo, del Grupo Parlamentario de MC,
presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones
de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público. Se
turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para dictamen. . . . . . . . 

LEY DE COORDINACIÓN FISCAL

La diputada Norma Azucena Rodríguez Zamora, del Grupo Parlamentario del
PRD, presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artículo 6o. de
la Ley de Coordinación Fiscal. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE VIDA SILVESTRE

La diputada Beatriz Manrique Guevara, en nombre propio y de diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del PVEM, presenta la iniciativa con proyecto de
decreto que reforma el artículo 51 de la Ley General de Vida Silvestre. Se turna a
la Comisión de Medio Ambiente, Sustentabilidad, Cambio Climático y Recursos
Naturales, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE CULTURA Y DERECHOS CULTURALES

La diputada María Teresa López Pérez, del Grupo Parlamentario de Morena, pre-
senta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley General de Cultura y Derechos Culturales. Se turna a la Comi-
sión de Cultura y Cinematografía, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE CAMBIO CLIMÁTICO

La diputada Silvia Guadalupe Garza Galván, del Grupo Parlamentario del PAN,
presenta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dis-
posiciones de la Ley General de Cambio Climático. Se turna a la Comisión de Me-
dio Ambiente, Sustentabilidad, Cambio Climático y Recursos Naturales, para dic-
tamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

La diputada Ximena Puente de la Mora, del Grupo Parlamentario del PRI, pre-
senta la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artículo 48 de la Ley
General de Educación. Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen. . . . 
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LEY GENERAL DE ASENTAMIENTOS HUMANOS, ORDENAMIENTO 
TERRITORIAL Y DESARROLLO URBANO

El diputado Javier Ariel Hidalgo Ponce, del Grupo Parlamentario de Morena, pre-
senta la iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial
y Desarrollo Urbano. Se turna a la Comisión de Desarrollo Metropolitano, Urba-
no, Ordenamiento Territorial y Movilidad, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY PARA EL DESARROLLO DE LA COMPETITIVIDAD DE LA MICRO,
PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA

La diputada María de los Ángeles Ayala Díaz, en nombre propio y de diputados
integrantes del Grupo Parlamentario del PAN, presenta la iniciativa con proyecto
de decreto que reforma el artículo 11 de la Ley para el Desarrollo de la Competi-
tividad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa. Se turna a la Comisión de Eco-
nomía Comercio y Competitividad, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

La diputada Karla Yuritzi Almazán Burgos, del Grupo Parlamentario de Morena,
presenta la iniciativa con proyecto de decreto que adiciona el artículo 4o. de la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. Se turna a la Comisión
de Derechos de la Niñez y Adolescencia, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SE DECLARA EL 19 DE NOVIEMBRE DE CADA AÑO, COMO EL DÍA
NACIONAL DE LA LUCHA CONTRA EL CÁNCER DE PRÓSTATA

El diputado Alejandro Barroso Chávez, del Grupo Parlamentario de Morena, pre-
senta la iniciativa con proyecto de decreto por el que se declara el 19 de noviem-
bre de cada año, como el Día Nacional de la Lucha contra el Cáncer de Próstata.
Se turna a la Comisión de Gobernación y Población, para dictamen. . . . . . . . . . . 

LEY PARA IMPULSAR EL INCREMENTO SOSTENIDO DE LA PRODUCTI-
VIDAD Y LA COMPETITIVIDAD DE LA ECONOMÍA NACIONAL Y LEY
GENERAL DE POBLACIÓN

La diputada Graciela Zavaleta Sánchez, del Grupo Parlamentario de Morena, pre-
senta la iniciativa con proyecto de decreto por el que reforma y adiciona los artí-
culos 3o. y 8o. de la Ley para Impulsar el Incremento Sostenido de la Productivi-
dad y la Competitividad de la Economía Nacional y 3o. de la Ley General de
Población. Se turna a la Comisión de Economía, Comercio y Competitividad, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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PROPOSICIONES DE URGENTE RESOLUCIÓN

PROTECCIÓN Y SALVAGUARDA DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCEN-
TES QUE VIAJAN SOLOS EN LA CARAVANA MIGRANTE

La diputada Beatriz Silvia Robles Gutiérrez, del Grupo Parlamentario de Morena,
presenta la proposición con punto de acuerdo relativo a la protección y salvaguar-
da de las niñas, niños y adolescentes que viajan solos en la caravana migrante cen-
troamericana. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se considera de urgente de resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para referirse a la proposición, interviene:

-El diputado Rogelio Rayo Martínez, del PVEM. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-La diputada Lilia Villafuerte Zavala, del PRD.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-La diputada Dulce María Méndez de la Luz Dauzón, de MC. . . . . . . . . . . . . . . 

-La diputada Maribel Martínez Ruiz, del PT.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-El diputado Javier Julián Castañeda Pomposo, del PES.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-La diputada Laura Barrera Fortoul, del PRI.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-La diputada Martha Elisa González Estrada, del PAN. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-La diputada Maribel Aguilera Chairez, de Morena, quien presenta propuestas de
modificación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La Secretaría da lectura a las propuestas.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Desde la curul, se refieren a la proposición:

-La diputada Claudia Angélica Domínguez Vázquez, del PT, quien hace una ob-
servación respecto a la propuesta de modificación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-La diputada Bertha Espinoza Segura, de Morena.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-La diputada Merary Villegas Sánchez, de Morena. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-La diputada Reyna Celeste Ascencio Ortega, de Morena. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-El diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera, del PAN. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La Secretaría da lectura a las propuestas. Se aceptan. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado, comuníquese.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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SE HAGA DEL CONOCIMIENTO PÚBLICO EL PROYECTO EJECUTIVO
DE LA REFINERÍA QUE SE PLANEA CONSTRUIR EN DOS BOCAS, 
TABASCO

El diputado Enrique Ochoa Reza, en nombre propio y de diputados integrantes del
Grupo Parlamentario del PRI, presenta la proposición con punto de acuerdo por el
que se exhorta a las autoridades responsables, para que hagan del conocimiento
público el proyecto ejecutivo de la refinería que se planea construir en Dos Bocas,
Tabasco, se garantice el estado de derecho, se considere la opinión de los expertos
en la materia y se realice un ejercicio de consulta pública constitucional, objetiva
y transparente, a fin de no poner en riesgo las finanzas públicas y el desarrollo del
país. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No se considera de urgente resolución. Se turna a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público, para dictamen.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTABLECER EL PROTOCOLO QUE MANDA LA LEY, PARA GARANTI-
ZAR LOS DERECHOS HUMANOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES
MIGRANTES

El diputado Javier Julián Castañeda Pomposo, del Grupo Parlamentario del PES,
presenta la proposición con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo
Federal, a través de la Segob, a establecer un protocolo para garantizar los dere-
chos humanos de niñas, niños y adolescentes migrantes, acompañados, no acom-
pañados, separados, nacionales extranjeros y repatriados en el contexto de movi-
lidad humana, que manda la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Se considera de urgente de resolución . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Para referirse a la proposición, hacen uso de la voz:

-La diputada Mónica Bautista Rodríguez, del PRD.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-La diputada Lourdes Celenia Contreras González, de MC.. . . . . . . . . . . . . . . . . 

-La diputada Claudia Angélica Domínguez Vázquez, del PT. . . . . . . . . . . . . . . . 

-El diputado Héctor Joel Villegas González, del PES. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-La diputada Laura Barrera Fortoul, del PRI.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-La diputada María de los Ángeles Gutiérrez Valdez, del PAN. . . . . . . . . . . . . . . 

-El diputado Oscar Bautista Rivera, del PVEM. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-La diputada Julieta Kristal Vences Valencia, de Morena. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Desde la curul, rectifican hechos:

-El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña, del PT. . . . . . . . . . . . . . . 

-El diputado José Luis Montalvo Luna, del PT. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aprobado, comuníquese.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PROPUESTAS DE ACUERDO DE LOS ÓRGANOS DE GOBIERNO

CRITERIOS PARA INTEGRAR LAS DELEGACIONES QUE REPRESENTA-
RÁN A ESTA SOBERANÍA ANTE DIVERSOS ORGANISMOS

Se recibió acuerdo de la Junta de Coordinación Política, por el que se establecen
los criterios para formar y designar las delegaciones permanentes que representa-
rán a esta soberanía ante organismos permanentes; organismos parlamentarios
multilaterales mundiales, regionales, temáticos y bilaterales; asambleas parlamen-
tarias internacionales; y reuniones interparlamentarias bilaterales y de invitación
especial de carácter parlamentario de la LXIV Legislatura. Se aprueba, comuní-
quese. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INTERVENCIONES DE DIPUTADAS Y DIPUTADOS 

LIBERACIÓN DE RECURSOS DEL FONDEN DESTINADOS A DIVERSOS
MUNICIPIOS DE GUANAJUATO

-El diputado Emmanuel Reyes Carmona, del PRD, desde la curul. . . . . . . . . . . . 

EN RELACIÓN CON LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO 
PRESENTADA POR EL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

-El diputado Enrique Ochoa Reza, del PRI, rectifica hechos, desde la curul. . . . . 

-El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña, del PT, responde alusiones
personales, desde la curul. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-El diputado Jorge Arturo Espadas Galván, del PAN, rectifica hechos, desde la cu-
rul. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DÍA MUNDIAL DE LA FILOSOFÍA

-La diputada Frida Alejandra Esparza Márquez, del PRD, desde la curul. . . . . . . 

SE ATIENDA LA CRISIS FINANCIERA POR LA QUE ATRAVIESAN DIVER-
SAS UNIVERSIDADES

-El diputado Héctor Guillermo de Jesús Jiménez y Meneses, de Morena, desde la
curul. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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EN RELACIÓN CON LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO PRE-
SENTADA POR EL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

-El diputado Enrique Ochoa Reza, del PRI, rectifica hechos, desde la curul. . . . . 

-El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña, del PT, responde alusiones
personales, desde la curul. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

FELICITA A LAS AUTORIDADES DE LA CIUDAD DE MÉXICO POR EL
TRATO DADO A MIGRANTES

-La diputada Claudia Angélica Domínguez Vázquez, del PT, desde la curul. . . . . 

EN RELACIÓN CON LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO PRE-
SENTADA POR EL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

-La diputada Hildelisa González Morales, del PT, rectifica hechos, desde la curul.

-La diputada Tatiana Clouthier Carrillo, de Morena, solicita moción de orden, des-
de la curul. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

-El diputado Enrique Ochoa Reza, del PRI, responde alusiones personales, desde
la curul.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INICIATIVAS Y PROPOSICIONES

La Presidencia turna, mediante oficio que se publica en la Gaceta Parlamentaria,
diversas iniciativas con proyecto de decreto y proposiciones con punto de acuer-
do que no se presentaron en tribuna a las comisiones respectivas, en términos de
lo dispuesto por los artículos 100 y 102 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CLAUSURA Y CITA . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RESUMEN DE LOS TRABAJOS . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESIÓN. 

APÉNDICE 

Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados,
por la que informa el turno que le corresponde a las iniciativas con proyecto de de-
creto y a las proposiciones con punto de acuerdo registradas en el orden del día del
jueves 15 de noviembre de 2018, de conformidad con los artículos 100, numeral
1, y 102, numeral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados.
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Presidencia del diputado 
Porfirio Muñoz Ledo

ASISTENCIA

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Pido a la
Secretaría que haga del conocimiento el resultado del cóm-
puto de asistencia.

La secretaria diputada Karla Yuritzi Almazán Burgos:
Sí, señor presidente. Se informa a la Presidencia que exis-
ten registrados previamente 266 diputadas y diputados, por
lo tanto, hay quórum.

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo (a las
11:05 horas): Se abre la sesión.

ORDEN DEL DÍA

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Consulte
a la asamblea si se dispensa la lectura al orden del día.

La secretaria diputada Karla Yuritzi Almazán Burgos:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la asamblea si se dispensa la lectura al or-
den del día. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa, sírvanse manifestarlo, gracias. Las diputadas y
los diputados que estén por la negativa, sírvanse manifes-
tarlo, gracias. Señor presidente, mayoría por la afirmativa.
Se dispensa la lectura.

«Primer periodo de sesiones ordinarias del primer año de
ejercicio de la LXIV Legislatura.

Orden del día 

Jueves 15 de noviembre de 2018.

Acta de la sesión anterior.

Comunicaciones oficiales

De la Mesa Directiva

Comunica modificación de turno de iniciativas.

De la Cámara de Senadores

Remite Acuerdo por el que exhorta a la Cámara de Dipu-
tados a que asigne y amplíe recursos del Fondo de Apoyo

a Migrantes y del Fondo para Fronteras, destinados a la
franja fronteriza norte del país.

De la Secretaría de Gobernación

Remite contestación a punto de acuerdo aprobado por la
Cámara de Diputados, para realizar las gestiones pertinen-
tes para el seguimiento y atención especial a los afectados
por el huracán “Willa” y la tormenta trópical “Vicente”.

Propuesta de acuerdo de los órganos de gobierno

Iniciativas

Que adiciona el artículo 2o. de la Ley del Impuesto Espe-
cial sobre Producción y Servicios, a cargo del diputado Os-
car González Yáñez, del Grupo Parlamentario del Partido
del Trabajo.

Que expide la Ley General de Remuneraciones de los Ser-
vidores Públicos, Reglamentaria del Artículo 127 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
suscrita por diputados integrantes del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática.

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de
la Ley Federal del Trabajo, a cargo de la diputada Marcela
Torres Peimbert, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional.

Que reforma el artículo 35 de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Ricardo Gallardo Cardona, del Grupo Parlamen-
tario del Partido de la Revolución Democrática.

Que reforma el artículo 2o. de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado, suscrita por diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Que reforma el artículo 213-Bis del Código Penal Federal,
suscrita por diputados integrantes del Grupo Parlamentario
de Morena.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en ma-
teria de paridad de género, suscrita por diputadas integran-
tes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Que reforma y adiciona los artículos 26, 28, y 42 Bis de la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, a car-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 15 de noviembre de 201813



Año I, Primer Periodo, 15 de noviembre de 2018 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados14

go de la diputada María del Pilar Lozano Mac Donald, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Partidos Políticos, a fin de garantizar la paridad
de género en la integración de los órganos de dirección de
los partidos políticos, a cargo de la diputada Lizbeth Mata
Lozano, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en ma-
teria de revocación de mandato, suscrita por diputados in-
tegrantes del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano.

Que reforma los artículos 76, 89 y 102 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por
diputados integrantes del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano.

Que reforma el artículo 30 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Ana
Lilia Herrera Anzaldo, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional.

Que adiciona el artículo 7o. de la Ley del Instituto Nacio-
nal de las Mujeres, suscrita por diputados integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Encuentro Social.

Que adiciona el artículo 35 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por diputados in-
tegrantes del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano.

Que reforma el artículo 76 y adiciona un artículo 137 a la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
suscrita por diputados integrantes del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano.

Que reforma el artículo 20 de la Ley de Nacionalidad, a
cargo de la diputada Ana Lilia Herrera Anzaldo, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma los artículos 51 y 325 del Código Penal Fede-
ral, suscrita por diputados integrantes del Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano.

Que adiciona el artículo 94 de la Ley General de Partidos
Políticos, a cargo de la diputada Fabiola Raquel Guadalu-

pe Loya Hernández, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano.

Que deroga la fracción II del artículo 14 de la Ley Federal
de Responsabilidad Patrimonial del Estado, a cargo de la
diputada Maiella Martha Gabriela Gómez Maldonado, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Que adiciona un artículo 91 Bis a la Ley de la Propiedad
Industrial, a cargo del diputado Eduardo Ron Ramos, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Que reforma el artículo 134 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Ruth
Salinas Reyes, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano.

Que reforma el artículo 6o. de la Ley de Coordinación Fis-
cal, a cargo de la diputada Norma Azucena Rodríguez Za-
mora, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática.

Que reforma diversas disposiciones de la Ley del Sistema
Nacional de Información Estadística y Geográfica, a cargo
del diputado Armando González Escoto, del Grupo Parla-
mentario del Partido Encuentro Social.

Que reforma y deroga diversas disposiciones del Código
Militar de Procedimientos Penales, suscrita por diputados
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido de la Re-
volución Democrática.

Que reforma el artículo 2o.-A de la Ley del Impuesto al Va-
lor Agregado, suscrita por diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.

Que reforma el artículo 212 de la Ley General de Salud, a
cargo de la diputada Ana Priscila González García, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Que adiciona el artículo 50 de la Ley de Caminos, Puentes
y Autotransporte Federal, suscrita por los diputados Arturo
Escobar y Vega y Erika Mariana Rosas Uribe, de los Gru-
pos Parlamentarios del Partido Verde Ecologista de Méxi-
co y de Morena.

Que reforma el artículo 4o. de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal, a cargo del diputado Luis Al-
berto Mendoza Acevedo, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional.



Que reforma y adiciona los artículos 74 y 76 de la Ley Ge-
neral de Transparencia y Acceso a la Información Pública,
a cargo de la diputada Ximena Puente de la Mora, del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Que adiciona diversas disposiciones a la Ley General de
Salud, a cargo del diputado Jorge Alcibíades García Lara,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Que reforma el artículo 4o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado José
Ricardo Gallardo Cardona, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Orgánica de la Lotería Nacional para la Asistencia Pública,
a cargo del diputado Hugo Rafael Ruiz Lustre, del Grupo
Parlamentario del Grupo Parlamentario de Morena.

Que reforma el artículo 49 de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado José Ricardo Gallardo Cardona, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática.

Que reforma los artículos 8o. y 127 y adiciona un artículo
154 de la Ley General de Bienes Nacionales, a cargo de la
diputada Julieta Macías Rábago, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Archivos, suscrita por las diputadas Lilia Villa-
fuerte Zavala y Verónica Beatriz Juárez Piña, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Cambio Climático, a cargo de la diputada Sil-
via Guadalupe Garza Galván, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional.

Que deroga diversas disposiciones de la Ley del Instituto
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del
Estado y de la Ley del Seguro Social, a cargo de la dipu-
tada Mary Carmen Bernal Martínez, del Grupo Parlamen-
tario del Partido del Trabajo.

Que reforma los artículos 74 y 139 de la Ley General del
Sistema Nacional de Seguridad Pública, a cargo del dipu-
tado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional

Que reforma y adiciona el artículo 2o. de la Ley del Im-
puesto Especial sobre Producción y Servicios, a cargo del
diputado Mario Alberto Ramos Tamez, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Protección Civil, a cargo de la diputada Ruth
Salinas Reyes, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano.

Que reforma y adiciona el artículo 51 de la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a
cargo de la diputada Ana Priscila González García, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Que reforma diversas disposiciones de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del dipu-
tado Juan Martínez Flores, del Grupo Parlamentario de
Morena.

Que adiciona el artículo 35 de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal, a cargo del diputado Miguel
Acundo González, del Grupo Parlamentario del Partido
Encuentro Social.

Que expide la Ley de Conservación y Protección de los Co-
nocimientos Tradicionales de los Pueblos y Comunidades In-
dígenas y reforma y adiciona los artículos 2o. y 6o. y de la
Ley de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pue-
blos Indígenas, a cargo de la diputada Mary Carmen Bernal
Martínez, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en ma-
teria de facultades y obligaciones del Presidente de la Re-
pública y de zonas económicas especiales, a cargo de la
diputada María Rosete Sánchez, del Grupo Parlamentario
del Partido Encuentro Social.

Que reforma y deroga diversas disposiciones de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos
Electorales y de la Ley General del Sistema de Medios de
Impugnación en Materia Electoral, para simplificar la tra-
mitación de la iniciativa ciudadana, suscrita por el diputado
Benjamín Robles Montoya y diputados integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo.

Que reforma el artículo 7o. de la Ley General para la Pre-
vención y Gestión Integral de los Residuos, a cargo de la
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diputada Julieta Macías Rábago, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano

Que reforma el artículo 2o.-C de la Ley del Impuesto Es-
pecial sobre Producción y Servicios, a cargo del diputado
Javier Julián Castañeda Pomposo, del Grupo Parlamentario
del Partido Encuentro Social.

Que reforma el artículo 26 de la Ley del Banco de México,
a cargo del diputado Benjamín Robles Montoya, del Gru-
po Parlamentario del Partido del Trabajo.

Que reforma y adiciona los artículos 21, 115, 116 y 134 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
suscrita por diputados integrantes del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática.

Que reforma el artículo 189 y deroga el artículo 190 de la
Ley del Impuesto sobre la Renta, a cargo de la diputada
Sandra Simey Olvera Bautista, del Grupo Parlamentario de
Morena.

Que reforma el artículo 41 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado José
Luis Montalvo Luna, del Grupo Parlamentario del Partido
del Trabajo.

Que adiciona los artículos 17 y 18 de la Ley sobre el Escu-
do, la Bandera y el Himno Nacionales, a cargo del diputado
Raymundo García Gutiérrez, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática.

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones
de la Ley de Coordinación Fiscal, a cargo de la diputada
María Marivel Solís Barrera, del Grupo Parlamentario de
Morena.

Que adiciona el artículo 33 de la Ley General de Educa-
ción, a cargo de la diputada Marina del Pilar Ávila Olme-
da, del Grupo Parlamentario de Morena.

Que adiciona el artículo 27 de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública Federal, a cargo de la diputada Mari-
na del Pilar Ávila Olmeda, del Grupo Parlamentario de
Morena.

Que deroga el artículo 61 de la Ley de Instituciones de Cré-
dito, a cargo de la diputada Marina del Pilar Ávila Olmeda,
del Grupo Parlamentario de Morena.

Que reforma y adiciona los artículos 167 del Código Na-
cional de Procedimientos Penales y 343 Bis y 343 Ter del
Código Penal Federal, a cargo de la diputada Marina del
Pilar Ávila Olmeda, del Grupo Parlamentario de Morena.

Que reforma los artículos 17, 19, 33 y 38 de la Ley Gene-
ral para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, a cargo de la
diputada Anilú Ingram Vallines, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma el artículo 3o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Ana
Gabriela Guevara Espinoza, del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo.

Que deroga la fracción II del artículo 42 de la Ley Federal
del Trabajo y reforma el artículo 96 de la Ley del Seguro
Social, a cargo del diputado Raymundo García Gutiérrez,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática.

Que reforma y adiciona el artículo 87 Bis 2 de la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambien-
te, a cargo de la diputada Nayeli Salvatori Bojalil, del Gru-
po Parlamentario del Partido Encuentro Social.

Que reforma el artículo 283 de la Ley Federal del Trabajo,
a cargo de la diputada Ana Priscila González García, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Que expide la Ley que Regula el Uso de la Fuerza por los
Integrantes de las Instituciones Federales de Seguridad Pú-
blica, suscrita por diputados integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática.

Que reforma y adiciona los artículos 308 del Código Civil
Federal, 79 del Código Federal de Procedimientos Civiles
y 44 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes, a cargo de la diputada Cynthia Iliana López
Castro, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional.

Que reforma el artículo 22 de la Constitución Política de
Los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Iri-
neo Molina Espinoza, del Grupo Parlamentario de Morena.

Que reforma el artículo 2o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Be-
atriz Dominga Pérez López, del Grupo Parlamentario de
Morena.



Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Migración, a cargo de la diputada Maribel Martínez Ruiz,
del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo.

Que reforma y adiciona el artículo 108 de la Ley General
de Cultura Física y Deporte, a cargo del diputado Alan Je-
sús Falomir Saenz, del Grupo Parlamentario de Movimien-
to Ciudadano.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Orgánica del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos y de la
Ley Orgánica de la Armada de México, suscrita por dipu-
tados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática.

Que adiciona el artículo 116 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Ol-
ga Patricia Sosa Ruíz, del Grupo Parlamentario del Partido
Encuentro Social.

Que adiciona el artículo 6o. de la Ley de la Agencia Na-
cional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio
Ambiente del Sector Hidrocarburos, a cargo del diputado
Benjamín Robles Montoya, del Grupo Parlamentario del
Partido del Trabajo.

Que adiciona el artículo 7o. de la Ley General de Educa-
ción, a cargo del diputado Juan Martín Espinoza Cárdenas,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano. 

Que reforma el artículo 19 de la Ley Federal de las Entida-
des Paraestatales, a cargo de la diputada Rocío Barrera Ba-
dillo, del Grupo Parlamentario de Morena.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones a la Ley de
Coordinación Fiscal y de la Ley Federal de Presupuesto y
Responsabilidad Hacendaria, a cargo del diputado Benja-
mín Robles Montoya, del Grupo Parlamentario del Partido
del Trabajo. (Turno a Comisión

Que reforma el artículo 67 de la Ley General de Salud, a
cargo de la diputada Rocío Barrera Badillo, del Grupo Par-
lamentario de Morena.

Que reforma los artículos 134, 139 y 157 Bis de la Ley Ge-
neral de Salud, a cargo de la diputada Rocío Barrera Badi-
llo, del Grupo Parlamentario de Morena.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, para tener derecho al acceso a la recons-

trucción mamaria gratuita, a cargo de la diputada Nelly Ca-
rrasco Godínez, del Grupo Parlamentario de Morena.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en ma-
teria del Congreso de la Unión, a cargo del diputado Mario
Mata Carrasco, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional.

Que expide la Ley de los Impuestos Generales de Importa-
ción y de Exportación y reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley Aduanera, a cargo de la diputada Ivonne
Liliana Álvarez García, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional.

Que adiciona el artículo 28 de la Ley General de Cambio
Climático, a cargo del diputado Fernando Luis Manzani-
lla Prieto, del Grupo Parlamentario del Partido Encuen-
tro Social.

Que adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal de
Deuda Pública, a cargo del diputado Benjamín Robles
Montoya, del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo.

Que adiciona diversas disposiciones de la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, en ma-
teria de conservación del medio ambiente, a cargo de la
diputada Julieta Macías Rábago, del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano.

Que reforma el artículo 37 de la Ley del Instituto del Fon-
do Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, a cargo
del diputado Alejandro Carvajal Hidalgo, del Grupo Parla-
mentario de Morena.

Que reforma el artículo 19 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Feli-
pe Fernando Macías Olvera, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional.

Que reforma el artículo 105 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada
Claudia Pastor Badilla, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Revolucionario Institucional.

Que reforma los artículos 6o. y Cuadragésimo Tercero
transitorio de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios
Sociales de los Trabajadores del Estado, suscrita por el
diputado Juan Ángel Bautista Bravo y diputados integran-
tes del Grupo Parlamentario de Morena.
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Que reforma y adiciona los artículos 115, 212 y 216 de la
Ley General de Salud, a cargo del diputado Rubén Morei-
ra Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional.

Que reforma el artículo 251 de la Ley del Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Esta-
do, a cargo del diputado Alejandro Carvajal Hidalgo, del
Grupo Parlamentario de Morena.

Que reforma el artículo 94 de la Ley General de los Dere-
chos de Niñas, Niños y Adolescentes, a cargo de la dipu-
tada Marina del Pilar Ávila Olmeda, del Grupo Parlamen-
tario de Morena.

Que reforma los artículos 20 y 23 de la Ley para Regular
las Sociedades de Información Crediticia, a cargo de la
diputada Marina del Pilar Ávila Olmeda, del Grupo Parla-
mentario de Morena.

De Decreto por el que se declara el 28 de abril de cada año
como Día Nacional de la Herbolaria y la Medicina Tradi-
cional Mexicana, a cargo de la diputada Socorro Irma An-
dazola Gómez, del Grupo Parlamentario de Morena.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Cultura y Derechos Culturales, a cargo de la
diputada María Teresa López Pérez, del Grupo Parlamen-
tario de Morena.

Que reforma los artículos 4o. y 7o. de la Ley Federal de
Extinción de Dominio, Reglamentaria del artículo 22 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo del diputado Irineo Molina Espinoza, del Grupo Par-
lamentario de Morena.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Terri-
torial y Desarrollo Urbano, a cargo del diputado Javier
Ariel Hidalgo Ponce, del Grupo Parlamentario de Morena.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley Na-
cional de Ejecución Penal, a cargo de la diputada Graciela
Zavaleta Sánchez, del Grupo Parlamentario de Morena.

Que adiciona el artículo 4o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por los diputados
Manuel Rodríguez González, Julio César Ángeles Mendo-
za y Estela Núñez Álvarez, del Grupo Parlamentario de
Morena.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, de la Ley General de Cambio Climático y de la
Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sec-
tor Público, a cargo de la diputada Annia Sarahí Gómez
Cárdenas, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional.

Que adiciona el artículo 73 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Dul-
ce Alejandra García Morlan, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Penal Federal, en materia de maltrato animal, a cargo de la
diputada Frida Alejandra Esparza Márquez, del Grupo Par-
lamentario del Partido de la Revolución Democrática.

Que adiciona el artículo 4o. de la Ley General de los De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a cargo de la dipu-
tada Karla Yuritzi Almazán Burgos, del Grupo Parlamenta-
rio de Morena.

Que reforma diversas disposiciones de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos y de la Ley Orgá-
nica de la Administración Pública Federal, en materia de
paridad de género, a cargo de la diputada Madeleine Bon-
nafoux Alcaraz, del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Desarrollo Social, a cargo de la diputada Sora-
ya Pérez Munguía, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional.

Que reforma y adiciona los artículos 390 del Código Pe-
nal Federal y 167 del Código Nacional de Procedimien-
tos Penales, a cargo de la diputada Ma. del Carmen Ca-
brera Lagunas, del Grupo Parlamentario del Partido
Encuentro Social.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Federal del Trabajo, a cargo de la diputada Karen Michel
González Márquez, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional.

Que reforma el artículo 40 de la Ley General de Educa-
ción, a cargo del diputado Héctor Yunes Landa, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.



Que reforma el artículo 19 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Fer-
nando Luis Manzanilla Prieto, del Grupo Parlamentario del
Partido Encuentro Social.

Que reforma y adiciona los artículos 146, 331 y 334 de la
Ley Federal del Trabajo y deroga la fracción II del artículo
13 de la Ley del Seguro Social, a cargo del diputado Juan
Francisco Ramírez Salcido, del Grupo Parlamentario Mo-
vimiento Ciudadano.

Que reforma los artículos 154 y 162 de la Ley del Seguro
Social, a cargo de la diputada Mirtha Iliana Villalvazo
Amaya, del Grupo Parlamentario de Morena.

Que reforma y adiciona el artículo 84 de la Ley General de
Población, a cargo de la diputada Laura Erika de Jesús Gar-
za Gutiérrez, del Grupo Parlamentario del Partido Encuen-
tro Social.

Que adiciona el artículo 5o. de la Ley de Caminos, Puentes
y Autotransporte Federal, a cargo del diputado Juan Martí-
nez Flores, del Grupo Parlamentario de Morena.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Instituciones y Procedimientos Electorales, de
la Ley General de Partidos Políticos y de la Ley General
del Sistema Nacional Anticorrupción, a cargo de la dipu-
tada Laura Angélica Rojas Hernández, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional.

Que reforma el artículo 18 de la Ley Agraria, a cargo del
diputado José Guadalupe Ambrocio Gachuz, del Grupo
Parlamentario de Morena.

Que reforma el artículo 151 de la Ley del Impuesto sobre
la Renta, en materia de deducciones, a cargo de la diputada
Laura Angélica Rojas Hernández, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional.

De Decreto por el que se declara el 19 de noviembre de ca-
da año, como el “Día Nacional de la Lucha contra el Cán-
cer de Próstata”, a cargo del diputado Alejandro Barroso
Chávez, del Grupo Parlamentario de Morena.

Que reforma el artículo 18 de la Ley sobre el Escudo, la
Bandera y el Himno Nacionales, a cargo de la diputada Lo-
rena del Socorro Jiménez Andrade, del Grupo Parlamenta-
rio de Morena.

Que adiciona el artículo 512 de la Ley Federal del Trabajo,
a cargo del diputado Francisco Javier Borrego Adame, del
Grupo Parlamentario de Morena.

Que reforma el artículo 7o. de la Ley General de Salud, sus-
crita por los diputados Irineo Molina Espinoza y Beatriz Do-
minga Pérez López, del Grupo Parlamentario de Morena.

Que reforma los artículos 3o. y 10 de la Ley General para
la Atención y Protección a Personas con la Condición del
Espectro Autista, a cargo de la diputada Dulce María Mén-
dez de la Luz Dauzón, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano.

Que reforma los artículos 95 y 96 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la dipu-
tada Ma. Guadalupe Almaguer Pardo, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática.

Que reforma el artículo 46 de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, por el que se
crea el Comité de Parlamento Abierto, a cargo de la dipu-
tada Silvia Lorena Villavicencio Ayala, del Grupo Parla-
mentario de Morena.

Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones de
la Ley Federal del Trabajo y de la Ley del Seguro Social, a
cargo de la diputada Anilú Ingram Vallines, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Seguro Social, de la Ley Federal de los Trabajadores al
Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B) del Ar-
tículo 123 Constitucional y de la Ley Federal del Trabajo,
a cargo de la diputada Adriana Gabriela Medina Ortíz, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Que reforma el artículo 123 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, para garantizar a todos los
trabajadores del país y sus familias una vida digna, suscri-
ta por diputados integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática.

Que adiciona el artículo 132 de la Ley Federal del Trabajo,
suscrita por diputados integrantes de los Grupos Parlamenta-
rios del Partido Verde Ecologista de México y de Morena.

Que reforma el artículo 1834 del Código Civil Federal, a
cargo de la diputada Marina del Pilar Ávila Olmeda, del
Grupo Parlamentario de Morena.
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Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Penal Federal y de la Ley General de Salud, suscrita por las
diputadas Verónica Beatriz Juárez Piña y Norma Azucena
Rodríguez Zamora, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática.

Que reforma el artículo 25 de la Ley General de Educa-
ción, a cargo de la diputada Carmen Patricia Palma Olve-
ra, del Grupo Parlamentario de Morena.

Que reforma los artículos 28 y 29 de la Ley Federal de Res-
ponsabilidad Ambiental, a cargo del diputado Justino Eu-
genio Arriaga Rojas, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional.

Que reforma el artículo 22 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Ve-
rónica Beatriz Juárez Piña, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática.

Que reforma el artículo 37 de la Ley Federal de Cinemato-
grafía, a cargo de la diputada Simey Olvera Bautista, del
Grupo Parlamentario de Morena.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General del Sistema Nacional Anticorrupción, de la Ley
General de Responsabilidades Administrativas, de la Ley
Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa y
de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Elec-
torales, a cargo del diputado Miguel Ángel Jáuregui Mon-
tes de Oca, del Grupo Parlamentario de Morena.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de
Organizaciones Ganaderas, a cargo de la diputada Rosalinda
Domínguez Flores, del Grupo Parlamentario de Morena.

Que adiciona diversas disposiciones del Código Penal Fe-
deral, a cargo del diputado Sebastián Aguilera Brenes, del
Grupo Parlamentario de Morena.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, suscrito por diputados integrantes del Grupo Par-
lamentario de Morena.

Que reforma diversas disposiciones de la Ley de Cámaras
Empresariales y sus Confederaciones, a cargo del diputado
Eraclio Rodríguez Gómez, del Grupo Parlamentario de
Morena.

De decreto por el que se declara el 23 de agosto como “Día
de los Pueblos Negros y Comunidades Afromexicanas, co-
mo Raíz de la Composición Pluricultural de la Nación Me-
xicana”, a cargo del diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera,
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, de la Ley de Adquisiciones, Arrenda-
mientos y Servicios del Sector Público y de la Ley Orgáni-
ca de la Administración Pública Federal, en materia de
compra consolidada de medicamentos, a cargo de la dipu-
tada Marcela Guillermina Velasco González, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma el artículo 7o. de la Ley General de Salud, a
cargo del diputado Francisco Favela Peñuñuri, del Grupo
Parlamentario del Partido del Trabajo.

Que reforma y adiciona los artículos 137 del Código Na-
cional de Procedimientos Penales y 78 de la Ley General
de Responsabilidades Administrativas, a cargo de la dipu-
tada Fabiola Raquel Guadalupe Loya Hernández, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Que reforma el artículo 51 de la Ley General de Vida Sil-
vestre, suscrita por la diputada Beatriz Manrique Guevara
y diputados integrantes del Grupo Parlamentario de Parti-
do Verde Ecologista de México.

Que reforma el Artículo Tercero Transitorio del Decreto
por el que se declara reformadas y adicionadas diversas
disposiciones de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en materia de desindexación del sala-
rio mínimo, publicado en el DOF 27 de enero de 2016, a
cargo del diputado José Luis Montalvo Luna, del Grupo
Parlamentario del Partido del Trabajo.

Que reforma y adiciona los artículos 3o. y 36 de la Ley de
Migración, a cargo de la diputada María Libier González
Anaya, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Que reforma el artículo 68 de la Ley General del Servicio
Profesional Docente, a cargo del diputado Jesús Fernando
García Hernández, del Grupo Parlamentario de Morena.

Que reforma el artículo 186 de la Ley del Impuesto sobre
la Renta, a cargo de la diputada Lourdes Celenia Contre-
ras González, del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano.



Que reforma el artículo 101 de la Ley General de los De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a cargo de la dipu-
tada Socorro Irma Andazola Gómez, del Grupo Parlamen-
tario de Morena.

Que adiciona el artículo 21 de la Ley General para la In-
clusión de las Personas con Discapacidad, a cargo de la
diputada Lourdes Celenia Contreras González, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Que reforma diversas disposiciones de la Ley del Seguro
Social, a cargo de la diputada Beatriz Silvia Robles Gutié-
rrez, del Grupo Parlamentario de Morena.

Que reforma y adiciona los artículos 326 y 327 del Código
Penal Federal y 28 de la Ley General de Acceso de las Mu-
jeres a una Vida Libre de Violencia, a cargo de la diputada
Maiella Martha Gabriela Gómez Maldonado, del Grupo
Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Que reforma y adiciona los artículos 3o. y 8o. de la Ley pa-
ra Impulsar el Incremento Sostenido de la Productividad y
la Competitividad de la Economía Nacional y 3o. de la Ley
General de Población, a cargo de la diputada Graciela Za-
valeta Sánchez, del Grupo Parlamentario de Morena.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud y el artículo 198 del Código Penal Fede-
ral, a cargo de la diputada Martha Tagle Martínez, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Que reforma y adiciona el artículo 113 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Miguel Ángel Jáuregui Montes de Oca, del Gru-
po Parlamentario de Morena.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Salud y el artículo 199 del Código Penal Fede-
ral, a cargo de la diputada Martha Tagle Martínez, del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Servicio de Administración Tributaria, de la Ley Gene-
ral del Sistema Nacional Anticorrupción y de la Ley Gene-
ral de Instituciones y Procedimientos Electorales, a cargo
del diputado Miguel Ángel Jáuregui Montes de Oca, del
Grupo Parlamentario de Morena.

Que reforma diversas disposiciones de la Ley de Adquisi-
ciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público,

suscrita por diputados integrantes del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano.

Que reforma y deroga diversas disposiciones del Código
Civil Federal, a cargo de la diputada Laura Martínez Gon-
zález, del Grupo Parlamentario de Morena.

Que reforma diversas disposiciones de la Ley de Obras Pú-
blicas y Servicios Relacionados con las Mismas, suscrita
por diputados integrantes del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano.

Que adiciona un artículo 464 Quáter a la Ley General de
Salud, a cargo del diputado Luis Fernando Salazar Fernán-
dez, del Grupo Parlamentario de Morena.

Que reforma los artículos 18 y 27 de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal, a cargo de la diputada
Ana Lilia Herrera Anzaldo, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma el artículo 19 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Sil-
via Lorena Villavicencio Ayala, del Grupo Parlamentario
de Morena.

Que reforma los artículos 11, 28 y 111 Bis de la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambien-
te, a cargo del diputado José Rigoberto Mares Aguilar, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

De decreto por el que se declara la última semana de febrero
de cada año, como la Semana Nacional de la Salud Auditiva,
a cargo de la diputada Laura Barrera Fortoul, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma diversas disposiciones del Decreto por el que
se establece el Horario Estacional que se aplicará en los Es-
tados Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Ana Ruth
García Grande, del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo.

Que adiciona el artículo 47 Bis de la Ley de Aviación Ci-
vil, a cargo de la diputada Martha Angélica Zamudio Ma-
cías, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Que reforma el artículo 28 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, suscrita por diputados inte-
grantes del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática.
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Que reforma los artículos 139, 140 y 144 de la Ley de la
Industria Eléctrica, suscrita por el diputado Arturo Esco-
bar y Vega y diputados integrantes de los Grupos Parla-
mentarios del Partido Verde Ecologista de México y de
Morena.

Que adiciona el artículo 167 del Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales, a cargo de la diputada Silvia Lorena
Villavicencio Ayala, del Grupo Parlamentario de Morena.

Que reforma diversas disposiciones de la Ley del Seguro
Social, suscrita por el diputado Evaristo Lenin Pérez Rive-
ra y diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Par-
tido Acción Nacional.

Que adiciona el artículo 37 de la Ley de Migración, a car-
go del diputado Rubén Ignacio Moreira Valdez, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma y adiciona los artículos 2o. de la Ley del Banco
de México y 31o. de la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal, suscrita por diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática.

Que reforma y adiciona los artículos 37, 40 y 42 de la Ley
de Migración, a cargo del diputado Maximino Alejandro
Candelaria, del Grupo Parlamentario de Morena.

Que reforma el artículo 11 de la Ley para el Desarrollo de
la Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Em-
presa, a cargo de la diputada María de los Ángeles Ayala
Díaz y diputados integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional.

Que adiciona el artículo 48 de la Ley General de Educación,
a cargo de la diputada Ximena Puente de la Mora, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma el artículo 4o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Em-
manuel Reyes Carmona, del Grupo Parlamentario del Par-
tido de la Revolución Democrática.

Que reforma el artículo 69 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado Jorge
Luis Preciado Rodríguez y diputados integrantes del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Que adiciona los artículos 7o. y 9o. de la Ley General pa-
ra la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, a car-

go del diputado Pedro Pablo Treviño Villarreal, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
General de Protección Civil, a cargo del diputado Jorge
Luis Preciado Rodríguez y diputados integrantes del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley
del Seguro Social, de la Ley del Instituto del Fondo Na-
cional de la Vivienda para los Trabajadores y de la Ley
de los Sistemas de Ahorro para el Retiro, a cargo del
diputado Isaías González Cuevas, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Código
Penal Federal, a cargo del diputado Jorge Luis Preciado
Rodríguez y diputados integrantes del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional.

Que reforma y adiciona el artículo 4o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Laura Barrera Fortoul, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional.

Que reforma y adiciona el artículo 73 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia pre-
supuestaria, a cargo del diputado Oscar Daniel Martínez
Terrazas y diputados integrantes del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional.

Que adiciona el artículo 46 de la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente, a cargo de la diputada
Martha Elisa González Estrada y diputados integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Proposiciones de urgente resolución

Con punto de acuerdo relativo a la protección y salvaguarda
de las niñas, niños y adolescentes que viajan solos en la cara-
vana migrante centroamericana, a cargo de la diputada Silvia
Robles Gutiérrez, del Grupo Parlamentario de Morena.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a las autorida-
des responsables, para que hagan del conocimiento público
el proyecto ejecutivo de la refinería que se planea construir
en Dos Bocas, Tabasco, se garantice el estado de derecho,
se considere la opinión de los expertos en la materia y se
realice un ejercicio de consulta pública constitucional, ob-
jetiva y transparente, a fin de no poner en riesgo las finan-



zas públicas y el desarrollo del país, suscrito por diputados
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral, a través de la Segob, a establecer un protocolo para
garantizar los derechos humanos de niñas, niños y adoles-
centes migrantes, acompañados, no acompañados, separa-
dos, nacionales extranjeros y repatriados en el contexto de
movilidad humana, que mandata la Ley General de los De-
rechos de Niñas, Niños y adolescentes, a cargo del dipu-
tado Javier Castañeda Pomposo, del Grupo Parlamentario
del Partido Encuentro Social.

Proposiciones

Con punto de acuerdo relativo a implementar las medidas
necesarias para proporcionar la atención inmediata a los in-
dígenas desplazados del estado de Chiapas, de manera par-
ticular, los del Ejido Puebla, del Municipio de Chenalhó, a
cargo del diputado Raúl Eduardo Bonifaz Moedano, del
Grupo Parlamentario de Morena.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a los gobier-
nos de las 32 entidades federativas, a fortalecer las ac-
ciones que permitan mejorar la situación de las mujeres
rurales indígenas y campesinas en el país, a cargo de la
diputada María Ester Alonzo Morales, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a los gobiernos
estatales, a favorecer acciones afirmativas para el empode-
ramiento de las mujeres y la erradicación de la violencia en
su contra por cuestión de género, a cargo de la diputada El-
ba Lorena Torrez Díaz, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Encuentro Social.

Con punto de acuerdo relativo a redoblar esfuerzos de ca-
pacitación del personal de carrera judicial, de los Ministe-
rios Públicos, federales y locales en materia de extinción
de dominio, a cargo de la diputada Adriana Gabriela Ortiz,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a que el nom-
bramiento de la o el titular de la Procuraduría de Protec-
ción de Niñas, Niños y Adolescentes del DIF, recaiga en
una persona con amplia experiencia del tema, honorable,
responsable, comprometida y de amplio reconocimiento
social de su contribución con la infancia y adolescencia
del país, a cargo de la diputada Verónica Beatriz Juárez

Piña, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a las autoridades
competentes y al Gobierno de Guanajuato, a suscribir conve-
nios de colaboración que permitan implementar una estrate-
gia para combatir de una manera efectiva el robo de combus-
tible en la entidad, suscrito por la diputada Beatriz Manrique
Guevara y diputados integrantes de los Grupos Parlamenta-
rios del Partido Verde Ecologista de México y de Morena.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la SE y a la
Profeco, a garantizar mediante la revisión del INPC y los
precios reportados durante el segundo trimestre de 2018,
que los precios ofrecidos durante el “buen fin” en esta edi-
ción, no tengan información imperfecta, sean engañosos y
no hayan sido inflados durante los últimos meses, a cargo
de la diputada Beatriz Silvia Robles Gutiérrez, del Grupo
Parlamentario de Morena.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la CRE, a rea-
lizar la modificación a la NOM-016-CRE-2016, a efecto de
permitir el uso de Etanol desde un 10% en las áreas metro-
politanas de Valle de México, Guadalajara y Monterrey,
ejercitando además las acciones legales que procedan a
efecto de que las personas puedan hacer uso de los diver-
sos bioenergéticos disponibles, a cargo de la diputada Mó-
nica Almeida López, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática.

Con punto de acuerdo relativo a difundir toda la informa-
ción reservada y/o clasificada relativa a la extinción y li-
quidación de Luz y Fuerza del Centro, así como del Sindi-
cato Mexicano de Electricistas, suscrito por los diputados
Nelly Minerva Carrasco Godínez, Erika Vanessa del Casti-
llo Ibarra y Sergio Pérez Hernández, del Grupo Parlamen-
tario de Morena, y Gerardo Fernández Noroña, del Grupo
Parlamentario del Partido del Trabajo.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo fe-
deral, para que a través de la SCT y la Policía Federal, res-
pectivamente, y en el ámbito de sus competencias, lleven a
cabo las acciones pertinentes para permitir se acredite la
aplicación efectiva de la corresponsabilidad entre el usua-
rio del autotransporte de carga y el auto transportista, a car-
go del diputado Francisco Javier Borrego Adame, del Gru-
po Parlamentario de Morena.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a la SRE, a re-
mitir al Senado de la República la Convención Iberoameri-
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cana de los Derechos de los Jóvenes para su ratificación, a
cargo de la diputada Reyna Celeste Ascencio Ortega, del
Grupo Parlamentario de Morena.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta al Gobierno de
Nayarit, a que por medio de la Secretaría de Administra-
ción y Finanzas de la entidad, trasparente el ejercicio del
gasto conforme lo establecen las leyes General de Contabi-
lidad Gubernamental y de Disciplina Financiera de las En-
tidades Federativas y los Municipios, a cargo de la dipu-
tada Mirtha Iliana Villalvazo Amaya, del Grupo
Parlamentario de Morena.

Con punto de acuerdo relativo al aumento de tarifas de ca-
miones de transporte público en Mexicali, Baja California,
a cargo de la diputada Marina del Pilar Ávila Olmeda, del
Grupo Parlamentario de Morena.

Con punto de acuerdo por el que se exhorta a las autorida-
des del Sistema Nacional de Seguridad Pública, a interve-
nir para garantizar la seguridad de los habitantes de diver-
sas comunidades de la Sierra de Guerrero, que han sido
desplazadas por la violencia, a cargo del diputado Carlos
Sánchez Barrios, del Grupo Parlamentario de Morena.

Efemeride

Con motivo del 14 de noviembre, 44 Aniversario de la
aprobación de la Igualdad Jurídica de la Mujer por parte
de la Cámara de Diputados, a cargo de la diputada Bea-
triz Silvia Robles Gutiérrez, del Grupo Parlamentario de
Morena.»

El diputado José Elías Lixa Abimerhi (desde la curul):
Presidente.

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Perdón, a
la hora que se abre el debate sobre el acta, como es cos-
tumbre. Ah… ¿Con qué objeto, diputado?

El diputado José Elías Lixa Abimerhi (desde la curul):
Muchas gracias, presidente. Respecto al orden del día. Mi
coordinador ha solicitado que, de conformidad con el artí-
culo 64, sea incluido en el orden del día el dictamen de la
Comisión de Gobernación y Población con proyecto de de-
creto que reforma, adiciona y deroga diversas disposicio-
nes a la Ley Orgánica de la Administración Pública Fede-
ral, en virtud de que la sesión ordinaria anterior fue
levantada sin que se discutiera. Y, por lo tanto, aprueben las
reservas en lo particular de la dictada norma.

Por lo tanto solicitamos, presidente, que en esta sesión,
conforme a derecho, se incluya en el orden del día dicha si-
tuación, toda vez que no existió ninguna comunicación ofi-
cial, de acuerdo al artículo 36 del Reglamento que nos ri-
ge, para convocar a alguna sesión, y lo que sí existió en la
Gaceta fue una convocatoria fuera de Reglamento y, por
cierto, a una sesión de fecha inexistente, como puede apre-
ciar aquí en la imagen de la Gaceta, existió una convocato-
ria para una sesión vespertina, que no existe en nuestro Re-
glamento, de fecha jueves 13 de noviembre de 2018, que es
una fecha totalmente inexistente y, por lo tanto, imposible
de realizar.

Por lo tanto, solicitamos de manera formal que podamos
discutir las reservas de la ley citada. Muchas gracias, pre-
sidente.

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Compa-
ñero, no ha lugar, porque la ley le concede tanto a la Juco-
po como a la Mesa Directiva la facultad de decidir la rea-
nudación de una sesión, o bien… perdóneme, estoy
hablando. ¿Otra vez vamos a gritar?

Estamos hablando, yo los he escuchado. A mayor abunda-
miento, hay textos constitucionales que ha revisado el se-
cretariado, y el pleno lo resolvió con un quórum bastante
holgado, trabajar en la tarde.

Una cosa es que no diga vespertina, que es una palabra del
diccionario, y otra cosa es que no se puedan hacer reunio-
nes por las tardes. El pleno lo aprobó, punto, y el pleno es
soberano, y el pleno decidió seguir trabajando; el pleno ve-
rificó su quórum, y el pleno lo votó. Por lo tanto, está de-
cidido.

Permítame, hay una votación de pleno. ¿No vale? Ustedes
no estuvieron. No sé, yo me fui. 

ACTA DE LA SESIÓN ANTERIOR

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Consulte la
Secretaría a la asamblea si se dispensa la lectura del acta.

La secretaria diputada Karla Yuritzi Almazán Burgos:
En votación económica, se consulta si se dispensa la lectu-
ra al acta de la sesión anterior. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la afirmativa, sírvanse manifestarlo,



gracias. Las diputadas y los diputados que estén por la ne-
gativa, sírvanse manifestarlo. Mayoría por la afirmativa. Se
dispensa la lectura.

«Acta de la sesión vespertina de la Cámara de Diputados
del Congreso de la unión, celebrada el martes trece de no-
viembre de dos mil dieciocho, correspondiente al Primer
Periodo de Sesiones Ordinarias del Primer Año de Ejerci-
cio de la Sexagésima Cuarta Legislatura.

Presidencia del diputado
Porfirio Muñoz Ledo

En el Palacio Legislativo de San Lázaro de la capital de los
Estados Unidos Mexicanos, sede de la Cámara de Dipu-
tados del Congreso de la Unión, con una asistencia de tres-
cientos setenta y nueve diputadas y diputados, a las dieci-
nueve horas con treinta y un minutos del martes trece de
noviembre de dos mil dieciocho, la Presidencia declara
abierta la sesión ordinaria vespertina. 

La Presidencia instruye a la Secretaría dar lectura al Orden
del Día de esta sesión ordinaria vespertina.

En votación económica se dispensa la lectura del acta de la
sesión anterior, en virtud de que se encuentra publicada en
la Gaceta Parlamentaria, y de la misma manera se aprueba.

Se concede el uso de la tribuna a los siguientes coordina-
dores de los Grupos Parlamentarios, para hacer comenta-
rios: Mario Delgado Carrillo, de Morena; Itzcoatl Tonatiuh
Bravo Padilla, de Movimiento Ciudadano; Reginaldo San-
doval Flores, del Partido del Trabajo; Arturo Escobar y Ve-
ga, del Partido Verde Ecologista de México; José Ricardo
Gallardo Cardona, del Partido de la Revolución Democrá-
tica; Rene Juárez Cisneros, del Partido Revolucionario Ins-
titucional; y desde su curul el diputado Fernando Luis
Manzanilla Prieto, del Partido Encuentro Social. La Presi-
dencia hace comentarios. 

El siguiente punto del Orden del Día es la discusión en lo
particular del dictamen de la Comisión de Gobernación y
Población, con proyecto de decreto por el que se por el que
se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 

En la discusión en lo particular se concede el uso de la pa-
labra para presentar propuestas de modificación a las dipu-
tadas y a los diputados:

• Claudia Reyes Montiel, del Partido de la Revolución
Democrática, al artículo ocho, que en votación econó-
mica no se admite a discusión, se desecha y se reserva
para su votación nominal en conjunto en términos del
dictamen.

• Claudia Pastor Badilla, del Partido Revolucionario
Institucional:

– Al artículo ocho, fracción primera, que en votación
económica se admite a discusión, e intervienen las
diputadas y el diputado: en contra Pablo Gómez Ál-
varez, de Morena; en pro Claudia Pastor Badilla, del
Partido Revolucionario Institucional y en contra Al-
ma Delia Navarrete Rivera, de Morena, en votación
económica se considera suficientemente discutido,
de la misma manera se desecha y se reserva para su
votación nominal en conjunto en términos del dicta-
men.

– Al artículo ocho, fracción segunda, que en votación
económica no se admite a discusión, se desecha y se
reserva para su votación nominal en conjunto en tér-
minos del dictamen.

• Dulce María Sauri Riancho, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, al artículo ocho, fracción tercera, que
en votación económica se admite a discusión, e inter-
vienen las diputadas: en contra Alma Delia Navarrete
Rivera, de Morena; en pro Martha Angélica Tagle Mar-
tínez, de Movimiento Ciudadano, y desde su curul en
contra el diputado Pablo Gómez Álvarez, de Morena, en
votación económica se considera suficientemente discu-
tido, de la misma manera se desecha y se reserva para su
votación nominal en conjunto en términos del dictamen.

Presidencia de la diputada
Dolores Padierna Luna

• Fabiola Raquel Guadalupe Loya Hernández, de Movi-
miento Ciudadano, a los artículos catorce, veinte, y
treinta y uno, que en votación económica no se admiten
a discusión, se desechan y se reservan para su votación
nominal en conjunto en términos del dictamen.

• Carlos Pavón Campos, del Partido Revolucionario Ins-
titucional, al artículo catorce, que en votación económi-
ca no se admite a discusión, se desecha y se reserva pa-
ra su votación nominal en conjunto en términos del
dictamen.
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• Mario Alberto Ramos Tamez, de Movimiento Ciuda-
dano, a los artículos catorce, veintisiete, treinta bis y;
treinta y uno, que en votación económica no se admiten
a discusión, se desechan y se reservan para su votación
nominal en conjunto en términos del dictamen.

• Lourdes Celenia Contreras González, de Movimiento
Ciudadano, al artículo diecisiete bis, que en votación
económica se admite a discusión, e intervienen las di-
putadas: en contra Dolores Padierna Luna, de Morena;
y en pro Martha Angélica Tagle Martínez, de Movi-
miento Ciudadano; en votación económica se desecha y
se reserva para su votación nominal en conjunto en tér-
minos del dictamen.

• Mónica Almeida López, del Partido de la Revolución
Democrática, a los artículos diecisiete bis, diecisiete ter,
y treinta y dos-A, que en votación económica no se ad-
miten a discusión, se desechan y se reservan para su vo-
tación nominal en conjunto en términos del dictamen.

• Eduardo Zarzosa Sánchez, del Partido Revolucionario
Institucional, al artículo diecisiete bis, que en votación
económica no se admite a discusión, se desecha y se re-
serva para su votación nominal en conjunto en términos
del dictamen.

• Alán Jesús Falomir Saenz, de Movimiento Ciudadano,
al artículo diecisiete bis, fracciones primera y tercera,
que en votación económica no se admiten a discusión,
se desechan y se reservan para su votación nominal en
conjunto en términos del dictamen. En su oportunidad y
desde sus curules responden alusiones personales los
diputados: José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña, del
Partido del Trabajo; Alán Jesús Falomir Saenz, de Mo-
vimiento Ciudadano.

• Soraya Pérez Munguía, del Partido Revolucionario
Institucional, al artículo diecisiete bis, fracción primera,
que en votación económica no se admite a discusión, se
desecha y se reserva para su votación nominal en con-
junto en términos del dictamen. 

Desde su curul realiza comentarios el diputado José Gerar-
do Rodolfo Fernández Noroña, del Partido del Trabajo. La
Presidencia hace aclaraciones.

• Ernesto Javier Nemer Álvarez, del Partido Revolucio-
nario Institucional, al artículo diecisiete bis, fracción
tercera, que en votación económica no se admite a dis-

cusión, se desecha y se reserva para su votación nomi-
nal en conjunto en términos del dictamen.

• Irma María Terán Villalobos, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, al artículo diecisiete bis, fracción ter-
cera, que en votación económica no se admite a discu-
sión, se desecha y se reserva para su votación nominal
en conjunto en términos del dictamen.

• Ricardo Aguilar Castillo, del Partido Revolucionario
Institucional, al artículo diecisiete ter, que en votación
económica se admite a discusión, 

Presidencia de la diputada
Dulce María Sauri Riancho

e intervienen las diputadas y el diputado: en contra la
diputada Dolores Padierna Luna, de Morena; y en pro
Ricardo Aguilar Castillo, del Partido Revolucionario
Institucional; en contra Jaime Humberto Pérez Bernabe,
de Morena, en pro Martha Angélica Tagle Martínez, de
Movimiento Ciudadano, y en contra Beatriz Dominga
Pérez López, de Morena, en votación económica se de-
secha y se reserva para su votación nominal en conjun-
to en términos del dictamen.

• Ricardo Aguilar Castillo, del Partido Revolucionario
Institucional, al artículo diecisiete ter, párrafo tercero,
que en votación económica no se admite a discusión, se
desecha y se reserva para su votación nominal en con-
junto en términos del dictamen.

Presidencia de la diputada
Dolores Padierna Luna

• Aleida Alavez Ruiz, de Morena, a los artículos: diecisie-
te ter, veinte, veintisiete, treinta y dos bis, treinta y cinco,
treinta y siete, y sexto transitorio, que en votación econó-
mica se admiten a discusión, e intervienen en pro el dipu-
tado y la diputada: Carol Antonio Altamirano, Laura Mar-
tínez González, Héctor Guillermo de Jesús Jiménez y
Meneses, todos de Morena, en votación económica se
aceptan y se reservan para su votación nominal en con-
junto con las modificaciones aceptadas por la Asamblea.

• Jesús Sergio Alcántara Núñez, del Partido Verde Eco-
logista de México, al artículo diecisiete ter, que en vota-
ción económica no se admite a discusión, se desecha y
se reserva para su votación nominal en conjunto en tér-
minos del dictamen.



• Laura Barrera Fortoul, del Partido Revolucionario Ins-
titucional, al artículo diecisiete ter, que en votación eco-
nómica no se admite a discusión, se desecha y se reser-
va para su votación nominal en conjunto en términos del
dictamen.

• Alberto Esquer Gutiérrez, de Movimiento Ciudadano,
al artículo diecisiete ter, que en votación económica no
se admite a discusión, se desecha y se reserva para su
votación nominal en conjunto en términos del dictamen.

Desde su curul, el diputado Itzcoatl Tonatiuh Bravo Padi-
lla, coordinador del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano, realiza comentarios e informa a la Presidencia
que su bancada se retira del Pleno. La presidencia hace
aclaraciones.

• Emmanuel Reyes Carmona, del Partido de la Revolu-
ción Democrática, al artículo diecisiete ter, que en vota-
ción económica no se admite a discusión, se desecha y
se reserva para su votación nominal en conjunto en tér-
minos del dictamen.

Desde su curul, el diputado José Ricardo Gallardo Cardo-
na, Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática, realiza comentarios e informa a
la Presidencia que su bancada se retira del Pleno. La presi-
dencia hace aclaraciones.

• Juan Francisco Espinoza Eguia, del Partido Revolu-
cionario Institucional, al artículo veintiséis, que en vo-
tación económica no se admite a discusión, se desecha
y se reserva para su votación nominal en conjunto en
términos del dictamen.

• Cynthia Iliana López Castro, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, al artículo veintiséis, que en votación
económica no se admite a discusión, se desecha y se re-
serva para su votación nominal en conjunto en términos
del dictamen.

• Ricardo Aguilar Castillo, del Partido Revolucionario
Institucional, al artículo veintisiete, que en votación
económica no se admite a discusión, se desecha y se re-
serva para su votación nominal en conjunto en términos
del dictamen.

• Cynthia Iliana López Castro, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, al artículo veintisiete, que en votación
económica no se admite a discusión, se desecha y se re-

serva para su votación nominal en conjunto en términos
del dictamen.

• Enrique Ochoa Reza, del Partido Revolucionario Ins-
titucional, al artículo veintisiete, que en votación econó-
mica no se admite a discusión, se desecha y se reserva
para su votación nominal en conjunto en términos del
dictamen.

• Beatriz Manrique Guevara, del Partido Verde Ecolo-
gista de México, a los artículos veintisiete, y treinta bis,
que en votación económica no se admiten a discusión,
se desechan y se reservan para su votación nominal en
conjunto en términos del dictamen.

• Mariana Rodríguez Mier y Terán, del Partido Revolu-
cionario Institucional, al artículo veintisiete, que en vo-
tación económica no se admite a discusión, se desecha
y se reserva para su votación nominal en conjunto en
términos del dictamen.

• Juan Ortiz Guarneros, del Partido Revolucionario Ins-
titucional, al artículo treinta bis, que en votación econó-
mica no se admite a discusión, se desecha y se reserva
para su votación nominal en conjunto en términos del
dictamen.

Presidencia de la diputada
Dulce María Sauri Riancho

• Benito Medina Herrera, del Partido Revolucionario
Institucional, al artículo treinta bis, que en votación eco-
nómica no se admite a discusión, se desecha y se reser-
va para su votación nominal en conjunto en términos del
dictamen.

• Claudia Pastor Badilla, del Partido Revolucionario
Institucional, al artículo treinta bis y cuarenta y tres,
quien acepta interpelación del diputado Enrique Ochoa
Reza, del Partido Revolucionario Institucional, en vota-
ción económica no se admiten a discusión, se desechan
y se reservan para su votación nominal en conjunto en
términos del dictamen

• María Sara Rocha Medina, del Partido Revolucionario
Institucional, al artículo treinta bis, que en votación eco-
nómica no se admite a discusión, se desecha y se reser-
va para su votación nominal en conjunto en términos del
dictamen.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 15 de noviembre de 201827



Año I, Primer Periodo, 15 de noviembre de 2018 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados28

• María Lucero Saldaña Pérez, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, al artículo treinta bis, que en votación
económica no se admite a discusión, se desecha y se re-
serva para su votación nominal en conjunto en términos
del dictamen.

Presidencia de la diputada
Dolores Padierna Luna

• Héctor Yunes Landa, del Partido Revolucionario Insti-
tucional, al artículo treinta bis, que en votación econó-
mica no se admite a discusión, se desecha y se reserva
para su votación nominal en conjunto en términos del
dictamen.

• Dulce María Sauri Riancho, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, al artículo treinta bis, por la que adi-
ciona una fracción, que en votación económica se admi-
te a discusión, 

Presidencia de la diputada
Dulce María Sauri Riancho

e intervienen las diputadas y los diputados: en contra
Dolores Padierna Luna, de Morena; en pro Enrique
Ochoa Reza, del Partido Revolucionario Institucional;
en contra Juanita Guerra Mena, de Morena; en votación
económica se desecha y se reserva para su votación no-
minal en conjunto en términos del dictamen.

Desde su curul, interviene para rectificación de hechos el
diputado Enrique Ochoa Reza, del Partido Revolucionario
Institucional.

Presidencia de la diputada
Dolores Padierna Luna

• Ricardo Aguilar Castillo, del Partido Revolucionario
Institucional, a los artículos treinta y uno, treinta y dos,
y cuarenta y uno bis, que en votación económica no se
admiten a discusión, se desechan y se reservan para su
votación nominal en conjunto en términos del dictamen.

• Marcela Guillermina Velasco González, del Partido
Revolucionario Institucional, a los artículos treinta y
uno, y treinta y siete, que en votación económica no se
admiten a discusión, se desechan y se reservan para su
votación nominal en conjunto en términos del dictamen.

La Presidencia, informa a la Asamblea que la diputada
Cynthia Iliana López Castro, del Partido Revolucionario
Institucional, declinó su participación para presentar reser-
va al artículo treinta y dos; pidiendo se insertará su partici-
pación en el Diario de los Debates.

• Cruz Juvenal Roa Sánchez, del Partido Revolucionario
Institucional, al artículo treinta y dos bis, que en vota-
ción económica no se admite a discusión, se desecha y
se reserva para su votación nominal en conjunto en tér-
minos del dictamen.

Desde su curul realiza comentarios el diputado Rubén Caye-
tano García, de Morena. La Presidencia hace aclaraciones.

• María Alemán Muñoz Castillo, del Partido Revolucio-
nario Institucional, al artículo treinta y cuatro, que en
votación económica no se admite a discusión, se dese-
cha y se reserva para su votación nominal en conjunto
en términos del dictamen.

• Lucero Saldaña Pérez, del Partido Revolucionario Ins-
titucional, al artículo treinta y cuatro, que en votación
económica se admite a discusión, no habiendo oradores
registrados, en votación económica se acepta, y se re-
serva para su votación nominal en conjunto con las mo-
dificaciones aceptadas por la Asamblea.

• Irma Juan Carlos, de Morena, al artículo treinta y cua-
tro, que en votación económica se admite a discusión,
no habiendo oradores registrados, en votación económi-
ca se acepta y se reserva para su votación nominal en
conjunto con las modificaciones aceptadas por la Asam-
blea.

• Anilú Ingram Vallines, del Partido Revolucionario Ins-
titucional, al artículo treinta y siete, que en votación
económica se admite a discusión, no habiendo oradores
registrados, en votación económica se acepta y se reser-
va para su votación nominal en conjunto con las modi-
ficaciones aceptadas por la Asamblea.

• Dulce María Sauri Riancho, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, al artículo treinta y siete, que en vota-
ción económica se admite a discusión, no habiendo ora-
dores registrados, en votación económica se acepta y se
reserva para su votación nominal en conjunto con las
modificaciones aceptadas por la Asamblea.



La Presidencia, informa a la Asamblea que el diputado
Juan Ortiz Guarneros, del Partido Revolucionario Institu-
cional, declinó su participación para presentar reserva al
artículo treinta y ocho; pidiendo se insertará su participa-
ción en el Diario de los Debates.

• Ana Lilia Herrera Anzaldo, del Partido Revolucionario
Institucional;

– Al artículo treinta y ocho, fracción trigésima se-
gunda, que en votación económica no se admite a
discusión, se desecha y se reserva para su votación
nominal en conjunto en términos del dictamen.

– Adición de un artículo transitorio, que en votación
económica se admite a discusión, no habiendo ora-
dores registrados en votación económica se acepta,
se incorpora al dictamen y se reserva para su vota-
ción nominal en conjunto con las modificaciones
aceptadas por la Asamblea

• Silvano Garay Ulloa, del Partido del Trabajo, al artí-
culo cuarenta, fracción vigésima, que en votación eco-
nómica se admite a discusión, no habiendo oradores re-
gistrados en votación económica se acepta y se reserva
para su votación nominal en conjunto con las modifica-
ciones aceptadas por la Asamblea.

• Dulce María Sauri Riancho, del Partido Revoluciona-
rio Institucional, al artículo cuarenta, adición de una
fracción, que en votación económica no se admite a dis-
cusión, se desecha y se reserva para su votación nomi-
nal en conjunto en términos del dictamen.

• Eduardo Zarzosa Sánchez, del Partido Revolucionario
Institucional, al artículo cuarenta y uno bis, fracción no-
vena, que en votación económica se admite a discusión,
no habiendo oradores registrados, en votación económica
se acepta y se reserva para su votación nominal en con-
junto con las modificaciones aceptadas por la Asamblea.

• Dulce María Sauri Riancho, del Partido Revoluciona-
rio Institucional:

– Al artículo cuarenta y uno bis, fracción décima no-
vena, que en votación económica se admite a discu-
sión, no habiendo oradores registrados, en votación
económica se acepta y se reserva para su votación
nominal en conjunto con las modificaciones acepta-
das por la Asamblea.

– Adición de un artículo transitorio, que en votación
económica no se admite a discusión y se desecha.

La Presidencia dio cuenta, en el momento correspondiente,
a la Asamblea, de los legisladores que no se encontraban
presentes en este Recinto, desechando sus reservas. De
igual forma dio cuenta de las reservas retiradas por los le-
gisladores promoventes.

Sin más oradores registrados en votación nominal por dos-
cientos noventa y dos votos a favor, cero abstenciones y;
treinta y ocho en contra, se aprueban en lo particular los ar-
tículos reservados: ocho, catorce, diecisiete bis, veintiséis,
veintiocho, treinta bis, treinta y uno, treinta y dos, treinta y
tres, treinta y ocho, treinta y nueve, cuarenta y uno cuaren-
ta y tres; y los artículos Quinto y Décimo Séptimo Transi-
torios, en términos del dictamen. 

En votación nominal por unanimidad de trescientos treinta
votos a favor, se aprueban en lo particular los artículos re-
servados: diecisiete ter, veinte, veintisiete, treinta y dos bis,
treinta y cuatro, treinta y cinco, treinta y siete, cuarenta,
cuarenta y uno bis, y los artículos Sexto, Décimo Noveno
Transitorios; y la adición de dos artículos Transitorios, con
las modificaciones aceptadas por la Asamblea. 

La Presidencia informa que se aprueba en lo general y en
lo particular el proyecto de decreto por el que se reforman,
adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Or-
gánica de la Administración Pública Federal. Pasa al Sena-
do, para sus efectos constitucionales. 

La Presidencia informa a la Asamblea que, con fundamen-
to en lo que dispone el artículo noventa y tres, numeral
uno, del Reglamento de la Cámara de Diputados, se orde-
na que antes de que se remita el proyecto de decreto, se rea-
licen las correcciones que demandan el buen uso del len-
guaje y la claridad de la Ley, sin modificar lo aprobado por
el Pleno.

Se da cuenta con Acuerdo de la Junta de Coordinación Po-
lítica, por el que se establece el procedimiento para la rati-
ficación de los empleados superiores de Hacienda nombra-
dos por el Ejecutivo Federal. En votación económica se
aprueba. Comuníquese, publíquese en la Gaceta Parlamen-
tario, en el Diario Oficial de la Federación y remítase al
Ejecutivo Federal.

La Presidencia levanta la sesión a la una hora con cin-
cuenta y seis minutos, del día miércoles catorce de no-
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viembre de dos mil dieciocho, y cita para la próxima Se-
sión que tendrá lugar el día jueves quince de noviembre
de dos mil dieciocho, a las once horas, informando que
el registro de asistencia estará disponible a partir de las
nueve horas.»

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Proceda la
Secretaría a dar lectura al oficio de la Mesa Directiva por
el que comunica la modificación de turno de propuesta de
iniciativa. Se aprueba el acta. Consulto al pleno si se aprue-
ba el acta.

La secretaria diputada Karla Yuritzi Almazán Burgos:
En votación económica, se pregunta si se acepta el acta.
Las diputadas y los diputados que estén por la afirmativa,
sírvanse manifestarlo, gracias. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa, sírvanse manifestarlo. Se-
ñor presidente, mayoría por la afirmativa.

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: No grite,
compañero, ahora vamos a cantar de aprobado. 

Perdón, no queremos caer en lo mismo de la sesión pasa-
da. ¿Qué quieren? ¿Qué me proponen? El acta está apro-
bada, ya se cantó. Pero hablen ustedes, tres oradores, lo he-
mos hecho.

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña
(desde la curul): Presidente.

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: A ver,
diputado Fernández Noroña, ¿para qué objeto?

El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña
(desde la curul): Diputado presidente, quiero hacer una
moción de orden con base en el artículo 115 del Regla-
mento. La moción de orden es la petición que se hace al
pleno para que se guarde silencio, se mantenga la com-
postura y se ocupen las curules y se aplique el Regla-
mento.

Los compañeros decidieron reventar la sesión pasada, se
retiraron, no lograron romper el quórum, batieron el deba-
te, provocaron toda la sesión y les llamo a ser una oposi-
ción y a dar argumentos y a dejar de reventar las sesiones
de la Cámara. Muchas gracias, diputado presidente.

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Perdón.
¿Quién quiera también decir algo de este lado? Le damos
igualmente la palabra.

El diputado José Elías Lixa Abimerhi (desde la curul):
Presidente.

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Elías Li-
xa, desde su curul.

El diputado José Elías Lixa Abimerhi (desde la curul):
Gracias, presidente. A ver, presidente, lo que se ha dado
aquí es una votación sin permitir la discusión del acta. No
será, seguramente, el diputado Gerardo Fernández Noroña,
que ha sido el diputado, por cierto, que más ha hecho in-
sistencias sobre actas, el que permitiría que se viole nues-
tro derecho a discutir el acta.

Lo que nosotros pedimos es que se nos permita discutir el
acta, el Reglamento pone, desde luego, a discusión esta si-
tuación. Creo que es importante debatir sobre un acta de
una sesión, por cierto, como ya lo hemos manifestado, fue-
ra de la ley, una discusión que se dio totalmente en una
convocatoria que está fuera del Reglamento.

Respetamos sus facultades para convocar, pero es median-
te acuerdos como se tiene que convocar al pleno, no de
manera unilateral y ya le he solicitado también las copias
certificadas a Gaceta, y de las actas respectivas.

Por lo tanto, presidente, solicitamos se abra a discusión el
acta, que se respeten nuestros derechos como se ha hecho
con otros grupos. Es un mal precedente que a un grupo se
le niegue discutir el acta, y a otros no, y que sean los dipu-
tados que han hecho uso de ese derecho quienes pidan que
no se nos permita discutir el acta.

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Que dé
lectura la Secretaría al artículo 96, numeral 2.

La secretaria diputada Karla Yuritzi Almazán Burgos:
Sí, señor presidente.

Numeral 2, artículo 96. Si hubiera objeción por parte de al-
guna diputada o diputado, podrá hacer las precisiones que
considere pertinentes, desde su curul. Y de ser aceptadas
por el pleno, deberán incorporarse al acta para su aproba-
ción. Es cuanto, señor presidente.

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: ¿Por qué
no hace las precisiones? Los que tengan alguna precisión
sobre el acta, que la hagan saber desde su curul. Lo dice la
ley. Y si hay aprobación de la mayoría… Por favor, tiene la
palabra el diputado, por alusiones personales.



El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña
(desde la curul): Muchas gracias, diputado presidente.

Yo pido a la fracción de Acción Nacional que se serene y
que lean bien el Reglamento. Parece ser que la Presidencia
va a abrir el debate, a pesar de que pidieron la palabra ya
que se había aprobado el acta.

Yo siempre pido la palabra antes de que se apruebe el acta
para intervenir. Pero si ustedes quieren debatir como inten-
taron reventar la sesión anterior, vamos a entrar a ese de-
bate y les voy a cantar otra canción de José Alfredo Jimé-
nez, con mucho gusto, diputados y diputadas de Acción
Nacional.

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Bueno,
vamos a permitir, ya aprobada el acta, no se va a volver a
votar, se votaría igual, que dos diputados de esta bancada
que protesta expresen precisiones, según el artículo. Y lue-
go leo otro que haré valer: el presidente, al dirigir las se-
siones, velará por el equilibrio entre las libertades de los le-
gisladores y de los grupos, y la eficacia en cumplimiento
de las funciones constitucionales de la Cámara.

Hará prevalecer el interés general de la Cámara por encima
de los intereses particulares o de grupo parlamentario. Y
por eso estoy dando la palabra, para lograr el equilibrio.
Por favor, exprésese, Jorge Espadas, sobre el acta también,
¿Alguno más? Uno y uno. Tiene la palabra desde su curul,
también, Pablo Gómez.

El diputado Jorge Arturo Espadas Galván (desde la cu-
rul): Muchas gracias, señor presidente. Y, efectivamente,
estamos pidiendo la discusión del acta conforme al Regla-
mento, por lo cual agradecemos que se haya dado lectura al
Reglamento y se haya precisado en esa lectura que se pue-
de participar desde nuestra curul, que es lo que solicitamos
desde el principio para poder hablar...

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Precisio-
nes sobre el acta, que serán votadas.

El diputado Jorge Arturo Espadas Galván (desde la cu-
rul): En relación al acta, señor presidente, quiero referir que
no estamos apreciando el acta de la sesión inmediata anterior
válidamente convocada, que es la del día martes a las 11 de
la mañana. Posteriormente, se convoca al jueves 13...

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: ¿Cuáles
son sus precisiones?

El diputado Jorge Arturo Espadas Galván (desde la cu-
rul): Que no es el acta que se tiene que aprobar, no estamos
sometiendo a...

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: ¿Cuál es
el acta que se tiene que aprobar?

El diputado Jorge Arturo Espadas Galván (desde la cu-
rul): La de la sesión del martes 13 a las 11 de la mañana,
que fue legalmente convocada.

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Esa ya fue
aprobada.

El diputado Jorge Arturo Espadas Galván (desde la cu-
rul): No fue aprobada en sesión legalmente convocada, se-
ñor presidente. Y aquí está la Gaceta y hemos solicitado las
copias certificadas de los acuerdos, a que usted hizo refe-
rencia, de la Junta de Coordinación Política y de la Confe-
rencia.

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Gracias
por su expresión.

El diputado Jorge Arturo Espadas Galván (desde la cu-
rul): Gracias a usted.

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: De este
lado, el diputado Pablo Gómez.

El diputado Pablo Gómez Álvarez (desde la curul):
Diputado presidente, nosotros no admitimos que esto sea
un debate, no hay nada que debatir. Si existe duda del Par-
tido Acción Nacional en relación con el acta, le suplico
que, por favor, ponga usted a votación si las observaciones
de ese partido...

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Preci-
siones.

El diputado Pablo Gómez Álvarez (desde la curul): ...se
van a aceptar para que sea incluida esa acta o sea desapa-
recida esa acta, como ellos lo desean, cualquiera de las dos
cosas. Pero aquí no hay un debate sobre los hechos de la se-
sión pasada, eso no está en el orden del día ni puede estar
porque nosotros no llevamos el registro histórico; nos ate-
nemos a un orden, el orden reglamentario. Si no desean ese
orden reglamentario, tienen la opción, como en la sesión
pasada, de retirarse de la sala.
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El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Muchas
gracias. Jorge Luis Preciado, y cerramos el debate. No, por
favor. Va a hablar otro de este lado y luego vamos a some-
ter a votación.

El diputado Jorge Luis Preciado Rodríguez (desde la
curul): Muchas gracias, presidente. En el tema del acta se
pueden hacer dos observaciones, de forma y de fondo.

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: No, preci-
siones.

El diputado Jorge Luis Preciado Rodríguez (desde la
curul): Ahí le va la precisión. No encontramos dentro del
cuerpo del acta el documento donde se haya reunido la
Conferencia, esto es, la Jucopo y la Mesa Directiva, donde
se convoque a esta sesión cuya acta aparece el día de hoy
en el momento vespertino del pasado martes.

No existe ese tipo de sesiones. Hay sesiones ordinarias, ex-
traordinarias, solemnes y secretas. No encontramos en nin-
guna parte donde diga que hay sesiones vespertinas convo-
cadas unilateralmente.

Solo pueden llevarse a cabo dos sesiones en un mismo día
cuando se junta la Conferencia, y la Conferencia emite un
documento. Ese documento no lo vemos reflejado en el ac-
ta que puso usted a discusión. Por lo tanto, consideramos
que se trata de una sesión absolutamente ilegal.

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: No vamos
a debatir ese tema, porque acabo de leerles la autoridad del
presidente para convocar a otra sesión, y si Jucopo lo quie-
re, también; y lo hizo aquí tras banderas. La Mesa Directi-
va fue consultada. Entonces yo le pido a la asamblea, a la
Secretaría que consulte, en votación económica a la asam-
blea, si se aceptan las precisiones. Por favor.

La secretaria diputada Karla Yuritzi Almazán Burgos:
En votación económica se pregunta si se aceptan las preci-
siones señaladas. A las diputadas y a los diputados que es-
tén por la afirmativa, sírvanse manifestarlo, gracias. A las
diputadas y a los diputados que estén por la negativa, sír-
vanse manifestarlo, gracias. Señor presidente, mayoría por
la negativa.

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Se dese-
chan.

COMUNICACIONES OFICIALES

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Proceda la
Secretaría a dar lectura al oficio de la Mesa Directiva por
el que se comunica la modificación de turno de proposición
e iniciativa.

La secretaria diputada Mariana Dunyaska García Ro-
jas: «Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexica-
nos.— Poder Legislativo Federal.— Cámara de Dipu-
tados.— Mesa Directiva.

Honorable Asamblea 

La Presidencia de la Mesa Directiva de conformidad con lo
que establecen los artículos 73 y 74, numeral 2, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, comunica que se reali-
zó modificación de turno de los siguientes asuntos:

• Proposición con punto de acuerdo relativo a los afec-
tados por el conflicto del funcionamiento de la granja
porcícola en Homún, Yucatán, y a realizar un nuevo es-
tudio que tenga como observancia el decreto número
117 del gobierno del estado que establece el área natu-
ral protegida denominada Reserva Estatal Geohidroló-
gica del Anillo de Cenotes, presentada por el diputado
Limbert Iván de Jesús Interián Gallegos, del Grupo Par-
lamentario de Morena, el 23 de octubre de 2018.

“Se turna a la Comisión de Medio Ambiente, Sus-
tentabilidad, Cambio Climático y Recursos Natura-
les, para dictamen.”

• Iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
man y adicionan los artículos 18 de la Ley de Discipli-
na Financiera de las Entidades Federativas y los Muni-
cipios y 54 de la Ley General de Contabilidad
Gubernamental, presentada por el diputado Miguel Án-
gel Jáuregui Montes de Oca, del Grupo Parlamentario
Morena, el 6 de noviembre de 2018. 

“Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico, para dictamen, y a la Comisión de Federalis-
mo y Desarrollo Municipal, para opinión.”

Ciudad de México, a 15 de noviembre de 2018.— Diputado Porfirio
Muñoz Ledo (rúbrica), Presidente.»



El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Se modi-
fica el turno de la proposición e iniciativa mencionadas.
Actualícense los registros.

———————— o ————————

La secretaria diputada María Sara Rocha Medina: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cá-
mara de Senadores.— México, DF.

Secretarios de la Cámara de Diputados.— Presentes.

Me permito hacer de su conocimiento que, en sesión celebra-
da en esta fecha, se aprobó el siguiente punto de acuerdo:

“Primero. El Senado de la República exhorta respetuo-
samente a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público a
que, en términos de la Ley de Presupuesto y Responsa-
bilidad Hacendaria, facilite de forma inmediata a las en-
tidades federativas fronterizas del norte del país que así
lo soliciten, la ministración de los recursos extraordina-
rios que le permitan atender la contingencia derivada de
la llamada ‘caravana Migrante’.

”Segundo. El Senado de la República exhorta respetuo-
samente a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público a
que establezca los criterios y lineamientos necesarios
del Fondo de Apoyo a Migrantes, del Fondo Fronteras,
y de cualquier otro subsidio federal relacionado, para
que a través de éstos se realicen programas de atención,
centros de apoyo y otras acciones destinadas a generar
mejores condiciones de atención a migrantes nacionales
y extranjeros que se encuentren de forma temporal o
permanezcan definitivamente en los estados del norte
del país. 

”Tercero. El Senado de la República exhorta respetuo-
samente a la Cámara de Diputados del Congreso de Unión
a que asigne y amplíe recursos del Fondo de Apoyo a Mi-
grantes y del Fondo para Fronteras, destinados a los esta-
dos de la franja fronteriza norte del país, para el ejercicio
fiscal 2019, a fin de atender las necesidades y salvaguar-
dar los derechos humanos de los migrantes nacionales o
extranjeros que se encuentren de forma temporal o per-
manezcan definitivamente en dichas entidades.”

Atentamente

Ciudad de México, a 6 de noviembre de 2018.— Senadora Antares
Guadalupe Vázquez Alatorre (rúbrica), secretaria.»

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Túrnese
a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública para su
atención.

———————— o ————————

La secretaria diputada María Sara Rocha Medina: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Secre-
taría de Gobernación. 

Integrantes de la Mesa Directiva de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión.— Presentes.

En respuesta al oficio número D.G.P.L. 64-II-8-0304, sig-
nado por la diputada María de los Dolores Padierna Luna,
vicepresidenta de la Mesa Directiva de ese órgano legisla-
tivo, me permito remitir, para los fines procedentes, copia
del similar número 307-A.-4157, suscrito por el licenciado
Alfonso Isaac Gamboa Lozano, titular de la Unidad de Po-
lítica y Control Presupuestario de la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público, mediante el cual da respuesta al pun-
to de acuerdo por el que se exhorta al titular del Ejecutivo
federal a realizar las gestiones pertinentes para el segui-
miento y atención especial a los afectados por el huracán
Willa y la tormenta tropical Vicente, así como liberar los
recursos del Fondo Revolvente dentro del Fondo Nacional
de Desastres. 

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para reiterarles la
seguridad de mi consideración distinguida. 

Ciudad de México, a 13 de noviembre de 2018.— Licenciado Felipe
Solís Acero (rúbrica), subsecretario de Enlace Legislativo y Acuerdos
Políticos.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Secretaría de Hacienda y Crédito Público.

Maestro Valentín Martínez Garza, titular de la Unidad de
Enlace Legislativo.— Presente.

Hago referencia al oficio número SELAP /300/3417/18,
mediante el cual hace alusión al diverso D.G.P.L. 64-II-8-
0304, relativo al acuerdo aprobado por el pleno de la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la Unión
presentados por la diputada María de los Dolores Padierna
Luna y Cuyo dictamen se transcribe a continuación:

“Primero. La Cámara de Diputados exhorta al titular
del Ejecutivo federal y a los gobiernos de los estados, de
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Oaxaca, Michoacán, Guerrero, Nuevo León, Sinaloa,
Nayarit, Colima y Jalisco a que realicen las gestiones
pertinentes para el seguimiento y atención especial a los
afectados por las severas lluvias que persisten en los es-
tados afectados por el huracán Willa y la tormenta tro-
pical Vicente.

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta a las Secre-
tarías de Gobernación y de Hacienda y Crédito Público
para que liberen recursos del Fondo Revolvente dentro
del Fondo Nacional de Desastres, a fin de agilizarla en-
trega de bienes materiales necesarios para la protección
de la vida, la salud, la alimentación y el suministro de
agua para las familias damnificadas por las severas llu-
vias que persisten en los estados afectados por el hura-
cán Willa y la tormenta tropical Vicente.

Al respecto, con fundamento en los artículos 31 dela Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal; y 62 del
Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédi-
to Público, se informa lo siguiente: 

De acuerdo a lo establecido en el artículo 3 de los Linea-
mientos del Fondo para la Atención de Emergencias Fon-
den, publicados en el Diario Oficial de la Federación
(DOF) el 3 de julio de 2012 y el Manual de Organización
General de la Secretaría de Gobernación publicado en el
DOF el 25 de junio de 2015, el Fondo para la Atención de
Emergencias sólo podrá ser utilizado cuando haya media-
do una declaratoria de emergencia y con ella la Dirección
General de Gestión de Riesgos de la Segob podrá autorizar
la adquisición de insumes, conforme a la normatividad
aplicable, a fin de responder de forma inmediata a las ne-
cesidades urgentes para la protección de la vida y la salud
de las personas de manera complementaria y coordinada
con las entidades federativas., 

Al día de hoy, la Unidad de Política y Control Presu-
puestario no cuenta con solicitudes pendientes de pago
correspondientes a los estados de Guerrero, Nuevo León,
Nayarit, Colima y Jalisco, por concepto del Fondo para
la Atención de Emergencias. En lo referente a los estados
de Oaxaca, Michoacán y Sinaloa, se informa la existen-
cia de solicitudes de pago por 0.7 millones de pesos
(mdp), 1.1 mdp y 31.6 mdp, respectivamente, por com-
promisos adquiridos para atender la situación de emer-
gencia derivada de las recientes lluvias en dichas entida-
des, las cuales fueron recibidas por esta unidad el 25 de
octubre del presente.

Sin otro particular, hago propicia la ocasión para enviarle
un cordial saludo

Atentamente

Ciudad de México, a 31 de octubre de 2018.— Alfonso Isaac Gamboa
Lozano (rúbrica), titular de la Unidad de Política y Control Presupues-
tario.»

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Túrnese
a la Comisión de Protección Civil y Prevención de De-
sastres.

INICIATIVAS DE LAS DIPUTADAS Y
LOS DIPUTADOS 

LEY DE COORDINACIÓN FISCAL Y
LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO 

Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Quedó
pendiente, de la ronda anterior, la intervención del dipu-
tado Benjamín Robles Montoya, del Grupo Parlamentario
del Partido del Trabajo, sobre iniciativa con proyecto de
decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley de Coordinación Fiscal y la Ley Federal de Presu-
puesto.

El diputado Ángel Benjamín Robles Montoya: Compa-
ñeras, compañeros diputados, agradezco se me permita re-
poner la participación para presentar dos iniciativas que
considero de gran importancia y que, por las lamentables
razones que todos recordamos y que sucedieron el pasado
8 de noviembre, no pude concluir.

Les recuerdo que la primera tiene que ver con una pro-
puesta para adicionar un Capítulo IX a la Ley Federal de
Deuda Pública y ponerle freno al peligroso endeudamiento
que nuestros gobernantes nos han venido endosando.

La segunda plantea a esta soberanía crear un fondo de
aportaciones para el financiamiento de proyectos producti-
vos para municipios y para las demarcaciones territoriales
de la Ciudad de México, que además de garantizar respal-
do presupuestal, concretamente a proyectos productivos,
busca coadyuvar con otra tarea fundamental en nuestra
agenda legislativa: el fin de la era de los moches.



En relación a este tema, vuelvo a recordar que los recursos
del Ramo 33 de Aportaciones Federales, han estado aso-
ciados, generalmente, a combatir la pobreza y no a promo-
ver propiamente el desarrollo económico de los estados y
de los municipios.

Me explico: debido a las enormes carencias que existen en
los municipios de México, el Fondo de Infraestructura Social
Municipal, la fuente de recursos más importante de la que
disponen los municipios anualmente, y eso es lo grave, no
canaliza ni siquiera el siete por ciento de la inversión total de
este fondo hacia la atención de proyectos productivos.

Compañeras, compañeros, reitero que, en la medida en que
los problemas de la pobreza no puedan ser atendidos por el
ramo 33, esta situación obstaculiza cualquier probabilidad de
promover acciones productivas con estos mismos recursos.

Recordemos que hasta hoy, en México, la atención presu-
puestal de los municipios se ha resuelto por medio de pro-
gramas de combate a la pobreza y, sin embargo, estos pro-
gramas no han sido lo suficientemente exitosos para
resolver la pobreza, y menos aún para impulsar el creci-
miento económico.

Ante esta situación, la iniciativa en comento tiene por objeto
asegurar que el dinero derivado de eventuales modificaciones
de partidas presupuestales sea destinado a los proyectos pro-
ductivos de los municipios del país, y no quede al arbitrio y
discreción de actores políticos y fines particulares.

Y por lo que toca a la otra iniciativa, la que busca adicio-
nar un Capítulo IX a la Ley Federal de Deuda Pública, ex-
pongo de arranque algo en lo que creo que todos estamos
de acuerdo, que la mala planeación y un ineficiente ejerci-
cio del gasto público se han vistos reflejados en el aumen-
to de la deuda pública del país contradictoriamente asocia-
dos con un nivel históricamente bajo de inversión pública.

Recordemos: la deuda pública aumentó 10 puntos porcen-
tuales del PIB a lo largo de la última administración, con
datos solo del 2017. Es decir, pasó de representar el 36.4
por ciento del PIB en el 2012, al 48.8 del PIB en el 2017.

Significa que no solamente se ha incrementado la deuda,
sino también el costo de tenerla. El costo financiero, com-
pañeras y compañeros, aumentó en términos reales 45 por
ciento en la actual administración, llegando a 533 mil mi-
llones de pesos anuales, es decir, uno de los principales

problemas de tener un costo financiero tan elevado, es que
ha desplazado el gasto destinado a otros rubros tan impor-
tantes como el de la salud, la educación y el de la propia
inversión.

Y, por lo tanto, y aunque pareciera perogrullada, hay que
insistir: el problema de la deuda pública en México se ha
convertido en uno de los principales problemas, principa-
les lastres del crecimiento económico y la atención del
bienestar social en todo el país.

Concluyo, no queremos que los recursos del endeudamien-
to sigan siendo utilizados para financiar gasto no priorita-
rio o superfluo, en detrimento del gasto en inversión, o que
el nivel del endeudamiento siga creciendo de manera reite-
rada en un contexto de bajo crecimiento económico.

Y por eso, diputado presidente, compañeras, compañeros,
estamos proponiendo adicionar un Capítulo IX para el con-
trol, la evaluación de la deuda pública. 

Le rogaría, señor presidente, le obsequie a un servidor el que
ambas iniciativas puedan ser integradas completamente en el
Diario de los Debates de esta sesión para la consulta de mis
compañeras y compañeros diputados. Es cuanto.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones a
las Leyes de Coordinación Fiscal, y Federal de Presupuesto y
Responsabilidad Hacendaria, a cargo del diputado Benjamín
Robles Montoya, del Grupo Parlamentario del PT

El que suscribe, Benjamín Robles Montoya, en nombre
propio y de las diputadas Maribel Martínez Ruiz, Margari-
ta García García y Claudia Angélica Domínguez Vázquez,
integrantes del Grupo Parlamentario del Partido del Traba-
jo, en la LXIV Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
por los artículos 77, 78 y 102, numeral 2, del Reglamento
de la Cámara de Diputados, someten a consideración de es-
ta honorable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto
de decreto por el que se reforman y adicionan diversas dis-
posiciones de la Ley de Coordinación Fiscal y de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, con
el propósito de crear el Fondo de Aportaciones para el Fi-
nanciamiento de Proyectos Productivos para Municipios y
de las Demarcaciones Territoriales de la Ciudad de México
al tenor de la siguiente
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Exposición de Motivos

Los recursos del Ramo 33, de Aportaciones Federales, han
estado asociados generalmente a combatir la pobreza y no
a promover propiamente el desarrollo económico de los es-
tados y municipios. Debido a las enormes carencias que
existen en los municipios de México, el Fondo de Infraes-
tructura Social Municipal (FISM), la fuente de recursos
más importante de la que disponen los municipios, anual-
mente no canaliza más de 7 por ciento de la inversión total
de este fondo hacia la atención de proyectos productivos.

En la medida en que los problemas de la pobreza no pue-
den ser atendidos por el Ramo 33, esta situación obstaculi-
za cualquier probabilidad de promover acciones producti-
vas con estos mismos recursos.

En México, la atención presupuestal de los municipios se
ha resuelto por medio de los programas de combate a la po-
breza: sin embargo, estos programas no han sido lo sufi-
cientemente exitosos para resolver la pobreza y, menos
aún, para impulsar el crecimiento económico.

Los programas de combate a la pobreza inician su opera-
ción en 1970; sin embargo, no es sino hasta 1990, cuando
estos programas adquieren una presencia más definida e
importante en el marco de las políticas públicas.

Este tipo de programas, durante la década de los setentas,
se fundamenta más que en el establecimiento de una polí-
tica a favor de los sectores más desfavorecidos de la po-
blación, en dos aspectos principalmente: 1) en las reco-
mendaciones de ajuste estructural propuestos por el Fondo
Monetario Internacional y el Banco Mundial y; 2) en la ne-
cesidad de atenuar las insuficiencias que los modelos de
crecimiento económico establecidos habían provocado en
el país. Sin embargo, en el balance, los resultados muestran
poca eficiencia. Esto ha traído como consecuencia que los
niveles de pobreza en México durante la primera década
del siglo XXI se encuentren en niveles superiores a los de
los años ochenta y que, en la primera década del siglo XX,
prácticamente se mantengan iguales.

En la perspectiva de los organismos internacionales, la me-
ta de reducir la pobreza se iba a lograr con base en un cre-
cimiento económico sostenido, mismo que sólo será propi-
ciado por la apertura económica del mercado, lo que, a su
vez, redundaría en: 1) un mayor bienestar de la población;
2) una reducción de la pobreza y 3) una mejor distribución
de los ingresos, todo ello, logrado en forma secuencial y

automática. Sin embargo, la aplicación de estas políticas no
sólo no propició que la pobreza en el mundo disminuyera,
sino por el contrario, provocó que esta aumentara.

A partir de 1990, la estrategia del combate a la pobreza se
basa en la implementación de políticas que promueven el
bienestar social de la población en una forma muy dirigida
y específica. Esta estrategia cobra la expresión de progra-
mas de combate a la pobreza desde la perspectiva de la fo-
calización, en esta perspectiva, sólo reciben apoyo del Es-
tado aquellos que comprueben no contar con los medios
para resolver sus necesidades elementales, esto con la cla-
ra intención de maximizar los recursos utilizados. Bajo es-
te enfoque, los apoyos se dirigen a los más pobres, y bus-
can corresponsabilizarlos en el combate a la pobreza.
Asimismo, dichos programas surgen como un mecanismo
para compensar los costos económicos y sociales que la
implementación del modelo neoliberal propició.

En México la descentralización de los recursos para comba-
tir la pobreza cobró impulso en 1990, cuando el gobierno fe-
deral determinó transferir a los estados y municipios el ma-
nejo de 23 por ciento de los recursos del Ramo 26,
denominado Solidaridad y Desarrollo Regional. En 1994 el
porcentaje descentralizado del Ramo 26 aumentó a 25 por
ciento. Para la segunda mitad de la década de los noventa, es-
te proceso se acentuó en forma definitiva. En 1995, el go-
bierno federal descentralizó 50 por ciento de sus recursos del
Ramo 26, para alcanzar 65 por ciento durante 1996 y 1997.

Para instrumentar la descentralización, se diseñaron y
aprobaron un conjunto de reformas fiscales que, además de
proporcionar nuevas fuentes de ingresos para los estados,
fomentaban la transparencia de los recursos públicos. En
1998, la propuesta del gobierno federal de sustanciar en
forma definitiva la descentralización se combinó con el re-
clamo de los partidos de oposición, quienes exigieron ma-
yores recursos y más autonomía de gestión de los munici-
pios. El resultado de este proceso global fue la creación del
Ramo 33, formado con recursos del Ramo 26 (combate a la
pobreza), 25 (educación), 23 (partida del presidente), 29
(saneamiento financiero), 04 (seguridad pública) y 23 (co-
ordinación hacendaria). En ningún momento, los antece-
dentes del Ramo 33 se vincularon con el financiamiento de
proyectos productivos.

Con la creación del Ramo 33, el gobierno federal logró que
se integraran e institucionalizaran conceptos del gasto so-
cial que se encontraban desconcentrados, federalizados o
en proceso de desconcentración, y que en razón de lo mis-



mo, estaban dispersos en diversos ramos del presupuesto
de egresos federal.

De esta manera, se pasó de un sistema fiscal interguberna-
mental basado exclusivamente en participaciones cuyo ob-
jetivo es esencialmente resarcitorio, a otro que incluye una
cantidad equivalente de recursos federales delegados a los
gobiernos estatales con un espíritu compensatorio, cuyo
principal objetivo es fomentar la equidad entre los estados
integrantes de la federación. Sin embargo, sus principales
deficiencias eran: 1) no había recursos suficientes para la
implementación exitosa de un modelo de este tipo y 2) no
se incluyeron las acciones productivas con recursos asig-
nados suficientes.

Propuesta

La presente iniciativa tiene por objetivo crear un Fondo de
Aportaciones para el Financiamiento de Proyectos Produc-
tivos para Municipios y de las Demarcaciones Territoriales
de la Ciudad de México que contribuya al desarrollo de los
municipios del país y de las demarcaciones de la Ciudad de
México a través del financiamiento de los proyectos pro-
ductivos que promuevan el crecimiento económico y el
aseguramiento de derecho a un nivel de vida adecuado con-
sagrado tanto en nuestra Constitución, como en diversos
tratados internacionales suscritos por México.

Dicho fondo tiene por objeto contribuir con el desarrollo
de municipios y de las demarcaciones territoriales de la
ahora Ciudad de México, sin que ello implique la impo-
sibilidad de beneficiarse de otro tipo de Fondos como
aquellos contemplados en la Ley de Coordinación Fiscal
destinados al mejoramiento de otros servicios esenciales
para la población.

Frente al problema de la asignación y repartición discre-
cional de fondos públicos derivados de la negociación y re-
asignación del PEF entre grupos parlamentarios, la presen-
te iniciativa propone que el Fondo de Aportaciones para el
Financiamiento de Proyectos Productivos para Municipios
y de las Demarcaciones Territoriales de la Ciudad de Mé-
xico se alimente precisamente de todos aquellos recursos
económicos que deriven de las ampliaciones y reasignacio-
nes presupuestales que se den en el marco del proceso de
discusión y aprobación del PEF.

Con ello, la presente iniciativa tiene por objetivo asegurar
que el dinero derivado de la modificación de partidas pre-
supuestales sea destinado a la promoción de los proyectos

productivos de los municipios del país, y no que quede al
arbitrio y discreción de actores políticos y fines particula-
res. Asimismo, a partir de la adición de diversas disposi-
ciones a la Ley de Coordinación Fiscal se busca que los
ajustes y reasignaciones que la Cámara de Diputados reali-
ce al proyecto PEF presentado por el Ejecutivo federal se-
an canalizados a este fondo.

Así, en el marco de la presente iniciativa, se propone que
el Fondo de Aportaciones para el Financiamiento de Pro-
yectos Productivos para Municipios y de las Demarcacio-
nes Territoriales de la Ciudad de México opere a partir de
las siguientes directrices básicas, mismas que deberán ser
desarrolladas con mayor detalle por la autoridad fiscal fe-
deral en el marco de sus atribuciones legales:

I. El Fondo de Aportaciones para el Financiamiento de
Proyectos Productivos para Municipios y de las Demar-
caciones Territoriales de la Ciudad de México destinará
anualmente recursos extraordinarios equivalentes a los
asignados en el PEF al Fondo de Infraestructura Social
Municipal. 

II. Los recursos que integren al fondo podrán ser desti-
nados únicamente a proyectos productivos que consoli-
den el crecimiento económico y el nivel de vida de los
habitantes de los municipios del país. 

Adicionalmente y con el fin de fortalecer la anterior inicia-
tiva, se propone modificar la Ley de Presupuesto y Res-
ponsabilidad Hacendaria, estableciendo que los ajustes,
ampliaciones y reasignaciones que la Cámara de Diputados
realice al proyecto de Presupuesto de Egresos no podrán
ser orientadas de forma discrecional, siendo destinadas ex-
clusivamente a proyectos productivos. 

Por lo anteriormente expuesto, se pone a consideración de
esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley de Coordinación Fiscal y de la
Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacen-
daria con el propósito de crear el Fondo de Aportaciones
para el Financiamiento de Proyectos Productivos para Mu-
nicipios y de las Demarcaciones Territoriales de la Ciudad
de México

Artículo Primero. Se adicionan la fracción IX al artículo
25 y el artículo 47 Bis de la Ley de Coordinación Fiscal pa-
ra quedar como sigue:
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Artículo 25. …

I. a VIII.

IX. Fondo de Aportaciones para el Financiamiento de
Proyectos Productivos para Municipios y de las Demar-
caciones Territoriales de la Ciudad de México.

Artículo 47 Bis. El monto del Fondo de Aportaciones pa-
ra el Financiamiento de Proyectos Productivos para Muni-
cipios y de las Demarcaciones Territoriales de la Ciudad de
México se determinará anualmente en el Presupuesto
de Egresos de la Federación, con recursos federales por
un monto equivalente a los asignados dentro del PEF
para el Fondo de Infraestructura Social Municipal y só-
lo para efectos de referencia, de la forma siguiente: 

a) De los ajustes y reasignaciones que la Cámara de
Diputados realice al proyecto de Presupuesto de
Egresos de la Federación presentado por el Ejecuti-
vo federal. Los recursos destinados a este fondo no
podrán ser inferiores a los asignados al Fondo de In-
fraestructura Social Municipal, otros fondos o ins-
trumentos de política presupuestaria adicionales no
contemplados en la Ley de presupuesto y responsa-
bilidad hacendaria, así como a la presente ley.

b) Los recursos del Fondo de Aportaciones para el Fi-
nanciamiento de Proyectos Productivos para Munici-
pios y Demarcaciones Territoriales de la Ciudad de Mé-
xico serán destinados exclusivamente a los
denominados proyectos productivos en su connota-
ción social y privado. 

c) A fin de brindar mayor certeza en torno a la opera-
ción administrativa y fiscal del Fondo entre autorida-
des federales, estatales y municipales, la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público deberá emitir Lineamien-
tos para la reglamentación de dicho fondo.

Los lineamientos a que hace referencia el párrafo an-
terior establecerán las reglas, requisitos y procedi-
mientos administrativos para la disposición de los
recursos de este Fondo, así como los mecanismos de
control, transparencia y rendición de cuentas en el
ejercicio del mismo.

d) En aquellos casos en donde los proyectos a reali-
zar superen los cincuenta millones de pesos, las au-
toridades municipales o instancia equivalente en el

Ciudad de México, deberán presentar un proyecto
en el que se exprese de manera detallada el análisis
de costo beneficio y/o costo eficiencia según corres-
ponda.

e) A más tardar el 30 de junio del ejercicio fiscal de
que se trate, los proyectos referidos en el párrafo an-
terior deberán remitirse a la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público, con el fin de que dicha Secretaría
publique las distribuciones convenidas en su página
oficial de Internet a más tardar el 31 de agosto de di-
cho ejercicio fiscal.

Artículo Segundo. Se adiciona un segundo párrafo al inci-
so f) de la fracción VIII del artículo 42 de la Ley Federal
de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaría para quedar
como sigue: 

Artículo 42. La aprobación de la Ley de Ingresos y del
Presupuesto de Egresos se sujetara? al siguiente procedi-
miento: 

I. …

a) a c) …

II. …

III. …

a) a c) …

IV. a VII. …

VIII. … 

a) a e) …

f) En el caso del Presupuesto de Egresos, la Comi-
sión de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara
de Diputados deberá establecer mecanismos de par-
ticipación de las comisiones ordinarias en el examen
y discusión del presupuesto por sectores. Los legis-
ladores de dichas comisiones deberán tomar en
cuenta en sus consideraciones y propuestas la dispo-
nibilidad de recursos, así como la evaluación de los
programas y proyectos y las medidas que podrán im-
pulsar el logro de los objetivos y metas anuales.



Los ajustes, ampliaciones y reasignaciones que
los legisladores realicen al proyecto de Presu-
puesto de Egresos no podrán ser orientadas de
forma discrecional, siendo destinadas prioritaria-
mente a proyectos productivos en su connotación
social y privado a través del Fondo de Aportacio-
nes para el Financiamiento de Proyectos Producti-
vos para Municipios y Demarcaciones Territoriales
de la Ciudad de México señalado en la Ley de Co-
ordinación Fiscal.

IX. …

…

Transitorio

Único. La presente reforma entrará en vigor el día de su
publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de octubre de 2018.— Dipu-
tado y diputadas: Benjamín Robles Montoya, Maribel Martínez Ruiz,
Margarita García García, Claudia Angélica Domínguez Vázquez (rú-
bricas).»

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Gracias,
diputado. Túrnese a la Comisión de Hacienda y Crédi-
to Público, para dictamen, y a la Comisión de Presu-
puesto y Cuenta Pública, para opinión. 

LEY FEDERAL DE DEUDA PÚBLICA

El diputado Ángel Benjamín Robles Montoya: «Inicia-
tiva que adiciona diversas disposiciones de la Ley Federal
de Deuda Pública, a cargo del diputado Benjamín Robles
Montoya, del Grupo Parlamentario del PT

El que suscribe, diputado Benjamín Robles Montoya, en
nombre propio y de las diputadas Maribel Martínez Ruiz,
Margarita García García y Claudia Angélica Domínguez
Vázquez, integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
del Trabajo a la LXIV Legislatura del honorable Congreso
de la Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos y por los artículos 77, 78 y 102, numeral 2, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, someto a la conside-
ración de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa

con proyecto de decreto por el que se adiciona un Capítulo
Noveno a la Ley Federal de Deuda Pública, al tenor de la
siguiente:

Exposición de Motivos

La mala planeación y un ineficiente ejercicio del gasto pú-
blico se han visto reflejados en el aumento de la deuda pú-
blica del país, contradictoriamente asociados con un nivel
históricamente bajo de inversión pública. La deuda aumen-
tó 10 puntos porcentuales del PIB en la administración ac-
tual (2013-2017). Ésta pasó de representar 36.4 por ciento
del PIB en 2012 a 46.8 por ciento del PIB en 2017.

No solamente se ha incrementado la deuda, sino también el
costo de tenerla. El costo financiero aumentó en términos
reales 45 por ciento en la presente administración llegando
a 533 mil millones de pesos anuales. 

Uno de los principales problemas de tener un costo finan-
ciero tan elevado es que este ha desplazado gasto destina-
do a otros rubros importantes como salud, educación e in-
versión.

En la administración de Enrique Peña Nieto los primeros
dos se estancaron, el gasto en salud creció apenas en pro-
medio 0.4 por ciento real anual de 2013 a 2017. Por su par-
te, el gasto en educación también se estancó creciendo 0.3
por ciento real anual en el mismo periodo. Por su parte, el
gasto en inversión física cayó en promedio 2.2 por ciento
en el periodo.

Sin lugar a dudas, el problema de la deuda pública en Mé-
xico se ha convertido en uno de los principales lastres del
crecimiento económico y la atención del bienestar social de
todo el país.

Las causas que han acelerado el endeudamiento

Los gobiernos federal y estatal se pueden endeudar y gas-
tar más de lo que les aprueba el Congreso debido a que go-
zan de amplias facultades para ingresar y obtener recursos
adicionales que le permiten financiar el exceso de gasto.

Los congresos federal y estatales le conceden a los gobier-
nos federal y estatales una especie de colchón de deuda que
funciona como un cheque en blanco que usan durante el
año. Esto es posible porque los congresos aprueban un te-
cho de endeudamiento insuficientemente justificado; y
que, además, evita exigir cuentas sobre el uso de estos re-
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cursos, mismos que no se explican en lo presentado a estas
legislaturas durante el proceso de aprobación del paquete
económico. 

La Constitución establece, mediante el artículo 73, frac-
ción VIII, las facultades exclusivas del Congreso en mate-
ria de autorización de deuda pública, según éstas, no pue-
de autorizar deuda sin verificar el destino del
financiamiento como hasta ahora parece que lo ha hecho.

En esa misma fracción se establece que ninguna deuda po-
drá celebrarse más que para proyectos productivos que di-
rectamente produzcan un incremento en los ingresos públi-
cos. Es decir, al establecer que la deuda puede usarse para
fines específicos, se vuelve indispensable que el Congreso
verifique su uso antes de aprobarla -durante el año fiscal y
en la Cuenta Pública.

Lamentablemente, en la práctica el Congreso no hace esta
labor.

Por ello, se hace patente la carencia de un contrapeso ex-
terno al gobierno en la toma de decisión sobre el nivel de
endeudamiento y el uso de estos recursos, detonando con-
secuencias negativas en al menos tres aspectos:

1. Los recursos del endeudamiento pueden ser usados
para financiar gasto no prioritario o superfluo en detri-
mento del gasto en inversión.

2. El nivel de endeudamiento puede crecer de manera
reiterada en un contexto de bajo crecimiento económi-
co. 

3. La división de poderes se deteriora como principio
fundamental para el buen funcionamiento del Estado.

Con fundamento en lo señalado, se desprende que el en-
deudamiento público se debe fundamentar en un control
estricto en lo relativo a su programación y ejercicio; así co-
mo en lo previsto por la Constitución Federal. Para alcan-
zar ambos propósitos en la Ley Federal de Deuda Pública
se debe incluir un nuevo capítulo referido al “Control, eva-
luación, verificación y rendición de cuentas”. 

Por lo anteriormente expuesto, se pone a consideración de
esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se adiciona un Capítulo Noveno de
la Ley Federal de Deuda Pública

Artículo Único. Se adiciona un capítulo noveno denomi-
nado Del control, Evaluación, Verificación y Rendición de
Cuentas, constante de los artículos 33 al 42 a la Ley Fede-
ral de Deuda Pública, para quedar como sigue: 

Capítulo IX
Del Control, Evaluación, 

Verificación y Rendición de Cuentas 

Artículo 33. Con relación a la deuda pública las depen-
dencias y entidades federales serán responsables del
ejercicio de los recursos para ejecutar obras y acciones
en forma directa. En cuanto a los recursos que en for-
ma de deuda se les transfieren, deberán vigilar, en el
ámbito de sus respectivas competencias, que las obras y
acciones que se realicen se lleven a cabo de conformi-
dad con los acuerdos que emitió la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público y a lo contenido y señalado en
la presente ley.

Artículo 34. Las dependencias y entidades federales in-
formarán trimestralmente, a través del Sistema Inte-
gral de Información, previsto en el Decreto de Presu-
puesto de Egresos de la Federación y al Órgano
Superior de Fiscalización Federal, sobre los avances fí-
sicos y financieros por obra o acción, relacionados con
la ejecución de las obras y el desembolso de los recursos
erogados por ellas y, en lo que corresponda a la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público. En dichos infor-
mes se indicará la dependencia normativa y ejecutora,
el monto asignado y ejercido, la ubicación de las obras
y acciones, su avance físico y financiero al periodo que
se reporte y acumulado y el ejercicio fiscal a que co-
rresponde.

Asimismo, dichas dependencias y entidades federales
deberán enviar al Congreso de la Unión, por conducto
del Órgano Superior de Fiscalización Federal y dentro
de los 40 días hábiles siguientes a la conclusión de las
obras y acciones, la síntesis ejecutiva de las obras y ac-
ciones ejecutados con los recursos de la deuda pública.

Artículo 35. Con objeto de garantizar que los recursos
transferidos se utilicen para los fines recomendados por
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y para
efectos de la elaboración y rendición de la Cuenta de la
Hacienda Pública Federal, las dependencias y entidades



federales tendrán que establecer procedimientos y me-
canismos de control, seguimiento y/o registro de las
operaciones realizadas mediante los recursos propor-
cionados por la deuda pública, las que tendrán que so-
portarse con la documentación comprobatoria corres-
pondiente. Dicha documentación deberá servir de
respaldo para acreditar los desembolsos con cargo a los
recursos de la deuda pública. Será responsabilidad de
las dependencias y entidades federales la veracidad de
la información. La documentación comprobatoria del
gasto una vez revisada y aprobada deberá cancelarse
con la leyenda “Operada Deuda Pública”. 

Artículo 36. En el caso de que las dependencias y enti-
dades federales requieran modificar el alcance de las
obras bajo su ejecución directa, dentro de los recursos
autorizados y vinculados con la aplicación de los recur-
sos de la deuda pública, informarán de lo anterior a sus
órganos internos de Control y a la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público.

Las áreas técnicas de las dependencias y entidades fe-
derales podrán decidir sobre las modificaciones que re-
quiera el programa de obras y acciones que se presentó
a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público original-
mente, siempre y cuando las modificaciones a las mis-
mas se efectúen de acuerdo con la solicitud de recursos
correspondiente y que estén claramente vinculadas con
el programa original del ejercicio de la deuda.

Artículo 37. Las dependencias y entidades federales que
ejecutan obras y acciones con recursos de la deuda pú-
blica deberán:

I. Contratar y realizar las obras públicas y las ad-
quisiciones, respectivamente, de conformidad con lo
dispuesto por la Ley de Adquisiciones, Arrenda-
mientos y Servicios del Sector Público y la Ley de
Obras Públicas y Servicios Relacionados con las
Mismas y los Reglamentos correspondientes, así co-
mo señalar las actividades que por su urgencia de-
ban considerarse como casos de excepción; y

II. Llevar a cabo el programa de ejercicio con la deu-
da pública que fue autorizado por la Secretaría, en-
fatizando las prioridades vinculadas con las solucio-
nes de las situaciones de mayor impacto.

Artículo 38. Las dependencias y entidades federales,
responsables directas de la ejecución de las obras y ac-

ciones, lo son también del control de las mismas y del
cumplimiento de las disposiciones de carácter federal
aplicables.

El Órgano Superior de Fiscalización y los órganos in-
ternos de control en las dependencias y entidades fede-
rales podrán realizar, en todo momento, la inspección,
fiscalización y vigilancia de los recursos de la deuda pú-
blica, incluyendo la revisión programática-presupues-
tal y la inspección física de las obras y acciones finan-
ciadas con los mismos, así como atender las quejas y
denuncias que se presenten sobre su manejo. Para tal
efecto, las dependencias y entidades federales conserva-
rán en forma ordenada y sistemática toda la documen-
tación comprobatoria de los actos y contratos que rea-
licen conforme a las disposiciones de la legislación
aplicable, así como a su seguimiento físico y financiero.

Artículo 39. En el caso de que se detecten manejos in-
adecuados de recursos e incumplimiento al marco nor-
mativo aplicable, el Órgano Superior de Fiscalización y
los órganos internos de control en las dependencias y
entidades federales, conforme a su competencia, finca-
rán las responsabilidades e impondrán las sanciones
procedentes en los términos de la Ley Federal de Res-
ponsabilidades Administrativas de los Servidores Pú-
blicos.

Artículo 40. Las acciones de control, vigilancia y eva-
luación de los recursos de la deuda pública, correspon-
derán a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y
al Órgano Superior de Fiscalización Federal, conforme
a las atribuciones que les confiere la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal, la Ley de Fiscaliza-
ción Superior de la Federación y demás disposiciones
aplicables, sin perjuicio de las acciones de vigilancia,
control y evaluación que, en coordinación con la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público realice el Órgano
Superior de Fiscalización Federal. 

Artículo 41. Las responsabilidades administrativas, ci-
viles o penales, derivadas de afectaciones a la Hacienda
Pública Federal en que, en su caso, incurran los servi-
dores públicos federales o locales, así como los particu-
lares, serán sancionados en los términos de la legisla-
ción aplicable.

Artículo 42. El Órgano Superior de Fiscalización Fede-
ral y los órganos internos de control en las dependen-
cias o entidades federales verificarán que las obras, las

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 15 de noviembre de 201841



Año I, Primer Periodo, 15 de noviembre de 2018 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados42

acciones y los recursos erogados se ajusten a lo reco-
mendado por la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico y que los recursos de la deuda pública que ejerzan
directamente las propias dependencias y entidades fe-
derales se reporten, en su caso, tanto en el ingreso como
en el egreso. 

Transitorio

Único. La presente reforma entrará en vigor el día de su
publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en el salón de sesiones de la honorable Cámara de Diputados, a
los treinta días del mes de octubre de 2018.— Diputado y diputadas:
Benjamín Robles Montoya, Maribel Martínez Ruiz, Margarita García
García (rúbricas).»

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Se turna
a la Comisión de Hacienda y Crédito Público, para dic-
tamen.

LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN
PÚBLICA FEDERAL

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Por las
mismas razones, tiene la palabra hasta por cinco minutos la
diputada Ana Lilia Herrera, del Grupo Parlamentario del
PRI, para presentar iniciativa que reforma los artículos 18,
27 de la Ley Orgánica de la Administración Pública.

La diputada Ana Lilia Herrera Anzaldo: Gracias, presi-
dente. La sesión pasada garantizamos la presencia de las
unidades de género en la administración pública federal,
que se han replicado de manera muy importante en todo el
país en las dependencias estatales, y que están inscritas en
el Programa Nacional de Igualdad, pero que no tienen un
asidero político.

En el Grupo Parlamentario del PRI creemos que eliminar
las unidades de equidad y género en cualquier ámbito del
gobierno, es eliminar las oportunidades y las esperanzas de
las mujeres y de las niñas de este país, de aspirar a una vi-
da plena mediante el desarrollo de una cultura de igualdad,
libre violencia y discriminación.

Por eso, reconocemos que se haya admitido la reserva pro-
puesta por mi grupo parlamentario, pero creemos que las uni-
dades mencionadas deben tener asidero en la legislación.

Hoy vengo a proponerles reformar los artículos 18 y 27 de
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, en
materia de género, porque estamos convencidos de que es
necesario que esta legislatura de la paridad de género sea
congruente y haga frente a este compromiso legislativo de
garantizar, de que el Estado garantice la igualdad sustanti-
va de mujeres y hombres, así como el mismo trato y acce-
so a oportunidades en el ejercicio de los derechos estable-
cidos en el marco jurídico mexicano.

Fíjense que alguien, a quien respeto profundamente, me
decía la pasada sesión que esas unidades no sirven sin vo-
luntad política. Yo les quiero decir que tuve la oportunidad
de ser secretaria de Educación en mi estado, y que esa uni-
dad de equidad se convirtió en un área fundamental, por-
que a través de ojos expertos y, por supuesto, de una mira-
da femenina, podíamos entender y atender y resolver
muchos de los fenómenos que ocurren todos los días, y que
culturalmente asumimos como normales. Vejaciones que
van atentando contra la integridad moral, física, de las mu-
jeres, de las niñas, de las jóvenes y que tienen que ser aten-
didos porque no son normales.

De verdad, los exhorto, compañeras y compañeros, a que
puedan echarle un vistazo a esta iniciativa.

Estamos pensando que estas unidades pueden ser coordi-
nadas por la Secretaría de Gobernación. Me parece funda-
mental que hoy, que tendremos a la primera mujer secreta-
ria de Gobernación en este país, pueda ella, con esta mirada
femenina, que es complementaria de la masculina, pero
que de verdad tiene otra manera de entender el mundo,
pueda coordinar y fortalecer estas unidades para que no de-
jemos a la buena voluntad de alguien el fortalecimiento y
el trabajo cotidiano de estas unidades de género. Muchas
gracias, esperamos contar con su apoyo.

«Iniciativa que reforma los artículos 18 y 27 de la Ley Or-
gánica de la Administración Pública Federal, a cargo de la
diputada Ana Lilia Herrera Anzaldo, del Grupo Parlamen-
tario del PRI

La que suscribe, diputada Ana Lilia Herrera Anzaldo, en
nombre propio y de las y los integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional, con fun-
damento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción II, y
72 de la Constitución Política, los artículos 6, fracción I,
66, 68, 71, 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta sobera-
nía la iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-



forman los artículos 18 y 27, fracción XLI, de la ley Orgá-
nica de la Administración Pública Federal, en materia de
género, con el siguiente 

Planteamiento

La transformación de la administración pública federal es
inminente en este sexenio por comenzar el próximo 1 de
diciembre de 2018. Las unidades de género en la propia ad-
ministración pública han representado un avance significa-
tivo en pro de la igualdad y equidad, es por ello que, deri-
vado de su evaluación e importancia en la instauración
organizacional, proponemos elevar el mandato de su crea-
ción a la ley y que no dependa de la emisión de los regla-
mentos propios de cada dependencia. Esta intención obe-
dece a los compromisos nacionales e internacionales para
proporcionar un trato más equilibrado entre hombres y mu-
jeres de acuerdo a sus capacidades y no a su condición de
género. 

Por su composición y resultado de la reforma política de
2014, en la cual se estableció a nivel constitucional la pari-
dad de género en las elecciones, la LXIV Legislatura se ha
autodenominado como la “Legislatura de la paridad de gé-
nero” y, en congruencia, debemos hacer frente al compro-
miso legislativo de garantizar el Estado la igualdad sustan-
tiva de mujeres y hombres, así como el mismo trato y
acceso a oportunidades en el ejercicio de los derechos es-
tablecidos en el marco jurídico mexicano. 

En este sentido la iniciativa propone establecer en la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal la instaura-
ción y permanencia de las Unidades de Género, con el fir-
me propósito de que el Poder Ejecutivo y la administración
que lo conforma garanticen el derecho de igualdad y no
discriminación y a su vez impulsen las acciones afirmati-
vas que beneficien la institucionalización de la perspectiva
de género en las entidades y dependencias de la adminis-
tración pública federal. 

Argumentación. 

En nuestro sistema constitucional, el órgano rector de las po-
líticas públicas es el Poder Ejecutivo, por lo que es primor-
dial que las dependencias a su cargo cuenten con los meca-
nismos y autoridades competentes para conducir la política
nacional en materia de igualdad entre mujeres y hombres.1

La Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas
de Discriminación contra la Mujer2 establece que “los Es-

tados Parte condenan la discriminación contra la mujer en
todas sus formas, convienen en seguir, por todos los me-
dios apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a
eliminar la discriminación contra la mujer y, con tal obje-
to, se comprometen”: 

En el inciso a: 

“a) Consagrar, si aún no lo han hecho, en sus constitucio-
nes nacionales y en cualquier otra legislación apropiada el
principio de la igualdad del hombre y de la mujer y asegu-
rar por ley u otros medios apropiados la realización
práctica de ese principio;”

En el inicio d: 

“d) Abstenerse de incurrir en todo acto o práctica de dis-
criminación contra la mujer y velar por que las autorida-
des e instituciones públicas actúen de conformidad con
esta obligación;” 

En el inciso e)

“e) Tomar todas las medidas apropiadas para eliminar
la discriminación contra la mujer practicada por cua-
lesquiera personas. organizaciones o empresas;” 

Aunado a lo anterior, en el año 2000 en la Declaración del
Milenio se estableció el Objetivo 3 del Desarrollo del Mi-
lenio, “Promover la igualdad de género y empoderamiento
de la mujer”,3 incluyendo el compromiso se establecer ac-
ciones para lograr la igualdad de hombres y mujeres, reco-
nociendo que es un tema cuya transversalidad requiere es-
tar presente en otros objetivos y metas; por ejemplo la meta
5.5 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible señala como
obligación del Estado “asegurar la participación plena y
efectiva de las mujeres y la igualdad de oportunidades
de liderazgo a todos los niveles de decisiones en la vida
política, económica y política”.4

En el ámbito nacional, la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, en el artículo 1o., párrafo tercero,
establece que “Todas las autoridades, en el ámbito de sus
competencias, tienen la obligación de promover, respetar,
proteger y garantizar los derechos humanos de conformi-
dad con los principios de universalidad, interdependencia,
indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado
deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las viola-
ciones a los derechos humanos, en los términos que esta-
blezca la ley”.
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La Ley de Planeación en el artículo 2o., fracción VII, se-
ñala que, para el eficaz desempeño de la responsabilidad
del Estado sobre el desarrollo equitativo, incluyente, inte-
gral, sustentable y sostenible, debe basarse, entre otros, en
el principio de “perspectiva de género, para garantizar
la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres.
y promover el adelanto de las mujeres mediante el ac-
ceso equitativo a los bienes, recursos y beneficios del de-
sarrollo”. 

En materia presupuestal, es preciso recordar a esta Sobera-
nía que el Decreto. para el Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración para el ejercicio fiscal 2018, establece en el Capí-
tulo IV, “De la Igualdad entre Mujeres y Hombres”,
artículo 22, la obligación del Ejecutivo federal para im-
pulsar la igualdad sustantiva a través de la incorpora-
ción de la perspectiva de género en el diseño. Elabora-
ción, aplicación, seguimiento y evaluación de los
resultados de los programas de la administración pú-
blica federal”. 

Como es también del conocimiento del Congreso de la
Unión, durante la LXII y LXIII Legislatura a partir de las
reformas a la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, se crearon las Unidades de Gé-
nero, las cuales obedecieron al propósito de institucionali-
zar la perspectiva de género en la cultura organizacional
tanto de la Cámara de Diputados, como la correspondiente
en la Cámara de Senadores. 

Para 2017 el Instituto Nacional de las Mujeres reconocía la
coordinación de los Poderes de la Unión y de los Gobier-
nos estatales en el establecimiento de las unidades, enlaces
y/o comisiones que en la materia se crearon para impulsar
la política de igualdad.5

Sin embargo, y pese al compromiso desarrollado en las di-
ferentes esferas gubernamentales, persiste el reto de la
igualdad en la “arquitectura institucional”.6 pues aún se en-
cuentra en proceso de consolidación y armonización para
dar cumplimiento a la agenda nacional de género y a los
objetivos de desarrollo sostenible. 

En este sentido el papel de la administración pública es de
vital importancia pues son sus dependencias las responsa-
bles de garantizar la homogeneidad de criterios y objetivos
en el sector público y además replicarlos hacia los demás
órdenes de gobierno. 

La existencia de las unidades de género parte del reconoci-
miento a la problemática de igualdad sustantiva que existe
en México y en específico como un compromiso para ac-
tuar en favor de la inclusión y disminución de la brecha di-
ferencial entre hombres y mujeres, siendo el ámbito de la
administración pública uno de los principales centros de
trabajo en el que se tenía que erradicar el trato desigual y
garantizar la participación equilibrada de mujeres y hom-
bres en todos los ámbitos de decisiones del sector público. 

Para lo anterior, se establecieron mecanismos que benefi-
ciarán la institucionalización de la perspectiva de género,
no sólo en el Poder Ejecutivo sino también en el Legislati-
vo y en el Poder Judicial. Estos mecanismos implicaron ge-
nerar una cultura organizacional en la que la construcción
de la igualdad sustantiva fuera transexenal. 

Las unidades de género “son acciones afirmativas para des-
arrollar y guiar los trabajos en torno a la incorporación de
la perspectiva de género al interior de las Dependencias y
entidades de la administración pública estatal”7 y tienen un
propósito doble. El Centro de documentación del Instituto
Nacional de las Mujeres lo ha ubicado en el ámbito interno
y ámbito externo: 

El interno, refiere las relaciones laborales de las mujeres y
hombres en su entorno de trabajo y tiene como principal
objetivo introducir a partir del orden legal la perspectiva de
género en los reglamentos y leyes que rigen a la organiza-
ción. Además de abonar a la formación, capacitación y pro-
fesionalización del personal de cada ente público. 

El ámbito externo, corresponde a las relaciones estableci-
das por cada dependencia de la administración pública ha-
cia la población, así como dar seguimiento y cuenta de los
acuerdos y compromisos que se han hecho para actuar en
la materia y que derivan de lo establecido en la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, los trata-
dos y convenios internacionales o bien las obligaciones en
las leyes federales o nacionales. También se busca generar
una adecuada comunicación hacia la sociedad y otros entes
públicos y privados para aportar a la promoción de la igual-
dad sustantiva.

Para que las unidades de género logren la plena institucio-
nalización deben contar con el reconocimiento jerárquico
dentro de la administración pública federal, pues con ello
se reforzará la relación y exigencia de cumplimiento de las
obligaciones dentro del servicio público, pero además im-



pulsará el desarrollo y empoderamiento social, tanto de
mujeres como de hombres, en igualdad y equidad.

Debemos incidir en la cultura organizacional y ser corres-
ponsables en el quehacer de los enfoques y ejecución de las
políticas de género. Sabemos que la institucionalización de
la perspectiva de género ha sido paulatina; en 2005 se da-
ba cuenta sobre el “Programa de Institucionalización de la
Perspectiva de Género en la Administración Pública Fede-
ral”8 y en sus recomendaciones se establecía que para lo-
grar una cultura institucional con Equidad de Género, se
dependía de la actuación de cada una de las dependencias
de gobierno; a noviembre de 2018 contamos con 17 unida-
des de género9 en la administración pública federal. 

Sin embargo, aún faltan criterios que armonicen su actua-
ción por lo que además de establecer la obligación de con-
tar con unidades de género se propone que sea la Secreta-
ría de Gobernación la que coordine el trabajo y rendición
de cuentas de las misma, en acompañamiento y ejecución
de las diferentes acciones que tienen a su cargo el Instituto
Nacional de las Mujeres y cuyas funciones ya se encuen-
tran definidas. 

La presente iniciativa pretende dar certeza y continuidad al
trabajo que realizan las unidades de género, poniendo en
marcha una de la recomendaciones que en 2017 hiciera la
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Econó-
micos (OCDE) a México en materia de políticas y buena
gobernanza para la igualdad de género, mediante el esta-
blecimiento de medidas y metas para promover la igualdad
en el servicio público, impulsando el trabajo y reformas ne-
cesarias para el equilibrio de género en todos los niveles y
grupos ocupacionales.10

Hoy debemos hacer frente al compromiso de garantizar la
igualdad, contamos con instrumentos y con la voluntad po-
lítica para lograr acciones que abonen a todos los progra-
mas y proyectos de gobierno. Generar y fortalecer estas
instancias en la Ley Orgánica de la Administración Públi-
ca Federal favorecerá el ejercicio del Poder Ejecutivo y sin
duda será un reflejo a favor del desarrollo de quienes vivi-
mos y deseamos construir un México en equidad.

Por lo expuesto y fundado, someto a la consideración de
esta honorable Cámara de Diputados la siguiente iniciativa
con proyecto de

Decreto por el que se reforman los artículos 18 y 27,
fracción XLI, de la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal en materia de género

Único. Se reforman y adicionan los artículos 18 y 27, frac-
ción XLI, de la Ley Orgánica de la Administración Públi-
ca Federal, para quedar como sigue:

Artículo 18. En el reglamento interior de cada una de las
Secretarías de Estado que será expedido por el Presidente
de la República, se determinarán las atribuciones de sus
unidades administrativas y de las Unidades de Género,
así como la forma en que los titulares podrán ser suplidos
en sus ausencias. 

Artículo 27. A la Secretaría de Gobernación corresponde
el despacho de los siguientes asuntos: 

XLI. Impulsar las políticas públicas y dar seguimiento a
los programas que refuercen la inclusión social y la
igualdad, mediante estrategias y acciones que contribu-
yan a prevenir y eliminar la discriminación; así como
coordinar y dar seguimiento al cumplimiento de la
promoción, trabajo e impulso de las Unidades de Gé-
nero integrantes en las dependencias que conforman
la administración pública federal, centralizada y pa-
raestatal. 

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. El titular del Ejecutivo federal, a partir de la en-
trada en vigor del presente decreto, deberá garantizar la
permanencia de las Unidades de Género de la administra-
ción pública federal y en su caso, en un plazo no mayor a
sesenta días naturales, ordenar a las dependencias a su car-
go la creación y establecimiento de la Unidad de Género
respectiva, de conformidad con el reglamento interior que
sea expedido en términos del artículo 18 de este decreto. 

Tercero. En un plazo no mayor a treinta días naturales a
partir de la instauración de las Unidades de Género, el titu-
lar de la Secretaría de Gobernación establecerá, de confor-
midad con la Política Nacional en Materia de Igualdad, la
coordinación y alineación de objetivos entre las Unidades
de Género de la administración pública federal.
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Notas

1 Ley para la Igualdad entre Mujeres y Hombres.

2 Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discrimi-
nación contra la Mujer. 

https://www.ohchr.org/sp/professionalinteresUpages/cedaw.aspx 

3 Agenda 2030: México hacia la igualdad de género y el empodera-
miento de todas las mujeres y las niñas.

4 Ibídem, 2. 

5 Agenda 2030: México hacia la igualdad de género y el empodera-
miento de todas las mujeres y las niñas. 

6 Ibídem, 4. 

7 Instituto Nacional de las Mujeres “Propuesta para la instauración de
Unidades de Género en la administración pública federal”, enero 2014.

8 Documento disponible en: http://centro.paot.mx/documentos/in-
muieres/prog_insti_genero_publi_federal.pdf

9 El 19 de septiembre se publicó en el Diario Oficial de la Federación
el Acuerdo por el que se crea la Unidad de Igualdad de Género de la
Secretaría del Trabajo y Previsión Social. 

hltp://dof.gob.mx/nota_detalle. php?codigo-5526808&fecha=
19/06/2018

10 Construir un México inclusivo. Políticas y Buena Gobernanza para
la igualdad de Género. OCDE 2017. 

Ciudad de México, a 13 de noviembre de 2018.— Diputadas y dipu-
tados: Ana Lilia Herrera Anzaldo, Alfredo Villegas Arreola, Brasil
Alberto Acosta Peña, Cruz Juvenal Roa Sánchez,Eduardo Zarzosa
Sánchez, Enrique Ochoa Reza, Ernesto Javier Nemer Álvarez, Frinne
Azuara Yarzabal, Hortensia María Luisa Noroña Quezada, Irma María
Terán Villalobos, Isaías González Cuevas, Ismael Alfredo Hernández
Deras, Juan Francisco Espinoza Eguia, Juan José Canul Pérez, Laura
Barrera Fortoul, Lenin Nelson Campos Córdova, Luis Eleusis Leóni-
das Córdova Morán, Manuel Limón Hernández, Marcela Guillermina
Velasco González, María Alemán Muñoz Castillo, María Ester Alonzo
Morales, María Lucero Saldaña Pérez, Mariana Rodríguez Mier y Te-
rán, Martha Hortencia Garay Cadena, Norma Adela Guel Saldívar, Pa-
blo Guillermo Angulo Briseño, Ximena Puente de la Mora (rúbricas).»

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Túrnese a
la Comisión de Gobernación y Población, para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Tiene la
palabra, hasta por cinco minutos, el diputado Irineo Moli-
na Espinoza, del Grupo Parlamentario de Morena, para
presentar iniciativa con proyecto de decreto que reforma el
artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos.

El diputado Irineo Molina Espinoza: Muchas gracias,
diputado presidente. Con su venia y permiso, compañeras
y compañeros diputados. La administración pública federal
que iniciará actividades el día primero de diciembre se en-
frentará a grandes demandas sociales, como son la insegu-
ridad y la reactivación económica. Pero de los mayores
males a los que habrá que enfrentarse son la corrupción y
la impunidad, fenómenos que han sido tolerados en las úl-
timas administraciones, donde incluso el presidente de la
República se atrevió a justificarlo como parte de nuestra
cultura.

Los últimos gobiernos han sido caracterizados por la corrup-
ción, la malversación de fondos, la opacidad, la colusión de
servidores públicos, el peculado, tráfico de influencias, cohe-
cho y financiamiento de campañas con recursos públicos y de
dudosa procedencia al amparo de la impunidad.

Basta recordar las administraciones de los exgobernadores
Guillermo Padrés, César Duarte, Javier Duarte, Roberto
Borge, Roberto Sandoval y Gabino Cué. O las obras mo-
numentales, como la Estela de Luz, que costó 192 por cien-
to más de lo programado.

La opacidad en los procedimientos de adjudicación organi-
zados por Turissste, la casa blanca, el tren bala, la estafa
maestra, Odebrecht, el uso de tarjetas Monex y Soriana pa-
ra compra de votos y, lo más lamentable, ver cómo las ins-
tituciones de Estado parecieran ser utilizadas para proteger
a los corruptos o evitar que sean procesados y castigados
por la justicia.



La corrupción y la impunidad son fenómenos que nos han
afectado en el pasado, lastiman nuestro presente y destru-
yen nuestro futuro, así como el desarrollo de nuestro país.

Es lamentable e indignante que algunos servidores públi-
cos, valiéndose del cargo que desempeñan, ejecutan o ins-
truyen acciones en perjuicio del erario y gasto público, pe-
ro, sobre todo, en menoscabo de nuestra sociedad.

El grado de corrupción que existe en México, según algu-
nos especialistas, cuesta alrededor del cinco por ciento del
producto interno anualmente, lo que equivale a 900 mil mi-
llones de pesos.

De acuerdo con el Índice de Percepción de la Corrupción
realizado en 2017 por Transparencia Internacional, nuestro
país se ubica en el lugar 135 de 180 países evaluados.
¿Hasta dónde hemos llegado?

El informe de Transparencia Internacional del 2017 consi-
dera a la administración pública de nuestro país como la
más corrupta de América latina y el Caribe. De igual ma-
nera, el Índice Global de Impunidad 2018 muestra que 93
de cada 100 delitos que se cometen no se denuncian y solo
un limitado número de ilícitos que sí se denuncian culmi-
nan con una sentencia contra los responsables. Información
corroborada por la Auditoría Superior de la Federación ha
señalado que solo el dos por ciento de los delitos de co-
rrupción son realmente sancionados.

Por ello, como parte de las acciones legislativas que el
Grupo Parlamentario de Morena impulsará, en concordan-
cia con los principios que regirán al próximo gobierno fe-
deral, propongo ante ustedes, compañeras y compañeros
diputados, reformar el artículo 22 constitucional para inte-
grar los delitos de corrupción en el catálogo que establece
donde preceda la acción de extinción de dominio de bienes
y su aplicación a favor del Estado, considerando que dicha
medida servirá para complementar la propiedad de la per-
secución de bienes de procedencia ilícita.

También propongo una segunda iniciativa de esta serie de
propuestas legislativas para reformar los artículos 4o. y 7o.
de la Ley Federal de Extinción de Dominio, Reglamentaria
del artículo 22 constitucional, ya que dicha reforma consti-
tucional y legal se complementa. Concluyo, compañeras
diputadas y diputados.

Con esta medida se afectará el patrimonio de los servido-
res públicos que, valiéndose de su posición o cargo, lo ha-

yan obtenido por hechos de corrupción, y servirá para for-
talecer las acciones y normas que instrumente el Sistema
Nacional Anticorrupción, así como para combatir de ma-
nera significativa la relación o vínculo que pueda existir
entre la delincuencia organizada y los servidores públicos.
Delitos que tanto han lastimado a México y contribuido a
generar la enorme desigualdad que impera en nuestro país.
Es cuanto, diputado presidente.

«Iniciativa que reforma el artículo 22 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Irineo Molina Espinoza, del Grupo Parlamentario
de Morena

El suscrito, Irineo Molina Espinoza, integrante del Grupo
Parlamentario de Movimiento Regeneración Nacional en
la LXIV Legislatura del Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, 73,
fracción XXI, inciso b, y 135 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I,
77, 78 y demás relativos y aplicables del Reglamento de la
Cámara de Diputados, presenta ante esta soberanía inicia-
tiva con proyecto de decreto por el que se reforma la frac-
ción II del segundo párrafo del artículo 22 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia
de extinción de dominio, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Planteamiento del problema

La corrupción es un fenómeno que está afectando grave-
mente el desarrollo de nuestro país y a la sociedad mexica-
na, algunos funcionarios y servidores públicos que han
ejercido cargos de elección popular y en general cargos pú-
blicos en los tres poderes y niveles de gobierno, han come-
tido excesos y abusos que constituyen delitos, responsabi-
lidad administrativa, daño patrimonial o afectación de la
debida función y administración pública, en perjuicio del
erario y gasto público.

Han sido recurrentes los casos de exgobernadores que han
desviado fondos públicos, que han manejado presupuestos
estatales a su antojo, ignorado las leyes y que han hecho
negocios muy redituables al amparo de la clase política,
cometiendo dichas conductas sabedores que no serían atra-
pados, juzgados y castigados, ante el encubrimiento, con-
sentimiento u omisión de los poderes públicos que daría la
impresión que toleran dichas acciones.
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La corrupción genera grandes pérdidas en diversos ámbi-
tos, destruye la confianza que la sociedad debe tener en las
instituciones, nulifica el desarrollo económico y social, pe-
se a que dicha afectación no es exclusiva de México, ya
que la sufren muchos países, en el nuestro ha ido en au-
mento año con año.

Los delitos de hechos de corrupción, la violencia, la delin-
cuencia organizada y no organizada han crecido a la par en
México, ante este peligroso incremento, resulta necesario
generar acciones de modificación constitucional y legisla-
tiva para inhibir la generación de estas conductas, por lo
que se propone modificar el artículo 22 constitucional y su
ley reglamentaria de extinción de dominio, esta última cre-
ada en mayo de 2009, con el propósito de que proceda di-
cha figura privativa del derecho de propiedad cuando se
comentan delitos por hechos de corrupción integrados en el
título X del Código Penal Federal, consistentes en ejercicio
ilícito de servicio público, abuso de autoridad, coalición de
servidores públicos, uso ilícito de atribuciones y faculta-
des, concusión, intimidación, ejercicio abusivo de fusio-
nes, tráfico de influencia, cohecho, cohecho a servidores
públicos extranjeros, peculado y enriquecimiento ilícito.

La principal motivación de la presente reforma constitu-
cional, radica en privar del derecho de propiedad, es decir,
afectar las ganancias económicas producto de conductas
delictivas materializadas por cualquier persona que desem-
peñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza
en la administración pública federal centralizada, organis-
mos descentralizados, empresas de participación estatal
mayoritaria, organizaciones y sociedades asimiladas a és-
tas, fideicomisos públicos, empresas productivas del Esta-
do, órganos constitucionales autónomos, que ejerzan car-
gos en el Congreso de la Unión, o en el Poder Judicial
federal, o que manejen recursos económicos federales, así
como que ejerzan cargos en gobiernos estatales, legislatu-
ras locales y tribunales de justicia locales, que sean dueños,
se ostenten o se comporten como tales, de bienes que sean
instrumento, objeto o producto de los delitos por hechos de
corrupción, así como los supuestos ya establecidos en el
precepto normativo que ha quedado mencionado.

Se estima que dicha reforma servirá para fortalecer las ac-
ciones, políticas públicas y normas que instrumentan el
Sistema Nacional Anticorrupción, así como para combatir
de manera significativa la relación o vínculo que pueda
existir entre la delincuencia organizada y los servidores pú-
blicos que incurran en delitos de hechos de corrupción, que
tanto lastiman y contribuyen a generar la enorme desigual-

dad que impera en el país, de acuerdo con las considera-
ciones que se vierten más adelante.

Argumentos que sustentan la propuesta de reforma

Problemática

La corrupción es un fenómeno que nace en cualquier lugar
y es de todos los tiempos. Es un problema de todas las cul-
turas, que se ha expandido y afectado a todas las civiliza-
ciones humanas.

La corrupción se presenta a nivel mundial y afecta ámbitos
como el económico, político, jurídico y a la sociedad, des-
afortunadamente se ha arraigado en la vida de los indivi-
duos como un virus o un cáncer, al grado de que de una u
otra forma, en algún momento de nuestra vida, en menor o
mayor medida, todos nos involucramos en ella, ya sea por-
que la generemos o seamos sus víctimas.

Aquí puede llegarse a un punto peligroso, cuando cualquier
individuo ve en la corrupción un modo de vida, toda vez que
un hecho de corrupción se puede materializar por acciones
humanas que podrían considerarse comunes y corrientes, que
se suscitan de manera cotidiana como es el caso del policía
que pide dinero a un individuo por hacerse de la “vista gor-
da” por que cometió una falta administrativa o incluso, cuan-
do se ha cometido un delito, o cuando un individuo ofrece di-
nero al policía para que no lo remita ante la autoridad
ministerial por la comisión de un ilícito o cuando comete una
infracción establecida en las disposiciones administrativas, o
cuando un agente de tránsito acepta una mordida porque un
ciudadano se pasó un semáforo con la luz roja, o cuando un
funcionario acepta o solicita dinero para apresurar un trámite
o para que éste sea aprobado, o incluso cuando se realizan
desvíos de recursos del erario.

México, entre los países con altos índices de corrupción

Estas conductas por las cuales se genera corrupción son su-
mamente perjudiciales y han contribuido a que México es-
te en los primeros lugares del ranking de naciones con al-
tos índices de corrupción.

De acuerdo con el Índice de Percepción de la Corrupción
realizado en 2017 por Transparencia Internacional, el ca-
so mexicano es dramático, pues nos ubicamos en el lugar
135 de 180 países evaluados, mientras que en el mismo
estudio realizado en 2016 el país se situó en el sitio 123
de 176 naciones.



Este índice de percepción mide aspectos como el gobierno
abierto, rendición de cuentas, libertad de expresión, trans-
parencia, niveles de integridad en el servicio público y ac-
ceso igualitario a la justicia.

La calificación tiene una escala de 0 a 100, donde 0 es el
peor resultado y 100 el mejor, dentro de los 5 países con
la peor calificación, o con mayor percepción de corrup-
ción se encuentran: Yemen, Afganistán, Siria, Sudán del
Sur y Somalia.

Derivado de dicha medición se ha podido establecer que
más de dos tercios de los 180 países evaluados obtuvieron
una calificación menor a 50, lo que significa que más de 6
mil millones de personas viven en países con altos índices
de corrupción y la región peor evaluada fue África subsa-
hariana, mientras que la mejor fue la Unión Europea y Eu-
ropa Occidental.

Afectación del desarrollo nacional

Como lo mencionamos, el país aparece en el puesto 135
con una calificación de 29, un puntaje menor que el año pa-
sado y se encuentra empatado con República Dominicana,
Honduras, Papúa Nueva Guinea, Paraguay, Rusia, Kirguis-
tán y Laos; a nivel regional, México se encuentra en la sex-
ta peor posición arriba de Paraguay, Guatemala, Nicaragua,
Haití y Venezuela, es decir, que en México la corrupción va
en aumentando año con año.

Este fenómeno es uno de los principales problemas que
afectan el desarrollo nacional, que está aparejado con el
alto grado de impunidad estructural, de acuerdo Índice
global de impunidad México 2018, estudio elaborado en
marzo por la Universidad de las Américas de Puebla,
muestra que 93 de cada 100 delitos que se cometen en el
país ni siquiera se denuncian y sólo un limitado número
de los ilícitos que se sí se denuncian ante un Ministerio
Público culminan con una sentencia contra los responsa-
bles, lo que genera una percepción de inexistencia del es-
tado de derecho.

Diversas notas periodísticas han sacado a la luz que mu-
chos servidores públicos de administraciones tanto federal
y de las entidades federativas pasadas protagonizaron he-
chos de corrupción, por otro lado, de acuerdo a informa-
ción emitida por la Auditoría Superior de la Federación, só-
lo 2 por ciento de los delitos de corrupción son realmente
sancionados.

La corrupción lastima a la sociedad y amplía la brecha de
la desigualdad, considerando que su consecuencia más fu-
nesta aunado a la impunidad, degrada fuertemente la con-
fianza que pueden tener las y los mexicanos en las institu-
ciones que fueron creadas para mantener un ambiente de
seguridad, certidumbre y competitividad en el país.

Acciones de combate de la corrupción

El 27 de mayo de 2015 se publicó en el Diario Oficial de
la Federación la reforma constitucional en materia antico-
rrupción, que brinda las bases estructurales para el Sistema
Nacional Anticorrupción, que distribuye y otorga faculta-
des para crear instituciones para combatir la corrupción.

Dicha implantación ocasionó la necesidad de adecuar di-
versas leyes para incluir dicho mecanismo para combatir
este fenómeno, tal es el caso de la reforma aplicada a la
Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República,
por la que se creó la Fiscalía Especializada en materia de
delitos relacionados con hechos de corrupción, concibién-
dolo como órgano con autonomía técnica y operativa para
investigar y perseguir los delitos por hechos de corrupción.

Con la reforma aplicada al Código Penal Federal publicada el
18 de julio de 2016, se estableció el Título Décimo denomi-
nado “Delitos por hechos de corrupción”, que abarca los ar-
tículos 212 al 224, consistentes en ejercicio ilícito de servicio
público, abuso de autoridad, coalición de servidores públicos,
uso ilícito de atribuciones y facultades, concusión, intimida-
ción, ejercicio abusivo de fusiones, tráfico de influencia, co-
hecho, cohecho a servidores públicos extranjeros, peculado y
enriquecimiento ilícito y que contempla la imposición de san-
ciones como la destitución y la inhabilitación para desempe-
ñar cargos públicos, así como para participar en adquisicio-
nes, arrendamientos, servicios u obras públicas, concesiones
de prestación de servicio público por un plazo de uno a vein-
te años, incluso en el artículo 217 Bis, se establecen delitos
en los que los particulares pueden ser responsables en su ca-
rácter de contratista, permisionario, asignatario, titular de una
concesión cuando se consideren responsables por realizar ac-
tos de corrupción.

Costos de la corrupción

El Instituto Nacional de Estadística y Geografía estima que
el costo a consecuencia de la corrupción por trámites vehi-
culares, de educación pública, registro civil o contacto con
autoridades de seguridad pública es de 7 mil 217 millones,
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equivalente al 0.4 por ciento del producto interno bruto
(PIB) por año.

Diversos especialistas han mencionado en medios noticio-
sos que la corrupción podría costar el 5 por ciento del PIB
anualmente, e incluso se habla de 900 mil millones de pe-
sos, y hay cálculos del Fondo Monetario Internacional que
estiman un costo de 2 por ciento.

En el informe de Transparencia Internacional Las personas
y la corrupción: América Latina y el Caribe, de octubre de
2017, considera que México es el país con el mayor índice
de corrupción de América Latina y el Caribe en la presta-
ción de servicios públicos, de acuerdo a datos contenidos
en el mismo, el 51 por ciento de los mexicanos encuesta-
dos respondió haber pagado un soborno para acceder a ser-
vicios públicos básicos en los últimos 12 meses.

Integración de la extinción de dominio al Sistema Na-
cional Anticorrupción

Si bien desde 2015 se emprendieron acciones para comba-
tir la corrupción por parte de los Poderes Ejecutivo, Legis-
lativo y Judicial con la implantación del Sistema Nacional
Anticorrupción, éste ha tenido pocos logros y muchos pen-
dientes, como manifestó Jaqueline Peschard, ex presidenta
del Comité Coordinador de este sistema, en el reportaje es-
pecial de la revista Proceso número 2189 

(https://www.proceso.com.mx/521192/sistema-nacio-
nal-anticorrupcion-pocos-logros-muchos-pendientes), 

donde recalcó la poca cooperación entre instituciones pú-
blicas y el poco involucramiento de la sociedad civil.

Como señala el maestro Juan Carlos Montero, catedrático
del Tecnológico de Monterrey, en el artículo “La estrategia
contra el crimen organizado en México: análisis del diseño
de la política pública” (disponible en 

<http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_art-
t e x t & p i d = S 0 1 8 8 - 7 6 5 3 2 0 1 2 0 0 0 1 0 0 0 0 1 &
lng=es&nrm=iso>. ISSN 0188-7653), 

en concordancia a las manifestaciones de un gran número
de ciudadanos, asociaciones civiles y empresariales como
la Coparmex, en nuestro país el crimen organizado ha ope-
rado infiltrándose en las instituciones gubernamentales pa-
ra garantizar su impunidad y fortalecimiento, lo que gene-
ra una pérdida de autoridad territorial por el gobierno.

Esto indica que ha habido alianzas entre algunas autorida-
des y el crimen organizado que complica su efectivo com-
bate, por ello se requieren más mecanismos para afectar,
sancionar y sanear aquellas instituciones gubernamentales
que pudieran considerarse corruptas, como las de procura-
ción de justicia y policiales, lo que sin duda se traducirá en
la creación de oportunidades para el desarrollo económico
y social.

Por ello se estima la procedencia de la reforma que se plan-
tea en la presente iniciativa para que la acción de extinción
de dominio prive del derecho de propiedad de aquellas per-
sonas, respecto de bienes que son instrumento, objeto o
producto de los delitos por hechos de corrupción sin lugar
a compensación, retribución ni indemnización alguna.

Actualmente, en el artículo 22 constitucional ya se men-
ciona el enriquecimiento ilícito, siendo sólo uno de los de-
litos relacionados con hechos de corrupción, por lo que de
incluir a todos aquellos delitos relacionados con corrup-
ción en el catálogo de delitos contenido en la fracción II,
del segundo párrafo serviría para aumentar la efectividad
de la persecución de estos ilícitos, que se sumarían a los de
delincuencia organizada, delitos contra la salud, secuestro,
robo de vehículos y trata de personas que ya se establecen
en dicho precepto.

Con la presente reforma los costos de implementación se-
rían mínimos, toda vez que desde 2015 ya se cuenta con las
disposiciones e instituciones que implementan el Sistema
Nacional Anticorrupción, incluso con la Fiscalía encargada
de investigar los delitos de hechos de corrupción.

Para fines didácticos, se reproduce a continuación un cua-
dro comparativo de la redacción que actualmente tiene la
fracción II del segundo párrafo del artículo 22 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la pro-
puesta de reforma materia de la presente iniciativa:



Cuadro comparativo artículo vigente y proyecto de re-
forma

Por todo lo expuesto someto a consideración de esta sobe-
ranía el proyecto de

Decreto que reforma el artículo 22 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos

Único. Se reforma la fracción II del segundo párrafo del
artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 22. …

No se considerará confiscación la aplicación de bienes de
una persona cuando sea decretada para el pago de multas o
impuestos, ni cuando la decrete una autoridad judicial para
el pago de responsabilidad civil derivada de la comisión de
un delito. Tampoco se considerará confiscación el decomi-
so que ordene la autoridad judicial de los bienes en caso de
enriquecimiento ilícito en los términos del artículo 109, la
aplicación a favor del Estado de bienes asegurados que
causen abandono en los términos de las disposiciones apli-
cables, ni la de aquellos bienes cuyo dominio se declare ex-
tinto en sentencia. En el caso de extinción de dominio se

establecerá un procedimiento que se regirá por las siguien-
tes reglas:

I. …

II. Procederá en los casos de delincuencia organizada,
delitos contra la salud, secuestro, robo de vehículos, tra-
ta de personas y de hechos de corrupción establecidos
en la ley penal, respecto de los bienes siguientes:

a) a d) …

III. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputados, a 23 de oc-
tubre de 2018.— Diputados y diputadas: Irineo Molina Espinoza, 
Beatriz Silvia Robles Gutiérrez, Elba Lorena Torres Díaz, Irma Juan
Carlos, José Luis García Duque, Manuel Huerta Martínez, Sandra Si-
mey Olvera Bautista, Xochitl Nashielly Zagal Ramírez (rúbricas).»

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Túrnese
a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dicta-
men.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS, LEY GENERAL DEL

EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN 
AL AMBIENTE, LEY GENERAL DE CAMBIO CLI-
MÁTICO Y LEY DE ADQUISICIONES, ARRENDA-

MIENTOS Y SERVICIOS DEL SECTOR PÚBLICO

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Tiene la
palabra, hasta por cinco minutos, la diputada Annia Sarahí
Gómez Cárdenas, del Grupo Parlamentario del PAN, para
presentar iniciativa que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, de la Ley del Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Ambiente, de la Ley General de Cambio Climático
y de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios
del Sector Público.

La diputada Annia Sarahí Gómez Cárdenas: Con su
permiso, presidente. Diputadas y diputados, en el transcur-
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so de la legislatura, una de las palabras más mencionadas
por la mayoría de los diputados ha sido austeridad. Se tra-
ta de un reclamo que compartimos todos y una exigencia
del pueblo de México hacia sus gobernantes y hacia noso-
tros, sus representantes.

Varias iniciativas han sido presentadas para determinar, ba-
jo el amparo de la ley, la austeridad en todos los ámbitos de
la vida pública y política de nuestro país, a las cuales nos
hemos adherido.

Sin embargo, es de llamar la atención que dichas propues-
tas se fundamentan solamente en sueldos, prestaciones,
pensiones y viáticos y dejan de lado ciertos hábitos de con-
sumo, que además de un potencial daño al erario, bajo la
óptica de una austeridad republicana, causan un daño ma-
yor y permanente, como lo es el daño ambiental.

Es nuestro deber y obligación defender los bienes naturales
de la nación. No hacerlo representa un daño irreversible
para las presentes y futuras generaciones.

Empeñar el presente y futuro de los mexicanos al dejar en
un segundo término un tema que debe estar dentro de las
prioridades más altas del Estado, es condenar a los ciuda-
danos del país a escenarios que no nos podemos siquiera
imaginar.

El problema de afectaciones a los ecosistemas y a nuestro en-
torno natural que enfrenta nuestra generación es sumamente
grave. La salud pública y el medio ambiente son los temas
que están destinados a tratarse en conjunto, ninguna sociedad
en el mundo podrá presumir de la salud de su población sin
una política en la materia, de la mano con la primicia funda-
mental de cuidar y salvaguardar el medio ambiente.

No pueden entenderse y tratarse los dos temas separada-
mente. Los dos representan uno de los mayores retos que
enfrenta nuestro país y son de las mayores preocupaciones
de la ciudadanía.

Desde el punto de vista de eficacia presupuestal y en mate-
ria de sustentabilidad, es evidente que esta soberanía no ha
dado el ejemplo, ni tampoco la administración pública fe-
deral, para la cual, a pesar de diversas disposiciones vigen-
tes en materia ecológica, no hay un plan estratégico para
modificar sus hábitos de consumo, para privilegiar el uso
de materiales reciclables, el tratamiento adecuado y co-
rrecto de todo tipo de residuos, así como el cuidado y pro-
tección de todos nuestros recursos naturales.

Ningún bien económico o político puede estar por encima
de nuestra sobrevivencia como especie, ligada íntimamen-
te a la salud del ecosistema del cual formamos parte. De ahí
la importancia de lograr políticas públicas que cumplan
con un amplio marco normativo, que se ha venido consoli-
dando, en favor de la preservación, conservación, aprove-
chamiento y consumo sustentable.

Por ello, a nombre del Grupo Parlamentario del Partido de
Acción Nacional, presento a esta soberanía esta iniciativa
que reforma el artículo 134 de nuestra Carta Magna, así co-
mo diversos artículos de la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y la Protección al Ambiente, la Ley General de
Cambio Climático y la Ley de Adquisiciones, Arrenda-
mientos y Servicios del Sector Público, a fin de garantizar
que el Estado mexicano asegure la sustentabilidad de todo
acto o servicio que realice en cualquier actividad y las afec-
taciones que pueda causar.

La iniciativa busca el uso, producción y consumo sustenta-
ble con el objetivo de controlar y prevenir la contamina-
ción, reducir el impacto ambiental y preservar el equilibrio
de los ecosistemas. Además, se pretende que existan esta-
dísticas para medir el desempeño de la administración pú-
blica federal sobre adquisiciones sustentables, para cono-
cer el desempeño y avance que tiene en materia de compras
públicas sustentables.

Diputadas y diputados, los invito a que hagamos evidente
nuestro compromiso con la austeridad y, por supuesto, con
la sustentabilidad, para lograr un país donde todos y todas
podamos vivir mejor. Es cuanto. Gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; y de las Leyes General del Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente, General de Cambio Climático, y
de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector
Público, a cargo de la diputada Annia Sarahí Gómez Cár-
denas, del Grupo Parlamentario del PAN

La suscrita, Annia Sarahí Gómez Cárdenas, diputada del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional de la
LXIV Legislatura del Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo establecido en la fracción II del artículo 71 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
así como en los artículos 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración del pleno de esta honorable Cámara de Dipu-
tados la presente iniciativa de reforma y adiciona el artícu-



lo 4o. y 134 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, el artículo 3o. de la Ley General del Equi-
librio Ecológico y la Protección al Ambiente, se modifica
el artículo 26 de la Ley General de Cambio Climático y el
artículo 56 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y
Servicios del Sector Público: 

Exposición de Motivos

En el transcurso de la legislatura, una de las palabras más
mencionadas y compartidas por la mayoría de los dipu-
tados ha sido: austeridad. Un reclamo que compartimos to-
dos y una exigencia del pueblo de México hacia sus gober-
nantes y nosotros, sus representantes. Varias iniciativas han
sido presentadas para determinar bajo el amparo de la ley,
la austeridad en todos los ámbitos de la vida pública y po-
lítica de nuestro país, las cuales hemos aplaudido y nos he-
mos adherido. 

Sin embargo, es de llamar la atención que dichas propues-
tas se fundamenten solamente en sueldos, prestaciones,
pensiones y viáticos, y dejen de lado ciertos hábitos de
consumo que además de un potencial daño al erario bajo la
óptica de una austeridad republicana, causan un daño aún
mayor y permanente: el daño al medio ambiente natural.

La salud pública y el medio ambiente son dos temas que
están destinados a tratarse en conjunto. Ninguna sociedad
en el mundo podrá presumir de la salud de su población sin
una política en la materia de la mano con la primicia fun-
damental de cuidar y salvaguardar el medio ambiente. No
puede entenderse y tratarse los dos temas separadamente.
Los dos representan uno de los mayores retos que enfrenta
nuestro país y son de las mayores preocupaciones de los
ciudadanos de la república.

Desde el punto de vista de eficacia presupuestal y en mate-
ria de sustentabilidad es evidente que esta soberanía no da
el ejemplo, ni tampoco la administración pública federal
para la cual, a pesar de diversas disposiciones vigentes en
materia ecológica, no hay un plan estratégico para modifi-
car sus hábitos de consumo, para privilegiar el uso de ma-
teriales reciclables, el tratamiento adecuado y correcto de
todo tipo de residuos, así como el cuidado y protección de
todos nuestros recursos naturales.

La Secretaría de la Función Pública define a la contratación
pública sustentable, como un proceso mediante el cual, las
organizaciones satisfacen sus necesidades de bienes, servi-
cios y obras públicas de forma eficiente, basándose en un

análisis de todo el ciclo de vida, que se traduce no sólo en be-
neficios para la organización, sino también para la sociedad y
la economía, al tiempo que reduce al mínimo los daños al me-
dio ambiente (https://www.gob.mx/sfp/acciones-y-progra-
mas/contrataciones-publicas-sustentables#_ftn1).

En México, lo que corresponde a compras y prestación de
servicios del sector público, se orienta en lo establecido en
el artículo 134 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, donde se menciona que éstas siempre
deben de asegurar las mejores condiciones para el Estado,
sin embargo no se establece ningún criterio para el cuida-
do del medio ambiente y para el consumo y compras de
forma sustentable. 

Es importante reconocer que los sistemas de compras pú-
blicas tanto a nivel federal, estatal y municipal, se basan en
los principios definidos en el artículo 134 de la CPEUM, es
decir, esta es la regla fundamental que define la adquisición
de bienes y servicios en la administración pública federal,
por lo que es importante reformarlo y garantizar la protec-
ción del medio ambiente en las compras públicas.

Por otro lado, en la legislación secundaria del anteriormen-
te mencionado, la Ley de Arrendamientos, Adquisiciones y
Servicios del Sector Público en su artículo 26, sí considera
criterios de sustentabilidad al establecer que se debe reali-
zar una licitación pública con eficiencia energética, con
uso responsable del agua, optimización y uso sustentable
de recursos, así como la protección al medio ambiente.

A nivel internacional, México es parte del proyecto de coo-
peración triangular “Integración Regional para el Fomento de
la Producción y Consumo Sustentable en los Países de la
Alianza del Pacífico”, que tiene como objeto primordial, el
fomentar la integración regional de la producción y el consu-
mo sustentable en los países que integran la Alianza.

Existen otros convenios e instrumentos que nuestro país ha
firmado y en el cual se abordan objetivos de compras sus-
tentables, como el Marco Decenal de Programas sobre Mo-
dalidades de Consumo y Producción Sostenible, que inclu-
ye dentro de sus programas, el de compras públicas
sostenibles, o el de la Agenda 2030, que obliga a México a
incorporar criterios de sustentabilidad en los procesos de
adquisiciones públicas, en su objetivo número 12, por lo
que una reforma para la garantizarlos, sí sería viable.

En México, a pesar de los grandes esfuerzos por el desa-
rrollo de instrumentos normativos, para la implementación
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de las adquisiciones sustentables, aún no se cuentan con es-
tadísticas para medir el desempeño de la implementación
en la administración pública federal sobre adquisiciones
sustentables, evitando el progreso sobre la implementación
de la sustentabilidad y ahorro de recursos naturales en
nuestro país.

Las estadísticas nos ayudan a medir la realidad, analizar y
por consecuencia, crear políticas públicas que ayuden a
disminuir, neutralizar, o mejorar lo que se está midiendo.
Por eso es importante la creación de estas, sobre todo en el
área de análisis, para poder implementar compras públicas
realmente sustentables.

Es nuestro deber y obligación, defender los bienes natura-
les de la nación, no hacerlo representa un daño irreversible
para el avenir de la patria que bien puede considerarse una
traición a la misma. Empeñar el presente y futuro de los
mexicanos al dejar en un segundo término un tema que de-
be estar dentro de las prioridades más altas del Estado, es
condenar a los ciudadanos del país e incluso del planeta a
una segura extinción. Así de grave es el problema de afec-
taciones a los ecosistemas y a nuestro entorno natural que
enfrenta nuestra generación. Si se hacen regulaciones le-
gislativas y programas y en beneficio de cuidado del me-
dio ambiente, son bienvenidas, pero se puede hacer más, y
deberá hacerse. Ningún bien económico o político puede
estar por encima de nuestra sobrevivencia como especie, li-
gada íntimamente a la salud del ecosistema del cual forma-
mos parte.

A los diputados y diputadas en lo particular, los invito a
que expandamos nuestro compromiso con la austeridad y
considerar el respeto a nuestro hábitat y, finalmente, al ple-
no a tomar en cuenta el siguiente proyecto de decreto, que
reforma, modifica y adiciona diversas disposiciones en ma-
teria ambiental, para efectos de iniciar una nueva etapa de
un consumo responsable de materiales, insumos y servicios
con los que contamos en este recinto.

Las presentes reformas tienen como finalidad concientizar
al Estado, del problema que representa el consumo indis-
criminado del plástico, del papel y de diversos insumos de
un solo uso, y lograr cambiar de dinámica y así cumplir con
los tratados internacionales firmados y ratificados por Mé-
xico y las leyes ambientales en la materia. Es necesario que
la administración pública federal aplique, exija, consuma,
reciba bienes y servicios para su consumo, bajo la premisa
fundamental del respeto al equilibrio ecológico y el reci-
claje en todos los niveles de la administración. 

Los poderes del Estado mexicano en todos sus niveles, de-
ben actuar responsablemente en sus actividades, orientán-
dose por los principios de austeridad, sustentabilidad, pre-
servación del equilibrio ecológico y protección al medio
ambiente, es por esa razón que propongo ante la honorable
asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma el párrafo quinto del artículo 4o.
y se reforma el tercer párrafo del artículo 134 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
que reforma la fracción XI del artículo 3o. de la Ley
General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente, que reforma la fracción V del artículo 26 de la
Ley General de Cambio Climático, y adiciona el artícu-
lo 56 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Ser-
vicios del Sector Público

Artículo Primero. Se reforma el párrafo quinto del artícu-
lo 4o. y se reforma el tercer párrafo del artículo 134 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como sigue:

Artículo 4o. …

Toda persona tiene el derecho a un medio ambiente sano
para su desarrollo y bienestar. El Estado garantizará el res-
peto a este derecho. El daño y deterioro ambiental genera-
rá responsabilidad para quien lo provoque en términos de
lo dispuesto por la ley. El Estado buscará asegurar la
sustentabilidad de todo acto o servicio que sus activida-
des puedan causar, a partir del uso, producción y con-
sumo sustentable de sus recursos, con la finalidad de
controlar y prevenir la contaminación, preservar el
equilibrio ecológico y proteger al ambiente.

Artículo 134. …

Cuando las licitaciones a que hace referencia el párrafo an-
terior no sean idóneas para asegurar dichas condiciones, las
leyes establecerán las bases, procedimientos, reglas, requi-
sitos y demás elementos para acreditar la economía, efica-
cia, eficiencia, sustentabilidad, imparcialidad y honradez
que aseguren las mejores condiciones para el Estado.

Artículo Segundo. Se reforma la fracción XI del artículo
3o. de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Ambiente, para quedar como sigue:

I a X. …



XI. Desarrollo Sustentable: El proceso evaluable me-
diante criterios e indicadores del carácter ambiental,
económico y social que tiende a mejorar la calidad de
vida y la productividad de las personas, que se funda en
medidas apropiadas de producción y consumo respon-
sable, preservación del equilibrio ecológico, protección
del ambiente, y aprovechamiento de recursos naturales,
de manera que no se comprometa la satisfacción de las
necesidades de las generaciones futuras.

Artículo Tercero. Se reforma la fracción V del artículo 26
de la Ley General de Cambio Climático, para quedar como
sigue:

Artículo 26.

I a IV…

V. Adopción de patrones de producción y consumo sus-
tentables por parte de los sectores público, social y pri-
vado para reducir el impacto ambiental, evitar la con-
taminación, preservar el medio ambiente y transitar
hacia una economía de bajas emisiones en carbono.

Artículo Cuarto. Se reforma por adición el artículo 56 de
la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del
Sector Público, para quedar como sigue: 

Artículo 56. …

El sistema a que se refiere el párrafo anterior, tendrá los si-
guientes fines:

…

IV. Elaborar y recopilar información estadística de las
adquisiciones sustentables del sector público.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Ciudad de México, a 31 de octubre de 2018.— Diputadas y diputados:
Annia Sarahí Gómez Cárdenas, Absalón García Ochoa, Adolfo To-
rres Ramírez, Adriana Dávila Fernández, Ana Paola López Birlain,
Carlos Alberto Valenzuela González, Carlos Carreón Mejía, Carlos
Humberto Castaños Valenzuela, Cecilia Anunciación Patrón Laviada,

Dulce Alejandra García Morlan, Éctor Jaime Ramírez Barba, Ernesto
Alfonso Robledo Leal, Ernesto Ruffo Appel, Evaristo Lenin Pérez Ri-
vera, Felipe Fernando Macías Olvera, Fernando Torres Graciano, Fran-
cisco Javier Luévano Núñez, Gloria Romero León, Guadalupe Romo
Romo, Hernán Salinas Wolberg, Isabel Margarita Guerra Villarreal,
Iván Arturo Rodríguez Rivera, Jacquelina Martínez Juárez, Janet Me-
lanie Murillo Chávez, Jesús Guzmán Avilés, Jorge Arturo Espadas Gal-
ván, Jorge Luis Preciado Rodríguez, Jorge Romero Herrera, José del
Carmen Gómez Quej, José Elías Lixa Abimerhi, José Isabel Trejo Re-
yes, José Martín López Cisneros, José Ramón Cambero Pérez, José
Rigoberto Mares Aguilar, José Salvador Rosas Quintanilla, Josefina
Salazar Báez, Juan Carlos Muñoz Márquez, Juan Carlos Romero
Hicks, Justino Eugenio Arriaga Rojas, Karen Michel González Már-
quez, Laura Angélica Rojas Hernández, Laura Leticia Méndez Reyes,
Lizbeth Mata Lozano, Luis Alberto Mendoza Acevedo, Madeleine
Bonnafoux Alcaraz, Marcelino Rivera Hernández, Marco Antonio
Adame Castillo, Marcos Aguilar Vega, María de los Ángeles Ayala Dí-
az, María de los Ángeles Gutiérrez Valdez, María del Pilar Ortega Mar-
tínez, María Eugenia Leticia Espinosa Rivas, María Liduvina Sando-
val Mendoza, Mariana Dunyaska García Rojas, Mario Mata Carrasco,
Martha Elena García Gómez, Martha Elisa González Estrada, Martha
Estela Romo Cuéllar, Miguel Alonso Riggs Baeza, Nohemí Alemán
Hernández, Oscar Daniel Martínez Terrazas, Patricia Terrazas Baca,
Raúl Gracia Guzmán, Ricardo Flores Suárez, Ricardo García Escalan-
te, Ricardo Villarreal García, Sarai Núñez Cerón, Sergio Fernando As-
cencio Barba, Silvia Guadalupe Garza Galván, Sonia Rocha Acosta,
Sylvia Violeta Garfias Cedillo, Verónica María Sobrado Rodríguez, Vi-
cente Javier Verastegui Ostos, Víctor Manuel Pérez Díaz, Xavier Azua-
ra Zúñiga (rúbricas).»

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Túrnese
a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dicta-
men, y a la de Medio Ambiente, Sustentabilidad, Cam-
bio Climático y Recursos Naturales, para opinión.

INTERVENCIÓN DE DIPUTADO 

MINUTO DE APLAUSOS EN HOMENAJE AL
ESCRITOR FERNANDO DEL PASO

El diputado Sergio Mayer Breton (desde la curul): Presi-
dente.

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: ¿Con qué
objeto, señor diputado?

El diputado Sergio Mayer Breton (desde la curul): Gracias.
Para adherirme a la propuesta de la ponente, presidente.
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El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Era para
adherirse.

El diputado Sergio Mayer Breton (desde la curul): Tam-
bién quisiera aprovechar, para mencionar que México y la
cultura el día de ayer perdimos a un gran escritor, acadé-
mico y diplomático mexicano, a Fernando del Paso Mo-
rante, considerado uno de los mejores expositores de la na-
rrativa mexicana del siglo XX, y además…

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Habrá
oportunidad para esto, en su momento. Ahorita es para ad-
hesiones.

El diputado Sergio Mayer Breton (desde la curul): Me
gustaría, si me lo permite, pedir un minuto de aplausos pa-
ra él, que creo importante considerarlo. Invitarlos también
al homenaje que se hará en Palacio Nacional el próximo
viernes. Señor presidente, me parece importante.

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Se conce-
de, minuto de aplausos a Fernando del Paso, distinguido ja-
lisciense.

(Minuto de aplausos)

INICIATIVAS DE LAS DIPUTADAS Y
LOS DIPUTADOS

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El presidente diputado Porfirio Muñoz Ledo: Tiene la
palabra, hasta por cinco minutos, la diputada Claudia Pas-
tor Badilla, del Grupo Parlamentario del PRI, para presen-
tar iniciativa con proyecto de decreto que reforma el artí-
culo 105 de la Constitución Política.

La diputada Claudia Pastor Badilla: Gracias, presiden-
te. Buenos días, o casi buenas tardes, diputadas y dipu-
tados. Permítanme compartirles las razones de esta pro-
puesta. La reforma constitucional de diciembre de 1994
significó un parteaguas para el Poder Judicial.

En ella se incorporaron figuras jurídicas centrales en la de-
fensa de la Norma Fundamental. Esa reforma incorporó al
artículo 105 la controversia constitucional y la acción de

inconstitucionalidad, dos mecanismos que pretenden man-
tener los poderes políticos dentro de los límites de sus atri-
buciones, lo que permite un desarrollo armónico de sus ac-
tividades y repercute en el respeto de los derechos
humanos.

Quiero centrarme en la acción de inconstitucionalidad, la
cual faculta a la Suprema Corte de Justicia de la Nación pa-
ra que resuelva como única instancia la posible contradic-
ción entre una norma general o un tratado internacional con
la Ley Fundamental, lo cual, de existir, hace inválida la
norma impugnada.

Uno de los requisitos para la procedencia de este mecanis-
mo es la legitimación, es decir el reconocimiento normati-
vo para que determinados sujetos colectivos o instituciona-
les puedan promover acción ante la Suprema Corte. De
esta suerte, el artículo 105, fracción II, de la Constitución,
faculta al 33 por ciento de quienes integran las Cámaras,
sea de Diputados o de Senadores, o los integrantes de las
legislaturas locales, para promover esta acción. Así, se tra-
ta de dos garantías de las minorías representadas en el Con-
greso, a efecto de compensar desde la óptica constitucional
las decisiones mayoritarias de las Cámaras.

En esa línea de pensamiento, pretendo que reflexionemos
si esos porcentajes para la legitimación de las minorías en
las Cámaras del Congreso de la Unión son acordes a la rea-
lidad y la pluralidad política de la actual conformación y,
por lo mismo, si se trata de una exigencia proporcional.

La inclusión de los derechos de las minorías y sus garantí-
as jurídicas constituyen el eje central de un Estado demo-
crático y se vinculan profundamente con la tolerancia.

La tolerancia es la obra de la voluntad. No hay virtud hu-
mana más admirable, implica el reconocimiento a los de-
más, otra forma de conocerse a uno mismo. No hay himnos
a la tolerancia, carece de poemas y esculturas que la mag-
nifiquen. Es una virtud que requiere un esfuerzo y una vi-
gilancia constante, pues carece de prestigio popular. La to-
lerancia es, en muchos, vista como debilidad.

La democracia política y la convivencia civilizada entre
nosotros, exige la tolerancia y la aceptación de valores e
ideas distintos a los nuestros, en palabras de Octavio Paz.

Con estas reflexiones es que debemos estudiar la propor-
cionalidad de las representaciones que hoy conforman esta
legislatura, pues el reconocimiento de las minorías implica,



además, dotarlas de las garantías para el ejercicio pleno de
sus derechos.

El porcentaje que debe representar la conformación de las
Cámaras del Congreso para la acción de inconstitucionali-
dad, se calculó así porque en 1994 la Cámara tenía una
conformación tripartita. El porcentaje representaba un ter-
cio, es decir, una fracción de los tres partidos que confor-
maban al Congreso de la Unión.

Con este porcentaje que actualmente existe en la Constitu-
ción, podría darse el caso que una ley se apruebe con un
número menor de legisladores que el exigido para su im-
pugnación, eso es porque, si tomamos en cuenta que el
quórum requerido para que alguna de las cámaras quede
válidamente constituida, es de la mitad más uno, al respec-
to se requerirían 65 senadores de la Cámara alta y 251
diputados de la Cámara baja para declarar quórum.

Si se toma en cuenta que una ley general se aprueba por
mayoría simple, se advierte que se requerirían entonces 33
senadores y 126 diputados como mínimo.

No obstante, se requerirían 42 senadores o 165 diputados
para interponer una acción de inconstitucionalidad; por
tanto, resulta más sencillo derogar una ley que impugnarla
ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Actualmente, nueve partidos políticos están registrados en
el Instituto Nacional Electoral, de los cuales ocho tienen
representación en ambas Cámaras del Congreso. Así se ad-
vierte que, en México, las minorías parlamentarias dismi-
nuyen en mucho la posibilidad de atender los intereses de
los grupos a los cuales representan. De ahí que resulte ne-
cesario modificar el porcentaje del 33 por ciento.

Es importante también recapacitar en que la reforma que
incorporó los mecanismos que aquí menciono, reconocie-
ron también la legitimación de los órganos constitucionales
autónomos. Sin embargo, también es cierto que a la fecha
existen varios más que los expresados en aquella reforma,
por lo cual también deberíamos actualizar la norma y pro-
cedencia a todos aquellos vigentes a la fecha.

De esta suerte, como se describe ampliamente en el docu-
mento que presenté, la propuesta es modificar los requisi-
tos de legitimación para que la acción de inconstitucionali-
dad pueda promoverla el 15 por ciento del total de los
diputados, es decir, menos de 75, y el 20 por ciento de la
Cámara de Senadores, así como incorporar la legitimación

de los organismos constitucionales autónomos existentes
que no se reconocieron en aquella reforma.

Demostremos que somos un Congreso garantista de las mi-
norías, y pongamos al día la realidad política que nos re-
presenta. Muchísimas gracias.

«Iniciativa que reforma el artículo 105 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Claudia Pastor Badilla, del Grupo Parlamentario
del PRI

Quien suscribe, Claudia Pastor Badilla, diputada integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Ins-
titucional de la LXIV Legislatura del honorable Congreso
de la Unión, y con fundamento en lo dispuesto por los ar-
tículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y artículos 6, numeral 1,
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de dipu-
tados, somete a consideración de esta honorable asamblea
la presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforman diversas disposiciones de la fracción II del artí-
culo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

Exposición de Motivos

La reforma constitucional del 31 de diciembre de 1994,
significó un parteaguas para el Poder Judicial,1 Porque con
ella se incorporaron figuras jurídicas centradas en la defen-
sa de la norma fundamental.2

Esta reforma incorporó en el artículo 105, la controversia
constitucional y la acción de inconstitucionalidad; dos me-
canismos que pretenden mantener los poderes políticos
dentro de los límites de sus atribuciones, lo que permite un
desarrollo armónico de sus actividades y repercute en el
respeto de los derechos humanos.3

La controversia constitucional se planteó como un juicio
que permite resolver diferencias suscitadas entre los dis-
tintos Poderes de la Unión, así como de las autoridades
de las entidades federativas. Su finalidad es fortalecer el
federalismo a través de la restauración del orden consti-
tucional cuando éste es violentado a raíz de la conforma-
ción de un acto o ley que invada la competencia de otro
órgano o estado.

Por su parte, la acción de inconstitucionalidad faculta a la
Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) para que
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resuelva, como única instancia, la posible contradicción
que pudiera existir entre una norma general o un tratado in-
ternacional con la ley fundamental. Cuando se detecta al-
guna discrepancia, tiene como efecto la declaratoria de in-
validez total o parcial de la norma impugnada.4

En México esta figura se encuentra consagrada en la frac-
ción II del artículo 105 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, la cual refiere que se plantea-
rá ante una posible contradicción con la Constitución y po-
drá ser interpuesta por 33 por ciento de la Cámara de Dipu-
tados o la Cámara de Senadores, 33 por ciento de los
integrantes de las legislaturas locales, el Ejecutivo federal,
los partidos políticos contra leyes electorales federales y
locales, la Comisión Nacional de Derechos Humanos, el
Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Informa-
ción Pública y Protección de Datos Personales y la Fiscalía
General de la República.

Adicionalmente, la Ley Reglamentaria de las Fracciones I
y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, regula el procedimiento de dicho
mecanismo de defensa constitucional.

Si bien se trata de una importante figura, los requisitos de
legitimación para la actual integración de la Cámara de
Diputados pone de relieve las preocupaciones que su mo-
mento expresó el doctor Jorge Carpizo: “lo que está muy
claro es que el Poder revisor de la Constitución instituyó la
acción de inconstitucionalidad con una concepción muy
restringida, como teniendo miedo a su propia creación y,
por ello, la limitó con exceso.”5

De acuerdo con los teóricos y analistas mexicanos, este re-
curso no ha funcionado de manera idónea porque son po-
cos los actores públicos que están legitimados para inter-
poner una demanda de acción de inconstitucionalidad, lo
cual va directamente en contra de las transformaciones ju-
rídicas que han permitido la conformación de un estado ga-
rantista.

La reforma constitucional en materia de derechos humanos
de 2011, además de elevar a rango constitucional los trata-
dos internacionales firmados y ratificados por México, in-
corporó los principios de progresividad y pro persona. Lo
anterior, tuvo diversas implicaciones: 1) en México no pue-
den limitarse derechos, únicamente pueden ampliarse de
manera progresiva; 2) el juez o juzgador tiene la obligación
de buscar el marco que más favorezca a la personas, y 3) se
establece el principio de máxima protección de derechos.

Tales principios parten de la teoría del garantismo de Lui-
gi Ferrajoli, quien afirma que la norma jurídica puede ser
violatoria de los derechos humanos, de forma que resulta
necesario limitar al derecho a través del propio derecho.
Esto significa que la Constitución debe prever la confor-
mación de garantías jurídicas sólidas que controlen el po-
der político a través de la judicialización y la defensa de la
ley fundamental.

Cuando se incorporó el principio de la supremacía de los
derechos humanos se estableció la obligación de que todas
las autoridades deben respetar, por encima de todo, la de-
fensa de los derechos de los ciudadanos.

Adicionalmente, la Reforma de Amparo, bajo el mismo es-
quema que el anterior, amplió y fortaleció el juicio de garan-
tías con el objetivo de establecer un sistema que velara por el
respeto irrestricto de los derechos de las personas; de esta for-
ma se fortaleció el juicio de garantías porque se amplió su
procedencia a cualquier norma general, se previó la posibili-
dad de iniciar un juicio por violaciones a tratados internacio-
nales; se incorporaron las figuras de amparo adhesivo y los
intereses legítimos tanto individual como colectivo.6

Si bien es claro que se robusteció el juicio de garantías co-
mo un mecanismo de defensa de constitucionalidad en co-
rrelación con los derechos de los ciudadanos, las reformas
aludidas no fortalecieron los otros dos mecanismos de de-
fensa de la Constitución. Es precisamente por ello, que re-
sulta necesario replantear el mecanismo de la acción de in-
constitucionalidad y flexibilizar los candados que
actualmente existen en su procedencia, a fin de conformar
un estado garantista integral, en el cual sea posible defen-
der la norma fundamental acorde con las reformas en dere-
chos humanos y salvaguardar los derechos de los represen-
tantes de las minorías de las Cámaras.

Lo anterior, con el objetivo de evitar que el poder público
realice acciones que vulneren la consolidación de un esta-
do democrático y de derecho que parta de los principios de
progresividad y máxima protección. Como lo advierte Fe-
rrajoli: “El poder –todos los poderes, sean estos públicos o
privados– tiende en efecto, ineludiblemente, a acumularse
en forma absoluta y a liberarse del derecho”7 de ahí la im-
perante necesidad de fortalecer los mecanismos de defensa
de la norma con el objetivo de consolidar el imperio irres-
tricto de la ley.

Así, la presente iniciativa pretende establecer diversas mo-
dificaciones al mecanismo aludido a fin de hacerlo concor-



dante con las últimas reformas en México. En este sentido,
a continuación se hará una revisión del artículo actual, las
restricciones que el mecanismo de acción de inconstitucio-
nalidad tiene y se advertirá por qué y cómo debe ser am-
pliado.

Actualmente, la acción de inconstitucionalidad se encuen-
tra prevista en la fracción II del artículo 105, la cual refie-
re a la letra:

“Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción conocerá, en los términos que señale la ley regla-
mentaria, de los asuntos siguientes:

I. …

II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan
por objeto plantear la posible contradicción entre una
norma de carácter general y esta Constitución. 

Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse,
dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha
de publicación de la norma, por:

a) El equivalente a treinta y tres por ciento de los inte-
grantes de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, en contra de leyes federales;

b) El equivalente a treinta y tres por ciento de los inte-
grantes del Senado, en contra de las leyes federales o de
tratados internacionales celebrados por el Estado mexi-
cano;

c) El Ejecutivo federal, por conducto del consejero jurí-
dico del gobierno, en contra de normas generales de ca-
rácter federal y de las entidades federativas;

d) El equivalente a treinta y tres por ciento de los inte-
grantes de alguna de las Legislaturas de las entidades fe-
derativas en contra de las leyes expedidas por el propio
órgano;

e) Se deroga. 

f) Los partidos políticos con registro ante el Instituto
Nacional Electoral, por conducto de sus dirigencias na-
cionales, en contra de leyes electorales federales o loca-
les; y los partidos políticos con registro en una entidad
federativa, a través de sus dirigencias, exclusivamente

en contra de leyes electorales expedidas por la Legisla-
tura de la entidad federativa que les otorgó el registro; 

g) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en
contra de leyes de carácter federal o de las entidades fe-
derativas, así como de tratados internacionales celebra-
dos por el Ejecutivo federal y aprobados por el Senado
de la República, que vulneren los derechos humanos
consagrados en esta Constitución y en los tratados in-
ternacionales de los que México sea parte. Asimismo,
los organismos de protección de los derechos humanos
equivalentes en las entidades federativas, en contra de
leyes expedidas por las legislaturas; 

h) El organismo garante que establece el artículo 6o. de
esta Constitución en contra de leyes de carácter federal
y local, así como de tratados internacionales celebrados
por el Ejecutivo federal y aprobados por el Senado de la
República, que vulneren el derecho al acceso a la infor-
mación pública y la protección de datos personales. Asi-
mismo, los organismos garantes equivalentes en las en-
tidades federativas, en contra de leyes expedidas por las
legislaturas locales; e 

i) El fiscal general de la República respecto de leyes fe-
derales y de las entidades federativas, en materia penal
y procesal penal, así como las relacionadas con el ámbi-
to de sus funciones;”

1. Las minorías parlamentarias

Los incisos a), b) y d) de la fracción segunda del artículo
105 facultan a las minorías parlamentarias a interponer el
recurso de acción de inconstitucionalidad cuando se logra
conjuntar el equivalente de 33 por ciento de legisladores. 

Originalmente, el proyecto de reforma de 1994 que envió
el Ejecutivo federal al Congreso de la Unión, para crear la
acción de inconstitucionalidad, establecía que la minoría
parlamentaria capaz de interponer el recurso sería de 45
por ciento. Sin embargo, durante la discusión del proyecto
en el Senado de la República este porcentaje se disminuyó
a 33 por ciento porque no atendía al principio de propor-
cionalidad, ni representación democrática de las minorías.8

33 por ciento se fijó porque en 1994 la Cámara de Senado-
res tenía una conformación tripartita. El porcentaje repre-
sentaba 1/3, es decir, una fracción de los tres partidos polí-
ticos que conformaban el Senado de la República.
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Si bien, tal porcentaje respondió a la conformación políti-
ca del México del siglo XX, la nueva realidad revela que
existen diversas minorías representadas en el Poder Legis-
lativo. Actualmente, nueve partidos políticos están regis-
trados en el Instituto Nacional Electoral,9 de los cuales
ocho tienen representación en ambas Cámaras del Congre-
so de la Unión. 

En términos generales, los incisos a), b) y e) tienen por fina-
lidad promover, garantizar y tutelar los intereses de las mino-
rías ciudadanas que se encuentran representadas mediante en
número determinado de legisladores. Como bien lo advierte
Jorge Brage Camazano, la reforma previó esta posibilidad
porque “La Constitución debe ser –tal y como la jurispru-
dencia española y alemana han señalado– un marco de coin-
cidencias suficientemente amplio como para que dentro de él
quepan opciones políticas de muy diferente signo”.10

Si bien es cierto que durante el proceso legislativo se redu-
jo el porcentaje de 45 a 33 por ciento y que éste atendió a
la conformación del Congreso de la Unión a través de un
sistema tripartita, hoy no cumplimenta sus objetivos de re-
presentación minoritaria por los cuales se estableció la po-
sibilidad de que una fracción de legisladores interpusiera
acciones de inconstitucionalidad.

Si se realiza un análisis comparado de la forma en que es-
te mecanismo funciona en otros países se advertirá que el
porcentaje previsto por México es sumamente elevado. En
España, por ejemplo, la cifra de diputados que pueden in-
terponer el recurso es de 1/7 y de senadores 1/5; en Portu-
gal se reduce a 1/10 de los diputados. En Francia, la acción
de inconstitucionalidad puede ser interpuesta por un 1/10
de los diputados y 1/5 de los senadores. Finalmente, en Bo-
livia, cualquier senador o diputado puede interponer una
acción de inconstitucionalidad a título personal.

Los porcentajes establecidos por estos países oscilan entre
10, 15 y 20 por ciento, porque se advierte que en un Con-
greso plural las minorías deben tener la suficiente posibili-
dad de impugnar aquellas leyes que se consideran incons-
titucionales. Actualmente, ello no ocurre en México.11

A decir verdad, con el porcentaje que actualmente existe en
la Constitución, puede darse el caso de que una ley se
apruebe con un número menor de legisladores que el exi-
gido para su impugnación.

Esto es porque el quórum requerido para que alguna de las
Cámaras quede válidamente constituida, es de la mitad más

uno. Al respecto, se requieren 65 senadores en el Senado12

y 251 diputados en la colegisladora para declarar quó-
rum.13 Si se toma en cuenta que una ley general se aprue-
ba por mayoría simple (50 por ciento más uno de los pre-
sentes) se advierte que se requieren 33 senadores y 126
diputados como mínimo para aprobar una ley. No obstante
ello, se requieren 42 senadores o 165 diputados para inter-
poner una acción de inconstitucionalidad. Por tanto, resul-
ta más sencillo derogar una ley, que impugnarla ante la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación.

Así, se advierte que en México las minorías parlamentarias
no tienen posibilidad alguna de atender los intereses de los
grupos a los cuales representan. De ahí que resulte necesa-
rio modificar el porcentaje de 33 por ciento a fin de esta-
blecer una proporcionalidad que atienda a las minorías re-
presentadas en los órganos legislativos.

2. Órganos autónomos constitucionales 

En términos generales, los órganos autónomos constitucio-
nales son aquellos creados fundamentalmente desde la
Constitución y por tanto no se encuentran adscritos a nin-
guno de los poderes tradicionales (Ejecutivo, Legislativo y
Judicial). Estos se crearon con la necesidad de limitar los
excesos de los poderes públicos y entre sus funciones se
encuentran las de evaluar, limitar y contener las acciones
del poder desde sus distintas áreas de especialidad y con
apego a su fundamento constitucional. “Son considerados
una vía para conciliar la democracia de partidos, de los po-
deres tradicionales y grupos económicos y sociales, por la
autonomía que los caracteriza; no se deben a su creador o
a quien los designa, pues se busca con ellos un equilibrio
constitucional.”14

Si bien la fracción II del artículo 105 prevé que algunos ór-
ganos autónomos interpongan acciones de inconstituciona-
lidad precisamente porque no dependen de ningún poder
político, lo cierto es que actualmente esta posibilidad se li-
mita a unos cuantos órganos. 

Es así que los incisos g), h) y f) prevén la posibilidad de
que la Comisión Nacional de Derechos Humanos (CNDH)
interponga el recurso con respecto a leyes de carácter fede-
ral o de las entidades federativas, así como de tratados in-
ternacionales que violen los derechos humanos; el Institu-
to Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y
Protección de Datos Personales (INAI) también puede in-
terponer la acción de inconstitucionalidad con respecto a
leyes federales o locales, así como tratados que atenten



contra los principios de transparencia y protección de da-
tos; finalmente la Fiscalía General de la República15 pue-
de interponerla por leyes relativas a las normas penales, así
como todas las normas relacionadas con sus funciones.

A pesar de esto, actualmente existen algunos que, si bien
pueden tener interés en interponer acciones de inconstitu-
cionalidad, estos no se encuentran facultados. Tal es el ca-
so del Instituto Nacional para la Evaluación de la Educa-
ción, de ahí que resulte necesario de incorporar este en la
fracción II del artículo 105 a éste órgano autónomo consti-
tucional.

De acuerdo con lo expresado anteriormente, la presente
iniciativa prevé modificar los incisos a), b) y d) con el ob-
jetivo de eliminar las restricciones que actualmente existen
para la interposición de la acción de inconstitucionalidad
desde el principio de la minoría parlamentaria. Así, tal y
como ocurre en el marco del derecho comparado se prevé
que para la Cámara de Diputados se requiera el equivalen-
te al 15 por ciento del total de los diputados. Esto significa
que para interponer una acción de inconstitucionalidad se
requieren al menos 75 diputados.

Lo anterior permite mantener un equilibrio en el principio
de representación de los intereses de las minorías, sin que
la acción llegue a transformarse en una bandera política
que pueda ser utilizada por cualquier grupo parlamentario
minoritario a capricho. Adicionalmente, se prevé que tanto
en la Cámara de Senadores como en las legislaturas de los
estados el porcentaje disminuya a 20 por ciento. En este
respecto es importante advertir que la proporcionalidad de
los porcentajes, van en función del número de legisladores
que existen tanto en el Congreso de la Unión, como en las
legislaturas locales. 

La Cámara de Diputados constituye el recinto legislativo
más numeroso porque representa al pueblo de México, es
en dicha Cámara en donde existe una mayor pluralidad de
opiniones e intereses, es ahí en donde hay una mayor re-
presentación y fragmentación de las minorías, de ahí que se
prevea 15 por ciento. Por el contrario, el Senado de la Re-
pública representa a los estados, cuenta con un menor nú-
mero de legisladores y con menor pluralidad, de ahí que
para ésta se requiera 20 por ciento de los integrantes, es de-
cir 25 senadores.

Adicionalmente, se prevé incorporar en el inciso e) –que
actualmente se encuentra derogado– integrar al Instituto
Nacional para la Evaluación de la Educación como órgano

autónomo constitucional capaz de interponer una acción de
inconstitucionalidad por leyes generales que atañen al ejer-
cicio de sus funciones. Así, se prevé que quede de la si-
guiente manera:

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta soberanía el presente proyecto de

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones
de la fracción II del artículo 105 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación
conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria,
de los asuntos siguientes:

I. …

II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan
por objeto plantear la posible contradicción entre una
norma de carácter general y esta Constitución. 

Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse,
dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha
de publicación de la norma, por: 
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a) El equivalente a quince por ciento de los inte-
grantes de la Cámara de Diputados del Congreso de
la Unión, en contra de leyes federales; 

b) El equivalente a veinte por ciento de los inte-
grantes del Senado, en contra de las leyes federales
o de tratados internacionales celebrados por el Esta-
do mexicano;

c) …;

d) El equivalente a veinte por ciento de los inte-
grantes de alguna de las legislaturas de las entidades
federativas en contra de las leyes expedidas por el
propio órgano;

e) El Instituto Nacional para la Evaluación de la
Educación, en contra de leyes de carácter federal
o de las entidades federativas, así como de trata-
dos internacionales celebrados por el Ejecutivo
federal y aprobados por el Senado de la Repúbli-
ca, que vulneren los principios que rijan la edu-
cación en México.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 30 de octubre de 2018.— Dipu-
tadas y diputados: Claudia Pastor Badilla, Alejandro Ponce Cobos,
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Ana Lilia Herrera  Anzaldo, Ana Paola López Birlain, Benito Medina
Herrera, Brasil Alberto Acosta Peña, Carmen Julia Prudencio Gonzá-
lez, Cruz Juvenal Roa Sánchez, Dulce María Méndez de la Luz Dau-
zón, Eduardo Zarzosa Sánchez, Enrique Ochoa Reza, Ernesto Javier
Nemer Álvarez, Frida Alejandra Esparza Márquez, Geraldina Isabel
Herrera Vega, Gloria Romero León, Héctor Yunes Landa, Irma María
Terán Villalobos, Isaías González Cuevas, Ismael Alfredo Hernández
Deras, José Ramón Cambero Pérez, José Ricardo Gallardo Cardona,
José Salvador Rosas Quintanilla, Josefina Salazar Báez, Juan Carlos
Villarreal Salazar, Juan Francisco Espinoza Eguia, Juan Martín Espi-
noza Cárdenas, Juan Ortiz Guarneros, Julieta Macías Rábago, Laura
Barrera Fortoul, Lenin Nelson Campos Córdova, Luis Eleusis Leóni-
das Córdova Morán, Manuel Limón Hernández, Marcela Guillermina
Velasco González, Marco Antonio Gómez Alcantar, Marcos Aguilar Ve-
ga, Margarita Flores Sánchez, María de los Ángeles Gutiérrez Valdez,
María del Pilar Lozano Mac Donald, María Ester Alonzo Morales, María
Lucero Saldaña Pérez, Mariana Rodríguez Mier y Terán, Martha Angéli-
ca Tagle Martínez, Martha Hortencia Garay Cadena, Mónica Bautista Ro-
dríguez, Norma Adela Guel Saldívar, Oscar Bautista Villegas, Pablo Gui-
llermo Angulo Briseño, Ricardo Aguilar Castillo (rúbricas).»

Presidencia de la diputada 
María de los Dolores Padierna Luna

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Gracias a usted. Túrnese a la Comisión de Pun-
tos Constitucionales, para su dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, la dipu-
tada Olga Patricia Sosa Ruiz, del Grupo Parlamentario del
Partido Encuentro Social, para presentar iniciativa con pro-
yecto de decreto que adiciona el artículo 116 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

La diputada Olga Patricia Sosa Ruiz: Con su venia,
diputada presidenta. Compañeras y compañeros diputados:
aunque una mujer debe de hacer lo que debe de hacer; y es-
to es, el doble de bien que un hombre, para ser considera-
da la mitad de buena, eso no nos resulta tan difícil. Así lo
sentencia la trabajadora social, política, feminista y cana-
diense Charlotte Whitton.

Al día de hoy las mujeres mexicanas estamos listas para
asumir con responsabilidad y compromiso las riendas de

un país que necesita de todas y todos en igualdad de con-
diciones, incrementar el acceso de las mujeres a distintos
puestos mediante cuotas de participación implica que am-
bos géneros podrán contar con un porcentaje razonable de
representatividad, similar al porcentaje de población al que
representamos, todos estamos conscientes que las mujeres
somos más del 50 por ciento de la población.

El pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes de
la Unión, y siendo nuestra forma de gobierno un sistema
democrático, debemos usar y buscar una participación
equilibrada de mujeres y hombres en la toma de decisiones,
teniendo como marco la promoción de igualdad de oportu-
nidades. Por ello, y aquí viene lo importante, requerimos
espacios de toma de decisiones que reflejen la realidad de
lo que en representación somos.

A partir de 2014, la paridad y las cuotas han sido parte fun-
damental de las reformas electorales, puesto que con ello
se exigió a los partidos políticos la implementación del ins-
trumento de paridad de género en el caso de las candidatu-
ras a cargos legislativos locales y federales.

Esto, sin duda, cambió el paradigma de las mujeres en la
vida política de nuestro país, y hoy toca hacer lo propio
desde el Poder Judicial. En el caso del Poder Judicial, la
implementación de medidas en favor de la participación de
las mujeres ha sido mucho menos significativas, puesto
que las cifras de los órganos jurisdiccionales aún no pre-
sentan una disminución en la brecha entre géneros.

México, en 2014 presentó un promedio de participación de
mujeres del 18.2 por ciento, colocándolo 10 puntos por-
centuales por debajo del promedio estimado en este mismo
año; 29.1 por ciento, superado por países como Venezuela,
Cuba o Ecuador, que se encuentran cerca del 50 por ciento
de participación femenina.

Por tal motivo, la presente iniciativa propone adicionar un
párrafo a la fracción III del artículo 116 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, para establecer
que las autoridades locales deberán, en el ámbito de sus
atribuciones, establecer mecanismos que permitan dar
cumplimiento de forma progresiva al principio de equidad
de género en la incorporación y capacitación de los inte-
grantes del Poder Judicial de la entidad de que se trate.

Acciones como esta deben ser impulsadas a nivel nacional
en todos los órganos jurisdiccionales, ya que la presencia
de las mujeres en la toma de decisiones en el ámbito judi-
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cial debe contar con un apoyo que permita disminuir el ses-
go o discriminación por cuestiones de género.

Es momento de que las entidades federativas del país ha-
gan de los Poderes Judiciales locales un espacio de repre-
sentación paritario, que permita darle justicia en México a
una visión innovadora que nos lleve a garantizar los más
altos principios constitucionales en su impartición.

El momento de transformar a México es posible, y qué me-
jor que sea de la mano de las mujeres. Hagámoslo nosotras;
otro México es posible. Muchas gracias, es cuanto tengo
que decir, diputada presidenta.

«Iniciativa que adiciona el artículo 116 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Olga Juliana Elizondo Guerra, del Grupo Parla-
mentario del PES

Olga Patricia Sosa Ruiz, integrante del Grupo Parlamen-
tario del Partido Encuentro Social en la LXIV Legislatu-
ra del Congreso de la Unión, con fundamento en los artí-
culos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración de esta asamblea la presente inicia-
tiva con proyecto de decreto, por el que se adiciona un
párrafo quinto a la fracción III del artículo 116 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
en materia de equidad de género en los Poderes Judicia-
les locales, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El término paridad de género ha sido utilizado y desarro-
llado en los últimos años principalmente en el ámbito polí-
tico-electoral, excluyendo otros ámbitos del sector público,
como los Poderes Ejecutivo y Judicial.

Este principio hace referencia a una participación equili-
brada de mujeres y hombres en todos los ámbitos de la so-
ciedad, lo que se traduce –en términos prácticos– en la
apertura de mayores espacios de participación para las mu-
jeres.

El incrementar el acceso de las mujeres a distintos puestos,
mediante cuotas de participación, implica que ambos géne-
ros podrán contar con una representatividad paritaria, simi-
lar al porcentaje de población a que representan.1

La aparición y el desarrollo de estos instrumentos son el re-
sultado de otros principios torales que históricamente han
imperado en el país, como son la democracia y la repre-
sentatividad. Por tanto, al considerar una “democracia pa-
ritaria” se pueden llegar a eliminar las diferencias entre
mujeres y hombres en cuestión de cargos públicos.2

La democracia paritaria busca garantizar la participación
equilibrada de mujeres y hombres en la toma de decisiones,
teniendo como marco la promoción de la igualdad de opor-
tunidades.3

La figura de las cuotas de género son acciones implemen-
tadas con la finalidad de erradicar la discriminación en
contra de la mujer y abrir espacios en los puestos de la ad-
ministración pública, para que estas puedan ejercer correc-
ta y abiertamente su derecho a la participación.

Es una medida encaminada a disminuir y eliminar las dife-
rencias de trato social entre los sexos. Es una estrategia que
se desarrolla para garantizar la plena incorporación de las
mujeres y los hombres en el ámbito laboral y corregir las
diferencias en materia de oportunidades, contratación y
ocupación entre mujeres y hombres. Una acción afrmativa
es de carácter temporal. Es un mecanismo que intenta re-
vertir una discriminación existente en algún área, política o
procedimiento de la organización, imponiendo limitacio-
nes y reservando espacios de acción para personas de algún
sexo en específico o característica particular.4

Como se ha mencionado, en el ámbito político-electoral, a
partir de 2014, las acciones afirmativas han sido parte fun-
damental de las reformas electorales, puesto que con esta
reforma se exigió a los partidos políticos la implementa-
ción del instrumento de paridad de género en el caso de las
candidaturas a cargos legislativos locales y federales.5

De igual manera, se estableció que los partidos políticos
deben hacer públicos los criterios para garantizar la pari-
dad, los cuales deben ser objetivos y asegurar condiciones
de igualdad, ya que no serán admitidos los criterios que
tengan como resultado que alguno de los géneros le sean
asignados exclusivamente distritos en los que el partido ha-
ya perdido en el proceso electoral anterior.6

Como consecuencia de dichas reformas, en el ejercicio de
participación política llevado a cabo en julio 2018, se ob-
tuvieron resultados sumamente favorables en ambas cáma-
ras, en cuestión de paridad y representación por las muje-
res.
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En el caso de la Cámara de Diputados, los resultados fue-
ron de 243 mujeres; es decir, 48.6 por ciento de las curules
y 256 hombres: 51.4 de los espacios de representación. En
el Senado, los resultados fueron de 63 mujeres (49.22 de
los espacios y 65 hombres (50.78).7

El hecho de que en un país haya una gran proporción de
mujeres empleadas en cuerpos legislativos, como personal
directo de la administración pública o en cargos de direc-
ción significa que existen trabajos buenos a los que las mu-
jeres pueden acceder. Aunque en todo el mundo las muje-
res siguen siendo claramente minoritarias en dichos
puestos, el progreso que han realizado en los últimos años
es alentador.8

En el caso del Poder Judicial, la implantación de medidas
en favor de la participación de las mujeres ha sido menos
significativa, puesto que las cifras de los órganos jurisdic-
cionales aún no presentan una disminución en la brecha en-
tre géneros.

Sin embargo, la baja participación de las mujeres en este
ámbito no es un problema exclusivo del país. En el caso de
América Latina y el Caribe, las cifras muestran que la tasa
promedio de participación de mujeres en los respectivos
tribunales de justicia de los 38 países9 en cuestión es de só-
lo 29.1 por ciento.10

Gráfica 1. Porcentaje de mujeres en el máximo tribunal
de justicia, en América Latina, el Caribe y la península
ibérica (38 países)11

Fuente: Observatorio de Igualdad de Género de América Latina y el
Caribe, 2014.

Como se aprecia en la gráfica anterior, México presentó en
2014 un promedio de participación de mujeres de 18.2 por
ciento, colocándolo 10 puntos porcentuales por debajo del
promedio estimado en el mismo año (29.1). Siendo supera-
do por Venezuela, Cuba o Ecuador, que se encuentran en
cerca de 50 puntos porcentuales de participación femenina.

En México, esta situación dista mucho de ser diferente, de-
bido a que, en los puestos públicos, la presencia y la parti-
cipación de las mujeres se encuentra limitada en diversos
ámbitos, reflejando desigualdad y disparidad de género.
Sin embargo, esto ha motivado a que se lleve a cabo la im-
plantación de medidas afirmativas en beneficio de este sec-
tor de la población.12

Gráfica 2. Porcentaje de mujeres magistradas, por en-
tidad federativa13

Fuente: Censo Nacional de Impartición de Justicia Estatal, 2017.

Gráfica 3. Porcentaje de mujeres juezas, por entidad fe-
derativa14

Fuente: Censo Nacional de Impartición de Justicia Estatal, 2017.
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Gráfica 4. Porcentaje de mujeres secretarias, por enti-
dad federativa15

Fuente: Censo Nacional de Impartición de Justicia Estatal, 2017.

En las gráficas anteriores se considera la participación de
las mujeres en distintos puestos en el Poder Judicial, en ca-
da una de las entidades federativas. Como se percibe en la
gráfica 3, para el puesto de secretarios el promedio de par-
ticipación de mujeres es de 62.9 por ciento; Querétaro es la
entidad que presenta el porcentaje más elevado (80.2).

En la gráfica 2 se considera la participación de las mujeres
para los puestos de jueces en todas las entidades federati-
vas. En este caso, el promedio de participación es de 42.4
por ciento; Tabasco es la entidad que presenta el porcenta-
je más elevado (68).

Por último, en la gráfica 1, el porcentaje promedio de par-
ticipación de mujeres para los puestos de magistrados es de
solamente 31.5; San Luis Potosí es la entidad con mayor
porcentaje de participación (60) y Chiapas con el menor
(10).

El 8 de marzo de 2018, en el marco del Día Internacional
de la Mujer, fue anunciado por el ministro presidente de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN), Luis Ma-
ría Aguilar Morales, que el Poder Judicial de la Federación
llevará a cabo dos concursos para juez de distrito y magis-
trados de circuito, éstos exclusivamente para mujeres. Ac-
ción con la cual se busca aumentar la presencia a escala fe-
deral de las mujeres en los puestos de carrera judicial,
siendo que es este sector de la población quienes obtienes
mejores calificaciones en las convocatorias.16

Acciones como ésta deben ser impulsadas a escala nacio-
nal, en todos los órganos jurisdiccionales, ya que la pre-
sencia las mujeres en la toma de decisiones en el ámbito ju-
dicial debe contar con un apoyo que permita disminuir el
sesgo o discriminación por cuestiones de género.

El siguiente comparativo resume los alcances de la pro-
puesta:

Por lo expuesto y fundado, someto a consideración de esta
asamblea la presente iniciativa, en materia de paridad de
género en los Poderes Judiciales locales, al tenor del si-
guiente proyecto de
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Decreto por el que se adiciona un párrafo quinto a la
fracción III del artículo 116 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de equi-
dad de género en los Poderes Judiciales locales

Único. Se adiciona un párrafo quinto a la fracción III del
artículo 116 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, recorriéndose los subsecuentes, para que-
dar como sigue:

Artículo 116. …

…

I. y II. …

III. …

…

…

…

Las autoridades locales deberán, en el ámbito de sus
atribuciones, establecer mecanismos que permitan
dar cumplimiento de forma progresiva al principio
de equidad de género en la integración y capacita-
ción de los integrantes del Poder Judicial de la enti-
dad de que se trate

…

…

IV. a IX. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Los congresos locales deberán adecuar su nor-
matividad vigente y aplicable, en el lapso de un año, con-
tado a partir de la entrada en vigor del presente decreto.

Notas

1 Glosario de género, Instituto Nacional de las Mujeres, noviembre de
2007. Fecha de consulta: 10 de octubre de 2018. Disponible en 

http://cedoc.inmujeres.gob.mx/documentos_download/100904.pdf

2 La paridad de género: un derecho fundamental, Luis Antonio Coro-
na Macías, CEDHJ, 9 de agosto de 2016. Fecha de consulta: 10 de oc-
tubre de 2018. Disponible en 

http://cedhj.org.mx/revista%20DF%20Debate/articulos/revista_No
2/ARTICULO-5-2.pdf

3 “Democracia paritaria y radicalización de la igualdad”, R. Cobo, en
el seminario Balance y perspectivas de los estudios de las mujeres y del
género, 2003, España: Instituto de la Mujer. Fecha de consulta: 10 de
octubre de 2018. Disponible en 

http://cedhj.org.mx/revista%20DF%20Debate/articulos/revista_No
2/ARTICULO-5-2.pdf

4 Ibídem, La Paridad de Género: un derecho fundamental, Luis Anto-
nio Corona Macías, CEDHJ.

5 Paridad de género: evolución, logros y realidades, Instituto Nacio-
nal Electoral, sin fecha. Fecha de consulta: 10 de octubre de 2018. Dis-
ponible en 

http://portalanterior.ine.mx/archivos3/portal/historico/recursos/IFE
-v2/DEPPP/DEPPP-Varios/Foro_ImpactoyProspectivas/
docs/doraaliciapan29oct.pdf

6 Ibídem, Paridad de género: evolución, logros y realidades, Instituto
Nacional Electoral.

7 “Por primera vez en la historia de México, el Congreso tendrá pari-
dad de género”, en Animal Político, 3 de julio de 2018. Fecha de con-
sulta: 10 de octubre de 2018. Disponible en 

https://www.animalpolitico.com/2018/07/congreso-paridad-de-ge-
nero/ 

8 Informe global con arreglo al seguimiento de la declaración de la
OIT relativa a los principios y derechos fundamentales en el trabajo.

9 Países: Anguila, Antigua y Barbuda, Argentina, Bahamas, Barbados,
Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Dominica, Ecuador, El
Salvador, Granada, Guatemala, Honduras, Islas Vírgenes Británicas,
Jamaica, México, Montserrat, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú,
Puerto Rico, Saint Kitts y Nevis, San Vicente y las Granadinas, Santa
Lucía, Trinidad y Tobago, Uruguay, Venezuela.

10 Poder Judicial: porcentaje de mujeres ministras en el máximo tri-
bunal de justicia o corte suprema, Observatorio de Igualdad de Géne-
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ro de América Latina y el Caribe, 2014. Fecha de consulta: 10 de oc-
tubre de 2018. Disponible en 

https://oig.cepal.org/es/indicadores/poder-judicial-porcentaje-mu-
jeres-ministras-maximo-tribunal-justicia-o-corte-suprema

11 Ibídem, Poder Judicial: porcentaje de mujeres ministras en el máxi-
mo tribunal de justicia o corte suprema, Observatorio de Igualdad de
Género de América Latina y el Caribe.

12 Participación política de las mujeres, Medina Espino Adriana, LXI
Legislatura, Cámara de Diputados del Congreso de la Unión. Febrero
de 2010.

13 Censo Nacional de Impartición de Justicia Estatal, Inegi, 2017. Fe-
cha de consulta: 10 de octubre de 2018. Disponible en 

http://www.beta.inegi.org.mx/proyectos/censosgobierno/estatal/cni
je/2017/

14 Ibídem, Censo Nacional de Impartición de Justicia Estatal, Inegi.

15 Ibídem, Censo Nacional de Impartición de Justicia Estatal, Inegi.

16 “Concursará Poder Judicial plazas sólo para mujeres”, en El Uni-
versal, 8 de marzo de 2018. Fecha de consulta: 10 de octubre de 2018.
Disponible en 

http://www.eluniversal.com.mx/nacion/sociedad/concursara-po-
der-judicial-plazas-solo-para-mujeres

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de octubre de 2018.— Dipu-
tadas y diputados: Olga Patricia Sosa Ruiz, Alfredo Porras Domín-
guez, Alma Marina Vitela Rodríguez, Ana Karina Rojo Pimentel, Bea-
triz Silvia Robles Gutiérrez, Carolina García Aguilar, Claudia Angélica
Domínguez Vázquez, Claudia Báez Ruiz, Claudia Elena Lastra Mu-
ñoz, Claudia Valeria Yáñez Centeno y Cabrera, Clementina Marta
Dekker Gómez, Dionicia Vázquez García, Dorheny García Cayetano,
Elba Lorena Torres Díaz, Evaristo Lenin Pérez Rivera, Francisco Ja-
vier Huacus Esquivel, Francisco Javier Saldivar Camacho, Graciela
Sánchez Ortiz, Héctor Joel Villegas González, Irma Juan Carlos, Janet
Melanie Murillo Chávez, Javier Julián Castañeda Pomposo, José Án-
gel Pérez Hernández, José Luis García Duque, José Salvador Rosas
Quintanilla, Julieta Kristal Vences Valencia, Laura Erika de Jesús Gar-
za Gutiérrez, Lidia Nallely Vargas Hernández, Lilia Villafuerte Zavala,
Lizeth Sánchez García, Margarita García García, María de los Dolores
Padierna Luna, María del Carmen Cabrera Lagunas, María Rosete
Sánchez, Mariana Dunyaska García Rojas, Mariana Rodríguez Mier y
Terán, Maribel Martínez Ruiz, Martha Robles Ortiz, Miguel Acundo
González, Rocío del Pilar Villarauz Martínez, Sandra Simey Olvera

Bautista, Santiago González Soto, Socorro Bahena Jiménez, Ximena
Puente de la Mora, Xochitl Nashielly Zagal Ramírez (rúbricas).»

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Gracias a usted. Túrnese a la Comisión de Pun-
tos Constitucionales, para su dictamen.

Ha pedido suscribir también esta iniciativa la presidenta de
la Comisión de Género de esta Cámara, la diputada Wendy
Briceño, una servidora y varias diputadas más.

La diputada María Wendy Briceño Zuloaga (desde la
curul): Presidenta, gracias, buenos días. Solamente decir
que suscribimos desde la Comisión de Igualdad de Género
y apoyamos y respaldamos a la integrante de la comisión,
la diputada Olga Sosa.

Efectivamente, todos los Poderes y órdenes de gobierno
deben de avanzar en relación con la paridad y la igualdad
sustantiva, y decir que no puede ser que haya en nuestro
país estados, entidades federativas, donde las mujeres ejer-
zamos derechos de primera y derechos de segunda, porque
hay brechas de años de diferencia en el ejercicio de distin-
tos derechos.

Por eso celebramos la presentación de esta iniciativa por
parte de la compañera Olga Sosa. Es cuanto. Gracias presi-
denta.

LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y
SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES

DEL ESTADO Y LEY DEL SEGURO SOCIAL

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, la dipu-
tada Mary Carmen Bernal Martínez, del Grupo Parlamen-
tario del Partido del Trabajo, para presentar iniciativa con
proyecto de decreto que deroga diversas disposiciones de
la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de
los Trabajadores del Estado y la Ley del Seguro Social.

La diputada Mary Carmen Bernal Martínez: Muy bue-
nos días. Con su venia, diputada presidenta. Pueblo de Mé-
xico, diputadas y diputados, en un país tan convulsionado
y fragmentado como el nuestro, se ha olvidado que los
principios de igualdad, de equidad, revisten una gran im-
portancia.
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Si bien los teóricos se han pronunciado en el sentido de que
todos los hombres nacen con los mismos derechos, los cua-
les deben conservarse y observarse, vemos que en la prác-
tica se ha perdido el cumplimiento efectivo y eficaz.

Cada día y en cada lugar de México se vive la desigualdad
económica, laboral, social, cultural y de género, no se ha
aprendido de nuestra historia. Fue la desigualdad la que dio
paso a movimientos armados y sociales, como el de 1810
y 1910, siendo también una de las principales causas de
que este primero de julio la cuarta transformación triunfa-
ra en las urnas, dando oportunidad para el gran cambio.

Ahora tenemos en nuestras manos el poder para corregir
los errores del pasado, debemos hacer una revisión profun-
da al marco normativo de nuestro país y enmendar aquellos
principios que se han vulnerado.

La igualdad jurídica se haya contenida en nuestra Carta, al
establecerse que no deberá prevalecer la discriminación
por razón de nacionalidad, raza, sexo, religión u otras. En
ese sentido, el artículo 135, fracción II, de la Ley del Insti-
tuto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores
del Estado, y el 133 de la Ley del Seguro Social, estable-
cen que la pensión de viudez comenzará desde el día del fa-
llecimiento del asegurado o pensionado, y cesará con la
muerte del beneficiario o cuando la viuda, viudo, concubi-
na o concubinario contraigan matrimonio o entren en con-
cubinato.

Los mencionados artículos transgreden las garantías de
igualdad y de seguridad social, porque si la pensión de viu-
dez se actualiza con la muerte del trabajador o del pensio-
nado y es un derecho del cónyuge, no debe ser motivo pa-
ra no otorgarla por contraer nuevas nupcias la viuda, viudo
o concubina.

Al condicionase la procedencia de la pensión de viudez a
que la mujer o el varón no vuelva a tener el estatus civil de
casada o casado, o bien, de habitar en concubinato, ello im-
plica un acto de discriminación con respecto a las personas
que desean contraer matrimonio, lo que atenta contra la fa-
milia y la protección especial que constitucionalmente se le
reconoce como elemento natural y fundamental de la so-
ciedad.

Tanto la Ley del ISSSTE como la del Seguro Social no pre-
vén ni siquiera una situación de carácter económico, como
sería el de la pérdida de la pensión, por la incorporación de
un trabajo remunerado de la viuda o viudo. Es decir, no se

opone a los ingresos adicionales que pudieran obtener los
cónyuges, sino únicamente la anula por el inicio de una
nueva relación de carácter marital.

Por ello, el objetivo de la presente iniciativa radica en de-
rogar la fracción II del artículo 135 de la Ley del ISSSTE,
y el numeral 135 de la Ley del Seguro Social, con la fina-
lidad de que la pensión por viudez no sea cancelada cuan-
do la mujer o el varón contraigan nuevas nupcias, y con
ello evitar que se les dé un trato discriminatorio.

Por último, diputada presidenta, solicito que la presente in-
tervención sea insertada íntegramente en el Diario de los
Debates correspondiente. Es cuanto, diputada presidenta.
Por su atención, muchas gracias.

«Iniciativa que deroga diversas disposiciones de las Leyes
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Tra-
bajadores del Estado, y del Seguro Social, a cargo de la
diputada Mary Carmen Bernal Martínez, del Grupo Parla-
mentario del PT

La suscrita, Mary Carmen Bernal Martínez, diputada fede-
ral integrante del Grupo Parlamentario del Partido del Tra-
bajo en la LXIV Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como por los artículos 6, numeral 1,
fracción I, 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a la consideración de esta so-
beranía, la siguiente iniciativa con proyecto de decreto que
deroga el párrafo primero de la fracción II del artículo 135
de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de
los Trabajadores del Estado y deroga el numeral 133 de la
Ley del Seguro Social, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El vocablo “igualdad” puede tener diversos significados y,
relacionado con el hombre variados sentidos, ya sea si se
atiende a las condiciones naturales, como criatura humana,
o a sus características o cualidades como integrante de una
sociedad organizada. En ese contexto R. H. Tawney, ex-
presa: 

… puede o implicar la formulación de un hecho o com-
portar la expresión de un juicio ético. En el primer caso
puede afirmar que los hombres son, en conjunto, muy
parecidos en sus dotes naturales de carácter e inteligen-
cia. En el otro, puede aseverar que, aunque como indi-
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viduos difieren profundamente en capacidad y en carác-
ter, en cuanto seres humanos tienen los mismos títulos
para la consideración y el respeto, y que es probable que
aumente el bienestar de una sociedad si ésta planea su
organización de tal manera que, lo mismo si son gran-
des o pequeñas sus pretensiones, todos sus miembros
pueden estar igualmente capacitados para sacar el mejor
provecho de los que aquélla posea.1

Es evidente que desde el primer punto de vista no puede
afirmarse la existencia de la igualdad humana, comproba-
da por las experiencias realizadas en el campo de la biolo-
gía y aun de la psicología, y sería ocioso entrar aquí a ana-
lizar los estudios realizados en este aspecto, o desde el
punto de vista doctrinario.

La consideración de la igualdad en la naturaleza humana
llevaría a estudiar al hombre natural y se caería en el inte-
rrogante formulado por Rousseau: “Qué experiencias serí-
an necesarias para llegar al conocimiento del hombre natu-
ral, y cuáles son los medios de hacer estas experiencias en
el seno de la sociedad”.2

Y, si bien es aceptado que el individuo posee característi-
cas propias y diferenciadas: sexo, edad, constitución física,
cualidades intelectuales, psíquicas, etcétera, y nadie osó
imponer un principio igualitario en la naturaleza humana
con respecto, claro está, a sus cualidades individuales, se
hizo difícil imponer la otra especie de igualdad, al consi-
derar al hombre en la sociedad, organizada, es decir, la
igualdad política o la igualdad social.

Desde antiguo el hombre buscó un argumento sólido para
resolver el problema de la existencia y fundamento del de-
recho y con él, situar al hombre dotándolo de normas natu-
rales igualitarias. De allí, entonces, que las doctrinas del
derecho individual, al considerar que el individuo nace li-
bre, le otorga ciertos poderes o derechos, los derechos in-
dividuales naturales. Por ello, al mismo tiempo que ejerce
ese conjunto de derechos tiene la obligación de observar y
respetar los mismos derechos de los demás individuos, de
modo de producir una limitación de los derechos indivi-
duales, asegurándose así si ejercicio de los de todos.

Por estas doctrinas se llega, pues, al principio de la igual-
dad de los hombres, al aceptarse que todos nacen con los
mismos derechos que deben conservar y observarse las
mismas limitaciones para todos. “Por otra parte -dice Léon
Duguit- esta doctrina implica y sobre entiende que la regla
de derecho ha de ser siempre la misma, en todos los tiem-

pos y en todos los países, para todos los pueblos; nada más
lógico, toda vez que se funda en la existencia de los dere-
chos individuales naturales del hombre, los cuales han sido
y serán siempre y dondequiera los mismos derechos para
todos los hombres”3

Las doctrinas que partieron de la sociedad para estudiar al
hombre, las doctrinas del derecho social, corno las denomina
Duguit, o doctrinas socialistas, se oponen a las doctrinas in-
dividualistas (corno es lógico) y sostienen que el hombre es
naturalmente social y sometido, por lo tanto, a las reglas que
esa sociedad le impone con respecto a los demás hombres y
sus derechos no son nada más que derivaciones de sus obli-
gaciones. De allí hace derivar Duguit los conceptos de soli-
daridad o de interdependencia social, afirmando que todo
hombre forma parte de un grupo humano, pero al mismo
tiempo tiene conciencia de su individualidad.

En nuestro país, el artículo primero de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, establece:

En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas goza-
rán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitu-
ción y en los tratados internacionales de los que el Estado
Mexicano sea parte, así como de las garantías para su pro-
tección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspender-
se, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Cons-
titución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se interpreta-
rán de conformidad con esta Constitución y con los trata-
dos internacionales de la materia favoreciendo en todo
tiempo a las personas la protección más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias,
tienen la obligación de promover, respetar, proteger y ga-
rantizar los derechos humanos de conformidad con los
principios de universalidad, interdependencia, indivisibili-
dad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá
prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a
los derechos humanos, en los términos que establezca la
ley.

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexi-
canos. Los esclavos del extranjero que entren al territorio
nacional alcanzarán, por este solo hecho, su libertad y la
protección de las leyes.

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen
étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la
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condición social, las condiciones de salud, la religión, las
opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cual-
quier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por
objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las
personas.

De dicho precepto deriva la garantía de igualdad, la cual no
significa que todos los sujetos deben encontrarse siempre,
en todo momento y ante cualquier circunstancia, en condi-
ciones de absoluta igualdad, ya que dicho principio se re-
fiere a la igualdad jurídica, que se traduce en no tener que
soportar un perjuicio o privarse de un beneficio desigual e
injustificado, en tanto el valor superior que persigue con-
siste en evitar que existan normas que, llamadas a proyec-
tarse sobre situaciones de igualdad de hecho, produzcan
como efecto de su aplicación la ruptura de esa igualdad al
generar un trato discriminatorio entre situaciones análogas,
o bien, propicien efectos semejantes sobre personas que se
encuentran en situaciones dispares, lo que se traduce en
desigualdad jurídica. 

Así se desprende de la jurisprudencia emitida por el Poder
Judicial de la Federación, a través de la Primera Sala de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación, que me permito
transcribir:

Novena Época
Registro: 180345
Instancia: Primera Sala
Jurisprudencias
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gace-
ta
Tomo XX, octubre de 2004
Materia(s): Constitucional
Tesis: 1a./J. 81/2004 
Página: 99

Igualdad. Límites a este principio. La Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que
todos los hombres son iguales ante la ley, sin que pueda
prevalecer discriminación alguna por razón de naciona-
lidad, raza, sexo, religión o cualquier otra condición o
circunstancia personal o social, de manera que los po-
deres públicos han de tener en cuenta que los particula-
res que se encuentren en la misma situación deben ser
tratados igualmente, sin privilegio ni favor. Así, el prin-
cipio de igualdad se configura como uno de los valores
superiores del orden jurídico, lo que significa que ha de
servir de criterio básico para la producción normativa y
su posterior interpretación y aplicación, y si bien es cier-

to que el verdadero sentido de la igualdad es colocar a
los particulares en condiciones de poder acceder a dere-
chos reconocidos constitucionalmente, lo que implica
eliminar situaciones de desigualdad manifiesta, ello no
significa que todos los individuos deban ser iguales en
todo, ya que si la propia Constitución protege la propie-
dad privada, la libertad económica y otros derechos pa-
trimoniales, está aceptando implícitamente la existencia
de desigualdades materiales y económicas; es decir, el
principio de igualdad no implica que todos los sujetos
de la norma se encuentren siempre, en todo momento y
ante cualquier circunstancia, en condiciones de absolu-
ta igualdad, sino que dicho principio se refiere a la
igualdad jurídica, que debe traducirse en la seguridad de
no tener que soportar un perjuicio (o privarse de un be-
neficio) desigual e injustificado. En estas condiciones,
el valor superior que persigue este principio consiste en
evitar que existan normas que, llamadas a proyectarse
sobre situaciones de igualdad de hecho, produzcan co-
mo efecto de su aplicación la ruptura de esa igualdad al
generar un trato discriminatorio entre situaciones análo-
gas, o bien, propicien efectos semejantes sobre personas
que se encuentran en situaciones dispares, lo que se tra-
duce en desigualdad jurídica.

Amparo en revisión 1174/99. Embarcadero Ixtapa, S.A.
de C.V. 17 de abril de 2001. Cinco votos. Ponente: Juan
N. Silva Meza. Secretario: Pedro Arroyo Soto.

Amparo en revisión 392/2001. Seguros Inbursa, S.A.
Grupo Financiero Inbursa. 21 de agosto de 2002. Una-
nimidad de cuatro votos. Ausente: Juventino V. Castro y
Castro. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secreta-
ria: Karla Licea Orozco.

Amparo directo en revisión 1256/2002. Hotel Hacienda
San José del Puente, S.A. de C.V. y otros. 22 de no-
viembre de 2002. Unanimidad de cuatro votos. Ausen-
te: Juventino V. Castro y Castro. Ponente: Olga Sánchez
Cordero de García Villegas. Secretario: Heriberto Pérez
Reyes.

Amparo directo en revisión 913/2003. Edgar Humberto
Marín Montes de Oca. 17 de septiembre de 2003. Una-
nimidad de cuatro votos. Ausente: Humberto Román
Palacios. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Vi-
llegas. Secretario: Carlos Mena Adame.

Amparo en revisión 797/2003. Banca Quadrum, SA.
Institución de Banca Múltiple. 26 de mayo de 2004.
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Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Humberto Ro-
mán Palacios. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario:
Luis Fernando Angulo Jacobo.

Tesis de jurisprudencia 81/2004. Aprobada por la Pri-
mera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de veintidós
de septiembre de dos mil cuatro.

Por su parte, la garantía de no discriminación que consagra
el tercer párrafo del mencionado artículo 1o. de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, proscri-
be cualquier distinción motivada por razones de género,
edad, condición social, religión o cualquier otra análoga
que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto
anular o menoscabar los derechos y libertades de las per-
sonas.

Cabe señalar que la Ley Federal para Prevenir y Eliminar
la Discriminación (reglamentaria del tercer párrafo del ar-
tículo 1o. constitucional), en su artículo 4º establece que
para efectos de esa ley se entenderá por discriminación to-
da distinción, exclusión o restricción que, basada en el ori-
gen étnico o nacional, sexo, edad, discapacidad, condición
social o económica, condiciones de salud, embarazo, len-
gua, religión, opiniones, preferencias sexuales, estado civil
o cualquier otra, tenga por efecto impedir o anular el reco-
nocimiento o el ejercicio de los derechos y la igualdad re-
al de oportunidades de las personas, y en su artículo 5º,
fracción VIII, precisa que no se considerarán conductas
discriminatorias, en general, todas las que no tengan el pro-
pósito de anular o menoscabar los derechos y libertades o
la igualdad de oportunidades de las personas ni de atentar
contra la dignidad humana

Las disposiciones legales de referencia, permiten advertir
que la garantía de no discriminación que consagra el tercer
párrafo del artículo 1o. constitucional, no proscribe cual-
quier distinción de trato entre las personas, sino sólo aque-
llas que atenten contra la dignidad humana, así como las
que tengan por efecto anular o menoscabar sus derechos y
libertades, o bien, la igualdad real de oportunidades.

En ese sentido, el artículo 135, fracción II, de la Ley del
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabaja-
dores del Estado, establece: 

Artículo 135. Los derechos a percibir Pensión se pier-
den para los Familiares Derechohabientes del Trabaja-
dor o Pensionado por alguna de las siguientes causas:

I. (…)

II. Porque la mujer o el varón Pensionado contraigan
nupcias o llegasen a vivir en concubinato. Al contraer
matrimonio la viuda, viudo, concubina o concubinario,
recibirán como única y última prestación el importe de
seis meses de la Pensión que venían disfrutando.

Por su parte, el artículo 133 de la Ley del Seguro Social,
establece que:

Artículo 133. El derecho al goce de la pensión de viu-
dez comenzará desde el día del fallecimiento del asegu-
rado o pensionado por invalidez y cesará con la muerte
del beneficiario, o cuando la viuda, viudo, concubina o
concubinario contrajeran matrimonio o entraran en con-
cubinato. El disfrute de esta pensión no se suspenderá
porque aquéllos desempeñen un trabajo remunerado.

La viuda, viudo, concubina o concubinario pensionados
que contraigan matrimonio, recibirán una suma global
equivalente a tres anualidades de la cuantía de la pen-
sión que disfrutaban.

Los artículos transcritos con antelación, transgreden las ga-
rantías de igualdad y de seguridad social, porque si la pen-
sión de viudez se actualiza con la muerte del trabajador o
del pensionado y es un derecho del cónyuge supérstite, no
debe ser motivo para no otorgarla por contraer nuevas nup-
cias la viuda, viudo o concubina. 

En efecto, los artículos en mención, condicionan la proce-
dencia de la pensión de viudez a que la mujer o el varón no
vuelva a tener el estatus civil de casada o casado, o bien, de
habitar en concubinato, lo que implica discriminación con
respecto a las personas que desean contraer matrimonio, lo
que atenta contra la familia y la protección especial que,
constitucionalmente, se le reconoce como elemento natural
y fundamental de la sociedad, en el artículo 4o., de la Car-
ta Magna, al establecer que:

Artículo 4o. El varón y la mujer son iguales ante la ley. Es-
ta protegerá la organización y el desarrollo de la familia.

Entonces, los referidos artículos 135 de la Ley del Institu-
to de Seguridad y Servicios Sociales para los Trabajadores
del Estado y 133 de la Ley del Seguro Social, no prevén ni
siquiera una situación de carácter económico, como sería el
de la pérdida de la pensión por la incorporación de un tra-
bajo remunerado de la viuda o viudo; es decir, no se opone
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a los ingresos adicionales que pudieran obtener los cónyu-
ges supérstites, sino únicamente la anula por el inicio de
una nueva relación de carácter marital.

La causal en comento de retiro de la pensión por viudez
prevista por ambas leyes, podría suponer que se pretende
proteger las cuentas de las y los demás asegurados de los
sistemas de seguridad social, pues la viuda o viudo que
contraen nuevas nupcias o se unen en concubinato entran
en una situación en la que se asume que no requerirán de la
pensión porque su nueva pareja las proveerá de lo necesa-
rio para subsistir. 

Sin embargo, ese criterio no se aplica a quienes se incor-
poran a un trabajo remunerado, en cuyos casos no se pier-
de la pensión por viudez, por lo que esto resulta contradic-
torio y hace inferir que las razones para retirar la pensión
por viudez no obedecen a cuestiones económicas sino de
otra índole, lo que implica que la ley de alguna manera es-
tá “castigando” a la viuda o viudo que no permanecen so-
los después de la muerte de su esposo (a) o concubinario,
pareciera una especie de sanción a la “falta de memoria” de
su compañero (a), porque como ya se mencionó, aparente-
mente se trata de un asunto de carácter económico, aunque
en realidad no lo es.

Dicha situación puede calificarse como una forma de dis-
criminación que se basa en el estado civil de las personas,
lo cual es inconstitucional de conformidad con el artículo
1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, que en lo que interesa establece lo siguiente:

Artículo 1o. (…) 

(…)

Queda prohibida toda discriminación motivada por ori-
gen étnico o nacional, el género, la edad, las discapaci-
dades, la condición social, las condiciones de salud, la
religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el es-
tado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad
humana y tenga por objeto anular o menoscabar los de-
rechos y libertades de las personas.”

Sobre dicho tópico, esta Segunda Sala de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, en el criterio 2a.
CXVI/2007, de rubro: “Garantía de no discriminación.
Su protección constitucional.”, ha establecido que la no
discriminación es una verdadera garantía individual,
consistente en el derecho subjetivo público del goberna-

do de ser tratado en la misma forma que sus semejantes
y el correlativo deber jurídico de la autoridad de garanti-
zar un trato idéntico a todas las personas ubicadas en las
mismas circunstancias; de la misma manera, está prohi-
bida toda discriminación que atente contra la dignidad
humana, anule o menoscabe los derechos y libertades del
varón o la mujer, porque ambos deben ser protegidos por
la ley sin distinción alguna, independientemente de su
género y, por ello, deben gozar de los mismos derechos y
de la igualdad de oportunidades para ejercer las liberta-
des fundamentales en las esferas política, económica, so-
cial, cultural, civil o en cualquier otra.

Por su parte el artículo 123, apartado A, fracción XXIX, es-
tablece lo siguiente:

Artículo 123. El Congreso de la Unión, sin contravenir
a las bases siguientes deberá expedir leyes sobre el tra-
bajo, las cuales regirán:

(…)

XXIX. Es de utilidad pública la Ley del Seguro Social,
y ella comprenderá seguros de invalidez, de vejez, de vi-
da, de cesación involuntaria del trabajo, de enfermeda-
des y accidentes, de servicios de guardería y cualquier
otro encaminado a la protección y bienestar de los tra-
bajadores, campesinos, no asalariados y otros sectores
sociales y sus familiares.

De la lectura del precepto constitucional preinserto, se ad-
vierte que en él se instituyeron no sólo las bases mínimas
de seguridad social para los trabajadores, sino también el
principio de previsión social que obliga establecer un siste-
ma íntegro que otorgue tranquilidad y bienestar personal a
los trabajadores y a la familia, ante los riesgos a los que se
encuentran expuestos.

Se previó a nivel constitucional la protección para dichos
trabajadores y sus familiares en caso de invalidez, vejez y
vida. Se elevaron a rango constitucional las disposiciones
orientadas a procurar el mejoramiento del nivel de vida de
los trabajadores y sus familiares y adoptar bases mínimas
de seguridad social con igual propósito. Las garantías so-
ciales establecidas en el precepto en comentario podrán
ampliarse, pero nunca restringirse.

De acuerdo a todo lo anterior, se establece que la seguridad
social para los trabajadores, como garantía social constitu-
cionalmente reconocida, también está dirigida a sus fami-
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liares; por ello, a éstos tampoco se les puede reducir o res-
tringir la garantía de referencia.

Cabe señalar que en el artículo 123, apartado A, fracción
XXIX constitucional, no sólo se contienen las bases míni-
mas de seguridad social para los trabajadores al servicio
del Estado, sino también deriva el principio constitucional
de la previsión social, que se sustenta en la obligación de
establecer un sistema íntegro que otorgue tranquilidad y
bienestar personal a los trabajadores y a su familia, ante los
riesgos a los que se encuentra expuesto, orientados necesa-
riamente a procurar el mejoramiento del nivel de vida.

Atento a lo anterior, en el caso, no se justifica por qué la viu-
da (o) que contrae nuevas nupcias pierde su derecho a obte-
ner la pensión por viudez, siendo que se trata de un derecho
fundamental de los trabajadores el protegerlos ante la contin-
gencia de su muerte, lo que necesariamente implica la pro-
tección de su familia en caso de fallecimiento, y, por ende,
debe estimarse que tal distinción resulta injustificada y, por
tanto, violatoria de la garantía de igualdad y al derecho 

fundamental de la seguridad social prevista en la propia
Constitución, ya que se excluye de tal beneficio a una per-
sona que se encuentra protegida por aquella norma funda-
mental, resultando así incorrecto que se restrinja el derecho
de recibir una pensión y el de contar con una familia por
contraer nuevamente matrimonio.

En atención a que dicha situación puede calificarse como
una forma de discriminación que se basa en el estado civil
de las personas, pues uno y otro supuesto tienen orígenes
diferentes, ya que el de la pensión de viudez surge por la
muerte del trabajador o trabajadora, naciendo una protec-
ción hacia su beneficiario (a) en atención a los años de ser-
vicio que prestó, mientras que el segundo, implica otro de-
recho elevado a nivel constitucional como lo es el de
formar una familia, una decisión meramente personal e in-
dividual del cónyuge supérstite.

Aunado a que el hecho de restringirle la percepción de la
pensión por viudez al cónyuge supérstite, pretextando el
vedarle a la viuda o viudo su deseo de formar otra familia
al contraer matrimonio o bien, unirse en concubinato, aten-
ta contra la familia, y la protección especial que, constitu-
cionalmente, se le reconoce como elemento natural y fun-
damental de nuestra sociedad el espíritu protector de la
garantía de seguridad social invocada, lo cual resguarda la
Carta Magna en el artículo 4.

En el mismo tema, el hecho de que una persona haya sufrido
la pérdida de su esposa (o), concubina o concubinario, y por
ello adquiera el derecho a percibir una pensión, y no obstan-
te ello decida contraer matrimonio o llegue a vivir en concu-
binato, ya que de conformidad con lo dispuesto en el precep-
to constitucional antes indicado, toda persona, por voluntad,
o por otras razones, tiene el derecho de formar una familia,
ello, no debe generar la exclusión del pago de la pensión por
viudez, la cual, no es una concesión gratuita o generosa, sino
que ese derecho se va gestando durante la vida del trabajador
con las aportaciones que hace a lo largo de su vida producti-
va y una de las finalidades de tales aportaciones es garantizar,
aunque sea en una parte, la subsistencia de sus beneficiarios
después de su muerte.

En ese sentido, los artículos 135 de la ley del Instituto de
Seguridad y Servicios Sociales para los Trabajadores del
Estado y 133 de la Ley del Seguro Social, contravienen la
garantía de seguridad social y el principio de la previsión
social, porque restringe el derecho a percibir la pensión por
viudez que tiende a proteger la seguridad y bienestar de la
familia, mejorando su nivel de vida ante el riesgo de la
muerte del trabajador pensionado; siendo que esta pensión
no es una concesión gratuita o generosa, sino que constitu-
ye un seguro que se activa con la muerte del trabajador
pensionado, y deriva directamente de las aportaciones que
éste haya hecho por determinado número de años de traba-
jo productivo y una de las finalidades de tales aportaciones
es garantizar, aunque sea en parte, la subsistencia de los be-
neficiarios del trabajador -entre los cuales se encuentra la
esposa o concubina- después de acaecida su muerte.

Por todo lo anterior, se considera que no existe justifica-
ción para que una persona que tiene derecho a recibir una
pensión por viudez se le restrinja el derecho a percibirla
por el hecho de que contraiga nuevo matrimonio, pues ello
contraviene el principio de igualdad y no discriminación
contenido en el artículo 1o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como el de protección
a la institución de la familia contenido en el artículo 4o. del
mismo ordenamiento y la garantía de seguridad social y el
principio de la previsión social, contenidos en el artículo
123, apartado A, fracción XXIX.

Nuestra Suprema Corte de Justicia de la Nación también se
ha declaro al respecto, en la jurisprudencia emitida en la no-
vena época, registro: 166402, instancia: Pleno, fuente: Sema-
nario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXX, sep-
tiembre de 2009, materia(s): Constitucional, tesis: P./J.
150/2008, página: 8, cuyo contenido es el siguiente: 
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ISSSTE. El artículo 136 de la ley relativa, al limitar
la pensión de viudez del cónyuge supérstite, es viola-
torio de los artículos 1o. y 123 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos (legislación
vigente a partir del 1o. de abril de 2007). El artículo
129 de la ley establece que ante la muerte del trabajador
por causas ajenas al servicio, cualquiera que sea su edad
y hubiere cotizado al Instituto por 3 años o más, dará
origen a las pensiones de viudez, concubinato, orfandad
o ascendencia; asimismo, el artículo 131 contiene el or-
den de los familiares derechohabientes para recibirla y
en primer lugar señala al cónyuge supérstite sólo si no
hay hijos o en concurrencia con éstos si los hay y son
menores de 18 años o mayores de esa edad si están in-
capacitados o imposibilitados parcial o totalmente para
trabajar; o bien, hasta 25 años previa comprobación de
que están realizando estudios de nivel medio o superior
en planteles oficiales o reconocidos y que no tengan tra-
bajo. Por su parte, el artículo 136 de la ley del Instituto
refiere una serie de supuestos en los cuales el cónyuge
supérstite no tendrá derecho a recibir la pensión de viu-
dez; sin embargo, esto último transgrede las garantías de
igualdad y de seguridad social, porque si la pensión de
viudez se actualiza con la muerte del trabajador o del
pensionado, y de acuerdo al orden de preferencia de los
familiares derechohabientes, en primer lugar se encuen-
tra el cónyuge supérstite siempre que no se tengan hijos;
no deben ser motivo para no otorgarla, circunstancias
ajenas al trabajador o pensionado, como lo es que su
muerte suceda antes de cumplir 6 meses de matrimonio
o un año, cuando a la celebración de éste, el trabajador
fallecido tuviese más de 55 años o tuviese una pensión
de riesgos de trabajo o invalidez, es decir, condiciona la
muerte del trabajador o del pensionado que es una cau-
sa ajena al mismo, porque si bien la fijación de la fecha
de dicho matrimonio se encuentra a su alcance, no lo es
la de su muerte. A mayor abundamiento, el último pá-
rrafo del referido artículo establece que tales limitacio-
nes no serán aplicables cuando al morir el trabajador o
el pensionado, el cónyuge compruebe tener hijos con él,
lo que hace aún más evidente la inconstitucionalidad del
precepto en comento, ya que, por la simple existencia de
hijos, el legislador sin mayor explicación, hace proce-
dente el otorgamiento de la pensión de viudez. En esa
virtud, atendiendo a que el artículo 123, Apartado B,
fracción XI, inciso a) de la Constitución Federal consi-
dera como derecho fundamental de los trabajadores pro-
tegerlos ante la contingencia de su muerte, lo que nece-
sariamente implica la protección de su familia en caso
de fallecimiento, tendría que analizarse si los criterios

de distinción por los cuales el legislador estimó que di-
cho acontecimiento no los protege en determinados su-
puestos, tuvo motivos realmente justificados para res-
tringir los derechos que otras personas, en igual
situación, sí tienen, y dado que el legislador no expresó
en la exposición de motivos justificación alguna del
porqué el trato diferente otorgado al cónyuge supérstite,
en el caso de las exclusiones marcadas en el artículo
136, ni aquéllos se aprecian del propio contexto de la
ley, debe estimarse que tal exclusión resulta injustifica-
da y por ende, violatoria de la garantía de igualdad y al
derecho fundamental de la seguridad social prevista en
la propia Constitución.

Con base a lo anteriormente expuesto, y con fundamento
en el artículo 71, fracción II de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, me permito someter a la
consideración de este honorable Congreso de la Unión, la
siguiente iniciativa de ley con proyecto de

Decreto que deroga el párrafo primero de la fracción II,
del artículo 135 de la Ley del Instituto de Seguridad y
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado y de-
roga el numeral 133 de la Ley del Seguro Social

Artículo Primero. Se deroga el párrafo primero de la frac-
ción II, del artículo 135 de la Ley del Instituto de Seguri-
dad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado,
para quedar de la manera siguiente:

Artículo 135. Los derechos a percibir Pensión se pierden
para los Familiares Derechohabientes del Trabajador o
Pensionado por alguna de las siguientes causas:

I. Llegar a cumplir dieciocho años de edad los hijos e
hijas del Trabajador o Pensionado, salvo lo dispuesto en
el artículo anterior, siempre que no estén incapacitados
legalmente o imposibilitados físicamente para trabajar;

II. Derogado.

La divorciada o divorciado no tendrán derecho a la Pen-
sión de quien haya sido su cónyuge, a menos que a la
muerte del causante, éste estuviese ministrándole ali-
mentos por condena judicial y siempre que no existan
viuda o viudo, hijos, concubina o concubinario y ascen-
dientes con derecho a la misma. Cuando la divorciada o
divorciado disfrutasen de la Pensión en los términos de
este artículo, perderán dicho derecho si contraen nuevas
nupcias, o si viviesen en concubinato, y
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III. Por fallecimiento.

Artículo Segundo. Se deroga el artículo 133 de la Ley del
Seguro Social, para quedar de la manera siguiente:

Artículo 132. (…)

Artículo 133. Derogado.

Artículo 134. (…)

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Se derogan todas aquellas disposiciones que se
opongan al presente decreto.

1 Tayney, R. H, La igualdad, Fondo de Cultura Económi-
ca, México, 1941, p. 44.

2 Rousseau, Jean Jacques, Discurso sobre el origen de la
desigualdad de los hombres, Aguilar, Buenos Aires, 1958,
p. 88.

3 Duguit, Léon, Manual de derecho constitucional, trad. de
José G. Acuña, Madrid, 1926, p. 4.

En la ciudad de México, a los nueve días del mes de octubre de dos mil
dieciocho.— Diputadas y diputados: Mary Carmen Bernal Martí-
nez, Alfredo Porras Domínguez, Beatriz Silvia Robles Gutiérrez,
Claudia Valeria Yáñez Centeno y Cabrera, Elba Lorena Torres Díaz,
Evaristo Lenin Pérez Rivera, José Ángel Pérez Hernández, José Luis
García Duque, Julieta Kristal Vences Valencia, Laura Martínez Gonzá-
lez, Lidia García Anaya, Lizeth Sánchez García, María Eugenia Her-
nández Pérez, Mariana Dunyaska García Rojas, Martha Robles Ortiz,
Sandra Simey Olvera Bautista, Santiago González Soto, Xochitl Nas-
hielly Zagal Ramírez (rúbricas).»

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Gracias a usted. Túrnese a la Comisión de Tra-
bajo y Previsión Social, para dictamen, y a la Comisión
de Seguridad Social, para su opinión.

LEY ORGÁNICA DE LA
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, la dipu-
tada María del Pilar Lozano Mac Donald, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano, para presentar inicia-
tiva con proyecto de decreto que reforma y adiciona los
artículos 26, 28 y 42 Bis de la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal.

La diputada María del Pilar Lozano Mac Donald: Con
su venia, señora presidenta.

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Adelante.

La diputada María del Pilar Lozano Mac Donald: Com-
pañeras y compañeros, la deuda histórica que como país te-
nemos con nuestros migrantes la debemos saldar recono-
ciendo su valor y aportación al desarrollo de nuestro país.

En Movimiento Ciudadano tenemos muy claro que los mi-
grantes no se van porque quieren. Que los migrantes se van
por necesidad, porque no encuentran aquí las oportunida-
des para tener una vida digna.

Y lo mismo está sucediendo con los migrantes hondureños,
con esta caravana de centroamericanos. La migración no se
detendrá.

Actualmente, las secretarías de la administración pública fe-
deral atienden las diferentes problemáticas de 120 millones
de mexicanos que vivimos en este país. Y el gobierno tiene
solo un instituto para la atención de poco más de 36 millones
de personas de origen mexicano que viven en los Estados
Unidos, de las cuales 12 millones nacieron en esta tierra.

La política vinculada a la comunidad mexicana radicada en
el extranjero debe tener un carácter transversal, con la in-
tervención de todas y cada una de las dependencias y enti-
dades del gobierno federal.

Proponemos la creación de la Secretaría del Migrante, y que
se le otorgue el más alto nivel de importancia a este tema.

La secretaría sería la responsable de atender la problemáti-
ca migrante desde un primer nivel y formar parte de las ac-
ciones legislativas que México debe asumir para cubrir la
deuda histórica que tiene con nuestros connacionales.
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La Secretaría del Migrante que proponemos tendría las si-
guientes funciones: deberá ser de igual rango que las de-
más secretarías, formulará respecto de los asuntos de su
competencia los proyectos de leyes, reglamentos, decretos,
acuerdos y órdenes del presidente de la República. 

Conducirá las actividades en forma programada, con base
en las políticas que para el logro de los objetivos y priori-
dades de la planeación nacional del desarrollo establezca el
Ejecutivo federal. 

En el marco de la planeación nacional, desarrollará sus tra-
bajos en permanente coordinación con la comunidad mi-
grante mexicana, la cual estará representada por un conse-
jo consultivo migrante. 

Incidirá en las políticas públicas del gobierno en materia
migrante. El titular de esta secretaría, además, deberá cum-
plir con requisitos como cualquier otro secretario de des-
pacho: que tenga experiencia profesional, académica o so-
cial en la problemática migrante. Que haya desempeñado
algún cargo vinculado al tema, tenga compromiso y expe-
riencia en la representación y atención de las necesidades
de dicha comunidad.

El reconocimiento y esfuerzo a las aportaciones de los mi-
grantes con la creación de la secretaría requiere adiciones a
los artículos 26, 28 y a un artículo 42 Bis. Todos de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal. Esta secre-
taría desplegaría sus atribuciones en cuatro ejes de acción
institucional: protección a los mexicanos que viven en el
exterior, protección a los migrantes en retorno, temporales
o definitivos, aun cuando estos no sean mexicanos, como
es el caso de los hondureños.

Creación de oportunidades de desarrollo y crecimiento
para zonas de alta expulsión migratoria y de pobreza.
Propiciar también un efecto multiplicador de las remesas
con la promoción de obras, proyectos y servicios que ge-
neren más oportunidades de empleo y desarrollo de estas
comunidades expulsoras de migrantes.

Cabe destacar que esta secretaría que estamos proponiendo
debe contar con un consejo consultivo migrante como ór-
gano permanente de asesoría y consulta, integrado por mi-
grantes y especialistas sobre la materia, que podrán formu-
lar propuestas para enfrentar dicha problemática.

En la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal
se pudo haber creado la secretaría del migrante. Yo me pre-

gunto si los migrantes son o no prioridad para el presiden-
te electo.

Recordemos que, en el primer discurso que dio el presi-
dente electo el domingo primero de julio, dijo así: El Esta-
do dejará de ser un comité al servicio de una minoría y re-
presentará a todos los mexicanos, a ricos, a pobres, a
pobladores del campo y de la ciudad, a migrantes, a cre-
yentes y no creyentes.

El presidente electo ha hablado de dignidad a los migran-
tes, ha ofrecido trabajo a los migrantes, pero ¿por qué no ir
un paso más allá? Me pregunto si el grupo parlamentario
mayoritario ha dejado pasar la oportunidad de poner a los
migrantes en su justa dimensión.

Tenemos la oportunidad de hacer realidad el sueño de los
migrantes, de defender sus derechos…

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Tiempo, diputada.

La diputada María del Pilar Lozano Mac Donald: —
Termino, presidenta— …de pagar la deuda histórica que
tenemos con ellos. Los invito a todos y a todas a recapaci-
tar y a escuchar, no solamente las voces de aquí…

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Tiempo, diputada.

La diputada María del Pilar Lozano Mac Donald: ...si-
no también las voces de esos millones de mexicanos que
viven en el exterior. Es cuanto.

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 26, 28 y 42
Bis de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fede-
ral, a cargo de la diputada María del Pilar Lozano Mac Do-
nald, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

La suscrita, diputada Pilar Lozano Mac Donald, integrante
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la
presente LXIV Legislatura del Congreso de la Unión, con
fundamento en los artículos 71, fracción II, de Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1,
fracción I, y 77 del Reglamento de Cámara de Diputados,
someto a la consideración de esta honorable asamblea la si-
guiente iniciativa que crea la Secretaría del Migrante como
una dependencia del Ejecutivo federal para la atención de
la problemática y necesidades de la comunidad mexicana
migrante radicada en el exterior.
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Justificación

Los flujos migratorios demandan una nueva visión. En el
caso de la migración de mexicanos al exterior, en especial
hacia Estados Unidos, por su cantidad, debe comprender el
reconocimiento claro al trabajo y aportaciones al país por
parte de la comunidad mexicana migrante. Tenemos que
reconocer su valor y aportaciones al desarrollo de México.

Paradójicamente, actualmente existen 18 secretarías de la
administración pública federal que atienden las diferentes
problemáticas de 120 millones de mexicanos dentro de te-
rritorio nacional, y solo un instituto para la atención de po-
co más de 36 millones de personas de origen mexicano que
viven en Estados Unidos, 12 millones de los cuales nacie-
ron en México.

Estas dependencias, en conjunto con los estados y munici-
pios, cuentan con 5 mil 491 programas sociales. Tan solo la
Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol) destina cerca de
100 mil millones de pesos para la entrega de ayuda; en tan-
to que el gobierno federal únicamente destina mil 700 mi-
llones de pesos para la defensa y atención de los migrantes
mexicanos, cuando las remesas enviadas por estos últimos
superaron en 2017 los 28 mil 771 millones de pesos. 

En Estados Unidos existe un país entero de mexicanos que
merecen un cambio estructural para establecer una política
migratoria transversal que permita contar con una depen-
dencia federal concentrada en la problemática migrante, en
un trabajo coordinado con todas las Secretarías del gobier-
no federal. 

Naturaleza Jurídica

El impacto directo de contar con una Secretaría del Mi-
grante será otorgar al tema migrante el más alto nivel de
importancia para el gobierno federal. La Secretaría del Mi-
grante será la responsable de atender la problemática mi-
grante desde un primer nivel, porque se constituirá como
un órgano superior político administrativo, con la sola su-
jeción al titular del Ejecutivo federal. 

El Presidente de la República se auxilia en la función ad-
ministrativa de las secretarías de Estado, las cuales tienen
su fundamento constitucional en los artículos 90 a 93, así
como en el 89, fracción II, todos de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos.

Estas secretarías pueden definirse como: “el órgano supe-
rior político administrativo compuesto por la estructura ju-
rídica y el conjunto de personas y elementos materiales a
su disposición, para ejercitar su competencia, bajo la auto-
ridad del titular, quien a su vez, depende del Ejecutivo”
(Miguel Acosta Romero, Derecho Administrativo, Porrúa,
México 2002).

Las secretarías de Estado son parte fundamental para el de-
sarrollo de las funciones del Poder Ejecutivo federal. Co-
mo titulares de las secretarías de Estado, el presidente de la
República designa a miembros de su gabinete para su re-
presentación y realización de las funciones y atribuciones
de cada una de las dependencias, contenidas en la Ley Or-
gánica de la Administración Pública Federal.

Las secretarías de Estado forman parte de la administración
pública centralizada. Los órganos desconcentrados, como
el Instituto de los Mexicanos en el Exterior, son órganos
administrativos que están jerárquicamente subordinados a
las secretarías de Estado y cuentan con facultades específi-
cas.

La Secretaría del Migrante forma parte de las acciones le-
gislativas y de gobierno que México debe asumir para cu-
brir la deuda histórica que tiene con su comunidad migran-
te en el exterior.

La Constitución establece que para el desarrollo de sus fun-
ciones, el Ejecutivo federal contará con una serie de de-
pendencias y entidades dentro de la administración pública
federal, la que será centralizada y paraestatal, conforme a
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal.

Características

La Secretaría del Migrante, como una dependencia más de
la administración pública federal, tendrá las siguientes ca-
racterísticas:

-Tendrá igual rango que las demás secretarías y entre
ellas no habrá, por lo tanto, preeminencia alguna.

-Formulará, respecto de los asuntos de su competencia;
los proyectos de leyes, reglamentos, decretos, acuerdos,
y órdenes del presidente de la República.

-Al frente de la secretaría habrá un secretario de Estado,
quien para el despacho de los asuntos de su competen-
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cia, se auxiliará por los subsecretarios, Oficial Mayor,
directores, subdirectores, jefes y subjefes de departa-
mento, y por los demás funcionarios que establezca el
reglamento interior respectivo.

-Corresponderá originalmente al titular de la secretaría
de Estado el trámite y resolución de los asuntos de su
competencia, pero para la mejor organización del traba-
jo podrá delegar en los funcionarios a que se refiere el
artículo 14 de la Ley Orgánica de la Administración Pú-
blica Federal, cualesquiera de sus facultades, excepto
aquéllas que por disposición de ley o del reglamento in-
terior respectivo, deban ser ejercidas precisamente por
dichos titulares.

-Conducirá sus actividades en forma programada, con
base en las políticas que para el logro de los objetivos y
prioridades de la planeación nacional del desarrollo, es-
tablezca el Ejecutivo federal.

-En el marco de la planeación nacional, desarrollará sus
trabajos en permanente coordinación con la comunidad
mexicana migrante, la cual estará representada en el
Consejo Consultivo Migrante, e incidirá en las políticas
públicas del gobierno en materia migrante.

La Secretaría del Migrante será una dependencia del Poder
Ejecutivo federal que tendrá a su cargo el ejercicio de las
atribuciones que le asignen las leyes, así como los regla-
mentos, decretos, acuerdos y órdenes del Presidente de los
Estados Unidos Mexicanos. 

La naturaleza jurídica de la Secretaría le da un estatus di-
ferente en estructura y organización interna, facultades y
alcances, por ser una dependencia administrativa vinculada
directamente al Ejecutivo federal por una relación de sub-
ordinación jerárquica que la facultará, como cualquier otra
dependencia, a actuar en su nombre, para atender en la es-
fera administrativa los asuntos que la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal le confiera. 

Actualmente corresponde al Instituto de los Mexicanos en
el Exterior (IME) atender, de forma limitada, por su propia
naturaleza, la problemática migrante. El IME es un órgano
desconcentrado de la Secretaría de Relaciones Exteriores
(SRE), bajo el ámbito de la Subsecretaría para América del
Norte que, desde el 16 de abril de 2003, atiende las inicia-
tivas y necesidades comunitarias de los mexicanos que vi-
ven y trabajan fuera de nuestro país.

En tanto el Instituto Nacional de Migración (INM) es un
órgano técnico desconcentrado de la administración públi-
ca federal, dependiente de la Secretaría de Gobernación, el
cual aplica la legislación migratoria vigente. Su trabajo se
concentra en quienes ingresan a territorio nacional de otros
países, y aquellas personas que desean permanecer de for-
ma temporal o permanente en México, incluyendo a mexi-
canos que contratan extranjeros y quienes establecen vín-
culos familiares con extranjeros.

Reforma Legal

El reconocimiento al esfuerzo y aportaciones de los mi-
grantes, con la creación de la Secretaría del Migrante (SM),
requiere de una adición al artículo 26 de la Ley Orgánica
de la Administración Pública Federal, para agregar que pa-
ra el estudio, planeación y despacho de los negocios del or-
den administrativo, el Poder Ejecutivo de la Unión conta-
rá, además de las dependencias que enuncia dicho artículo,
con la Secretaría del Migrante.

En este contexto, la Secretaría del Migrante tendrá como
propósito instrumentar y ejecutar las políticas públicas de
atención a migrantes mexicanos en el extranjero y sus fa-
miliares residentes en sus comunidades, que permita al pa-
ís garantizar su protección, asesoría y empoderamiento, en
materia de derechos humanos, programas sociales, servi-
cios, fortalecimiento de su identidad, cultura, educación,
proyectos de desarrollo, educación, desarrollo económico
y salud en ambos lados de la frontera. Incluirá la protec-
ción de los migrantes en su retorno y la coordinación entre
las diferentes instancias de gobierno.

Titular de la Secretaría del Migrante

Al frente de la Secretaría del Migrante habrá un secretario
del despacho, titular de la misma quien, para el desahogo
de los asuntos de su competencia tendrá una serie de atri-
buciones dentro de la nueva visión de la política migrante. 

Se propone que para ser titular de esta Secretaría, además
de cumplir con los mismos requisitos que cualquier otro
secretario, deba tener experiencia profesional, académica o
social sobre la problemática migrante, que haya desempe-
ñado algún cargo vinculado al tema migrante, sea una per-
sona comprometida con la comunidad mexicana que vive
en el exterior y con experiencia en la representación y aten-
ción de las necesidades de dicha comunidad, preferente-
mente con trabajo con clubes, federaciones o confedera-
ciones de migrantes.
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Con la presente iniciativa de ley, se le otorga el nivel de im-
portancia que merece la problemática de la comunidad me-
xicana en el extranjero al crear la Secretaría del Migrante,
con facultades para la atención, orientación, protección y
asistencia de los mexicanos que radican fuera del país, así
como también para quienes están de tránsito en el país. 

Esta Secretaría, desplegará sus atribuciones en cuatro ejes
de acción institucional:

1. Protección a los mexicanos que viven en el exterior;

2. Protección a los migrantes en retorno, temporal o de-
finitivo;

3. Creación de oportunidades de desarrollo y crecimien-
to para zonas de alta expulsión migratoria y de pobreza;

4. Propiciar un efecto multiplicador de las remesas, con
la promoción de obras, proyectos y servicios que gene-
ren oportunidades de empleo y desarrollo de las comu-
nidades; promoción de la inversión e innovación en la
generación de negocios, que hagan de las remesas un
motor que genere riqueza para los migrantes. 

En este esfuerzo, corresponderá a la Secretaría del Migran-
te participar en la formulación y dirección de la política
migratoria que actualmente es atribución de la Secretaría
de Gobernación. Igualmente, habrá de coordinarse con la
Secretaría de Relaciones Exteriores, las embajadas, consu-
lados, Instituto Nacional Electoral y gobiernos estatales y
municipales, para coadyuvar en el despliegue y mejor de-
sarrollo de las atribuciones que les corresponden.

En el marco de la política de austeridad que demanda la
sociedad, la Secretaría del Migrante absorberá al Institu-
to de los Mexicanos en el Exterior (IME), razón por la
cual iniciará su actividad a favor de empoderar al mi-
grante con personal, mobiliario e instalaciones de dicho
órgano, en tanto se da el proceso de transición. Con ello,
conservarán su empleo los trabajadores de estas dos ins-
tituciones, se hará uso de su capacidad y experiencia en
las áreas de su competencia, y la nueva Secretaría del
Migrante iniciará con el valor agregado de contar ya con
personal e instalaciones.

De igual modo, las funciones que venía desarrollando el
IME no se verán afectadas ni suspendidas las tareas que ac-
tualmente están en desarrollo. Esto es, la Secretaría del Mi-

grante continuará con las acciones que realizaba el IME,
sobre programas y servicios en materia de salud, educación
básica y universitaria, educación, financiera, estadísticas y
publicaciones sobre la diáspora mexicana, remesas produc-
tivas, organización comunitaria, vinculación con clubes,
federaciones, redes de mexicanos y amigos de México en
el exterior, iniciativas y convocatorias culturales, eventos
deportivos, entre otros.

Igualmente, continuará con la labor de responder a las ne-
cesidades e iniciativas de los mexicanos en el exterior; fa-
cilitar su inserción y participación en las sociedades e ins-
tituciones donde viven y trabajan los mexicanos en el
exterior, y promover la vinculación de los mexicanos en el
exterior con México y con sus comunidades de origen.

Cabe destacar que la Secretaría contará con un Consejo
Consultivo Migrante, como órgano permanente de asesoría
y consulta, integrado por migrantes y especialistas sobre el
tema, que formularán propuestas que permitan enfrentar
los problemas, retos y oportunidades que enfrentan las co-
munidades de mexicanos en el extranjero, a fin de propo-
ner al titular de la Secretaría acciones que permitan forta-
lecer sus vínculos con México y fomentar su integración en
los lugares donde residen fuera del país, para construir de
manera conjunta estrategias y políticas en favor de las co-
munidades en el exterior. 

La política vinculada a la comunidad mexicana radicada en
el extranjero tendrá un carácter transversal, con lo que la
atención a los migrantes contará con la intervención de to-
das y cada una de las dependencias y entidades del gobier-
no federal.

Será una Secretaría con importante activismo, fuera y den-
tro del país, en la defensa de los derechos de los migrantes
mexicanos, y al interior, en la generación de oportunidades
para quienes retornen y sus familias en sus comunidades de
origen. 

Fundamento legal

Por lo expuesto, con fundamento en lo dispuesto en los ar-
tículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, y 6, 77, 78 y demás relativos y
aplicables del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
meto a consideración del pleno de la Cámara de Diputados
la siguiente iniciativa con proyecto de:
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Decreto por el que se adiciona un párrafo al artículo 26;
se adiciona la fracción XII al artículo 28, quedando co-
mo fracción XIII la actual fracción XII; y se adiciona el
artículo 42 Bis, todos de la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal, para crear la Secretaría del
Migrante como una dependencia del Ejecutivo federal
para la atención de la problemática y necesidades de la
comunidad mexicana migrante radicara en el exterior

Artículo Único. Se adiciona un párrafo al artículo 26; se
adiciona la fracción XII al artículo 28, quedando como
fracción XIII la actual fracción XII; y se adiciona el artícu-
lo 42 Bis, todos de la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal, para quedar como sigue:

Artículo 26. Para el despacho de los asuntos del orden ad-
ministrativo, el Poder Ejecutivo de la Unión contará con
las siguientes dependencias: 

Secretaría de Gobernación; 

Secretaría de Relaciones Exteriores; 

Secretaría de la Defensa Nacional; 

Secretaría de Marina; 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público; 

Secretaría de Desarrollo Social; 

Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales; 

Secretaría de Energía; 

Secretaría de Economía; 

Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural,
Pesca y Alimentación; 

Secretaría de Comunicaciones y Transportes; 

Secretaría de la Función Pública; 

Secretaría de Educación Pública; 

Secretaría de Salud; 

Secretaría del Trabajo y Previsión Social; 

Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano; 

Secretaría de Cultura; 

Secretaría de Turismo, 

Secretaría del Migrante y 

Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal.

Artículo 28. A la Secretaría de Relaciones Exteriores co-
rresponde el despacho de los siguientes asuntos:

XII. Coadyuvar con las demás dependencias, parti-
cularmente con la Secretaría del Migrante, la autori-
dad electoral y los gobiernos estatales y municipales,
en todo lo relativo a la prevención, protección y de-
fensa de la comunidad mexicana migrante, familia-
res y propiedades; 

XIII. Las demás que le atribuyan expresamente las leyes y
reglamentos.

Artículo 42 Bis. A la Secretaría del Migrante corres-
ponde el despacho de los siguientes asuntos:

I. Participar, en el ámbito de su competencia, en la
formulación y dirección de la política migratoria que
corresponde a la Secretaría de Gobernación;

II. Plantear, promover, instrumentar y evaluar las
políticas públicas transversales para los migrantes,
orientadas a lograr su desarrollo económico, social,
cultural y político;

III. Promover, con la participación activa de los mi-
grantes, el respeto de sus derechos, reconocidos en
los tratados, organismos internacionales y convenios
celebrados por el Estado Mexicano;

IV. Elaborar, promover, instrumentar, ejecutar, dar
seguimiento y evaluar planes, programas y acciones
para los migrantes, sus familias y comunidades de
origen;

V. Fortalecer las relaciones culturales, difundir la his-
toria, cultura y tradiciones dentro y fuera del país;

V. Promover, ejecutar y apoyar obras, programas y
proyectos de inversión;
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VI. Promover la comercialización e impulsar nego-
cios de productos agrícolas, artesanales, turísticos y
de servicios, en coordinación con los gobiernos esta-
tales y municipales, que ayuden al desarrollo econó-
mico de las comunidades de origen de los migrantes;

VII. Promover la creación de cooperativas y fideico-
misos que impulsen proyectos productivos con parti-
cipación de los migrantes;

VIII. Promover y mejorar los vínculos con la comu-
nidad migrante establecida en el extranjero, median-
te instrumentos que permitan fortalecer y fomentar
su organización;

IX. Elaborar y actualizar directorio de organizacio-
nes de migrantes en el extranjero, y establecer un sis-
tema de información que permita la identificación de
las problemáticas y necesidades generadas por el fe-
nómeno migratorio;

X. Proponer al titular del Ejecutivo Federal, las ini-
ciativas de ley relativas a la atención del fenómeno
migratorio para impulsar políticas públicas en mate-
ria migratoria;

XI. Promover la celebración de convenios y acuerdos
de colaboración con la Federación, los gobiernos de
los estados y de los municipios; con organismos e ins-
tituciones financieras y de crédito públicos y priva-
dos; con organismos internacionales y autoridades
extranjeras para el mejoramiento de las condiciones
de vida y desarrollo integral de los migrantes, sus fa-
milias y comunidades de origen;

XII. Impulsar, en coordinación con los ayuntamien-
tos, la creación de oficinas estatales y municipales de
atención al migrante, con el objeto de atender las ne-
cesidades de los migrantes;

XIII. Coadyuvar con la Secretaría de Relaciones Ex-
teriores en la asistencia y orientación de los migran-
tes ante las autoridades extranjeras, para la defensa
de sus derechos humanos;

XIV. Formular acciones y programas de asistencia a
migrantes;

XV. Planear e instrumentar programas de atención,
orientación y apoyo a migrantes en retorno para su
reinserción laboral en sus comunidades de origen;

XVI. Prestar asistencia, en coordinación con la Se-
cretaría de Relaciones Exteriores, Embajadas y los
Consulados, a migrantes ante posibles violaciones a
sus derechos;

XVII. Proponer al Ejecutivo federal un plan integral
de atención, asistencia, orientación y ejecución de
políticas públicas para migrantes en tránsito dentro
del territorio nacional;

XVIII. Promover la vinculación con parlamentarios
de países con presencia de mexicanos en su territorio
para formular al Ejecutivo Federal acciones, planes,
programas y acuerdos que coadyuven en la integra-
ción de una política migratoria, bilateral con esos
países, orientada a la protección de migrantes;

XIX. Promover, en coordinación con los gobiernos
estatales y municipales, la creación de oportunidades
de desarrollo y crecimiento para zonas de alta expul-
sión migratoria y de pobreza;

XX. Generar oportunidades de negocios, promovien-
do que las remesas generen riqueza, con migrantes
mexicanos que deseen regresar para encontrar opor-
tunidades de inversión en el país;

XXI. Coordinar esfuerzos para hacer llegar a las co-
munidades alternativas de desarrollo para quienes
están fuera del país y quienes por diversas causas re-
gresan a su comunidad, brindándoles oportunidades
de reintegración y de aprovechamiento de habilida-
des y aportar sus conocimientos y experiencia en el
campo laboral;

XXII. Innovar esquemas que permitan que los re-
cursos provenientes de las remesas se traduzcan en
un ingreso significativo para la economía de las re-
giones y generen un efecto multiplicador en el gasto
local;

XXII. Facilitar su inserción y participación en las so-
ciedades e instituciones donde viven y trabajan los
mexicanos en el exterior;
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XXIII. Promover la vinculación de los mexicanos en el
exterior con México y con sus comunidades de origen;

XXIV. Desarrollar su programación, planeación, eje-
cución y acción, atendiendo la opinión, propuestas y
acciones que le formule el Consejo Consultivo Mi-
grante,

XXV. Las demás que le atribuyan expresamente las
leyes y reglamentos.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Segundo. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público re-
alizará los ajustes correspondientes para que el presupues-
to actual del Instituto de los Mexicanos en el Exterior
(IME), pase a formar parte del que ejercerá la Secretaría
del Migrante en el primer ejercicio presupuestal de su fun-
cionamiento. 

Tercero. Se derogan todas las disposiciones que contra-
vengan el presente decreto.

Salón de sesiones de la Cámara de Diputados, septiembre 20 de
2018.— Diputadas y diputados: María del Pilar Lozano Mac Do-
nald, Dulce María Méndez de la Luz Dauzón, Elba Lorena Torres Dí-
az, Evaristo Lenin Pérez Rivera, Jacobo David Cheja Alfaro, Jacqueli-
na Martínez Juárez, Jorge Alcibíades García Lara, Josefina Salazar
Báez, Juan Martín Espinoza Cárdenas, Lizeth Sánchez García, Made-
leine Bonnafoux Alcaraz, María de los Angeles Gutiérrez Valdez, Ma-
ría Libier González Anaya (rúbricas).»

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Túrnese a la Comisión de Gobernación y Pobla-
ción, para su dictamen.

Tenemos la visita, en esta Cámara, de alumnos del Bachi-
llerato Tecnológico Guadalupe Tepeyac, invitados por el
diputado Maximino Alejandro Candelaria. Sean ustedes,
alumnos y alumnas, bienvenidos y bienvenidas.

CÓDIGO PENAL FEDERAL

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, la dipu-
tada Frida Alejandra Esparza Márquez, del Grupo Parla-
mentario del PRD, para presentar iniciativa con proyecto
de decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
del Código Penal Federal en materia de maltrato animal.

La diputada Frida Alejandra Esparza Márquez: Con su
permiso, diputada presidenta.

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Adelante.

La diputada Frida Alejandra Esparza Márquez: Qui-
siera tomar este tiempo en tribuna para manifestar que su
servidora y el Grupo Parlamentario del PRD nos pronun-
ciamos absolutamente en contra del aumento a la gasolina.
Hago una invitación a todos los grupos, y a la nueva ma-
yoría en el Congreso, para que se pronuncien a favor de es-
te tema y se cumplan las promesas en campaña.

Continúo con la presentación de mi iniciativa. La raciona-
lidad del pensamiento del ser humano lo pone en la cúspi-
de del proceso evolutivo y, por tal razón, es una obligación
ética procurar la protección de las especies que cohabitan
en su entorno.

El maltrato animal es un factor que predispone a la violen-
cia social y, al mismo tiempo, una consecuencia de la mis-
ma. Forma parte de la cascada de violencia que nos va al-
canzando a todos como individuos y como sociedad.

México es actualmente un referente en materia de viola-
ción a los derechos humanos, pero esto no termina ahí. La
indiferencia, la transgresión de derechos, también afecta a
la población animal.

De acuerdo con cifras de la Asociación Animaturalis, en
México fallecen cada año alrededor de 60 mil animales,
colocándonos en un penoso tercer lugar a nivel mundial en
el registro de maltrato animal.

Un animal debe tener derecho, por lo menos, a vivir en
bienestar, a no ser torturado y a satisfacer sus necesida-
des básicas, pues al igual que nosotros, son seres con ca-
pacidad de sentir dolor, de sentir hambre, frío, aburri-
miento y estrés.
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Tener supremacía lleva consigo una obligación, un com-
promiso, que es la de generarles bienestar como guardián
de las especies inferiores en términos intelectuales. Si real-
mente queremos combatir la violencia en nuestra sociedad,
una parte nuestra lucha consiste también en erradicar el
maltrato a los animales.

Gracias al esfuerzo de organizaciones civiles dedicadas a la
protección de la vida animal en nuestro país, se está generan-
do una mayor conciencia en el respeto de las especies ani-
males, por lo que inspirada en este noble gesto presento el día
de hoy la iniciativa para reformar el Código Penal Federal, a
efecto de contemplar el maltrato animal como un delito y que
pueda ser castigado para erradicar esta práctica.

Con la presente iniciativa se pretende establecer una san-
ción a las personas que directa o indirectamente ejerzan
violencia hacia los animales de compañía, en razón de ser
sujetos responsables de la convivencia entre especies y ser
individuos con superioridad intelectual.

De tal manera se busca imponer pena de tres meses a cin-
co años de prisión y el equivalente de 300 a tres mil días de
multa a quien cometa actos de crueldad y de maltrato por
omisión inexcusable o de manera deliberada e intencional
en perjuicio de cualquier animal, perpetrados por sus pro-
pietarios, poseedores, encargados o terceros que tengan re-
lación en este delito.

Agregamos también a dicho código el término bienestar
animal, a fin de que los animales dejen de ser vistos como
propiedad y empiecen a ser vistos como seres vivos dota-
dos de sensibilidad. El término de bienestar animal se en-
cuentra ya reconocido en algunas legislaciones locales,
particularmente en el artículo 6o, fracción XV, de la Ley de
Bienestar y Protección Animal del estado de Zacatecas, es-
tableciendo que son condiciones que permitan al animal
durante su vida el sano desarrollo físico, de comporta-
miento, así como el conjunto de actividades encaminadas a
proporcionar bienestar, protección, tranquilidad y seguri-
dad a los animales durante la crianza, desarrollo e incluso
sacrificio.

Con la aprobación de la presente iniciativa, sentaremos un
precedente a nivel mundial, pues el maltrato y la crueldad
originan violencia y la violencia delincuencia.

Y concluyo, citando al Premio Nobel de la Paz de 1952, Al-
bert Schweitzer: Cualquiera que esté acostumbrado a me-

nospreciar la vida de cualquier ser viviente, está en peligro
también de menospreciar la vida humana. Muchísimas gra-
cias por su atención. Es cuanto, presidenta.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
del Código Penal Federal, en materia de maltrato animal, a
cargo de la diputada Frida Alejandra Esparza Márquez, del
Grupo Parlamentario del PRD

Problemática

México es actualmente un referente en materia de viola-
ción de los derechos humanos, sin embargo esto no queda
ahí y la indiferencia en la transgresión de derechos también
afecta a la población animal.

De acuerdo con cifras de la asociación AnimaNaturalis, en
México fallecen cada año unos 60 mil animales, colocán-
donos en un penoso tercer lugar a nivel mundial en el re-
gistro de maltrato animal.

La legislación federal aún mantiene una laguna legal en
materia de bienestar animal por lo que es necesario incluir
este concepto así como particularizar las penas hacia deter-
minadas conductas identificadas como maltrato hacia ani-
males de compañía o animales domésticos.

Argumento

En México, el sistema legal tiene su origen en el derecho
romano. En consecuencia, hallamos las figuras de persona,
propiedad, derechos civiles y reales como la base del mar-
co legal de cualquier país.

Las personas tienen derechos y obligaciones, así como pro-
piedad sobre las cosas. Lo que no es persona es por con-
secuencia una cosa; esto incluía a los animales dentro de
los bienes muebles, sin considerar que eran seres vivos.
Mucho menos se pensaría que pudieran contar con dere-
chos, al ser propiedad de la persona.1

Los seres humanos desde siempre hemos visto a los ani-
males como un producto o un recurso que debe estar a
nuestra disposición muchas veces desvalorándolos o vul-
nerando sus intereses mínimos para satisfacer nuestras ne-
cesidades físicas, económicas o emocionales.

Un animal debe tener derecho por lo menos a vivir en bien-
estar, a no ser torturado y a satisfacer sus necesidades básicas,
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pues al igual que nosotros son seres con capacidad de sentir
dolor, placer, hambre, sed, frío, calor, aburrimiento y estrés.

Para los filósofos utilitaristas, las máximas que justifican al
ser racional como único sujeto y destinatario del derecho
han sido objeto de cuestionamientos; así, para Jeremy Ben-
tham la capacidad que tienen los seres vivientes de razonar
o hablar carece de relevancia, no así el sufrimiento que és-
tos puedan padecer.

Para esa corriente, sufrir supone una manifestación de sen-
sibilidad o sentencia y de lo que trata, en últimas, es evitar
cualquier acto que ocasione sufrimiento en el ser vivo, sin
importar su racionalidad; de allí deviene el derecho que tie-
nen los animales a no ser tratados con crueldad. Para Sin-
ger (1985), el ser que siente o “ser sintiente” se erige en el
“único límite defendible de atención hacia los intereses de
otros”, por tanto la acción se traduce en no causar o en dis-
minuir el daño, inclusive en los animales. Más aún, el es-
pecieísmo (2009) que se traduce en la “actitud parcial fa-
vorable a los intereses de los miembros de nuestra propia
especie en contra de otras”, no es razón válida para justifi-
car el daño o quitar la vida del ser.

La idea de experimentar sufrimiento como distintivo del
sujeto moral ha permitido en ciertos escenarios la adopción
de una normativa protectora de los animales, tanto en el
ámbito supranacional como en el constitucional y el legal.
En el ámbito internacional el 15 de octubre de 1978 fue
aprobada por la Organización de la Naciones Unidas para
la Educación, la Ciencia y la Cultura la Declaración Uni-
versal de los Derechos de los Animales y, posteriormente,
acogida por la ONU.2

Actualmente, en el país la mayoría de los estados de la re-
pública cuentan con leyes de protección animal o han re-
formado sus códigos penales para incluir delitos de cruel-
dad animal a fin de dotar a los animales de sensibilidad a
efecto de dejar de ser considerados como recursos o cosas.

Estados con leyes de protección animal

Baja California: El 1 de octubre se hizo la reforma a la
Código Penal luego de que organizaciones protectoras
de animales ejercieran presión al Congreso de Baja Ca-
lifornia con una petición compartida en la plataforma de
Change.Org México.

El Código Penal establece ahora que, “al que intencio-
nalmente realice algún acto de maltrato o crueldad en

contra de un animal, se le impondrá de tres meses a dos
años de prisión y multa de cincuenta a cien días de sala-
rio mínimo vigente en el estado”.

Coahuila: El artículo 293 Bis 1 del Código Penal del
estado habla sobre los delitos en contra de la vida, inte-
gridad y dignidad de los animales y en caso de violar es-
te reglamento se sancionará con una pena de seis a cua-
tro años en la cárcel y una multa desde 6 mil 377 pesos
hasta 31 mil 885. La ley castiga el maltrato injustifica-
do en contra de cualquier especie animal que no consti-
tuya una plaga. Si la crueldad contra un animal pone su
vida en peligro, la sanción podría aumentar en 50 por
ciento.

Colima: Tipificó el 17 de abril del 2013 el delito del
maltrato hacia los animales domésticos y quienes incu-
rran en este crimen deberán ser multados hasta con 300
salarios mínimos y tres años de prisión. Sin embargo, no
tocaron el tema de las corridas de toros ni las peleas de
gallos u otras especies.

Ciudad de México: La reciente legislación por la en-
tonces Asamblea Legislativa del Distrito Federal fue
prohibir a los circos trabajar con animales y sancionar-
los con al menos 300 días de salario mínimo. De esta
forma se convirtió en la séptima entidad mexicana en
prohibir esta actividad. Aprobada el 9 de junio y con re-
formas a los artículos 25, 64 y 65 de la Ley de Protec-
ción a los Animales del Distrito Federal, la ley también
prohíbe que se utilicen a animales en protestas, mar-
chas, plantones y concursos de televisión.

Sobre el maltrato animal, las denuncias han ido en au-
mento en el Distrito Federal en los últimos dos años, pe-
ro aún sigue siendo uno de los temas menos denuncia-
dos porque existen vacíos, aclara Patricia Larios
Muñoz, Subdirectora de Comunicación y Difusión de la
Procuraduría Ambiental y del Ordenamiento Territorial
del Distrito Federal.

Durango: Esta entidad registra la multa más alta en Mé-
xico (10 mil días de salario mínimo) como castigo a
conductas dolosas como tortura, vejación, mutilación
que causen dolor o muerte de los animales y un arresto
mínimo de hasta por 72 horas, si la especie fue asesina-
da. La ley prohíbe las peleas de perros y busca imple-
mentar una cultura de protección y conservación de los
animales, además de sentar precedentes legales.
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Guanajuato: La ley para la protección de los animales
domésticos considera la promoción de la concientiza-
ción de la sociedad hacia los animales y ofrecerles un
trato adecuado que consiste de “medidas para disminuir
su sufrimiento, traumatismo y dolor de los animales du-
rante su captura, traslado, exhibición, cuarentena, experi-
mentación, comercialización entrenamiento y sacrificio.

China, por ejemplo, es uno de los países que más care-
ce de leyes protectoras de animales, pues hasta 2009 no
realizaron su primera legislación en contra de la cruel-
dad animal, luego que las especies en peligro fueran
protegidas.

Jalisco: Aprobó la Ley de Protección Animal estatal
que incrementa multas y sanciones a quienes maltraten
a los animales. La cifra asciende hasta los 300 mil días
de salario mínimo y sanciones administrativas. La ley
prohíbe las peleas de perros, mientras que las peleas de
gallos se permiten considerando que los animales no
“trabajen” por más de 8 horas.

El estado también prohíbe el abandono y la venta de
animales en la vía pública, mantenerlos en azoteas o es-
pacios reducidos. Además que no pueden mantener a
perros para la vigilancia de terrenos baldíos, casas des-
habitadas u otros espacios “sin el cuidado necesario”. Ja-
lisco tampoco permite cortar las cuerdas vocales de ani-
males para evitar sus sonidos, como se propuso en Nuevo
León. Las prácticas zoofílicas y arrojar a especies desde
posiciones elevadas también están castigados.

Michoacán: Castiga a las personas que maltraten a los
animales o priven de la vida a las criaturas. Los delitos
considerados son abandono, abusos sexuales, actos
abusivos y peleas callejeras. El Congreso local aprobó
sanciones de hasta 500 salarios mínimos y 24 meses
de cárcel.

Morelos: El artículo 13 de la Ley Estatal de Fauna dic-
ta que los lugares como zoológicos o cautiverios públi-
cos mantengan espacios que permitan a los animales te-
ner libertad de movimiento.

Puebla: Castiga el maltrato animal hasta con cuatro
años de prisión y multas de hasta 26 mil pesos. El artí-
culo 470 establece que quien realice actos de “maltrato
o crueldad en contra de cualquier animal” para buscar
ocasionarle dolor o sufrimiento, será sancionada. Sin

embargo no se incluyó en esta ley las corridas de toro ni
las peleas de gallo.

Veracruz: Tiene una ley peculiar para sancionar el mal-
trato a mascotas como castigar a quien o quienes hagan
ingerir bebidas alcohólicas a las mascotas, así como dar
drogas sin fines de investigación científica o terapéuti-
cos a los animales. Además de que prohíbe las peleas de
perros, la caza y captura de especies silvestres. Tampo-
co está permitido el uso de animales en ritos o fiestas
tradicionales, aunque en una región de Veracruz se lleva
a cabo una fiesta en febrero que incumple precisamente
todas estas normas.

Por otro lado, actos de zoofilia, mutilaciones, falta de aten-
ción médica, abandono y la privación de aire, agua, espa-
cio alimento y abrigo a las especies serán castigados.

Zacatecas: Cuenta con la Ley de Bienestar y Protección
de los Animales en el Estado de Zacatecas, la cual como
su nombre lo indica tiene la finalidad de proteger la vi-
da y garantizar el bienestar y protección de los anima-
les, además el Municipio de Zacatecas es el primero en
el estado en garantizar la protección y cuidado animal,
bajo un reglamento que fue impulsado a través de la Se-
cretaría de Desarrollo Urbano y Medio Ambiente. Con
su publicación, se garantiza la convivencia armónica en-
tre las personas y los animales de compañía.

La presente iniciativa está motivada de manera impor-
tante en la legislación de ese estado, por considerarla de
las únicas que dan prioridad al bienestar animal como
objeto de su existencia.

Estado de México: Algunas leyes estatales buscan la
protección de ciertas especies específicas, como la de
éste, donde se prevé la protección de las especies de ga-
nado bovino, caprino, porcino, canino, felino, lanar, ca-
ballar, asnal, batracios, peces y aves, a los animales sil-
vestres que no sean nocivos al hombre y a aquellos que
sean exhibidos en circos o zoológicos para “erradicar y
sancionar el maltrato y actos de crueldad. Fomentar el
amor, respeto y consideración hacia ellos”.

Leyes de protección de animales en el mundo

El caso de Suiza es peculiar y ahí si se protege a los anima-
les: si se comprueba un maltrato cruel, los animales pueden
tener un abogado que el propio Gobierno les asigna. Reino
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Unido fue el primer país en tipificar el maltrato animal como
delito, allí las peleas de perros están prohibidas y los derechos
de los caballos y del ganado son reconocidos.

En Alemania se castiga el maltrato animal hasta con tres
años de prisión y Francia sanciona con cárcel o multa a
quien cometa esta práctica; Italia lo castiga de la misma
manera, incluyendo a quienes obligan a trabajar forzada-
mente a las criaturas, sin necesidad.

Pese a lo anterior, a nivel federal no contamos con una le-
gislación que penalice el maltrato animal ni mucho menos
una que reconozca el bienestar de los animales como suje-
tos de derechos por ser seres sintientes.

Hasta hace unos años, a los animales domésticos se le lla-
maba mascotas (del francés mascotte, “talismán”). Sin em-
bargo, las sociedades protectoras de animales están cam-
biando este término por el de animal de compañía para
dejar atrás el sentido de pertenencia y asociar al humano el
papel de cuidador.

Por tanto, el animal doméstico es el animal que vive en
compañía del hombre y depende del mismo para su subsis-
tencia.

El ser humano mantiene la mayor jerarquía en la relación con
los animales y este último, al encontrarse en un nivel de infe-
rioridad en la escala evolutiva, se convierte en un sector vul-
nerable; y el ser humano, en un sujeto responsable.

Tener supremacía lleva consigo una obligación, un com-
promiso, que es la de generarles bienestar como guardián
de las especies inferiores en términos intelectuales. Si real-
mente queremos combatir la violencia en nuestra sociedad,
una parte de nuestra lucha consiste también en erradicar el
maltrato a otros seres vivos.

El Código Sanitario para los Animales Terrestres de la OIE
(Organización Mundial de Sanidad Animal) designa como
bienestar animal “el estado físico y mental de un animal en
relación con las condiciones en las vive y muere”.

El concepto bienestar animal incluye tres elementos: el
funcionamiento adecuado del organismo (lo que entre
otras cosas supone que los animales estén sanos y bien ali-
mentados), el estado emocional del animal (incluyendo la
ausencia de emociones negativas tales como el dolor y el
miedo crónico) y la posibilidad de expresar algunas con-

ductas normales propias de la especie (Fraser, y otros,
1997). Es importante tener en cuenta que no todas las con-
ductas son igualmente importantes en lo que al bienestar
del animal se refiere. Desde un punto de vista práctico, la
indicación más clara de que una conducta es importante en
sí misma es el hecho de que el animal muestra una res-
puesta de estrés o manifiesta conductas anormales cuando
no puede expresar la conducta en cuestión.3

El término bienestar animal se encuentra reconocido en las
legislaciones locales que ya hemos citado, particularmente
el artículo 6 fracción XV de la Ley de Bienestar y Protec-
ción de los Animales en el Estado de Zacatecas establece
que son “condiciones que le permitan al animal, durante su
vida, el sano desarrollo físico, de comportamiento y natu-
ral, así como el conjunto de actividades encaminadas a pro-
porcionar bienestar, protección, tranquilidad y seguridad a
los animales durante su crianza, desarrollo, explotación,
transporte y sacrificio”.

Resulta necesario que nuestro país se adapte a los estánda-
res estatales e internacionales, pues el reconocimiento de
los derechos de los animales y la condena del maltrato a es-
tos seres mejora la calidad de vida de todos, animales y se-
res humanos, pues evita que la conducta violenta o la indi-
ferencia escale hacia nosotros.

Con la presente iniciativa se pretende establecer una san-
ción a las personas que directa o indirectamente ejerzan
violencia hacia los animales de compañía, como sujetos
responsables de la convivencia entre especies al ser los su-
jetos con superioridad intelectual.

Por ello, con base en las consideraciones precitadas y la co-
rrespondiente argumentación, para tener mayor claridad de
la propuesta que ahora se presenta ante esta soberanía, a
continuación se muestra un cuadro comparativo entre la
norma vigente y la propuesta:
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Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, la suscrita, integrante
del Grupo Parlamentario del PRD en la LXIV Legislatura,
somete a consideración de esta soberanía la siguiente ini-
ciativa con proyecto de

Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
del Código Penal Federal, en materia de maltrato ani-
mal

Único. Se adiciona al título vigésimo quinto así como al
capítulo segundo y un artículo 219 Ter del Código Penal
Federal, para quedar como sigue:

Título Vigésimo Quinto
Delitos contra el Ambiente, la Gestión Ambiental 

y el Maltrato Animal

Capítulo Primero
De las actividades tecnológicas y peligrosas

Artículos 414. a 416. (…)

Capítulo Segundo
De la biodiversidad y el bienestar animal

Artículos 417. a 419 Bis. (…)

Artículo 419 Ter. Se impondrá pena de tres meses a cin-
co años de prisión y el equivalente de trescientos a tres
mil días multa a quien cometa actos de crueldad y mal-
trato, por omisión inexcusable o de manera deliberada
e intencional en perjuicio de cualquier animal, perpe-
trados por sus propietarios, poseedores, tenedores, en-
cargados o terceros que entren en relación con ellos, co-
mo en los casos siguientes:

I. Causarles la muerte a través de cualquier medio
que prolongue la agonía o provoque sufrimiento; el
uso o la determinación de tiempos;

II. El sacrificio de animales empleando métodos di-
versos a los establecidos en las normas oficiales me-
xicanas y, en su caso, las normas zoológicas;

III. Cualquier mutilación, alteración de la integridad
física o modificación negativa de sus instintos natu-
rales, que no se efectúe bajo causa plenamente justi-
ficada y cuidado de un especialista o persona debi-
damente autorizada y que cuente con conocimientos
técnicos en la materia;

IV. Todo hecho, acto u omisión que pueda causar do-
lor, sufrimiento, poner en peligro la vida o que afec-
te el bienestar animal;

Año I, Primer Periodo, 15 de noviembre de 2018 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados88



V. Torturar o maltratar a un animal por maldad,
brutalidad, egoísmo, negligencia o diversión;

VI. No brindarles atención médico-veterinaria cuan-
do lo requieran o determinen las condiciones para el
bienestar animal;

VII. Toda privación de aire, luz, alimento, agua, es-
pacio, abrigo contra la intemperie, cuidados médicos
y alojamiento adecuado, acorde a su especie, que
cause o pueda causar daño a un animal;

VIII. Abandonar a los animales en la vía pública o
comprometer su bienestar al desatenderlos por pe-
riodos prolongados.

En caso de sacrificio de animales deberá ser humanita-
rio conforme a lo establecido en las normas oficiales
mexicanas y normas zoológicas.

El sacrificio de un animal no destinado al consumo hu-
mano, sólo podrá realizarse en razón del sufrimiento
que le cause un accidente, enfermedad, incapacidad fí-
sica o trastornos seniles que comprometan su bienestar,
como de aquellos animales que se constituyan en ame-
naza para la salud, la economía del dueño o tenedor o
los que por exceso de su especie signifiquen un peligro
grave para la sociedad.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Paulina Contreras, Leyes de protección animal en México, 2018.

2 Vásquez Avellaneda, D.; y Navarrete Peñuela, M. (2010). “El mal-
trato animal. Una reflexión desde la sostenibilidad y las tradiciones
culturales”, en Ingeniería de Recursos Naturales y del Ambiente (9),
39-43.

3 Botreau R, Veissier I, Butterworth A, Bracke M B M y Keeling L J
2007. “Definition of criteria for overall assessment of animal welfare”,
en Animal Welfare, 16: 225-228.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 31 de octubre de 2018.— Dipu-
tadas y diputados: Frida Alejandra Esparza Márquez, Elba Lorena
Torres Díaz, Janet Malanie Murillo Chávez, Lidia Nallely Vargas Her-

nández, Lilia Villafuerte Zavala, Martha Robles Ortiz, Xochitl Nas-
hielly Zagal Ramírez (rúbricas).»

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Gracias. Túrnese a la Comisión de Justicia, para
su dictamen.

Están también en esta Cámara los alumnos del tercer grado
de la Escuela Secundaria Técnica 68 Pesquera, de Caleta
de Campos, municipio de Lázaro Cárdenas, Michoacán, in-
vitados por la diputada Julieta García Zepeda. Sean bien-
venidas y bienvenidos.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, la dipu-
tada Leticia Mariana Gómez Ordaz, para presentar iniciati-
va con proyecto de decreto que adiciona el artículo 132 de
la Ley Federal del Trabajo, suscrita por diputados inte-
grantes del Partido Verde Ecologista de México y de Mo-
rena.

La diputada Leticia Mariana Gómez Ordaz: Tócate para
que no te toque, Tómalo a pecho, Hoy toca por ellas. Estos
mensajes pertenecen a campañas que han estado creadas pa-
ra sensibilizar a toda la población sobre lo importante de la
detección oportuna del cáncer de mama, pues ello puede sig-
nificar la diferencia entre la vida y la muerte.

Uno de los esfuerzos más importantes para educar sobre el
papel preponderante que tiene la prevención y detección
oportuna de esta terrible enfermedad, ha sido la celebra-
ción, a nivel mundial, del Mes de Sensibilización del Cán-
cer de Mama, que se lleva a cabo todo octubre de cada año
y cuya finalidad es redoblar los trabajos desde todas las
trincheras para que el mensaje llegue al mayor número de
mujeres.

A pesar de la existencia de estas campañas, el escenario de
cáncer de mama en nuestro país es alarmante, pues ha au-
mentado el número de personas que mueren por este pade-
cimiento. Por ello resulta necesario realizar acciones que
permitan materializar de manera efectiva sus objetivos.

De acuerdo al programa de Prevención y Control de Cán-
cer de la Mujer, perteneciente a la Secretaría de Salud del
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gobierno de la República, el cáncer de mama ocupa el pri-
mer lugar en incidencia en los tumores malignos de las me-
xicanas.

Por su parte, el Inegi, con datos del año de 2014, señala que
en México se registran 28 nuevos casos por cada 100 mil
mujeres de 20 años y más. Del mismo modo, señala que la
tasa de mortalidad por tumor maligno de mama en este pa-
ís fue de 15 defunciones por cada 100 mil mujeres mayo-
res a 20 años.

No puede pasar desapercibido que la mayoría de las muje-
res afectadas son mujeres adultas en edad productiva, quie-
nes están integradas al mercado laboral y ven reducida la
calidad de vida de ellas y de sus familias, en todos los as-
pectos.

Ante este panorama, es necesario que tanto las instituciones
públicas como el sector privado y la sociedad civil unan es-
fuerzos para dar una respuesta integral a este problema.

Las herramientas disponibles en la actualidad para la
prevención y el diagnóstico precoz del cáncer de mama,
son especialmente importantes para aquellas mujeres que
presentan mayor riesgo de desarrollar la enfermedad,
pues el inicio temprano del tratamiento reduce el índice
de mortalidad.

Es la mamografía el principal método utilizado para su de-
tección, por ser el único estudio con imágenes que detecta
las lesiones malignas desde los 18 meses hasta cuatro años
antes de que la lesión sea clínicamente evidente, quedando
claro que la detección oportuna mejora el pronóstico de su-
pervivencia.

Lamentablemente muchas mujeres, a pesar de contar con la
información sobre la importancia de la detección, no acuden
a realizarse el estudio, son múltiples las razones por la cuales
nuestras mujeres no se están realizando de manera regular es-
tos importantes estudios que pueden salvar su vida.

Aunque parece increíble, entre ellas está la falta de tiempo
pues, para algunas, acudir al médico representa una pérdi-
da de la jornada laboral, y con ello el descuento de un día
de salario, algo que no se pueden permitir.

Cuando se trata de la salud de las personas el Estado no so-
lo debe proporcionar atención médica, sino las condiciones
necesarias para garantizar el acceso a la misma.

Por esta razón, surge la necesidad de seguir impulsando ac-
ciones que beneficien el empoderamiento de las mujeres,
especialmente de las trabajadoras, y una de ellas es la pro-
tección a su salud.

Por lo anterior, los diputados del Partido Verde Ecologista,
presentamos esta iniciativa de ley que adiciona la fracción
XXX al artículo 132 de la Ley Federal del Trabajo, para
otorgar un día de licencia anual a las mujeres trabajadoras
para que asistan a realizarse estudios preventivos de mas-
tografía y ginecológicos, sin el temor de verse perjudicadas
en el ámbito laboral. Es cuanto.

«Iniciativa que adiciona el artículo 132 de la Ley Federal
del Trabajo, suscrita por integrantes de los Grupos Parla-
mentarios del PVEM y Morena

Quienes suscriben, diputados federales integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de la
LXIV Legislatura y los diputados federales Nayeli Arlén
Fernández Cruz, Érika Mariana Rosas Uribe, Ana Patri-
cia Peralta de la Peña, Francisco Elizondo Garrido y
Humberto Pedrero Moreno, con fundamento en lo dis-
puesto por los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, frac-
ción I, 77 y 78, del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someten a consideración de esta asamblea la
presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
adiciona una fracción XXX al artículo 132 de Ley Fede-
ral del Trabajo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Según la Organización Mundial de la Salud (OMS), el cáncer
de mama es el más frecuente en las mujeres de los países des-
arrollados y de los países en desarrollo. La incidencia de cán-
cer de mama está aumentando en el mundo debido a la ma-
yor esperanza de vida, el aumento de la urbanización y la
adopción de modos de vida occidentales.

Pese al avance para su erradicación, las estrategias de pre-
vención no pueden eliminar la mayoría de los casos de
cáncer de mama que se dan en los países de ingresos bajos
y medios, donde el diagnóstico del problema se hace en fa-
ses muy avanzadas, por ello la detección precoz sigue sien-
do la piedra angular del control del cáncer de mama.

La OMS promueve el control del cáncer de mama en el
marco de los programas nacionales de lucha contra el cán-
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cer, integrándolo en la prevención y el control de las enfer-
medades no transmisibles.

El escenario epidemiológico del cáncer de mama en nues-
tro país es alarmante, pues cada vez más personas mueren
por este padecimiento, lo cual hace necesario que tanto las
instituciones públicas, como el sector privado y la sociedad
civil unan esfuerzos para dar una respuesta integral a este
problema.

De acuerdo al Programa de Prevención y Control del Cán-
cer de la Mujer, de la Secretaría de Salud del gobierno de
la República, el cáncer de mama ocupa el primer lugar en
incidencia de las neoplasias malignas (tumores) en las mu-
jeres en nuestro país, siendo el grupo de edad más afecta-
do las mexicanas que se encuentran entre los 40 y los 59
años de edad.1

Por su parte, el Instituto Nacional de Estadística y Geogra-
fía (Inegi), con datos de 2014, señala que en México se re-
gistraron 28.75 nuevos casos por cada 100 mil mujeres de
20 años y más.2 Del mismo modo, el Inegi establece que la
tasa de mortalidad por tumor maligno de mama en el país
fue en 2014 de 15 defunciones por cada 100 mil mujeres de
20 años y más.3

Por su parte, en cuanto respecta al porcentaje de mujeres
que padecen cáncer de mama y que fallecen a conse-
cuencia de éste, la Doctora Liliana Gómez, investigado-
ra del Instituto de Investigaciones Biomédicas de la Uni-
versidad Nacional Autónoma de México, citando un
artículo de la Global Health and Cancer, señaló que en
Latinoamérica fallece 14 por ciento de las afectadas,
mientras que en las dos naciones al norte de la frontera
de nuestro territorio (Estados Unidos y Canadá) el índice
de mortandad es de la mitad.4

Las cifras en sí reflejan la magnitud de un problema grave,
sin embargo, los alcances y consecuencias del cáncer de
mama van mucho más allá, pues quienes lo padecen en-
frentan consecuencias personales, sociales y laborales deri-
vadas de la enfermedad y su tratamiento.

Las mujeres afectadas por este padecimiento deben enfren-
tar consecuencias que además de poner en riesgo su bien-
estar, afectan significativamente su núcleo social y fami-
liar, pues aquellos quienes las rodean se ven involucrados
en una serie de situaciones que, sin duda, tienen impactos
negativos en su estabilidad emocional.

Cambios físicos y económicos, los primeros a causa de las
terapias para su tratamiento, que en algunos casos deriva
en la extirpación de las glándulas mamarias, mientras que
los segundos surgen como consecuencia de varios factores,
el principal, los altos costos de la atención médica del pa-
decimiento, sin omitir el abandono laboral provocado por
la necesidad de atenderse, ya que, en ocasiones, la falta de
apoyo por parte de los patrones culmina con la pérdida del
empleo.

Si bien es cierto que las autoridades de salud en el país han
realizado grandes esfuerzos con la finalidad de generar las
condiciones necesarias para la detección y atención opor-
tuna del cáncer de mama, no se puede dejar de observar la
creciente y, sobre todo, alarmante cifra de mujeres diag-
nosticadas con la enfermedad, cuyas posibilidades de su-
pervivencia aumentan significativamente cuando se actúa
de manera pronta y se les garantiza un tratamiento adecua-
do. En este sentido, se trata de generar conciencia entre la
población de la importancia de acudir periódicamente a re-
alizarse exámenes médicos (mastografía, ultrasonido y re-
sonancia magnética) con el objeto de detectar a tiempo la
presencia de tumores malignos.

Por lo anterior, el Partido Verde Ecologista de México pro-
pone establecer en la Ley Federal del Trabajo el otorga-
miento de una licencia para que las mujeres trabajadoras
asistan a realizarse estudios de mastografía y ginecológi-
cos, intentando con ello que las mujeres participen plena-
mente en las acciones de prevención sin el temor de verse
perjudicadas en el ámbito laboral, siendo esto una de las
principales razones por la que las mujeres no asisten de
manera regular a realizarse revisiones y estudios clínicos
preventivos.

Dicha propuesta se ha venido explorando a escala interna-
cional, ejemplo de ello es Argentina, donde el parlamento
de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires impulsó una ini-
ciativa para promover la importancia de la detección tem-
prana del cáncer de mama. De aprobarse dicha iniciativa,
los organismos públicos y entes descentralizados de la ciu-
dad deberán otorgar a sus trabajadoras un día de licencia al
año para realizarse los estudios mamográficos y ginecoló-
gicos anuales, lo cual ya se hace en el cuerpo parlamenta-
rio referido.5

Creemos que la propuesta es una de las muchas acciones
que deben seguir impulsándose para prevenir el cáncer de
mama, de tal suerte que la licencia que se propone otorgar
no representaría una pérdida significativa para el patrón,
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especialmente si se compara con los enormes beneficios
que puede generar para nuestro sistema de salud, pues se-
gún datos referidos por el Instituto Mexicano del Seguro
Social, el cáncer de mama es la primera causa de muerte en
dicha institución y la cuarta de mayor gasto, con 3 mil 143
millones de pesos en 2016, cifra que podría dirigirse a
otros rubros de atención médica.

Es evidente la necesidad de seguir impulsando acciones
que le garanticen a las mujeres mexicanas mejores condi-
ciones de vida, a través de la protección de su salud, para
que puedan vivir de manera plena y aportar al país todo su
potencial.

Por lo expuesto, quienes suscribimos, sometemos a la con-
sideración de esta honorable asamblea el siguiente proyec-
to de

Decreto por el que se adiciona una fracción XXX al ar-
tículo 132 de la Ley Federal de Trabajo

Único. Se adiciona una fracción XXX al artículo 132 de la
Ley Federal del Trabajo, para quedar como sigue:

Artículo 132. Son obligaciones de los patrones:

I. a XXIX. …

XXX. Otorgar a las trabajadoras un día de licencia
al año con goce de sueldo por un máximo de veinti-
cuatro horas para acudir a realizarse estudios de
mastografía y ginecología, debiendo presentar com-
probante médico que acredite la realización de los
mismos.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Véase, Argüello Esparza, Elías Yused, “Cáncer de la Mujer en Méxi-
co”, Programa de Prevención y Control del Cáncer de la Mujer, Secre-
taría de Salud del Gobierno de la República. Disponible en: 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/248801/Cancer-
delaMujer.pdf

2 Véase, “Estadísticas a propósito del día mundial de la lucha contra el
cáncer de mama (19 de octubre)”, Instituto Nacional de Estadística y
Geografía, 17 de octubre de 2016. Página 5. Disponible en: 

http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/aproposito/2016/ma-
ma2016_0.pdf

3 Ibídem. Página 1.

4 Véase, “En México más mujeres con cáncer de mama”, Gaceta Di-
gital UNAM, Número 4,913, 19 de octubre de 2017. Disponible en: 

http://www.gaceta.unam.mx/20171019/en-mexico-mas-mujeres-
con-cancer-de-mama/

5 Véase, “Otorgan licencia para exámenes mamarios y ginecológicos”,
Portal electrónico de la Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires, 17
de octubre de 2014. Disponible en: 

https://www.legislatura.gov.ar/_post_old.php?ver=4091

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de noviembre de
2018.— Diputadas y diputados: Leticia Mariana Gómez Ordaz, Ar-
turo Escobar y Vega, Ana Patricia Peralta de la Peña, Beatriz Manrique
Guevara, Carlos Alberto Puente Salas, Elba Lorena Torres Díaz, Erika
Mariana Rosas Uribe, Francisco Elizondo Garrido, Humberto Pedrero
Moreno, Jesús Carlos Vidal Peniche, Jesús Sergio Alcántara Núñez, Jo-
sé Luis García Duque, Juan Martín Espinoza Cárdenas, Lyndiana Eli-
zabeth Bugarín Cortés, Marco Antonio Gómez Alcantar, Nayeli Arlén
Fernández Cruz, Oscar Bautista Villegas, Rogelio Rayo Martínez, Xo-
chitl Nashielly Zagal Ramírez (rúbricas).»

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Gracias, diputada. Túrnese a la Comisión de
Trabajo y Previsión Social, para su dictamen.

LEY FEDERAL DE CINEMATOGRAFÍA

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, para pre-
sentar una iniciativa que reforma el artículo 37 de la Ley
Federal de Cinematografía, la diputada Simey Olvera Bau-
tista, de Morena. Adelante, diputada. Gracias.

La diputada Sandra Simey Olvera Bautista: Diputados,
diputadas, ciudadanos que nos siguen a través del Canal
del Congreso, de las diferentes redes o de las diferentes ví-
as; a todos, mi reconocimiento por su atención.
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En los últimos días se ha generado una serie de notas y es-
peculaciones del trabajo legislativo en torno a la cultura. Es
el motivo que me trae aquí, se han hecho aseveraciones y
suposiciones sin saber el fondo. En general, muchas veces
así es la vida política; sin embargo, cuando uno tiene el res-
paldo de la realidad no hay nada que mueva una intención
genuina de apoyar y modificar desde lo profundo, cuestio-
nes tan delicadas como lo son los recursos destinados al ar-
te, donde nunca nada es suficiente.

Lo sabemos y lo sabe la UNESCO, quien ha sugerido des-
tinar el uno por ciento de los recursos a un país, de un pa-
ís a la cultura. Sin embargo, en México no llegamos ni a
ese mínimo porcentaje y de ahí tal vez les la situación de
violencia, falta de valores y un largo etcétera.

No obstante, en este próximo gobierno se tiene contempla-
do como eje fundamental y desde aquí habremos de res-
paldar en suma lo que beneficie no solo a un sector, sino a
la mayoría, aquellos que nunca les ha llegado nada preci-
samente de lo maravillo que hacen los creadores, los talen-
tos de México.

Me refiero a esos miles y miles que viven en la pobreza, en
la clase baja, aquellos que ni siquiera van al cine. Ahí es don-
de queremos llegar. Qué bien que hoy exista un gremio orga-
nizado para debatir, aportar y, por supuesto, canalizar y al-
canzar esas comunidades donde están ávidas de tantas cosas.

Yo provengo de Hidalgo, uno de los estados más pobres del
país, y eso que está aquí al ladito de la gran Ciudad de Mé-
xico. Pero ahí, entre la aparente cercanía hay una pobreza
extrema en muchos de sus municipios. Por eso sé de lo que
hablo cuando decimos que los recursos deben distribuirse
sin corrupción, con transparencia y sobre todo empeñando
el alma y el corazón desde todas las trincheras, y esta, la
trinchera legislativa, la nueva forma legislativa es una ma-
nera de ir generando condiciones.

Por ello, nuestras propuestas están sujetas a la discusión
abierta, al debate, a las ideas, al presentarse en pleno exis-
te todo un procedimiento y ustedes lo saben.

Hace poco se difundió la propuesta de una reforma de Ley
de Impuesto Sobre la Renta, iniciativa que está enlistada,
pero que aún no se ha presentado para ser turnada. No obs-
tante, se han expresado diversos sectores con quien nos he-
mos reunido para analizar el tema, que cobra hoy más in-
terés porque es momento de ver el filme de una manera
distinta.

Nuestro compromiso es con la sociedad, con los que menos
tienen, con los que han sido olvidados por élites fifís. El re-
sultado último deberá ser precisamente el trabajo legislati-
vo, el que fortalezca la democracia, el que erradique a toda
costa cualquier indicio de abuso y desventaja en detrimen-
to de otros.

Espero, por tanto, que el mejor de los proyectos llegue a
cada uno de sus distritos que ustedes están representando
aquí.

En este sentido y por cuestiones de tiempo, abordaré solo
lo básico de la iniciativa que hoy presento. Se trata de una
reforma al artículo 37 de la Ley de Cinematografía, gremio
que, por cierto, ha estado muy interesado en el trabajo, lo
cual agradezco y saludo aquí su presencia y respaldo para
continuar fortalecidos por un bien común.

La industria cinematográfica es uno de los motores de de-
sarrollo económico y cultural más importantes del mundo.
A través de él es posible canalizar la capacidad de tantas
personas y, por supuesto, se han creado instrumentos para
financiarlo, para dotar a los cineastas y realizar así sus pro-
ducciones. Está Foprocine, Eficine, y en 1999 se crea Fi-
decine, mismo que se formaliza en el artículo 37 de la Ley
Federal de Cinematografía, cuyo objeto es el fomento y
promoción permanente de la industria cinematográfica.

El Fidecine cuenta con un comité técnico y sus integrantes
necesariamente deben estar vinculados con el quehacer ci-
nematográfico. Empero, la presentación de la base trabaja-
dora se limita solo a un sindicato, cuando en la actualidad
existen más de 15 sindicatos, más de 15 agrupaciones, que
no propiamente tienen la representación del único sindica-
to que participa en estas tomas de decisiones.

Por ello, la presente iniciativa busca ser incluyente y con-
siderar a todas las organizaciones gremiales, que precisa-
mente representen a los trabajadores, pero a todos, de la in-
dustria, y entre ellos a la clase, por supuesto, de los
sindicatos, para que designen a quienes participarían en el
análisis de proyectos que en su momento ellos son los acre-
edores a recibir los apoyos de este fondo.

Esto, como cualquier otra iniciativa, se ejerce, se presenta
bajo nuestro derecho del artículo 71 de la Constitución Po-
lítica y estamos conscientes que se turnará a la comisión
correspondiente para ser sometida a un proceso, por su-
puesto, de dictamen.
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Aprovecho para reiterar que en Morena estamos muy aten-
tos a establecer los mecanismos que fortalezcan la toma de
decisiones, a las manifestaciones de los diferentes gremios.
Estamos interesados en escuchar ideas y preocupaciones, a
recibir opiniones y formas de expresión…

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Concluya, diputada.

La diputada Sandra Simey Olvera Bautista: -Termino-
…porque solo así podremos legislar de manera equitativa.
Esta es la intención cuando se organizan foros, mesas de
trabajo. Queremos identificar las necesidades y el deseo de
la población. Cierto es que vamos comenzando, que hay
muchas maneras de perfeccionar, que esta obra no está ter-
minada. Y todos nosotros, compañeros, somos barro, por
eso solicitamos la participación de todos en esta Cámara,
para llegar a la sociedad, a los medios objetivos y, por su-
puesto, a la interacción sana de llegar a un buen puerto.

Queremos lograr la cuarta transformación…

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Concluya, por favor.

La diputada Sandra Simey Olvera Bautista: …y este
trabajo es de todos. Ojalá que sea la cultura la vía. Muchas
gracias, es cuanto, diputada presidenta.

«Iniciativa que reforma el artículo 37 de la Ley Federal de
Cinematografía, a cargo de la diputada Simey Olvera Bau-
tista, del Grupo Parlamentario de Morena

La que suscribe, Simey Olvera Bautista, diputada integran-
te del Grupo Parlamentario de Morena en la LXIV Legis-
latura, en ejercicio de la facultad conferida en el artículo
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como 6, fracción II, y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a considera-
ción de esta asamblea iniciativa con proyecto de decreto
que reforma el artículo 37 de la Ley Federal de Cinemato-
grafía, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Más allá del entretenimiento, la cinematografía nacional es
una forma de proyección de nuestra cultura hacia el mun-
do entero. Es también un detonador económico que genera
empleos y promueve la vena de productos y servicios. El
gobierno de la República ha creado diversos instrumentos

financieros para promover la industria cinematográfica, co-
mo el fideicomiso denominado Fondo de Inversión y Estí-
mulos al Cine (Fidecine), cuyo objeto es el fomento y pro-
moción permanente de la industria cinematográfica
nacional y brindar un sistema de apoyos financieros, de ga-
rantía e inversiones en beneficio de los productores, distri-
buidores, comercializadores y exhibidores de películas na-
cionales. El Fidecine cuenta con un comité técnico y sus
integrantes necesariamente deben estar vinculados con el
quehacer cinematográfico. Uno de los representantes del
comité lleva la representación sindical.

La conformación del comité está señalada en el artículo 37
de la Ley Federal de Cinematografía que data del 29 de di-
ciembre de 1992. En la redacción original se contempla la
participación de sólo un sindicato, el único existente en ese
entonces. Actualmente se han incrementado las representa-
ciones de los sectores que conforman el sector y al con-
templarse en el comité una sola agrupación como repre-
sentante de los trabajadores, hay un detrimento de los
derechos de igualdad con relación a los otros sindicatos
existentes y de los trabajadores dentro de la industria cul-
tural cinematográfica.

En razón de lo anterior, la presente iniciativa propone que
se modifique la redacción del artículo que se pretende re-
formar con el propósito de que se contemple la posibilidad
de incluir en el comité antes mencionado, la representación
de los trabajadores organizados, considerando el universo
todos los sindicatos y asociaciones laborales existentes y
no beneficiar únicamente a uno, tal y como se encuentra
actualmente. Mantener la legislación en los términos ac-
tuales es excluyente y antidemocrático.

Sin lugar a dudas, el cine es una de las formas de mayor di-
fusión de la cultura de México. Es una gran industria que ge-
nera fuentes de empleo, inversiones, productos creativos y
promoción turística. Cuando se hace una película se detona
un gran número de actividades que tienen que ver con profe-
siones de diferente índole, como actores, directores, guionis-
tas, productores, camarógrafos, iluminadores, escenógrafos,
maquillistas, diseñadores de vestuarios, para arrojar un pro-
ducto final que llegará a un gran público que estará dispues-
to a ver algo en la pantalla. Estamos hablando de un motor
económico con un peso cultural importante.

El primer ordenamiento en este ámbito fue en 1949 cuan-
do se promulgó la Ley de la Industria Cinematográfica.
Posteriormente se modificó en 1952, justo cuando se refor-
mó la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
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nos para facultar al Congreso para legislar en materia de ci-
nematografía. Tuvieron que pasar 43 años para que en
1992 se expidiera la Ley Federal de Cinematografía que es-
tá vigente. El propósito fundamental fue fomentar la crea-
ción y dar las condiciones para que todos los mexicanos es-
tén en posibilidades de disfrutar de los bienes artísticos y
culturales en este campo y así impulsar el desarrollo cultu-
ral de México, imprescindible para el progreso político,
económico y social, y a la vez ampliar las oportunidades de
acceso a los diversos sectores de la cultura y el arte.

La cinematografía es el ejemplo más claro de cómo una acti-
vidad cultural necesita de la existencia previa de una cadena
productiva industrial para garantizar su subsistencia y esta-
blecer una buena comunicación con su público, adquiriendo
las características de lo que se denomina una industria cultu-
ral. El cine, visto sólo como una actividad artística, se queda-
ría rezagado y condenado a que sólo unos cuantos pudieran
acceder al trabajo creativo sin la participación de todos los
colaboradores que requieren una producción cinematográfi-
ca. Por otro lado, una industria cinematográfica que prescin-
de del arte y la creatividad puede alcanzar grandes ventas, pe-
ro su paso por la vida sería efímero.

La ley de 1992 dejaba a esta actividad cultural a las fuer-
zas del mercado. Esta situación trajo como consecuencia
una crisis que puso en riesgo de extinción a la expresión
fílmica nacional.

La industria cultural cinematográfica nacional se ha trans-
formado desde que se decretó la ley vigente y ello ha lle-
vado al Legislativo a reformar este ordenamiento en seis
ocasiones.

La primera reforma fue en 1996, cuando se derogó el artí-
culo 5 original para que la Cineteca Nacional fuera admi-
nistrada por la Secretaría de Educación Pública a través del
Consejo Nacional para la Cultura y las Artes, en vez de es-
tar sectorizada a la Secretaría de Gobernación. 

La reforma de 1999 fue de gran envergadura, pues se aña-
den 32 artículos para establecer las condiciones en que el
Estado mexicano tuviera la obligación de fomentar e im-
pulsar la producción, distribución y exhibición cinemato-
gráfica. En esta reforma se definen los conceptos de indus-
tria cinematográfica nacional, obra cinematográfica, y se
establece la titularidad de los derechos de explotación de
una obra cinematográfica. Se reorganiza la ley de tal ma-
nera que el objeto de la ley se integra en disposiciones ge-
nerales; el capítulo de producción, exhibición y comercia-

lización se divide en tres y se conforman en capítulos dife-
rentes. Además se agregan los capítulos referentes con la
comercialización, distribución, clasificación, importación
de películas, fomento a la industria cinematográfica, desta-
cando la creación del Fondo de Estímulos al cine (Fideci-
ne) con un espíritu democrático donde los que decidan se-
an especialistas que conformen parte de todos los sectores
de la cadena productiva y los sectores social y privado, la
cineteca nacional, autoridades competentes y sanciones,
este último capítulo que sustituye al de infracciones.

En 2002 se hace una reforma mínima, consecuencia de una
reforma a la Ley Federal de Derechos cuando se estableció
que los fondos recaudados por los derechos por trámites se
destinarían al Fidecine y se impuso que por cada boleto que
se vendiera para las exhibiciones en salas, se destinaría un
peso para el mismo fondo de apoyo.

La cuarta reforma, en el año 2006, cambia de manera sus-
tancial la atribuciones de la Secretaría de Educación Públi-
ca a través del Consejo Nacional para la Cultura y las Ar-
tes otorgándole básicamente las facultades para coordinar
y supervisar, en lugar de dirigir y administrar.

La reforma número cinco de 2010 adiciona nueve artículos
estableciendo visitas de verificación y medidas de asegura-
miento a cargo de la Secretaría de Gobernación a través de la
Dirección General de Radio, Televisión y Cinematografía.

Finalmente, la reforma de diciembre de 2015, para sustituir
Secretaría de Educación Pública por Secretaría de Cultura
a partir de la creación de la nueva dependencia.

Lamentablemente la reforma de 2002 quedó sin efectos, pues
aunque se impuso lo que se denominó popularmente el peso
en taquilla, como la Ley Federal de Cinematografía refiere
como una de las aportaciones al Fidecine lo señalado en la
fracción IV del artículo 19 C de la Ley Federal de Derechos,
se derogó 23 meses después, sin reformar la Ley Federal de
Cinematografía, de tal suerte que esta última refiere un apo-
yo para la producción cinematográfica a partir de un artículo
de la Ley Federal de Derechos inexistente.

De todas estas reformas la más importante fue la de 1999
ya que, además de definir con mayor claridad varios con-
ceptos que se usan dentro del ámbito cinematográfico, se
crea el fideicomiso –al que ya nos hemos referido– deno-
minado Fondo de Inversión y Estímulos al Cine (Fidecine),
cuyo objeto, de acuerdo con lo que señala el artículo 33 del
propio ordenamiento, será el fomento y promoción perma-
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nentes de la industria cinematográfica nacional, que permi-
ta brindar un sistema de apoyos financieros, de garantía e
inversiones en beneficio de los productores, distribuidores,
comercializadores y exhibidores de películas nacionales.

Aquí está justamente la esencia de la iniciativa que se pre-
senta. Cuando se crea el Fidecine, se establece cómo se in-
tegra el fondo, cuál debe ser el destino de los recursos, la
estructura del fideicomiso y en el artículo 37 se señala que
para la evaluación de los proyectos y el otorgamiento de
los recursos, el Fidecine contará con un comité técnico in-
tegrado por un representante de la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público; uno del Instituto Mexicano de Cinema-
tografía; uno por la Academia Mexicana de Ciencias y Ar-
tes Cinematográficas; uno del Sindicato de Trabajadores de
la Producción Cinematográfica de la República Mexicana
(STPC), uno de los productores, uno de los exhibidores y
uno de los distribuidores, a través de sus organismos re-
presentativos.

Vale la pena señalar que después de 1999, el proceso para
la democratización del país se ha acelerado de manera muy
dinámica. La participación social y de los diversos sectores
ha cobrado mayor relevancia y ha sido determinante para
mejorar la definición de políticas públicas, establecer me-
canismos para la rendición de cuentas, la transparencia y el
más óptimo ejercicio de los recursos públicos.

La reforma de 1999, tal como lo dijo en 1998 el senador
Eduardo Robledo Rincón, en la tribuna al aprobarse el dic-
tamen en la Cámara de Senadores:

“...responde a una sentida y unánime demanda de la co-
munidad cinematográfica... se rompen años de burocra-
tismo, y se propicia la participación de todos los secto-
res. Por ello, la propuesta alienta a aquellos elementos
de desregulación, notoriamente propiciatorio, de una
moderna industria cinematográfica... Se busca con ello,
ser receptivo y consciente del momento de crisis del ci-
ne. Pero también, de la voluntad colectiva de transfor-
mación que predomina hoy entre todos sus miembros...
Se impulsó la participación de quienes están directa-
mente involucrados en la actividad cinematográfica. Es-
to es, de productores, de directores, de guionistas, de ac-
tores, de dirigentes sindicales y representantes de
instituciones académicas. Todo esto, con el propósito de
mantener abiertas las puertas de las comisiones del Se-
nado, a todos aquellos que quisieran expresar sus pun-
tos de vista en torno a la iniciativa...”.

Es preciso reconocer que actualmente la integración del co-
mité a que se refiere el artículo 37 de la Ley Federal de Ci-
nematografía no permite la participación equilibrada de
sectores importantes de la industria quienes tendrían que
intervenir de acuerdo con el espíritu del legislador y con
los avances democráticos que demanda la sociedad sobre
todo cuando se trata de ejercer de manera justa, equitativa
y transparente los recursos públicos.

Es nuestra obligación reconocer el derecho consagrado en
nuestra Carta Magna, en relación con la posibilidad de que
todo trabajador y toda trabajadora puedan organizarse en
sindicatos con la finalidad de hacer valer y, en su caso, pro-
teger sus conquistas laborales, en beneficio de su calidad
de vida, tranquilidad, solvencia y futuro económico.

Es claro que a lo largo de los años, las organizaciones gre-
miales, incluso dentro de una misma institución se han di-
versificado, por ello no es ajeno al legislador la existencia
de dos o más figuras sindicales que, con independencia de
la temporalidad con que haya sido constituida una respec-
to de la otra, deben tener los mismos derechos a participar
en aquellos asuntos que les mandata la norma adjetiva.

Actualmente, en el ámbito sindical cinematográfico se
cuenta con más de diez organizaciones fílmicas, pero po-
dría duplicarse si tomamos en cuenta otros sindicatos, co-
mo los de la televisión y el audiovisual cuya convergencia
tecnológica e interacción ya es un hecho, aunque podría
haber la participación de trabajadores que tienen la libertad
constitucional de no estar agremiados en una representa-
ción sindical.

El artículo 37 de la Ley Federal de Cinematografía es ana-
crónico, ya que establece que uno de los integrantes del Fi-
decine es un integrante del STPC. Un sindicato, creado en
1946, que contaba originalmente con secciones que ya no
existen. Hoy por hoy están otros, entre los cuales podemos
señalar la Sección de Autores y Compositores de Música,
la Sección 49 del Sindicato de Trabajadores de la Industria
Cinematográfica (STIC, 1934), la Sección 50 del (STIC,
1979), el Sindicato de Técnicos y Manuales (1974), el Sin-
dicato Justo Sierra (1994); la Asociación Nacional Cine-
matográfica de Trabajadores Independientes (Anciti,
1989), los sindicatos espejo de las secciones que agrupa el
STPC como son el Sindicato de Directores y Realizadores
(1990), el Sindicato de Escritores de Cine, Radio y Televi-
sión y la Asociación Nacional de Actores (1946).
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También están facultados por la ley algunos sindicatos de la
Radio y la Televisión que prestan sus servicios a empresas de
televisión y el audiovisual, mismos que cuentan con una sec-
ción para dar servicios cinematográficos como son: Sindica-
to Industrial de Trabajadores y Artistas de Televisión y Radio,
Similares y Conexos de la República Mexicana (Sitatyr), Sin-
dicato de Trabajadores de la Industria de la Radiodifusión,
Televisión, Similares y Conexos de la República Mexicana
(STIRT), Sindicato Nacional de la Industria de Trabajadores
de Radio y Televisión y Conexos de la República Mexicana
con sede en Nuevo León (STRV), Sindicato de Empleados de
Radio, Televisión, y Organizaciones conexas de la República
Mexicana (SERTOC), sede en Jalisco.

Con base en lo anterior, se propone la siguiente modifica-
ción:

El hecho de que los legisladores privilegiaran al STPC co-
mo miembro permanente del Comité Técnico del Fidecine,
se hizo pensando que en su estructura seccional se agrupa-
ban directores, guionistas, técnicos, filarmónicos (músicos)
y actores, lo que permitía una sana rotación para que se
cumpliera el espíritu incluyente, lo que impedía la creación
de grupos de poder con intereses creados.

Desgraciadamente, mientras se rotaban los representantes
de la producción, distribución, exhibición, Imcine y Aca-
demia, en el STPC siempre se ha enviado a la misma re-
presentante desde 2002 hasta nuestros días. Esta situación
ha provocado la molestia entre la comunidad fílmica, ya
que no hay certidumbre de que haya un espíritu que permi-
ta participar a todos los trabajadores por igual, ya que es
muy probable que no se incluya a productores que no son
afines a la agrupación sindical. Para evitar lo anterior, los
otros sindicatos y trabajadores en general han solicitado
participar en las decisiones del comité técnico del Fideci-
ne, pero la respuesta siempre ha sido negativa, toda vez que
no está contemplada esta posibilidad en el artículo 37 de la
Ley Federal de Cinematografía.

Por ello, la que suscribe considera indispensable la reforma
al artículo 37 de la Ley Federal de Cinematografía para que
de manera expresa quede establecida la participación de un
representante por parte de uno de los sindicatos en el co-
mité a que hace referencia el antes citado precepto, a fin de
adecuarlo a una innegable realidad, la rotación de presen-
tantes para evitar los intereses creados, al tiempo que se ac-
tualizan los postulados que dieron origen a la norma y a las
modificaciones posteriores, en beneficio de la industria ci-
nematográfica, los miles de mexicanas y mexicanos que
participan en ella y, sobre todo, en beneficio del país.

Con base en lo anterior, pongo a consideración de este ple-
no, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma el artículo 37 de la Ley Federal de
Cinematografía

Único. Se reforma el párrafo segundo del artículo 37 de la
Ley Federal de Cinematografía para quedar como sigue:

Artículo 37. …

Dicho Comité se integrará por un representante de la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público; uno del Instituto
Mexicano de Cinematografía; uno por la Academia Mexi-
cana de Ciencias y Artes Cinematográficas; un represen-
tante de los trabajadores cinematográficos que se elegi-
rá de manera personal por voto secreto y directo; uno
de los productores; uno de los exhibidores y uno de los dis-
tribuidores, a través de sus organismos representativos.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Instituto Mexicano de Cinematografía deberá
hacer las reformas a las Reglas de Operación del Fondo de
Inversión y Estímulos al Cine y a las demás disposicio-
nes normativas que se deriven de la presente reforma, den-
tro de los 30 días siguientes a la publicación del presente
decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de noviembre de 2018.— Dipu-
tadas y diputados: Sandra Simey Olvera Bautista, Alma Delia Nava-
rrete Rivera, Azael Santiago Chepi, Beatriz Silvia Robles Gutiérrez, Clau-
dia Valeria Yáñez Centeno y Cabrera, Edgar Guzmán Valdéz, Elba Lorena
Torres Díaz, Graciela Sánchez Ortiz, Gustavo Contreras Montes, Hil-
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da Patricia Ortega Nájera, Hirepan Maya Martínez, Irma Juan Carlos,
José Luis García Duque, Juan Carrillo Luna, Juan Martín Espinoza
Cárdenas, Laura Martínez González, Lidia García Anaya, María de los
Dolores Padierna Luna, María Elizabeth Díaz García, María Eugenia
Hernández Pérez, María Guadalupe Edith Castañeda Ortiz, María Gua-
dalupe Román Ávila, María Teresa Rebeca Rosa Mora Ríos, Martha
Robles Ortiz, Nelly Minerva Carrasco Godínez, Susana Cano Gonzá-
lez (rúbricas).»

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Gracias a usted. Túrnese a la Comisión de Cul-
tura y Cinematografía para su dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el dipu-
tado Felipe Fernando Macías Olvera, del Grupo Parlamen-
tario del PAN, para presentar iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 19 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos.

El diputado Felipe Fernando Macías Olvera: Con su
permiso, presidenta.

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Adelante.

El diputado Felipe Fernando Macías Olvera: Saludo a
mis compañeras diputadas y diputados, la paz y la tranqui-
lidad de las familias mexicanas es el máximo que nos debe
de mover a todos, más allá de ideologías y de fuerzas par-
tidistas.

Es por eso que el día de hoy vengo a presentar esta inicia-
tiva, en nombre del Grupo Parlamentario del PAN, para
que sea sujeto de prisión preventiva oficiosa el delito de ro-
bo a casa habitación y que los imputados en este delito no
puedan llevar sus procesos en libertad, como sucede preci-
samente hoy en día.

El 2017 fue el año más violento en la historia reciente de
nuestro país, los índices delictivos subieron en dos de cada
tres estados, en 22 para ser exactos, y uno de los factores
más importantes porque se incrementó esta conducta delic-
tiva es por la reincidencia.

Estamos teniendo a los mismos delincuentes cometiendo
los mismos delitos en los mismos lugares, generando el fa-
moso esquema de puerta giratoria que tanto duele a la ciu-
dadanía. Nos están diciendo a los ciudadanos cómo los de-
lincuentes están siendo dejados en libertad a los pocos días
de ser detenidos.

Derivado de todo esto, se ha generado un amplio debate
respecto a si el sistema penal acusatorio; está generando los
beneficios esperados o se está dejando en estado de inde-
fensión a los ciudadanos que son víctimas de un delito. Si
bien estamos convencidos que no se puede echar atrás un
esfuerzo que tomó tanto tiempo construir, no podemos ig-
norar este llamado urgente de la ciudadanía, a la que le
duele que los delincuentes sean dejados en libertad.

Cuando las leyes dejan de dar un beneficio tangible, cuan-
do chocan con la realidad es muy grave y se puede generar
que se conviertan en letra muerta o simplemente en leyes
inútiles.

Debemos de poner como centro de toda la legislación pe-
nal a la víctima, ya lo dijo Luigi Ferrajoli, uno de los má-
ximos exponentes del garantismo a nivel mundial: Las ga-
rantías existen para proteger al más débil y en la comisión
de un delito la víctima es el más débil.

Esta iniciativa tiene precisamente estos fundamentos ga-
rantistas, para darle a las víctimas de un delito, al ofendi-
do, leyes mucho más eficaces y mucho más justas.

El secretario ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad
Pública nos dice que, de enero de este año a julio, se co-
metieron más de 3 mil 500 delitos de robo a casa habita-
ción con violencia y más de 43 mil delitos de robo a casa
habitación sin violencia, poniendo a este delito como uno
de los de mayor incidencia a nivel nacional.

Es por eso que esta iniciativa tiene como objetivo que los
que cometan el delito de robo a casa habitación, en cual-
quiera de sus modalidades, sea de prisión preventiva ofi-
ciosa. ¿Por qué este delito en específico? Porque se tutelan
los bienes jurídicos más importantes: la vida, la libertad y
el patrimonio.

El patrimonio que tomó tanto tiempo construir y forjar con
los ciudadanos y salvaguardar su hogar, que es donde des-
cansa lo más sagrado, que es precisamente su tranquilidad,
donde se incuban sus sueños, donde se incuban sus pro-
yectos, que es, precisamente, su hogar.
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Y hablemos de manera muy clara, hoy un delincuente que
es detenido por robar casa habitación será puesto en liber-
tad a las pocas horas, porque hoy la ley así lo permite.

Si bien estamos convencidos que no se trata de abrir el 19
constitucional de manera indiscriminada a todo tipo de de-
litos, porque eso iría en contra del propio espíritu del siste-
ma penal, sí debemos hacer un análisis minucioso respecto
a qué delito sí es urgente que entre en este catálogo, como
también pudiera ser la portación de arma de fuego, que es
clave en el aumento de las conductas delictivas.

Y también tenemos que dejar algo muy claro. Si bien esta
iniciativa tiene esta urgencia ciudadana, de que ya no se de-
je en libertad a los delincuentes, tampoco podemos ser
omisos en exigir a todas las entidades de gobierno para que
invierta en las fiscalías, para que inviertan en la investiga-
ción del delito, para que inviertan en la capacitación de po-
licías municipales en la figura de primer respondiente, por-
que ahí está la clave para que el sistema penal funcione.

Es así como el Partido Acción Nacional presenta iniciativas
que cuidan y protegen a las víctimas y ofendidos del deli-
to, protegiendo sus derechos humanos y su dignidad perso-
nal. Es cuanto, señora presidenta.

«Iniciativa que reforma el artículo 19 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Felipe Fernando Macías Olvera, del Grupo Parla-
mentario del PAN

El que suscribe, Felipe Fernando Macías Olvera, en su ca-
lidad de diputado federal de la LXIV Legislatura de la Cá-
mara de Diputados, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto
en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I,
77, 78, y demás relativos del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de está soberanía la
presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forma el segundo párrafo del artículo 19 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, de conformidad
con la siguiente:

Planteamiento del problema

Actualmente, el país sufre una crisis de inseguridad, moti-
vada por el incremento constante de conductas delictivas
que afectan directamente no solo el patrimonio de miles de
familias mexicanas, sino su integridad, seguridad, paz y

tranquilidad. Esta crisis se ha agudizado en los últimos tres
años, acentuándose durante el año 2017 y lo que ha trans-
currido del 2018, donde el delito de robo a casa habitación
se ha incrementado de manera exponencial. La falta de una
estrategia federal en materia de seguridad eficaz y efectiva
ha propiciado que la mayoría de las entidades federativas
(en 30 de 32 estados) se vean afectadas por el incremento
de los delitos que inciden directamente en el patrimonio de
los mexicanos, siendo uno de estos delitos, el robo a casa
habitación. 

De acuerdo a la información que obra dentro del Informe
del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Segu-
ridad Pública, durante el periodo que comprende de enero
a julio de 2018, la incidencia delictiva del robo a casa ha-
bitación, se actualizó de la siguiente manera, con violencia
3,585 y sin violencia 41,830, catalogándose como uno de
los 10 delitos de mayor incidencia en el país.

Hoy en día, la persona que es vinculada a proceso por el
hecho que la ley contempla como delito de robo a casa ha-
bitación y que no se cometa con arma y explosivo, tiene la
posibilidad de que se le imponga una medida cautelar en li-
bertad, en tanto las Fiscalías y/o Ministerios Públicos no
justifiquen alguno de los siguientes supuestos: 1) que exis-
te peligro de sustracción a la justicia del imputado; 2) que
el imputado sea un peligro para el desarrollo de la investi-
gación; o 3) que el imputado sea un riesgo para la víctima,
testigos o de la comunidad. Por tanto, el hecho de que el
imputado obtenga esa medida cautelar en libertad, im-
plica que este pueda sustraerse a la acción de la justicia,
situación que desde luego deja a la víctima del delito en
un total estado de indefensión con respecto a uno de sus
derechos fundamentales como es la reparación del daño
que le fuera ocasionado a consecuencia del hecho ilícito
cometido en su agravio, en tanto el responsable no sea
localizado y sometido al procedimiento.

Argumentos

El Partido Acción Nacional centra su pensamiento y acción
en la primicia de la persona humana, protagonista principal
y destinatario definitivo de la acción política; la vida y la
dignidad del ser humano deben protegerse y respetarse.
Del pleno reconocimiento de los derechos humanos y su
protección jurídica, depende la existencia de un Estado de-
mocrático de Derecho. 

En un Estado democrático de Derecho, su sistema de justi-
cia penal debe cumplir el propósito de tutelar los bienes ju-
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rídicos del inculpado, del ofendido y de toda la sociedad o
comunidad. Luigi Ferrajoli, el máximo exponente del ga-
rantismo a nivel mundial, resume así la filosofía del garan-
tismo penal: las garantías siempre deben estar para prote-
ger al más débil. En el delito, el más débil es la víctima, por
lo tanto, el sistema penal debe estar allí para prevenirlo, pa-
ra evitarlo y, si no puede, para reducir sus potenciales efec-
tos destructivos.

Estos principios garantistas fundamentan la presente ini-
ciativa, cuyo objetivo es legislar para fortalecer las figuras
jurídicas que garantizan y salvaguardan los intereses y bie-
nes jurídicos de los principales afectados que aparecen en
la escena penal, que son la víctima u ofendido, brindándo-
les normas justas, eficientes y eficaces. Debemos de conti-
nuar construyendo y perfeccionando una legislación en fa-
vor de la víctima, que ampare y proteja los derechos
humanos y la dignidad de la persona humana, garantía in-
dividual consagrada en el artículo 1° de nuestra Carta Mag-
na, y la cual, es la base y pilar primordial de la política, ide-
ología y doctrina del Partido Acción Nacional.

Por lo anterior, es de imperiosa necesidad que el Estado
contenga y castigue todas aquellas conductas que afectan el
tejido social y rompen la armonía de los ciudadanos. Cada
vez que un individuo ejecuta una conducta antijurídica en
perjuicio de otro, ocurre un ataque al orden jurídico, actua-
lizándose con ello la comisión de un delito o hecho punible
susceptible de acarrear consecuencias jurídicas, cuyos ca-
racteres constitutivos son tratarse de una acción y encon-
trarse sancionado por una ley penal.

Con la reforma penal constitucional publicada en el Diario
Oficial de la Federación el 18 de junio del año 2008, Mé-
xico transitó a un sistema de justicia penal adversarial y
acusatorio, que ha representado un verdadero cambio tanto
para las instituciones u órganos encargados de la procura-
ción y administración de justicia como para la sociedad en
su conjunto, ya que dicho sistema conlleva un nuevo mo-
delo procesal y exige a los operadores tener dominio pleno
de sus funciones, llevar cada uno de los actos de autoridad
con pleno apego al estado de derecho, garantizar los dere-
chos de la víctima, ofendido e imputado y no prejuzgar so-
bre la culpabilidad manteniendo siempre la presunción de
inocencia del imputado, elevar el estándar probatorio en
juicio y llevar el proceso bajo los principios del sistema
adversarial y pleno respeto a los derechos humanos; en re-
sumen transformar por completo las prácticas abusivas y
autoritarias que caracterizaban el sistema mixto e inquisiti-
vo en el que nos encontrábamos. 

Esta transformación se realizó para garantizar los derechos
de las víctimas u ofendidos y de los imputados, la dismi-
nución del tiempo de resolución de los procesos penales,
que la víctima obtenga la reparación del daño causado, que
obtenga garantías de no repetición y, entre otros, que se ga-
rantice una mayor transparencia en la acción de los tribu-
nales atento al principio de publicidad de las audiencias.

También a raíz de dicha reforma, se reconoce por primera
vez la presunción de inocencia como un derecho humano,
estableciéndose claramente dicho reconocimiento en el ar-
tículo 20 apartado B fracción I de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, que a la letra dice: “De
los derechos de toda persona imputada…A que se presuma
su inocencia mientras no se declare su responsabilidad me-
diante sentencia emitida por el juez de causa.” Este dere-
cho, junto con el derecho a la libertad, son garantizados por
el nuevo Sistema de Justicia Penal. 

Sin embargo, la propia Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos en su artículo 19 y el Código Nacional
de Procedimientos Penales en su artículo 167, establecen la
posibilidad de la imposición de medidas cautelares en dón-
de incluso existen limitantes a la libertad de los imputados,
con el objeto de asegurar su presencia en el proceso penal,
garantizar la protección a las víctimas, testigos o la comu-
nidad, y el desarrollo de la investigación.

En este mismo tenor, la Convención Americana sobre los
Derechos Humanos, en su artículo 7, establece que la ex-
cepción a la privación de la libertad, será por las causas y
en las condiciones fijadas de antemano por las Constitu-
ciones Políticas de los Estados Partes o por las leyes dicta-
das conforme a ellas, como lo es el en caso que nos ocupa. 

En este sentido, el artículo 155 del Código Nacional de
Procedimientos Penales establece catorce medidas cautela-
res que pueden ser impuestas por los jueces de control en
pleno respeto de los derechos humanos y procesales de las
víctimas y de los imputados, y en estricto apego a nuestra
Carta Magna, las cuales tienen como finalidad evitar la
sustracción de la justicia del imputado, garantizar la segu-
ridad de la víctima u ofendido, del testigo o de la comuni-
dad, o evitar la obstaculización del procedimiento; siendo
una de estas medidas cautelares, la prisión preventiva, en-
tendiéndose a ésta como el estado de privación de libertad
que el órgano jurisdiccional impone a un imputado duran-
te la sustanciación del proceso, a fin de asegurar la actua-
ción efectiva de la ley penal. 
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El catálogo de delitos que se encuentra detallado dentro de
los artículos 19 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y 167 del Código Nacional de Procedi-
mientos Penales, que en su momento fueron considerados
por el legislador como de mayor impacto social y que aten-
tan contra los bienes jurídicos de primordial protección pa-
ra el Estado como lo son la vida y la integridad corporal, la
libertad y el patrimonio, para los que actualmente se consi-
dera como atribución de los jueces, el ordenar oficiosa-
mente la prisión preventiva, como consecuencia de las
conductas delictivas cometidas por el imputado, son: de-
lincuencia organizada, homicidio doloso, violación, se-
cuestro, trata de personas, delitos cometidos con medios
violentos como armas y explosivos, así como delitos gra-
ves que determine la ley en contra de la seguridad de la na-
ción, el libre desarrollo de la personalidad y de la salud. 

Sin embargo, la lista de delitos antes mencionados, respec-
to de los cuales debe ordenarse forzosamente la prisión
preventiva oficiosa, no debe considerarse exclusivamente
como un aspecto estrictamente limitativo, sino potencial-
mente ejemplificativo o enunciativo, es decir, que no se ex-
tingue la posibilidad de reconocer otros delitos que sean
sujetos de dicha medida cautelar, atendiendo a la gravedad
y condiciones de política criminal que, en cada caso, pue-
den concurrir en el país, tal es el caso del delito de robo a
casa habitación, que como se mencionó al inicio de la pre-
sente Iniciativa, es en la actualidad uno de los 10 delitos del
fuero común de mayor impacto social e incidencia en el pa-
ís y que solo de enero a julio de 2018 tiene gravemente re-
gistrada una incidencia nacional de 45 mil 415 casos, sien-
do los tres estados con la cifras más altas Baja California
con 4 mil 331, Ciudad de México con 4 mil 263, y Estado
de México con 4,134. Delito que inevitablemente afecta el
bien jurídico tutelado del patrimonio, así como la inviola-
bilidad del domicilio, y en caso de cometerse con violen-
cia, afecta de igual manera los bienes jurídicos tutelados de
la libertad, la vida y la integridad corporal, bienes jurídicos
de primordial protección para el Estado, contra los que
también atentan los delitos actualmente listados dentro de
los artículos 19 constitucional y 167 del Código Nacional
de Procedimientos Penales, y que son sujetos de prisión
preventiva oficiosa.

Cabe señalar que existen voces que se niegan a abrir el ca-
tálogo de la Prisión Preventiva Oficiosa argumentando un
retroceso a los Derechos Humanos del Imputado; sin em-
bargo, debe entenderse que el principio de progresividad
de los derechos humanos no es absoluto y que el legislador
en este caso puede variar las circunstancias que afecten un

derecho humano si se justifica esta afectación, y que en es-
te caso es el bienestar social de nuestra población que a lo
largo de estos años se ha visto afectada por una ola de vio-
lencia sin control. A mayor abundamiento, es necesario re-
tomar la Jurisprudencia de nuestro máximo tribunal en
dónde señala que el principio de progresividad de los dere-
chos humanos no es absoluto.

Época: Décima Época 
Registro: 2015304 
Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 
Libro 47, octubre de 2017, Tomo I 
Materia(s): Constitucional 
Tesis: 1a./J. 87/2017 (10a.) 
Página: 188 

Principio de progresividad de los derechos humanos.
La prohibición que tienen las autoridades del Estado
mexicano de adoptar medidas regresivas no es abso-
luta, pues excepcionalmente éstas son admisibles si
se justifican plenamente.

El principio referido impone al Estado, entre otras cues-
tiones, la prohibición de regresividad, la cual no es ab-
soluta y puede haber circunstancias que justifiquen una
regresión en cuanto al alcance y tutela de un determina-
do derecho fundamental. Sin embargo, dichas circuns-
tancias están sujetas a un escrutinio estricto, pues impli-
can la restricción de un derecho humano. En este
sentido, corresponde a la autoridad que pretende realizar
una medida regresiva (legislativa, administrativa o, in-
cluso, judicial) justificar plenamente esa decisión. En
efecto, en virtud de que el artículo 1o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos impone a to-
das las autoridades del Estado mexicano la obligación
de respetar el principio de progresividad, cuando cual-
quier autoridad, en el ámbito de su competencia, adopta
una medida regresiva en perjuicio de un derecho huma-
no y alega para justificar su actuación, por ejemplo, la
falta de recursos, en ella recae la carga de probar feha-
cientemente esa situación, es decir, no sólo la carencia
de recursos, sino que realizó todos los esfuerzos posi-
bles para utilizar los recursos a su disposición, en el en-
tendido de que las acciones y omisiones que impliquen
regresión en el alcance y la tutela de un derecho huma-
no sólo pueden justificarse si: a) se acredita la falta de
recursos; b) se demuestra que se realizaron todos los es-
fuerzos necesarios para obtenerlos, sin éxito; y, c) se de-
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muestra que se aplicó el máximo de los recursos o que
los recursos de que se disponía se aplicaron a tutelar
otro derecho humano (y no cualquier objetivo social), y
que la importancia relativa de satisfacerlo prioritaria-
mente, era mayor. Esto es, si bien es cierto que las auto-
ridades legislativas y administrativas tienen, en ciertos
ámbitos, un holgado margen de actuación para diseñar
políticas públicas, determinar su prioridad relativa y
asignar recursos, también lo es que dicha libertad se res-
tringe significativamente cuando está en juego la garan-
tía de los diversos derechos humanos reconocidos por
nuestro sistema jurídico, ya que éstos, en tanto normas
que expresan el reconocimiento de principios de justicia
de la máxima importancia moral, tienen prioridad prima
facie frente a cualquier otro objetivo social o colectivo,
pues en una sociedad liberal y democrática, estos últi-
mos tienen solamente valor instrumental y no final, co-
mo los derechos humanos.

Amparo en revisión 750/2015. María Ángeles Cárdenas
Alvarado. 20 de abril de 2016. Unanimidad de cuatro
votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea,
José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña Hernández
y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Jorge Mario
Pardo Rebolledo. Ponente: Norma Lucía Piña Hernán-
dez. Secretario: Alejandro González Piña.

Amparo en revisión 1374/2015. Miguel Ángel Castillo
Archundia y otra. 18 de mayo de 2016. Mayoría de cua-
tro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de La-
rrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña Her-
nández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente y
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Gui-
llermo Pablo López Andrade.

Amparo en revisión 1356/2015. Ulises Alejandre Espi-
noza. 6 de julio de 2016. Mayoría de cuatro votos de los
Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón
Cossío Díaz, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Al-
fredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Zamir Andrés
Fajardo Morales.

Amparo en revisión 100/2016. María Isabel Cornelio
Cintora y otros. 10 de agosto de 2016. Mayoría de cua-
tro votos de los Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de La-
rrea, José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña Her-
nández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente:

Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto parti-
cular. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secreta-
ria: Ana María Ibarra Olguín.

Amparo en revisión 306/2016. Tonatiuh Cruz Magallón.
8 de marzo de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Mi-
nistros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma
Lucía Piña Hernández. Disidente: Jorge Mario Pardo
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Al-
fredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Zamir Andrés
Fajardo Morales.

Tesis de jurisprudencia 87/2017 (10a.). Aprobada por la
Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de cuatro
de octubre de dos mil diecisiete. 

Esta tesis se publicó el viernes 20 de octubre de 2017 a las
10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y,
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 23 de octubre de 2017, para los efectos previstos en
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

En virtud de lo anteriormente expuesto, se desprende cla-
ramente la necesidad de actuar firmemente para que estas
cifras no sigan aumentando, y proteger el patrimonio de las
familias, velar por su seguridad, su vida, su integridad cor-
poral y su libertad, fortalecer las medidas precautorias en-
caminadas a proteger y salvaguardar los bienes jurídica-
mente tutelados antes citados, por lo cual se propone
establecer como mandato constitucional, que el delito
de robo a casa habitación, sea susceptible de prisión pre-
ventiva oficiosa como medida cautelar, teniendo como ob-
jetivo alcanzar los fines del proceso acusatorio, y mantener
al imputado en prisión durante el procedimiento y en tanto
no se resuelva su situación jurídica, buscando con ello for-
talecer nuestro sistema penal acusatorio, y evitando seguir
incentivando un sistema de entrada por salida, o común-
mente llamado de puerta giratoria. 

Cabe señalar, que es proporcional que al delito de robo a
casa habitación se le aplique la prisión preventiva oficiosa,
para que se cumpla con uno de los principios generales del
proceso penal establecido en el artículo 20 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, que señala
claramente que el proceso penal tendrá por objeto el escla-
recimiento de los hechos, proteger al inocente, procurar
que el culpable no quede impune y que los daños causados
por el delito se reparen.
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Con la propuesta anteriormente mencionada, se prioriza al
domicilio como aquel lugar y espacio invaluable para las
personas que lo habitan, no solo en su estricta acepción ju-
rídica como un atributo de la personalidad, que consiste en
el lugar donde la persona física o jurídica tiene su residen-
cia con el ánimo real o presunto de permanecer en ella pa-
ra radicar, sino también como aquel lugar y espacio que ha
sido o está siendo adquirido con el producto de muchos
años de trabajo, perseverancia y esfuerzo; en donde una fa-
milia ha decidido habitar y fortalecer su núcleo familiar,
incubando sus sueños y proyectos. 

Por lo anteriormente expuesto me permito someter a su
consideración la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma el segundo párrafo del artículo 19
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos

Artículo Único. Se reforma el segundo párrafo del artícu-
lo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, para quedar como sigue:

Artículo 19. …

El Ministerio Público sólo podrá solicitar al juez la prisión
preventiva cuando otras medidas cautelares no sean sufi-
cientes para garantizar la comparecencia del imputado en
el juicio, el desarrollo de la investigación, la protección de
la víctima, de los testigos o de la comunidad, así como
cuando el imputado esté siendo procesado o haya sido sen-
tenciado previamente por la comisión de un delito doloso.
El juez ordenará la prisión preventiva, oficiosamente, en
los casos de delincuencia organizada, homicidio doloso,
violación, secuestro, trata de personas, robo a casa habi-
tación, delitos cometidos con medios violentos como ar-
mas y explosivos, así como delitos graves que determine la
ley en contra de la seguridad de la nación, el libre desarro-
llo de la personalidad y de la salud.

…

…

…

…

…

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. El Congreso de la Unión, en un plazo
máximo de 60 días naturales contados a partir de la entra-
da en vigor del presente decreto, expedirá las modificacio-
nes y adecuaciones a la legislación secundaria correspon-
diente. 

Dada en el Recinto Legislativo de San Lázaro, a los 30 días del mes de
octubre de 2018.— Diputados y diputadas: Felipe Fernando Macías
Olvera, Adolfo Torres Ramírez, Adriana Dávila Fernández, Ana Pao-
la López Birlain, Annia Sarahí Gómez Cárdenas, Carlos Alberto Va-
lenzuela González, Carlos Carreón Mejía, Carlos Humberto Castaños
Valenzuela, Cecilia Anunciación Patrón Laviada, Dulce Alejandra Gar-
cía Morlan, Éctor Jaime Ramírez Barba, Elba Lorena Torres Díaz, Er-
nesto Alfonso Robledo Leal, Ernesto Ruffo Appel, Evaristo Lenin Pé-
rez Rivera, Felipe Fernando Macías Olvera, Fernando Torres Graciano,
Francisco Javier Luévano Núñez, Gloria Romero León, Guadalupe
Romo Romo, Hernán Salinas Wolberg, Isabel Margarita Guerra Villa-
rreal, Iván Arturo Rodríguez Rivera, Jacquelina Martínez Juárez, Janet
Melanie Murillo Chávez, Jesús Guzmán Avilés, Jorge Arturo Espadas
Galván, Jorge Luis Preciado Rodríguez, Jorge Romero Herrera, José
del Carmen Gómez Quej, José Elías Lixa Abimerhi, José Isabel Trejo
Reyes, José Luis García Duque, José Martín López Cisneros, José Ra-
món Cambero Pérez, José Rigoberto Mares Aguilar, José Salvador Ro-
sas Quintanilla, Josefina Salazar Báez, Juan Carlos Muñoz Márquez,
Juan Carlos Romero Hicks, Justino Eugenio Arriaga Rojas, Karen Mi-
chel González Márquez, Laura Leticia Méndez Reyes, Lilia Villafuer-
te Zavala, Lizbeth Mata Lozano, Luis Alberto Mendoza Acevedo, Ma-
deleine Bonnafoux Alcaraz, Marcelino Rivera Hernández, Marco
Antonio Adame Castillo, Marcos Aguilar Vega, María de los Ánge-
les Ayala Díaz, María de los Angeles Gutiérrez Valdez, María del Pi-
lar Ortega Martínez, María Eugenia Leticia Espinosa Rivas, María
Liduvina Sandoval Mendoza, Mariana Dunyaska García Rojas, Ma-
rio Mata Carrasco, Martha Elena García Gómez, Martha Elisa Gon-
zález Estrada, Martha Estela Romo Cuéllar, Miguel Alonso Riggs
Baeza, Nohemí Alemán Hernández, Oscar Daniel Martínez Terrazas,
Patricia Terrazas Baca, Ricardo Flores Suárez, Ricardo García Esca-
lante, Ricardo Villarreal García, Sarai Núñez Cerón, Sergio Fernan-
do Ascencio Barba, Silvia Guadalupe Garza Galván, Sonia Rocha
Acosta, Sylvia Violeta Garfias Cedillo, Verónica María Sobrado Ro-
dríguez, Vicente Javier Verastegui Ostos, Víctor Manuel Pérez Díaz,
Xavier Azuara Zúñiga (rúbricas).»
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La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Gracias, diputado. Túrnese a la Comisión de
Puntos Constitucionales, para su dictamen.

Damos la bienvenida al presidente municipal de Eloxochi-
tlán, Hidalgo, ciudadano Héctor Badillo Severiano, invita-
do por el diputado el diputado Cipriano Charrez Pedraza.
Adelante, tiene la palabra Ana Ruth García. Abrir el mi-
crófono, por favor.

La diputada Ana Ruth García Grande (desde la curul):
Muchas gracias, señora presidenta. Para hacer una expre-
sión de adición y suscribir la iniciativa que se acaba de dar
a conocer en cuanto a la reforma al artículo 19 constitucio-
nal, para la incorporación del delito de robo a casa habita-
ción al catálogo de delitos que merecen prisión preventiva.

Solo en Baja California Sur, en la ciudad de La Paz, cada
semana se registran más de 400 casos de este delito de al-
ta incidencia y de alto impacto a nuestra ciudadanía. Y es-
to hablando de la cifra dorada, que son los casos que se de-
nuncian y se registran, no en el caso de la cifra negra, que
son los casos que realmente acontecen y que muchas veces
no se denuncian porque la gente no tiene confianza en los
órganos que procuran y administran justicia. Me parece
que es un tema fundamental, quiero avalarlo.

Y también al que ha presentado la iniciativa, hacerle la su-
gerencia de la revisión del contexto internacional del dere-
cho convencional, porque ha sido el obstáculo para que es-
ta reforma prospere.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO Y
LEY DEL SEGURO SOCIAL

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Gracias. En el uso de la palabra, hasta por cinco mi-
nutos, la diputada Anilú Ingram Vallines, del Grupo Parla-
mentario del PRI, para presentar iniciativa con proyecto de
decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposi-
ciones de la Ley Federal del Trabajo y de la Ley del Segu-
ro Social.

La diputada Anilú Ingram Vallines: Muchas gracias.
Con su venia, diputada presidenta.

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Adelante.

La diputada Anilú Ingram Vallines: Hay ciudadanos que
han sido invisibles. Hay ciudadanos que han sido invisibles
en el México contemporáneo y a lo largo de toda su histo-
ria, quienes sobre sus hombros sigue descansando una es-
clavitud silenciosa: los indígenas, los comerciantes ambu-
lantes y las trabajadoras domésticas, entre otros. 

Hoy quiero darles voz a las trabajadoras domésticas, quie-
nes han ayudado a tantas familias a conformar hogares y
muchas veces con el costo de haber sacrificado su propia
vida familiar y su patrimonio.

En México un aproximado de 2.3 millones de personas son
trabajadoras domésticas. La mayoría, 9.5 por ciento, son
mujeres que fueron empleadas desde los 10 y 15 años.
Desafortunadamente, están sujetas a largas jornadas de la-
borales y carecen de seguridad social. 

No pueden acceder a servicios médicos ni a vivienda, mu-
cho menos a aguinaldo, vacaciones o una pensión. Traba-
jan de sol a sol y no pueden ver los beneficios de un sacri-
ficio reflejado en sus mesas y en los techos de sus hogares.
Su nivel de estudios es prácticamente escaso, por lo que,
aunado a su situación laboral, las dejan en la indefensión a
ellas y a sus familias.

Por eso es urgente y prioritario visibilizar la problemática
que viven, pues además son víctimas de la discriminación
y en este país su actividad es hasta, en muchas ocasiones,
motivo de insulto para muchas y muchos.

Hoy acudo, compañeras y compañeros diputados ante us-
tedes, a presentar una iniciativa para reformar, derogar y
adicionar diversas disposiciones contenidas en la Ley Fe-
deral del Trabajo, así como en la Ley del Seguro Social.

Con estas, los patrones estarán obligados a proporcionar
seguridad social a las trabajadoras domésticas, a pagar las
aportaciones que por ley les correspondan, que su jornada
laboral no podrá exceder bajo ninguna modalidad las ocho
horas diarias y en caso de horas extras tendrán derecho al
pago correspondiente en igualdad de condiciones.

No debemos, ni podemos permitir que estas añejas prácti-
cas se sigan dando en contra de las trabajadoras domésticas
en México, principalmente cuando son quienes ayudan a
generar bienestar en cientos de miles de hogares.

No más invisibilidad y desvaloración al trabajo que reali-
zan. Tenemos que garantizar el pleno reconocimiento de
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los derechos que gozan y ponderar el aporte que hacen a la
economía del país.

Promovamos un cambio legal, pero también promovamos
un cambio cultural para que en cada hogar donde laboran
se les dé un trato justo, digno y equitativo. Si nos sumamos
todos, compañeras y compañeros, podemos hacer que en
sus hogares también se dé el bienestar anhelado que sus hi-
jas y que sus hijos puedan estudiar y tengan oportunidades
que tal vez ellas no han tenido esa posibilidad. Que su fa-
milia, que cada uno de los hogares de las trabajadoras do-
mésticas tenga acceso a una vida digna. Es por ellas y por
sus familias que hoy someto a consideración del pleno es-
ta iniciativa. Es cuanto. Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma, adiciona y deroga diversas dispo-
siciones de las Leyes Federal del Trabajo, y del Seguro So-
cial, a cargo de la diputada Anilú Ingram Vallines, del Gru-
po Parlamentario del PRI

La suscrita, diputada Anilú Ingram Vallines, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, con fundamento en lo dispuesto por la fracción II
del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, fracción I del numeral 1 del artículo 6
y los artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión, somete a considera-
ción de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman los artículos
146, y 333, y se adiciona una fracción IV al artículo 337 de
la Ley Federal del Trabajo, y se adiciona una fracción IV al
artículo 12, y se deroga la fracción II del artículo 13 de la
Ley del Seguro Social, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Históricamente las trabajadoras del hogar han sufrido dis-
criminación, debido a que enfrentan infinidad de obstácu-
los para ejercer sus derechos originados de la naturaleza
misma de su empleo. Otra situación que presentan las tra-
bajadoras es que el trabajo del hogar que ellas desempeñan
no es considerado como una ocupación “real”, sino como
una actividad “normal” de las mujeres, ante esto, se con-
vierten en un sector invisible y estigmatizado.

El marco jurídico que regula permite que trabajen jornadas
hasta de doce horas sin derechos laborales ni seguridad so-
cial, sin contrato, sin garantías de pensión y sin posibilidad
de ahorro, entre otras situaciones. Ante la ausencia de nor-

mas que garanticen sus derechos, las trabajadoras del hogar
se encuentran en una situación de vulnerabilidad.

La Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo 2017 desta-
ca que el de las mujeres 31.2 por ciento se encuentran en el
sector informal, 12.2 por ciento en el doméstico remunera-
do y 38.6 por ciento están insertas en empresas y negocios,
así como 16.4 por ciento laboran para instituciones.

Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi), Encuesta Nacio-
nal de Ocupación y Empleo 2017, disponible en http://www.beta.in-
egi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposito/2018/madre2018_
Nal.pdf

La Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo 2018 elabo-
rada por el Inegi, señala que en México 2.3 millones de
personas se dedican al trabajo del hogar remunerado, de
ese universo 92 por ciento es mujer.1 Los hombres que se
dedican al trabajo del hogar remunerado gozan de mejores
condiciones laborales que sus contrapartes mujeres, por
ejemplo, tres de cada diez, 29.3 por ciento, hombres traba-
jadores del hogar percibe hasta dos salarios mínimos; entre
las mujeres, la proporción aumenta a cuatro de cada diez,
41.8 por ciento. En tanto, que 83.2 por ciento de los hom-
bres en esta ocupación no tiene acceso a servicios de salud,
la proporción entre las mujeres aumenta a 98.1 por ciento.2

De un estudio realizado por el Consejo Nacional para preve-
nir la Discriminación, (Conapred), denominado Encuesta Na-
cional sobre Discriminación 2017, se señala que un tercio, 36
por ciento, de las trabajadoras del hogar comenzó a trabajar
siendo menor de edad; una de cada cinco, 21 por ciento, lo hi-
zo entre los 10 y los 15 años, edades según nuestra Carta
Magna el trabajo es ilegal. El 96 por ciento de las trabajado-
ras del hogar no contaba con un contrato escrito que especi-
ficara sus actividades, asimismo, una de cada 10 trabajadoras
del hogar, 12 por ciento cuenta con alguna prestación laboral,
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aguinaldo, vacaciones o seguro médico, y apenas 2 por cien-
to tiene contrato; cuatro de cada cinco 81 por ciento de las tra-
bajadoras se emplean en el trabajo doméstico por razones de
necesidad económica y por factores asociados a la margina-
ción y la pobreza, como escaso logro educativo y falta de
oportunidades.3 Por último, con respecto al promedio de es-
colaridad de la población ocupada de México con 15 y más
años equivale a 10 años, para los hombres trabajadores del
hogar, el promedio disminuye a ocho; para las mujeres del
mismo oficio, a siete. 

Solís, Arturo, Trabajadoras domésticas sienten que sus derechos no se
respetan en México. Agosto 6, 2018, disponible en https://www.for-
bes.com.mx/trabajadoras-domesticas-sienten-que-sus-derechos-no-se-
respetan-en-mexico/

Por décadas las trabajadoras del hogar han tenido un esta-
tus que alcanza las figuras de servidumbre y esclavitud, los
cuales en México son considerados históricamente supera-
dos. Para Mario de la Cueva, el trabajo doméstico se mues-
tra en la historia como una manifestación palpable de la so-
ciedad atravesada y fraccionada en clases sociales, en la
que aquellas que tienen mayor riqueza y poder adquisitivo
se hacen servir por quienes no cuentan con esos bienes.4

Mientras tanto para Graciela Bensusán, las personas que
gozaban de libertad podían contratarse mediante la figura
jurídica locatio conductio operarum a través de la cual, el
locutor se obligaba a proporcionar a un patrón, sus servi-
cios personales durante algún tiempo, a cambio de cierta
remuneración periódica en dinero. Para poder disponer de
la fuerza de trabajo era requisito sine qua non que su pose-
edor fuera un sujeto jurídico libre para comprometer por
esta vía sus servicios.5

Por tal motivo, al trabajo doméstico,6 se entiende como to-
das las actividades cuya realización está concerniente con
el servicio y mantenimiento o aseo inherentes de una vi-
vienda, algunos ejemplos son lavar tanto los utensilios de
cocina utilizados por los integrantes de la familia como las

prendas de vestir, las cuales también deben de plancharse,
cocinar los alimentos, comprar diversos productos, así co-
mo los alimentos que se necesiten, cuidar a los niños, adul-
tos mayores, personas con capacidades diferentes, e inclu-
so enfermos que así lo requieran, y atender a las mascotas;
en fin, todo el trabajo que esté relacionado con el hogar. Es
decir, en el desarrollo cotidiano de toda sociedad, la reali-
zación del trabajo doméstico permite que otras personas
dispongan de tiempo para dedicarse a diversas activida-
des.7 Ante esta situación las trabajadoras domésticas son
empleadas que cumplen con una jornada laboral, pero al
salir del trabajo deben llegar a su hogar a desempeñar las
actividades domésticas correspondientes, pues nadie más
las hace por ellas; incluso, en algunas familias la solución
que se ha encontrado para esta problemática es disponer de
los menores que estén estudiando, originando que en oca-
siones tengan que desertar de sus estudios.

Encuesta Trabajadoras domesticas, 23 de octubre de 2017, disponible
en https://www.mercawise.com/blog/estudios-de-mercado/encuesta-
sobre-trabajadoras-domesticas/ 

Haciendo un breve repaso por nuestra legislación, en-
contramos que en la novísima recopilación editada en
1805, se prohibía a los sirvientes efectuar servicios a otro
señor o amo, en el mismo lugar y sus arrabales en los que
había servido inicialmente, a menos que hubiese sido au-
torizado de manera expresa por quien había servido pri-
mero. Quienes no atendieran esta disposición se hacían
acreedores a veinte días de cárcel y sufrir destierro por
un año del lugar.8

En el Código de Napoleón el arrendamiento de obreros y
domésticos, estaba reglamentado en el artículo 1780 seña-
lando que los trabajos podían ser por tiempo u obra deter-
minada y que si no se había convenido un término al con-
trato con la sola voluntad de las partes podría ser disuelto
en el momento que lo decidiera cualquiera de ellas. La res-
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cisión unilateral del contrato daba lugar al pago de daños y
perjuicios, estableciéndose algunos criterios para fijar es-
tos, prohibiéndose la renuncia anticipada al derecho a la
indemnización.9

Los códigos civiles de 1870 y 1884 la regulación del servi-
cio doméstico, estaba bajo las figuras jurídicas del contra-
to de obras o prestación de servicios domésticos, con res-
pecto al código de 1884, el artículo 2434, establecía que el
servicio doméstico era el que se prestaba temporalmente a
cualquier individuo por otro que vive con él y mediante
cierta retribución; mientras el artículo 2436, disponía que
el contrato quedaría regulado por la voluntad de las partes,
y a falta de convenio expreso se observaría la costumbre
del lugar. El artículo 2441 señalaba que el sirviente que hu-
biese sido contratado sin tiempo fijo, no gozaba de estabi-
lidad, pues podía despedirse a voluntad suya o del que re-
cibía el servicio, y el artículo 2440 obligaba al trabajador
doméstico prácticamente a hacer todo tipo de trabajo com-
patible con su salud, fuerzas, aptitud y condición convir-
tiéndolo en un esclavo.10

Para la Ley Federal del Trabajo de 1931, el artículo 129 in-
dicaba que doméstico es el trabajador de uno u otro sexo
que desempeñe habitualmente las labores de aseo, asisten-
cia y demás del servicio interior de una casa u otro lugar de
residencia o habitación. Asimismo, precisaba que no se
aplicarían las disposiciones especiales, sino las del contra-
to de trabajo en general, a los domésticos que trabajen en
hoteles, fondas, hospitales, u otros establecimientos co-
merciales análogos.

Actualmente el artículo 123 constitucional reconoce expre-
samente el trabajo doméstico, plasmando que “El Congre-
so de la Unión, sin contravenir a las bases siguientes debe-
rá expedir leyes sobre el trabajo las cuales regirán: A. entre
los obreros, jornaleros, empleados domésticos, artesanos
y de una manera general, todo contrato de trabajo”.

Con la reforma laboral de 2012, se estableció que los tra-
bajadores domésticos tienen derecho a un descanso sema-
nal de día y medio ininterrumpido, preferentemente en sá-
bado y domingo. Mediante acuerdo entre las partes podrá
acordarse la acumulación de los medios días en periodos de
dos semanas, pero habrá de disfrutarse de un día de des-
canso en cada semana. El artículo 338 de la Ley Federal del
Trabajo, menciona que en los casos de enfermedad que no
constituyan un riesgo de trabajo, el patrón deberá, pagar al
trabajador doméstico el salario que le corresponda hasta
por un mes, si la enfermedad no es crónica, proporcionarle

asistencia médica entre tanto logra su curación o se hace
cargo del trabajador algún servicio asistencial, si la enfer-
medad es crónica y el trabajador ha prestado sus servicios
durante seis meses por lo menos, proporcionarle asistencia
médica hasta por tres meses, o antes si se hace cargo del
trabajador algún servicio asistencial. Sin embargo en la
realidad, los trabajadores domésticos no reciben pago al-
guno en caso de enfermedad, tampoco son afiliados al Se-
guro Social, a pesar de que existe la viabilidad de la incor-
poración voluntaria, en diversos estudios se ha
comprobado que sólo una pequeña parte de los trabajado-
res domésticos han sido dados de alta a la seguridad social
por este medio.

En lo que respecta a la legislación internacional para los
trabajadores domésticos, la Organización Internacional del
Trabajo (OIT) establece en el Convenio 189 sobre el traba-
jo decente para las trabajadoras y los trabajadores domésti-
cos, que los países miembros deberán adoptar todas las me-
didas para asegurar la efectiva protección de los derechos
humanos de los trabajadores domésticos; igualmente, de-
berán respetar, promover y procurar hacer realidad el ple-
no reconocimiento y respeto de sus derechos individuales
entre los que están: las jornadas laborales legales, el pago
en efectivo de un salario por lo menos una vez al mes, el
pago de horas extraordinarias, el descanso semanal mínimo
de 24 horas seguidas, el pago de vacaciones, el otorga-
miento de seguridad social, el proporcionar un ambiente la-
boral saludable, la contratación por escrito y con términos
comprensibles para el trabajador, etcétera; pero sobre todo,
se aboga por el reconocimiento y respeto de sus derechos
colectivos: sindicalización, contratos colectivos de trabajo,
derecho a huelga.

El Convenio pretende condiciones de igualdad y respeto
para los trabajadores domésticos, eliminando la discrimi-
nación, los trabajos forzosos, los abusos, la violencia y
acoso de la que son objeto; asimismo, eliminar el trabajo
infantil procurando que si un menor de edad realiza estas
actividades lo haga conforme a lo establecido legalmente;
también, los fraudes de las agencias que se dedican a con-
tratar personas para desempeñar estas actividades en hoga-
res particulares; contar con efectivo acceso a los diversos
mecanismos de solución de conflictos que existan, aplican-
do la normatividad y sanciones correspondientes conforme
y con pleno apego a la ley.11

La Recomendación 201 sobre el trabajo decente para las
trabajadoras y los trabajadores domésticos, contempla que
se deben adoptar medidas para asegurar que los trabajado-
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res domésticos disfruten de la libertad sindical y del reco-
nocimiento efectivo del derecho de negociación colectiva;
identificar y suprimir las restricciones legislativas o admi-
nistrativas u otros obstáculos al ejercicio del derecho de los
trabajadores domésticos a constituir sus propias organiza-
ciones o a afiliarse a las organizaciones de trabajadores que
estimen convenientes, y al derecho de las organizaciones
de trabajadores domésticos a afiliarse a organizaciones, fe-
deraciones y confederaciones de trabajadores; prevenir to-
da discriminación en relación con los reconocimientos mé-
dicos; asegurar que no se exija que los trabajadores
domésticos se sometan a pruebas de detección del VIH o
de embarazo, o revelen su estado serológico respecto del
VIH o su estado de embarazo.12

Como dato México votó a favor y suscribió el Convenio
189, el 1 de junio de 2011, durante la centésima Conferen-
cia Internacional del Trabajo. El Convenio entró en vigor el
5 de septiembre de 2013; sin embargo, en México no se ha
ratificado esté instrumento internacional que establece ac-
ciones específicas para mejorar las condiciones de vida de
las trabajadoras del hogar. A la fecha el documento ha sido
ratificado por 25 países, en lo que corresponde a América
Latina, es norma vigente en Argentina, Bolivia, Chile, Co-
lombia, Costa Rica, República Dominicana, Ecuador, Gu-
yana, Jamaica, Nicaragua, Panamá, Paraguay y Uruguay.
Para enero de 2019, entrará en vigor en Brasil. Al momen-
to de su ratificación, nuestro país deberá reformar la Ley
Federal del Trabajo y la Ley del Seguro Social, con el ob-
jetivo de reconocer plenamente los derechos de las trabaja-
doras del hogar.

Como legisladores es momento de alzar la voz en favor de
este sector, quienes en todo momento han exigido el pleno
respeto de todos sus derechos, para ello, es necesario mo-
dificar la Ley del Seguro Social, que establece en su artí-
culo 12 que las y los empleadores no tienen obligación de
afiliar a las trabajadoras del hogar ni de pagar las cuotas
correspondientes, a diferencia del resto de las ocupaciones.
Resulta importante que la legislación establezca normas
específicas relacionadas a la seguridad social y la salud de
las mujeres trabajadoras del hogar, igualmente reformar la
Ley Federal del Trabajo, la cual, es altamente discrimina-
toria y no garantiza un pleno ejercicio de derechos labora-
les a este sector, por ejemplo el artículo 333, especifica
nueve horas de descanso diario y tres horas de descanso en-
tre actividades matutinas y vespertinas, esto permite que
una trabajadora del hogar pueda llegar a laborar hasta 12
horas diarias cuando su empleador así lo desee.

Como ya se ha manifestado el servicio prestado por los tra-
bajadores domésticos pese a las arduas labores que diaria-
mente llevan a cabo, sus actividades pasan desapercibidas
o son invisibles, sin embargo, resultan ser muy notorias
cuando no se realizan. Actualmente el 30 de marzo es se-
ñalado como el “Día internacional del trabajador domésti-
co”; empero, no es suficiente con dedicarle una fecha para
que sea conmemorado su trabajo, lo trascendental para
esos trabajadores es que frente a las violaciones que diaria-
mente se cometen en su contra, la legislación aplicable les
brinde la mayor protección accediendo como trabajadores
a todos los derechos y prestaciones que la ley les conceda.

Como dato tenemos que en nuestro país, de 2.3 millones de
personas que se dedican al trabajo doméstico, 95 por cien-
to son mujeres, de ese universo sólo 3 mil 359, 0.14 por
ciento, están registradas ante el Instituto Mexicano del Se-
guro Social (IMSS), hasta diciembre de 2017.13 No contar
con seguridad social, implica un impedimento para el ac-
ceso a derechos como el seguro médico, licencia de mater-
nidad, guarderías para sus hijos e hijas, pago de incapaci-
dades, pensión y ahorro, se encuentran en una situación de
precariedad laboral.

Es lamentable observar cómo se discrimina a los trabaja-
dores domésticos, sin tomar en consideración que en mu-
chas ocasiones estas personas conviven y conocen más a
los hijos o la familia de los patrones que a sus propios hi-
jos o familias. Estas trabajadoras tienen poco reconoci-
miento y sus labores son poco valoradas. Es una actividad
vulnerable, sufren violaciones y abusos permanentemente
a sus derechos, no existe para ellos la seguridad social, ni
garantías jurídicas, en ocasiones se ven obligados a desem-
peñar su trabajo bajo las características del servilismo o de
pérdida de su dignidad.

Por tal motivo, como representantes populares debemos
otorgarles un amplio reconocimiento y protección a sus de-
rechos laborales, protegiéndolos bajo los criterios que plas-
ma la propia Constitución y los tratados internacionales,
con miras a dignificar el trabajo del hogar remunerado,
además de adoptar políticas públicas que garanticen a las
personas trabajadoras sus derechos humanos laborales, pa-
ra ello, es necesario que las instituciones públicas en con-
junto con la sociedad se involucren a fin de fortalecer el
sistema de protección de los mismos.

Por todo lo anteriormente expresado, presento ante el ple-
no de esta Cámara de Diputados, el proyecto de 
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Decreto por el que se reforman los artículos 146 y 333,
y se adiciona una fracción IV al artículo 337 de la Ley
Federal del Trabajo, y se adiciona una fracción IV al
artículo 12, y se deroga la fracción II del artículo 13 de
la Ley del Seguro Social

Artículo Primero. Se reforman los artículos 146 y 333, y
se adiciona una fracción IV al artículo 337 todos de la Ley
Federal del Trabajo, para quedar de la siguiente manera:

Artículo 146. Los patrones estarán obligados a pagar
las aportaciones a que se refiere el artículo 136 de esta
ley por lo que toca a los trabajadores domésticos.

Artículo 333. La jornada laboral de los trabajadores
domésticos no podrá exceder, bajo ninguna modalidad,
las 8 horas diarias, en caso de horas extra, tendrán de-
recho al pago correspondiente en igualdad de condicio-
nes, conforme a lo establecido en la presente ley. Con
respecto a los trabajadores domésticos que habitan en el
hogar donde prestan sus servicios deberán disfrutar de un
descanso mínimo diario nocturno de nueve horas consecu-
tivas, además de un descanso mínimo diario de tres horas
entre las actividades matutinas y vespertinas

Artículo 337. Los patrones tienen las obligaciones espe-
ciales siguientes:

I. a la III. …

IV. El patrón deberá proporcionar seguridad social a
los trabajadores domésticos de conformidad con las
normas correspondientes.

Artículo Segundo. Se adiciona la fracción IV al artículo
12 y se deroga la fracción II del artículo 13, todos de la Ley
del Seguro Social, para quedar de la siguiente manera:

Artículo 12. Son sujetos de aseguramiento del régimen
obligatorio:

I. a la II….

III. … y

IV. Los trabajadores domésticos.

Artículo 13. Voluntariamente podrán ser sujetos de asegu-
ramiento al régimen obligatorio:

I. …

II. Se deroga

III. a la V. …

Transitorios

Primero. Este decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. El Senado de la República deberá ratificar el
Convenio 189 sobre el Trabajo Decente para las Trabaja-
doras y los Trabajadores Domésticos de la Organización
Internacional del Trabajo.

Tercero. El Congreso de la Unión deberá armonizar la le-
gislación para dar cumplimiento al presente decreto. 

Notas

1 Resultados de la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo, cifras
durante el segundo trimestre de 2018, disponible en 

http://www.beta.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boleti-
nes/2018/enoe_ie/enoe_ie2018_08.pdf 

2 Secretaría del Trabajo y Previsión Social, “El trabajo doméstico en
México: La gran deuda social. México”, Secretaría del Trabajo y Pre-
visión Social, México, 2016.

3 Consejo Nacional para prevenir la Discriminación, Encuesta Nacio-
nal sobre Discriminación 2017, 

https://www.conapred.org.mx/userfiles/files/PtcionENA-
DIS2017_08.pdf 

4 De la Cueva, Mario, El nuevo derecho mexicano del trabajo, Porrúa,
México, 2009, p. 57

5 Bensusán, Graciela, La adquisición de la fuerza de trabajo y su ex-
presión jurídica, UAM, México, 1982, p. 42

6 Se le conoce como trabajo doméstico remunerado a todas aquellas
actividades en las cuales, la persona que las realiza recibe un pago o sa-
lario a cambio, dando origen a una relación laboral en la cual podre-
mos encontrar a un patrón y a un trabajador doméstico. Santos Azuela,
Héctor, Derecho del trabajo, McGraw-Hill, México, 1998, p. 347

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año I, Primer Periodo, 15 de noviembre de 2018109



7 El Trabajo Doméstico se ejecuta en un ámbito considerado como pri-
vado muy distinto a los espacios típicos de producción de mercancías
como son fábricas, talleres, etc.; es una actividad muy mal remunera-
da, en donde la organización doméstica es parte del complejo proceso
de producción y reproducción de la fuerza de trabajo, complejidad que
es producto del ambiente en donde ésta se desarrolla. Mortera Gutié-
rrez, Fernando Jorge, El papel del trabajo doméstico en la reproducción
de la fuerza de trabajo en sectores urbano populares de bajos ingresos
de la zona metropolitana de la Ciudad de México: una propuesta de in-
vestigación, Tesis de Maestría en Ciencias Sociales, FLACSO, Méxi-
co, 1991, pp. 53-55

8 De Buen, Néstor, Derecho del trabajo, Porrúa, México, 2004

9 Graciela Bensusán, op. cit., p. 63.

10 De la Cueva, Mario, op. cit., p. 572.

11 Organización Internacional del Trabajo (OIT), Convenio 189 sobre
el trabajo decente para las trabajadoras y los trabajadores domésticos,
disponible en 

h t tps : / /www. i lo .o rg /dyn/normlex /es / f?p=NORMLEX-
PUB:12100:0::NO::P12100_INSTRUMENT_ID:2551460 

12 Organización Internacional del Trabajo, Recomendación 201 sobre
el trabajo decente para las trabajadoras y los trabajadores domésticos,
disponible en 

h t tps : / /www. i lo .o rg /dyn/normlex /es / f?p=NORMLEX-
PUB:12100:0::NO::P12100_ILO_CODE:R201 

13 Vicenteño, David, Sólo Tres mil trabajadoras domésticas tienen
IMSS. México, 3 de mayo de 2017, disponible en 

https://www.excelsior.com.mx/nacional/2017/05/03/1161300

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de noviembre de 2018.— Di-
putadas y diputados: Anilú Ingram Vallines, Ana Lilia Herrera An-
zaldo, Brasil Alberto Acosta Peña, Claudia López Rayón, Cruz Juvenal
Roa Sánchez, Eduardo Zarzosa Sánchez, Elba Lorena Torres Díaz, En-
rique Ochoa Reza, Ernesto Javier Nemer Alvarez, Graciela Sánchez
Ortiz, Isaías González Cuevas, Ismael Alfredo Hernández Deras, Jac-
quelina Martínez Juárez, José Luis García Duque, Juan Francisco Es-
pinoza Eguia, Juan José Canul Pérez, Juan Ortiz Guarneros, Laura Ba-
rrera Fortoul, Leticia Díaz Aguilar, Lilia Villafuerte Zavala, Lorena
Villavicencio Ayala, Luis Eleusis Leónidas Córdova Morán, Madelei-
ne Bonnafoux Alcaraz, Manuel Limón Hernández, Marcela Guillermi-
na Velasco González, María de los Angeles Gutiérrez Valdez, María
Ester Alonzo Morales, María Lucero Saldaña Pérez, Mariana Dunyas-

ka García Rojas, Mariana Rodríguez Mier y Terán, Martha Estela Ro-
mo Cuéllar, Martha Hortencia Garay Cadena, Martha Robles Ortiz,
Norma Adela Guel Saldívar, Pedro Mario Zenteno Santaella, Ximena
Puente de la Mora (rúbricas).»

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Gracias. Túrnese a la Comisión de Trabajo y
Previsión Social, para dictamen, y a la Comisión de Se-
guridad Social, para su opinión.

Están con nosotros en esta Cámara, estudiantes de la licen-
ciatura en Derecho de la Universidad de Lucerna, invitados
por la diputada Carolina García Aguilar. Sean bienvenidas,
bienvenidos.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el dipu-
tado Juan Martínez Flores, del Grupo Parlamentario de
Morena, para presentar iniciativa con proyecto de decreto
que reforma diversas disposiciones de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos.

El diputado Juan Martínez Flores: Con su venia, señora
presidenta.

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Adelante.

El diputado Juan Martínez Flores: Compañeros y com-
pañeras legisladores. Para el Grupo Parlamentario de Mo-
rena la austeridad republicana debe ser considerada un te-
ma de prioridad nacional, por este motivo el día de hoy
presento ante esta soberanía una iniciativa por la que se re-
forman los artículos 52, 53, 54 y 55 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos.

Hoy les quiero decir a los mexicanos que en la Cámara de
Diputados somos sensibles por los cambios que atraviesa
nuestro país. Es importante mencionar que en los últimos
años se han presentado en diversos foros e iniciativas tan-
to de diputados como de actores políticos, académicos y
donde se ha analizado la reducción de la composición de
los integrantes del Congreso de la Unión, que consiste fun-
damentalmente en la eliminación de 100 diputados pluri-
nominales.
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Hoy día tenemos partidos políticos fuertes, consolidados,
competitivos y con una estructura electoral firme y en don-
de convergen mayorías y minorías, por lo que reducir la re-
presentación proporcional no afectará la vida democrática
de nuestro país.

La Cámara de Diputados representa al pueblo, por ello las
diputaciones de mayoría relativa directamente representan
a los ciudadanos y legitiman la representatividad de dicho
órgano legislativo, sin embargo, en atención de la plurali-
dad de los diputados de representación proporcional deben
subsistir prevaleciendo el sistema mixto de elección, por lo
que esa propuesta no tiene como objetivo eliminar la re-
presentación proporcional, sino únicamente reducirla y de
esta manera no se vería afectado el derecho de las minorí-
as de acceder a los cargos legislativos.

De tal forma, la disminución de diputados plurinominales
no afectará la pluralidad camaral y sí dará un mayor peso a
la representación popular que ejerció el acto democrático
en el voto de la comunidad por un candidato.

En este sentido, el Congreso puede funcionar no solo bien,
sino mucho mejor si se reduce el número de sus integran-
tes. La disminución de legisladores es uno de los temas
fundamentales en la reforma del Estado. A su vez, respon-
de a una demanda que por años ha expresado la ciudadanía
sobre el extenso número de legisladores.

Por ello proponemos disminuir el número de integrantes de
la Cámara de Diputados bajo los principios de eficiencia y
austeridad.

La disminución de legisladores mejora los entornos de nego-
ciación y, por tanto, facilitará alcanzar acuerdos y constituir
mayorías parlamentarias que adicionalmente dotarán de legi-
timidad a las reformas aprobadas en el Poder Legislativo.

Un mayor número de legisladores retrasa la toma de deci-
siones y limita los consensos entre las diferentes fuerzas
políticas. De igual manera la reducción de legisladores im-
plica la disminución de costos en el Poder Legislativo, ya
que la dieta de cada legislador tiene un alto costo, pues se
integra principalmente por prestaciones, gastos de repre-
sentación, personal a su cargo, entre otras.

Si bien es un beneficio secundario a las funciones legisla-
tivas, responde de forma inmediata a las políticas de auste-
ridad de la situación actual que prevalece en la vida públi-
ca del país.

En otro orden de ideas el artículo 55 de nuestra Constitu-
ción establece los requisitos para ser diputado federal, en el
numeral tres. Propongo que los aspirantes a candidatos a
diputados, según el de representación proporcional, debe-
rán de haber desempeñado cuando menos en una ocasión
un cargo público de elección popular, ya sea a nivel muni-
cipal, estatal o federal.

Es importante manifestar que los diputados plurinominales
también son representantes del pueblo. De ahí la necesidad
de que conozca a sus representados, ya que la representa-
ción política consiste en hacer presentes las voces, opinio-
nes y perspectivas de los ciudadanos en la elaboración de
políticas públicas, y la mejor manera es que dichos legisla-
dores plurinominales hayan tenido en el pasado algún car-
go público de elección popular que les permita conocer las
necesidades de sus representados y que, por ende, tengan la
experiencia en la arena política para poder hablar, abrogar
y actuar en nombre del pueblo.

En el Grupo Parlamentario de Morena estamos convenci-
dos…

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Ha concluido su tiempo.

El diputado Juan Martínez Flores: ...un Congreso de la
Unión más eficiente y menos oneroso, más austero y que fa-
cilite el debate legislativo de manera responsable y con un
menor presupuesto que bien puede ser destinado este recurso
económico en los tiempos de austeridad, para programas en
bien de la población. Es cuanto, señora presidenta.

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo
del diputado Juan Martínez Flores, del Grupo Parlamenta-
rio de Morena

El que suscribe, Juan Martínez Flores, integrante del Gru-
po Parlamentario de Movimiento Regeneración Nacional,
con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, nu-
meral 1, fracción 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración de esta soberanía la
presente iniciativa, que reforma los artículos 52 a 55 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de
conformidad con las siguientes
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Consideraciones

Desde la promulgación de la Carta Magna en 1917, el Po-
der Legislativo ha tenido una serie de reformas para adap-
tarlo a la realidad política nacional y dar lugar al naci-
miento de una democracia que ha buscado su
consolidación desde hace algunos años; toda institución
necesita evolucionar para seguir siendo funcional y el Con-
greso de la Unión no es la excepción debido al papel vital
que juega en el desarrollo del país.

Durante años se ha buscado generar las reformas necesa-
rias que permitan al Estado Mexicano ir más allá y conver-
tirse en un verdadero protagonista de los cambios que se
están generando a su alrededor.

La reforma del Estado se ha visto nutrida por una serie de
propuestas de diversos actores políticos, académicos y so-
ciales que buscan manifestar sus opiniones sobre aquello
que requiere México para pasar de ser un país en desarro-
llo a un país desarrollado y son justamente estas propues-
tas el objeto de análisis para entender la realidad política
con la que enfrentamos los cambios por venir.

En 1977 se hizo una reforma que incrementó casi en 70 por
ciento la integración de la Cámara de Diputados: pasó de
238 a 400 integrantes, de los que 100 serían elegidos por el
sistema de representación proporcional. En 1987 aumenta-
rían de 100 a 200 los diputados elegidos según ese princi-
pio, para dar un total de 500, con el que actualmente se in-
tegra la Cámara.

En 1997 se realizó una reforma constitucional que estable-
ció un límite a la sobrerrepresentación en la Cámara de
Diputados e introdujo la representación proporcional en el
Senado, con 32 miembros electos por este principio a tra-
vés de una sola lista nacional.

En la actualidad, 200 diputados son elegidos por la moda-
lidad de representación proporcional, correspondiente a 40
diputados por cada una de las cinco circunscripciones que
forman el país, al igual tenemos 32 senadores de represen-
tación proporcional, uno por cada entidad federativa.

Hoy tenemos partidos políticos fuertes y consolidados,
competitivos y con una estructura electoral firme en donde
convergen democráticamente tanto mayorías como minorí-
as, por lo que reducir la representación proporcional no
afectaría nuestra normalidad democrática.

La Cámara de Diputados representa al pueblo. Por ello, las
diputaciones de mayoría relativa representan directamente
a los ciudadanos y legitiman la representatividad de dicho
órgano legislativo. Sin embargo, en atención de la plurali-
dad, los diputados de representación proporcional deben
subsistir, prevaleciendo el sistema mixto de elección, por
lo que esta propuesta no tiene como objetivo eliminar la
representación proporcional, sino únicamente reducirla. De
esta manera no se vería afectado el derecho de las minorí-
as de acceder a los cargos legislativos.

De tal forma, la disminución de diputados plurinominales
no afectaría la pluralidad camaral y si daría un mayor peso
a la representación popular, que ejerció el acto democráti-
co del voto por un candidato de su comunidad.

El artículo 55 de la Constitución establece los requisitos
para ser diputado federal; en el numeral III propongo que
los aspirantes a candidatos a diputados según el principio
de representación proporcional deberán de haber desempe-
ñado cuando menos en una ocasión un cargo público de
elección popular ya sea a nivel municipal, estatal o federal.

Los diputados plurinominales también son representan-
tes del pueblo, de ahí la necesidad de que conozcan a sus
representados, ya que la representación política consiste
en hacer presentes las voces, opiniones y perspectivas de
los ciudadanos en la elaboración de políticas públicas y
la mejor manera es que dichos legisladores plurinomina-
les hayan tenido en el pasado algún cargo público de
elección popular que les permita conocer las necesidades
de sus representados y por ende tengan experiencia en la
arena política para poder hablar, abogar y actuar en nom-
bre del pueblo.

En los últimos años se han presentado diversos foros e ini-
ciativas tanto de diputados como de senadores de los dife-
rentes partidos políticos en donde se ha analizado la reduc-
ción de la composición de los integrantes del Congreso de
la Unión, que consiste fundamentalmente, en la elimina-
ción de 100 diputados federales de representación propor-
cional y de 32 senadores de lista nacional.

El Congreso puede funcionar no sólo bien sino incluso me-
jor si se reduce el número de integrantes. La disminución
de legisladores es uno de los temas fundamentales en la re-
forma del Estado y a su vez responde a una demanda que
por años ha expresado la ciudanía sobre el extenso número
de legisladores, por ello proponemos disminuir el número
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de integrantes de la Cámara de Diputados conforme a dos
principios:

1. La eficiencia: La disminución del número de dipu-
tados y senadores agilizará diversos trámites que re-
quieren un proceso individual de cada uno en la toma de
decisiones parlamentarias. La integración de las comi-
siones de trabajo legislativo reflejará la disminución de
legisladores, lo que permitirá mejores sesiones de traba-
jo, a facilitar los acuerdos, a trabajar con mayor certeza
en la toma de decisiones; La unificación de criterios es
más sencilla en grupos de menor composición. La dis-
minución de legisladores permitirá mejores entornos de
negociación y, por tanto, facilitará alcanzar acuerdos y
constituir mayorías parlamentarias, que adicionalmente
dotarán de legitimidad a las reformas aprobadas en el
Poder Legislativo. Un mayor número de legisladores re-
trasa la toma de decisiones y limita los consensos entre
las diferentes fuerzas políticas.

2. La austeridad: La reducción de legisladores implica-
rá la disminución de costos en el Poder Legislativo ya
que La dieta de cada legislador tiene un alto costo, pues
se integra principalmente por prestaciones, gastos de re-
presentación, personal a su cargo, entre otras. Si bien es
un beneficio secundario a las funciones legislativas, res-
ponde de forma inmediata a las políticas de austeridad
que en la situación económica actual deben prevalecer
en la vida pública del país.

A partir de 2001 se ve que el presupuesto ha crecido en poco
más de 70 por ciento para ambas cámaras, de tal manera que
el financiamiento considerado para el Poder Legislativo en
2017 ascendió a 14 mil 447 millones de pesos, de los cuales
7 mil 629 millones se asignaron a la Cámara de Diputados, 4
mil 541 millones al Senado de la República, y 2 mil 275 mi-
llones a la Auditoría superior de la Federación.

En 2018, el Poder Legislativo ejerce un presupuesto de 15
mil 574 millones pesos. De esos recursos, a la Cámara de
Diputados corresponden 8 mil 439 millones de pesos; al
Senado de la República, 4 mil 905 millones; y a la Audito-
ría Superior de la Federación, 2 mil 230 millones.

Disminuir para el caso de la Cámara de Diputados de 500
a 400 el número de integrantes contribuirá a la reducción
del gasto público.

México es uno de los países con más legisladores, con 628,
incluso superando a naciones en América como Estados

Unidos de América, con 535 curules, o Brasil, con 594, que
poseen una cantidad mayor de población y entidades fede-
rativas.

En el Grupo Parlamentario de Morena estamos convencidos
de hacer un Congreso de la Unión más eficiente y menos one-
roso, más austero y que facilite el debate legislativo de ma-
nera responsable y con un menor presupuesto, que bien pue-
de ser destinado este recurso económico en estos tiempos de
austeridad, para programas a favor de la población.

Por lo descrito pongo a consideración de esta soberanía la
presente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman los artículos 52 a 55 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

Único. Se reforman los artículos 52 a 55 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos, para quedar como
sigue:

Artículo 52. La Cámara de Diputados estará integrada por
300 diputados electos según el principio de votación ma-
yoritaria relativa, mediante el sistema de distritos electora-
les uninominales, y 100 diputados que serán electos según
el principio de representación proporcional, mediante el
sistema de listas regionales, votadas en circunscripciones
plurinominales.

Artículo 53. La demarcación territorial de los 300 distritos
electorales uninominales será la que resulte de dividir la
población total del país entre los distritos señalados. La
distribución de los distritos electorales uninominales entre
las entidades federativas se hará teniendo en cuenta el últi-
mo censo general de población, sin que en ningún caso la
representación de un estado pueda ser menor de dos dipu-
tados de mayoría.

Para la elección de los 100 diputados según el principio de
representación proporcional y el Sistema de Listas Regio-
nales, se constituirán cinco circunscripciones electorales
plurinominales en el país. La Ley determinará la forma de
establecer la demarcación territorial de estas circunscrip-
ciones.

Artículo 54. La elección de los 100 diputados según el
principio de representación proporcional y el sistema de
asignación por listas regionales, se sujetará a las siguientes
bases y a lo que disponga la ley:
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I. a VI. …

Artículo 55. Para ser diputado se requiere

I. y II. …

III. Ser originario de la entidad federativa en que se ha-
ga la elección o vecino de esta con residencia efectiva
de más de seis meses anteriores a la fecha de ella.

Para poder figurar en las listas de las circunscripciones
electorales plurinominales como candidato a diputado,
se requiere ser originario de alguna de las entidades fe-
derativas que comprenda la circunscripción en la que se
realice la elección, o vecino de ella con residencia efec-
tiva de más de seis meses anteriores a la fecha en que la
misma se celebre.

La vecindad no se pierde por ausencia en el desempeño
de cargos públicos de elección popular.

Los aspirantes a candidatos a diputados según el
principio de representación proporcional deberán de
haber desempeñado cuando menos en una ocasión
un cargo público de elección popular ya sea a nivel
municipal, estatal o federal.

IV. a VII. …

Transitorio

Único. Este decreto entrará en vigor el día siguiente al de
su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de octubre de 2018.— Dipu-
tados y diputadas: Juan Martínez Flores, Beatriz Silvia Robles Gu-
tiérrez, Bonifacio Aguilar Linda, Claudia Tello Espinosa, Dulce María
Corina Villegas Guarneros, Elba Lorena Torres Díaz, Eleuterio Arrieta
Sánchez, Flora Tania Cruz Santos, Jaime Humberto Pérez Bernabe, Jo-
sé Luis García Duque, María Bertha Espinoza Segura, Rodrigo Calde-
rón Salas, Sandra Simey Olvera Bautista (rúbricas).»

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Gracias. Túrnese a la Comisión de Puntos Cons-
titucionales, para su dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, la dipu-
tada Dulce Alejandra García Morlan, del Grupo Parlamen-
tario del PAN, para presentar iniciativa con proyecto de de-
creto que adiciona el artículo 73 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos.

La diputada Dulce Alejandra García Morlan: Gracias,
presidenta.

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Adelante.

La diputada Dulce Alejandra García Morlan: Que las
mujeres lleguen por sus méritos y no por las cuotas, que las
que quieran llegar demuestren que tienen la capacidad. Es-
tas son algunas de las típicas frases que la mayoría -si no
es que todas las mujeres que estamos en este recinto- he-
mos escuchado a lo largo de nuestra trayectoria política. 

Saben, yo también creo en la meritocracia y que ni las cuo-
tas ni las acciones afirmativas debieran existir. Esto en un
mundo de igualdad

Sin embargo, la realidad no es así. Mientras la mayoría de
los hombres solo deben preocuparse porque su agenda de
trabajo les llegue en tiempo y forma, las mujeres que tra-
bajan, antes de llegar a nuestras citas, tuvimos que resolver
lo que nadie ve, qué se va a desayunar, qué se va a comer
y qué se va a cenar en nuestras casas. Quién irá a dejar y
quién recogerá a nuestros niños de la escuela. Quién lava-
rá y dejará los uniformes listos. Quién cuidará a nuestros
hijos y a nuestras hijas enfermas.

Esto, señoras y señores es la realidad que vivimos las muje-
res en nuestro país, y por eso no basta con que las oportuni-
dades para hombres y mujeres sean iguales. Mientras el piso
no esté parejo, para las mujeres seguirá siendo mucho más di-
fícil acceder a espacios de poder y de toma de decisión.

Por eso el día de hoy, en nombre del Grupo Parlamentario
de Acción Nacional, presento una reforma constitucional
para dotar a este Poder Legislativo de la atribución de ge-
nerar leyes generales en materia de paridad, porque son los
recurrentes juicios de protección de derechos político-elec-
torales, los que marcan la necesidad de construir y garanti-
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zar un andamiaje jurídico que establezca con claridad có-
mo implementar el principio de la paridad en los tres Po-
deres de la Federación y en los órganos autónomos en sus
vertientes horizontal y vertical.

El principio de paridad no puede ser un tema de interpreta-
ción. Es clarísimo que no basta con que la igualdad entre
hombres y mujeres esté garantizada en la Constitución y en
los tratados internacionales.

Es evidente que el sistema legal mexicano no tiene un or-
denamiento que regule y haga efectiva la integración pari-
taria de las autoridades o de los órganos públicos que inte-
gran el aparato de gobierno y las estructuras que toman
decisiones frente a los gobernados.

Por eso, hoy que somos un Congreso paritario, o como lo
dice el comercial, la legislatura de la paridad, resulta impe-
rativo que estas iniciativas de igualdad y de paridad se con-
viertan en una realidad. No es lo mismo legislar pensando
en las mujeres que legislar siendo una de ellas.

Compañeras y compañeros, pasemos del discurso a la ac-
ción, superemos nuestras diferencias ideológicas y políti-
cas y pongamos en discusión estos temas que tienen que
ver con los derechos humanos de todas y de todos.

Quisiera aprovechar también este espacio para hacer un ex-
horto, un exhorto a la Procuraduría Federal del Consumidor,
para que, en el marco de sus atribuciones, de manera inme-
diata lleve a cabo las medidas necesarias para salvaguardar
los derechos de los consumidores, ya que hoy como saben,
dio inicio la edición número ocho del Buen Fin, este progra-
ma del gobierno federal que busca reactivar la economía.

Por eso es necesario, garantiza que existan los canales ne-
cesarios para que los consumidores puedan denunciar abu-
sos y campañas publicitarias engañosas.

A los consumidores y consumidoras, un llamado para que
consuman de manera responsable. Estamos por iniciar un
gobierno que no tiene pies ni cabeza. Es cuanto.

«Iniciativa que adiciona el artículo 73 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Dulce Alejandra García Morlan, del Grupo Parla-
mentario del PAN

La suscrita, Dulce Alejandra García Morlan, diputada fe-
deral integrante del Grupo Parlamentario del Partido Ac-

ción Nacional de la LXIV Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto
en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, frac-
ción I; 76, numeral 1, fracción II; 77, numeral 1, y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta a con-
sideración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se adiciona una fracción
XXXI al artículo 73 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, en materia de equidad de gé-
nero, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
se ha encargado a través de los años a garantizar y proteger
los derechos humanos de los ciudadanos. Se ha destacado
la importancia de reconocer y defender los derechos huma-
nos particularmente el de las mujeres, con la finalidad de
lograr una convivencia pacífica entre los seres humanos en
todos los aspectos sociales.

Actualmente, la doctrina jurídica ha sustentado que las leyes
son neutrales y que la aplicación debe de producir iguales
efectos tanto en hombres como en mujeres, ya que formal-
mente en su calidad de personas gozan de igualdad ante ella.

La Declaración y Programa de Acción de Viena de 1993,
reconoció en forma expresa los derechos humanos de las
mujeres como parte inalienable, integrante e indivisible de
los derechos humanos universales. De igual manera, las
Convenciones Interamericanas sobre Derechos Civiles y
Políticos de la Mujer (1948), la Convención Interamerica-
na para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra
la Mujer (1994), la Declaración sobre la Eliminación de la
Violencia contra la Mujer (1993), la Declaración de Bei-
jing (1995), han sosteniendo que “los derechos de las mu-
jeres son derechos humanos”; y como esos existen muchos
donde se garantiza que la mujer tiene los mismos derechos
pero hasta el momento no se ha podido cumplir en todos
los ámbitos de gobierno.

La Convención para la Eliminación de Todas las Formas de
Discriminación contra la Mujer (CEDAW), entró en vigor
en 1981, se ha constituido en uno de los Convenios de de-
rechos humanos con mayor número de ratificaciones. La
CEDAW fue pionera en establecer un concepto de igual-
dad. Los Estados firmantes asumían con ella el compromi-
so de la adopción de medidas de carácter legislativo, polí-
tico, administrativo o de otra índole, que resultasen
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necesarias para el logro de la igualdad de derechos de las
mujeres y los hombres.

Ahora bien, con lo antes mencionado, la evolución consti-
tucional tanto nacional como internacional se ha ido acer-
cando a una legislación igualitaria. En ese sentido, se ha
dado paso al reconocimiento constitucional de la igualdad,
en las constituciones de algunos países como: Bolivia, Co-
lombia, Ecuador, Nicaragua y Venezuela; asimismo, la pro-
moción y adopción al interior de una legislación específica
referente a la igualdad entre hombres y mujeres, como es el
caso de Australia, Costa Rica, Dinamarca, Finlandia, Gran
Bretaña, Noruega, Venezuela, entre otros.

En México, fue el 27 de diciembre de 1974 cuando el Con-
greso de la Unión aprobó la reforma al artículo 4 de nues-
tra Carta Magna, la cual estableció la igualdad de mujeres
y hombres ante la ley. Si bien, la igualdad implícita estaba
reconocida desde 1917 en el artículo 1o., al señalar que to-
do individuo gozaba de las mismas garantías, la reforma
constitucional al 4 resultaba necesaria para hacer explícita
la igualdad.

Desgraciadamente, la ausencia de herramientas normativas
que den viabilidad al ejercicio de esa garantía, dificulta la
participación en la vida política, social, económica y cultu-
ral de nuestro país; constituye un obstáculo para el aumen-
to del bienestar de la sociedad y las familias. Las socieda-
des actuales vivimos con grandes desigualdades, las cuales
deben ser el punto de partida.

No debemos negar que se han conseguido avances signifi-
cativos en nuestro país, como, el reconocimiento del dere-
cho de las mujeres a votar y ser electas, la separación de las
cárceles de hombres y de mujeres, la reglamentación sepa-
rada de la situación jurídica laboral de mujeres y menores,
y los derechos laborales en el periodo de embarazo y lac-
tancia, entre otros.

Por citar otro ejemplo, gracias a las reformas que se han
aprobado en el Congreso de la Unión se han logrado que al
día de hoy seamos 48.2 por ciento del total de integración
de la Cámara, es decir, somos 241 de las 500 curules en
San Lázaro, cada vez estamos logrando más escaños y se-
guiremos así pues nuestra voz debe de ser escuchada.

Pero conforme han pasado los años, las necesidades han
ido en aumento y cada vez la mujer forma parte de mayo-
res responsabilidades.

En el Grupo Parlamentario de Acción Nacional sabemos
que será un reto complejo y muy grande que cumplir, sin
embargo eso no va a detener, aún queda mucho por traba-
jar, y es por ello que resulta indispensable crear una base
que pueda fortalecer, unificar y agilizar una igualdad sus-
tantiva en todo el país, por ello es que propongo esta refor-
ma constitucional para habilitar al Congreso de la Unión
para que expida ley general para garantizar y promover
la paridad de género.

La presente iniciativa de ley intenta completar la labor le-
gislativa plasmando los derechos necesarios para crear una
igualdad jurídica, dentro de una desigualdad social entre
los géneros, favoreciendo la instauración de las políticas
públicas necesarias en la República Mexicana.

Por lo expresado, se somete a la consideración de esta ho-
norable asamblea la siguiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona una fracción al artículo
73 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, en materia de paridad de género

Artículo Único. Se adiciona la fracción XXXI del artículo
73, recorriéndose la subsecuente, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos en materia de paridad
de género, para queda como sigue:

Artículo 73. …

I. a XXX. …

XXXI. Para expedir la ley general para garantizar y
promover la paridad de género, en la cual se esta-
blezcan los principios, criterios y mecanismos que se
deberán acreditar en los distintos ámbitos de los po-
deres y órganos públicos a efecto impulsar y promo-
ver la equidad entre hombres y mujeres.

XXXII. Para expedir todas las leyes que sean necesa-
rias, a objeto de hacer efectivas las facultades anterio-
res, y todas las otras concedidas por esta Constitución a
los Poderes de la Unión.

Artículos Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
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Segundo. El Congreso de la Unión deberá expedir la le-
gislación procedimental que hace referencia la fracción
XXXI del artículo 73 de esta Constitución, a más tardar en
un plazo de 180 días contados a partir de la entrada en vi-
gor del presente decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 31 de octubre de 2018.— Dipu-
tadas y diputados: Dulce Alejandra García Morlan, Absalón García
Ochoa, Adolfo Torres Ramírez, Adriana Dávila Fernández, Ana Paola
López Birlain, Annia Sarahí Gómez Cárdenas, Armando Tejeda Cid,
Carlos Alberto Valenzuela González, Carlos Carreón Mejía, Carlos
Humberto Castaños Valenzuela, Cecilia Anunciación Patrón Laviada,
Ernesto Alfonso Robledo Leal, Ernesto Ruffo Appel, Evaristo Lenin
Pérez Rivera, Felipe Fernando Macías Olvera, Fernando Torres Gra-
ciano, Francisco Javier Luévano Núñez, Gloria Romero León, Guada-
lupe Romo Romo, Hernán Salinas Wolberg, Isabel Margarita Guerra
Villarreal, Iván Arturo Rodríguez Rivera, Jacquelina Martínez Juárez,
Janet Melanie Murillo Chávez, Jorge Arturo Espadas Galván, Jorge
Luis Preciado Rodríguez, Jorge Romero Herrera, José del Carmen Gó-
mez Quej, José Elías Lixa Abimerhi, José Isabel Trejo Reyes, José
Martín López Cisneros, José Ramón Cambero Pérez, José Rigoberto
Mares Aguilar, José Salvador Rosas Quintanilla, Josefina Salazar
Báez, Juan Carlos Muñoz Márquez, Juan Carlos Romero Hicks, Justi-
no Eugenio Arriaga Rojas, Karen Michel González Márquez, Laura
Leticia Méndez Reyes, Lilia Villafuerte Zavala, Lizbeth Mata Lozano,
Luis Alberto Mendoza Acevedo, Madeleine Bonnafoux Alcaraz, Mar-
celino Rivera Hernández, Marco Antonio Adame Castillo, Marcos
Aguilar Vega, María de los Ángeles Ayala Díaz, María de los Angeles
Gutiérrez Valdez, María del Pilar Ortega Martínez, María Eugenia Le-
ticia Espinosa Rivas, María Liduvina Sandoval Mendoza, Mariana
Dunyaska García Rojas, Mario Mata Carrasco, Martha Elisa González
Estrada, Martha Estela Romo Cuéllar, Miguel Alonso Riggs Baeza,
Oscar Daniel Martínez Terrazas, Patricia Terrazas Baca, Raúl Gracia
Guzmán, Ricardo Flores Suárez, Ricardo García Escalante, Ricardo
Villarreal García, Sarai Núñez Cerón, Sergio Fernando Ascencio Bar-
ba, Silvia Guadalupe Garza Galván, Sylvia Violeta Garfias Cedillo, Ve-
rónica María Sobrado Rodríguez, Víctor Manuel Pérez Díaz, Xavier
Azuara Zúñiga (rúbricas).»

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Muchas gracias. Túrnese a la Comisión de Pun-
tos Constitucionales, para su dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Tiene la palabra hasta por cinco minutos, la diputada
Nelly Carrasco Godínez, del Grupo Parlamentario de More-
na, para presentar iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de Salud,
para tener derecho a reconstrucción mamaria gratuita.

La diputada Nelly Minerva Carrasco Godínez: Con per-
miso de la Presidencia. Compañeras, compañeros dipu-
tados, ciudadanos que nos siguen a través del Congreso.
Presento antes ustedes la iniciativa de reforma a diversas
disposiciones a la Ley General de Salud. 

Es simple, pero muy importante la premisa que planteo.
Los artículos que proponemos reformar de la Ley General
de Salud son el 3o., 13, 27, 33, 51 Bis 1, y Bis 4, así como
el 194 Bis.

La propuesta es que toda mujer que haya perdido uno o
ambos senos como consecuencia del terrible flagelo del
cáncer de mama, tenga derecho a la reconstrucción mama-
ria gratuita.

En primer término, reconozco el interés que otras compa-
ñeras y compañeros han demostrado con diversas iniciati-
vas y puntos de acuerdo y ofrezco mi apoyo y esfuerzo pa-
ra que lleguen a buen puerto.

Reconozco también y brindo mi solidaridad y esfuerzo a
cada una de las mujeres que han pasado por tan terrible en-
fermedad, a todas, a las que están luchando contra la en-
fermedad, a quienes la vencieron y a quienes han perdido
la vida.

Sobre el tema se han dado datos suficientes para considerar
procedentes y debidamente justificadas todas las propuestas.
Mencionaré brevemente que, según datos proporcionados a
principios de este año por el Inegi, el cáncer de mama desta-
ca como la tercera causa de muerte por neoplasias malignas
en México. De hecho, dos de cada 10 fallecimientos femeni-
nos por cáncer se debe a esta enfermedad. Además, las insti-
tuciones del sistema nacional de salud diagnosticaron en pro-
medio más de 50 casos por día laborable.

La cirugía denominada mastectomía, como parte del trata-
miento en algunos casos de cáncer mamario, es un proce-
dimiento de amputación. La pérdida de la mama no sola-
mente implica una agresión física, sino también simbólica
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que origina un componente de extrañeza que lleva a que la
paciente se sienta inhibida en diferentes planos de su vida.

Es percibido por las mujeres como una amenaza para sus vi-
das, sus proyectos, sus vínculos afectivos y su autoestima,
capaz de desestructurar su equilibrio anímico y afectivo.

Procedimientos como la reconstrucción mamaria devuel-
ven en mucho esa estabilidad emocional y garantiza acce-
so a la reintegración de las mujeres que han sido mastecto-
mizadas.

Entre sus ventajas tenemos:

1. Más que estética, cumplen con otras funciones, ayudan
a prevenir dolores musculares en cuello y espalda causados
por desequilibrio, debido a la falta de un seno y contribu-
yen a mejorar la postura;

2. Reintegración biopsicosocial de la mujer con cáncer
mamario;

3. Menor incidencia de complicaciones;

Los costos de reconstrucción mamaria en México van des-
de los 20 mil pesos a más de dos millones de pesos por in-
tervención, dependiendo de la institución.

En otras legislaturas se han rechazado propuestas similares
bajo el argumento de presupuesto inexistente, además de
que el programa sectorial de salud 2013-2018, en ninguna
parte se establece la reconstrucción mamaria como parte de
las estrategias de salud.

Al respecto, solo define los procedimientos de reconstruc-
ción como paliativo. Esto es inaceptable.

En México, de las 16 mil pacientes anuales a las que se
diagnostica cáncer de mama, cinco por ciento, alrededor
800 mujeres, son portadoras de la variación del gen
BRCA1, que implica necesariamente el retiro por comple-
to de los tejidos mamarios.

Solo suponiendo que a esas 800 mujeres se realizara mas-
tectomía y posteriormente tuviera que realizárseles un pro-
cedimiento de reconstrucción mamaria, con un costo pro-
medio de 200 mil pesos, el gasto total sería de 160 millones
de pesos anualizados.

Claro que se puede, como muestra diremos que la Suprema
Corte de Justicia de la Nación gasta anualmente más de
176 millones de pesos en conceptos como telefonía fija y
celular, mantenimiento de vehículos, pasajes para viajes,
pensiones de estacionamiento, arrendamiento de copiado-
ras y muchos otros. Claro que se puede.

Octubre y marzo son buenos meses para explorarse, pero
también, señores, lo es hoy y lo será mañana. El aporte de
esta legislatura puede ser la aprobación de la iniciativa que
aquí planteo y solicito, por ello, el apoyo de la Comisión de
Salud y de todas y todos ustedes para que el derecho uni-
versal gratuito a la reconstrucción mamaria sea. Les invito
a pasar del discurso de buenas voluntades a las acciones.
Gracias por su atención.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposicio-
nes de la Ley General de Salud, para tener derecho al ac-
ceso a la reconstrucción mamaria gratuita, a cargo de la
diputada Nelly Carrasco Godínez, del Grupo Parlamen-
tario de Morena

Planteamiento del problema

El cáncer de mama es una terrible enfermedad causante de
múltiples fallecimientos, sobre todo de mujeres, por todo el
mundo y en distintos porcentajes sin que México sea la ex-
cepción.

Las mujeres que, para contrarrestar dicha enfermedad, han
sido sometidas a procedimientos de mastectomía, quedan
con secuelas, que afectan su vida en diversos aspectos, se-
an estos físicos, familiares, sociales, laborales, económicos
y principalmente psicológicos.

Muy pocas de ellas, quienes han podido reintegrarse a la
vida social, han accedido a procedimientos de prótesis, im-
plantes o reconstrucción mamaria que han coadyuvado a su
rehabilitación y reintegración biopsicosocial. Las causas
son diversas, pero la principal, es la imposibilidad econó-
mica, puesto que, en el sector privado, la reconstrucción
mamaria cuesta entre 20 mil y dos millones de pesos, de-
pendiendo de la complejidad del procedimiento como de la
institución en donde se practique; haciendo dicho trata-
miento, inalcanzable para mujeres de escasos recursos y
que adolecen de seguridad social.

A pesar de que la reconstrucción mamaria se realiza en el
sector público de salud mexicano, no se difunde y el por-
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centaje de aplicación respecto a las pacientes de mastecto-
mía, es mínimo. El tratamiento no es considerado un dere-
cho para los beneficiarios de dichos servicios, ni existen
programas específicos de aplicación; es decir, este tipo de
reconstrucción no es tomada en cuenta en los programas de
salud de las instituciones públicas.

Por lo tanto, se busca con la presente iniciativa que las ins-
tituciones de servicios de salud pública como el Instituto
Mexicano del Seguro Social (IMSS), Instituto de Seguri-
dad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado
(ISSSTE) y la Secretaría de Salud, estén obligadas a pro-
porcionar el servicio gratuito de reconstrucción mamaria a
las pacientes que han sufrido la pérdida de uno o ambos se-
nos a causa del cáncer mamario, además de que las autori-
dades de salud estén obligadas a difundir esa posibilidad y
derecho de las pacientes.

Argumentos

El National Cancer Institute (NCI), de los Estados Unidos de
América (EUA), señala que el cáncer “es el nombre que se da
a un conjunto de enfermedades relacionadas. En todos los ti-
pos de cáncer, algunas de las células del cuerpo empiezan a
dividirse sin detenerse y se diseminan a los tejidos del derre-
dor. Normalmente, las células humanas crecen y se dividen
para formar nuevas células a medida que el cuerpo las nece-
sita. Cuando las células normales envejecen, se dañan o mue-
ren, las células nuevas las remplazan. Sin embargo, en el cán-
cer, este proceso ordenado se descontrola. A medida que las
células se hacen más y más anormales, las células viejas o da-
ñadas sobreviven cuando deberían morir, y células nuevas se
forman cuando no son necesarias. Estas células adicionales
pueden dividirse sin interrupción y pueden formar masas que
se llaman tumores”.1

Asimismo, la fuente antes citada, señala que “Muchos cán-
ceres forman tumores sólidos, los cuales son masas de teji-
do. Los cánceres de la sangre, como las leucemias, en ge-
neral no forman tumores sólidos. Los tumores cancerosos
son malignos, lo que significa que se pueden extender a los
tejidos cercanos o los pueden invadir. Además, al crecer es-
tos tumores, algunas células cancerosas pueden despren-
derse y moverse a lugares distantes del cuerpo por medio
del sistema circulatorio o del sistema linfático y formar
nuevos tumores lejos del tumor original.”

En el documento denominado Estadísticas a propósito del
Día Mundial contra el Cáncer (4 de febrero), publicado en

febrero de 2018 por el Instituto Nacional de Estadística y
Geografía (Inegi), se cita el siguiente concepto sobre el te-
ma: “El término cáncer engloba a un grupo de más de 100
diferentes tipos de la enfermedad que tiene como caracte-
rística principal el rápido y desordenado crecimiento de cé-
lulas anormales (Bustamante, Marín y Cardona, 2012). En
la mayoría de los casos se trata de padecimientos crónico-
degenerativos, por lo tanto, sus incidencias y tasas de mor-
talidad tienden a incrementarse con la edad”.2

En el año 2012, la Agencia Internacional de Investigación
sobre el Cáncer (International Agency for Research of Can-
cer, IARC), estimó una incidencia de 14.1 millones de per-
sonas, 8.2 millones de muertes asociadas y 32.6 millones
de personas viviendo en ese momento con cáncer. Además,
el incremento de casos a nivel mundial se duplicó en el úl-
timo tercio del siglo XX y se espera que, esta tendencia
continúe hasta por lo menos para el año 2030.3

Datos más actualizados del Inegi, señalan que en México,
durante el periodo de 2011 a 2016, los cinco principales ti-
pos de cáncer que sobresalen como causa de mortalidad en
la población de 30 a 59 años, es decir, la conocida como
edad económicamente productiva, son: los tumores malig-
nos de los órganos digestivos, el cáncer de órganos genita-
les femeninos, el tumor maligno de mama, el de órganos
hematopoyéticos y los tumores malignos de los órganos
respiratorios e intratorácicos.4

Refiere el estudio citado, que tres de cada diez muertes por
cáncer en la población de 30 a 59 años, se deben a cáncer
en órganos digestivos; en cada uno de los años analizados,
los porcentajes de defunciones por esta causa en los varo-
nes superan en más de 13 puntos porcentuales a los de las
mujeres, aunque también para ellas, es la principal causa de
muerte por tumores malignos; con el último dato disponi-
ble, se observa una diferencia entre hombres y mujeres de
15.7 puntos porcentuales (39.0 contra 23.3 por ciento).

La siguiente gráfica, muestra las tendencias de falleci-
mientos en la población económicamente activa:5
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Se desprende que, entre los 30 y 59 años, el cáncer de ór-
ganos genitales femeninos (cérvico uterino y ovario), se
ubica como la segunda causa de muerte por tumores ma-
lignos de la población en general. Al considerar su propor-
ción únicamente entre mujeres, se contempla como princi-
pal causa de muerte, de tal forma que en 2016 tres de cada
diez fallecimientos femeninos por cáncer se deben a este ti-
po de padecimiento. En tanto que, el cáncer de mama des-
taca como la tercera causa de muerte por neoplasias malig-
nas; de hecho, dos de cada diez fallecimientos femeninos
por cáncer se deben a esta enfermedad.

El estudio estadístico sobre cáncer publicado por el Inegi,
señala respecto al cáncer mamario que “al igual que otros
tipos de cáncer, empieza con el crecimiento anormal o des-
controlado de células, en este caso, de las localizadas en las
mamas, principalmente en los conductos que llevan la le-
che hacia el pezón (cáncer de mama ductal), o en las glán-
dulas que producen la leche (cáncer de mama lobulillares),
motivo por el cual es más frecuente su presencia en las mu-
jeres, aunque existen tumores malignos de mama menos
comunes”.6

El cáncer de mama constituye una de las primeras causas
de muerte por neoplasias malignas en mujeres. En el ámbi-
to mundial, es el segundo más frecuente en la población y
la primera entre mujeres; a nivel global se diagnostican
anualmente 1.67 millones de nuevos casos. El cáncer ma-
mario representa 25 por ciento del cáncer en el sexo feme-
nino.7 En América Latina, el cáncer de mama es la neopla-
sia más frecuente con 152 mil 059 casos identificados
anualmente, siendo una cuarta parte (24.9 por ciento) de
los casos de cáncer en mujeres.

En México, el cáncer es un problema de salud pública, ha
tenido una tendencia ascendente en su incidencia, según ci-
fras derivadas del Registro Histopatológico de las Neopla-
sias Malignas del año 2003, se reportaron 12 mil 488 casos
de cáncer de mama;8 lo que significó, que las instituciones
del Sistema Nacional de Salud diagnosticaron más de 50
casos/día laborable en esa época.

Si bien no hay causas directas, existen factores de riesgo
que incrementan la probabilidad de aparición del cáncer de
mama; entre ellos destacan: la edad (a mayor edad, mayor
riesgo), la predisposición genética (presencia de los genes
BRCA1 y BRCA2), la obesidad, fumar, la ingesta de alco-
hol, usar terapia de reemplazo hormonal (para el trata-
miento de la menopausia), no tener hijos o tener el prime-
ro después de los 35 años de edad, no dar leche materna y
llevar una vida sedentaria (MedlinePlus, 2017b).9

En el caso relativo al padecimiento de cáncer mamario, es
común que se posponga la búsqueda de atención, debido de
otras prioridades de la vida cotidiana, como la crianza de
los hijos, la atención a la pareja, la familia, el trabajo o una
combinación de esos factores. También la capacidad eco-
nómica y la condición de aseguramiento, determinan en
gran medida la búsqueda, acceso y utilización de los servi-
cios de atención por parte de las afectadas con cáncer de
mama.

En este sentido, las mujeres que cuentan con seguridad so-
cial buscan atención principalmente en unidades médicas
del IMSS y del ISSSTE. Las mujeres sin aseguramiento o
con Seguro Popular, usualmente buscan atención en las
unidades médicas de la red pública, tanto del ámbito esta-
tal, como del federal y las que cuentan con mayores recur-
sos económicos, asisten a hospitales privados (pago de bol-
sillo o seguro de gastos médicos mayores).

Por lo que hace a los aspectos psicológicos y sociales, el
cáncer de mama es percibido por las mujeres como una
amenaza para sus vidas, sus proyectos, sus vínculos afecti-
vos y su femineidad. La aparición de un nódulo maligno en
la mama de la mujer constituye un impacto psíquico capaz
de desestructurar su equilibrio anímico y afectivo. Repre-
senta un atentado contra la estructura psíquica, siendo el
resultado más frecuente emociones tales como angustia,
ansiedad, depresión, cansancio, estrés y desesperanza.

La multiplicidad de factores que intervienen en el trata-
miento de esta enfermedad y que debe atravesar la mujer
con cáncer de mama, desde el momento del diagnóstico
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hasta concluir las etapas del llamado duelo oncológico, ha-
cen necesaria una intervención interdisciplinaria para po-
der acompañar a la paciente en este difícil proceso.

Según lo expuesto por la Asociación Mexicana de Alterna-
tivas en Psicología (Amapsi), la paciente diagnosticada con
cáncer de mama, presenta el siguiente cuadro emocional:

“El temor a la pérdida de uno o dos senos la aterra (te-
mor a la desfiguración), más aún que la posibilidad de
muerte. Los senos están íntimamente vinculados con su
imagen femenina. Teme perderla y con ello a su pareja
actual o a otras probables en el futuro (temor al abando-
no y a la soledad). Junto con el estado de choque emo-
cional aparece un sentimiento de enojo hacia el cuerpo,
el cual la ha traicionado de una manera tan inesperada.
A pesar de tener miedo a perder su seno, cae en la am-
bivalencia de que mejor se lo quiten para que deje de an-
gustiarla y la deje continuar con su vida e inclusive de
que prefiere morirse antes de confrontar tanto costo fí-
sico, emocional y económico. Un sentimiento de impo-
tencia ante las amenazas de dolor y de muerte hace sen-
tir la carencia de los recursos emocionales, físicos,
materiales, familiares necesarios para confrontar lo que
viene. Estos sentimientos no siempre son expresados
por ella. También se presentan sentimientos de culpa de
que ella no haya comido lo más sano, ingerido algún
medicamento como hormonas, no ejercitado lo suficien-
te, o bien porque lo considera un castigo por algo que
ella siente que hizo mal (frecuentemente asociado con
conductas sexuales)”.10

La cirugía denominada mastectomía, es un procedimiento de
amputación que si bien, libera a las mujeres de los tumores
malignos en uno o en ambos senos, por el contrario afecta su
seguridad, ya que es percibida como un ataque directo a las
bases de la esencia femenina. Esto porque produce en la ma-
yoría de ellas, un severo daño psicológico principalmente en
su autoimagen, autoestima, en su vida personal, familiar, so-
cial, laboral y más que nada en su sexualidad, ya que la ma-
ma es un importante signo de feminidad y un sinónimo de be-
lleza, reproducción y afectividad.

La pérdida de la mama en la mujer no solamente implica
una agresión física, sino también simbólica, que origina un
componente de extrañeza y vergüenza que lleva a que la
paciente se sienta inhibida en diferentes planos de su vida.

Es por ello que la reconstrucción mamaria constituye un
alivio para la mujer y representa un modo de reparar su

equilibrio corporal. Por lo tanto, es de destacar que el de-
sarrollo de la cirugía reconstructiva mamaria, al contar con
diversos procedimientos, permite ofrecer resultados exito-
sos a la mayoría de las pacientes disminuyendo el efecto
psicológico negativo del cáncer de mama.

Según datos expuestos por la American Cancer Society,
desde 2008 la supervivencia de cáncer mamario es inver-
samente proporcional al estadio del tumor (i.e., a mayor es-
tadio, menor supervivencia). Las mujeres con tumores
diagnosticados in situ tienen una supervivencia mayor al
95 por ciento durante los próximos cinco años, en contras-
te con 27 por ciento en las mujeres diagnosticadas en esta-
dios III B, III C y IV, que incluyen metástasis distales.

Sin embargo, a pesar de los significativos avances, se han
priorizado enfoques predominantemente curativos, que si
bien han sido satisfactorios, privilegian el diagnóstico; de-
jando de lado la etapa de reconstrucción del seno posterior
a la mastectomía, para las mujeres que han sido vencedo-
ras del cáncer de seno.

En la mayoría de los casos, este tipo de reconstrucción no
es tomada en cuenta en los programas de salud y tampoco,
es un procedimiento accesible para las mujeres que se en-
cuentran en la etapa de reconstrucción mamaria después
del cáncer. De acuerdo con la Fundación Rebicam en Mé-
xico, sólo 5 por ciento de las mujeres con cáncer de mama
se realizan cirugías reconstructivas de seno, esto se debe a
que su costo es elevado y también por desconocimiento.

Según lo presentado en el programa de acción específico
denominado Prevención y control del cáncer de la mujer
2013-2018, el modelo de atención del cáncer de mama, se
compone de detección, diagnóstico, evaluación y trata-
miento, dejando fuera la parte de la rehabilitación oncoló-
gica, que conciba la reconstrucción del seno posterior al
tratamiento del cáncer.11

En el mismo sentido, según lo estipulado en el Programa
Sectorial de Salud 2013-2018, publicado en el Diario Ofi-
cial de la Federación el 12 de diciembre de 2013, se pre-
sentan estrategias, de educación, prevención, tamizaje,
atención y tratamiento, dejando de lado el aspecto final en
el procedimiento del cáncer de mama, que es la recons-
trucción del seno o senos perdidos.

En efecto, el referido programa, no establece específica-
mente una política de la que se desprenda el derecho para
acceder a la reconstrucción mamaria en aquellas pacientes
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que han sufrido la pérdida de uno o ambos senos como
consecuencia del cáncer; tampoco existe la difusión para
acceder a tales posibilidades dentro de los sistemas de sa-
lud pública.

La agresión física que supone la cirugía de mama, afecta lo
más sublime de la femineidad. Origina un componente de
extrañeza y vergüenza que conlleva a evitar en la mujer,
cualquier tipo de contacto sexual. De ahí que la opción de
la reconstrucción hace más llevadero el tratamiento para
soportar la rehabilitación, ya que posibilita una vida social
y sexual normal, renueva la confianza de las pacientes y les
permite estar en armonía con otros y consigo misma.

Cabe destacar que diversos países han reconocido el dere-
cho de las mujeres a la reconstrucción mamaria después de
haber sido sometidas a una mastectomía. En España se re-
conoce como un derecho incluido en la cartera de servicios
del Sistema Nacional de Salud. Argentina y Estados Uni-
dos lo establece en la Ley de Derechos sobre la Salud y el
Cáncer de la Mujer (Women’s Health and Cancer Rights
Act) desde 1998.

El referido procedimiento constituye, desde hace tiempo,
una parte fundamental del tratamiento del cáncer de mama
y pasó por diferentes estadios: estar contraindicada, ser cri-
ticada, luego aceptada y hoy solicitada, como parte integral
del tratamiento.

La reconstrucción mamaria debe ofrecerse a toda paciente
que va a ser sometida a una mastectomía. Ésta puede reali-
zarse en forma inmediata o diferida. Tiene un beneficio
psicológico muy importante, ya que las pacientes no se
sienten “mutiladas”. Cabe destacar que una vez realizada
ésta, no se retarda el diagnóstico, ni aumenta recidivas lo-
cales y no modifica la sobrevida.

En tal sentido, exponemos las ventajas de la reconstruc-
ción: 

1. Beneficio psicológico, mejora la autoestima y recu-
peración emocional.

2. Más que estética, cumplen otras funciones: ayudan a
prevenir dolores musculares en cuello y espalda causa-
dos por el desequilibrio debido a la falta de un seno y
contribuyen a mejorar la postura.

3. Reintegración Biopsicosocial de la Mujer con Cáncer
Mamario.

4. Menor formación de fibrosis y retracción cicatrizal.

5. Menor incidencia de linfedema. 

En esto radica la importancia de la presente iniciativa, cu-
ya finalidad es que se eleve a rango de derecho universal y
gratuito, el derecho enunciado y se aleje de la sombra de
los programas imprecisos y vagos sobre el tema.

Por lo anterior, es conducente y viable adicionar una frac-
ción XVI Bis del artículo 3 así como un artículo 51 Bis 4
y, reformar la fracción II, apartado A, del artículo 13; la
fracción III del artículo 27, la fracción III del artículo 33,
el primer párrafo del artículo 51 Bis 1 y el artículo 194 Bis,
todos los anteriores de la Ley General de Salud.

Así, para que la reconstrucción mamaria sea considerada
como un derecho universal y gratuito, es indispensable es-
tablecer esa figura como materia de salubridad general. Por
tal motivo, se propone la adición de una fracción XVI Bis
al artículo 3 de la Ley de Salud, otorgando tal carácter a la
Reconstrucción Mamaria como rehabilitación para toda
mujer a la que se le haya realizado una mastectomía como
tratamiento del cáncer de seno.

En consecuencia, derivado de la importancia y las posibili-
dades técnicas y logísticas y toda vez que, el Programa
Sectorial de Salud 2013-2018,12 establece en su estrategia
2.5: mejorar el proceso para la detección y atención de ne-
oplasias malignas, principalmente cáncer cervicouterino,
de mama y próstata; es procedente agregar entre las com-
petencias del Ejecutivo federal, por conducto de la Secre-
taría de Salud, la contenida en la fracción XVI Bis del re-
ferido artículo 3, por lo que en correspondencia, se reforma
para adicionar esa fracción al artículo 13, Apartado A frac-
ción I. 

El artículo 27 de la Ley de Salud, establece los servicios
básicos para los efectos del derecho a la protección de la
salud; por lo tanto, se propone reformar la fracción III del
mismo ordenamiento, con la finalidad que se considere co-
mo un servicio básico, el derecho de protección a la salud
y a la reconstrucción mamaria como rehabilitación, para
toda mujer a la que se le haya realizado una mastectomía
como tratamiento del cáncer de seno.

La propia Ley General de Salud, define la atención médica
como el conjunto de servicios que se proporcionan al indi-
viduo, con el fin de proteger, promover y restaurar su sa-
lud.13 El sentido de la reforma a la fracción III del artículo
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33 que se propone, tiene el objetivo de establecer como ac-
tividad de atención médica, además de las ya establecidas,
la reconstrucción mamaria como rehabilitación para toda
mujer a la que se le haya realizado una mastectomía como
tratamiento del cáncer de seno; permitiendo con ello, el ac-
ceso a la atención médica como derecho para tales casos.

Respecto al capítulo IV de la Ley General de Salud deno-
minado: “Usuarios de los Servicios de Salud y Participa-
ción de la Comunidad”, es pertinente hacer dos modifica-
ciones. La primera al artículo 51 Bis 1, con la finalidad de
que se otorgue a los usuarios de los servicios de salud, co-
mo ya se establecía, el derecho a recibir información sufi-
ciente, clara, oportuna, y veraz.

Así como la orientación que sea necesaria respecto de su
salud y sobre los riesgos, efectos y alternativas de los pro-
cedimientos, diagnósticos terapéuticos, quirúrgicos y agre-
gando el tópico de rehabilitación; con lo que se pretende el
acceso a información clara y detallada, para las personas
que sufrieron un procedimiento de mastectomía. Ello con
la finalidad de que conozcan su derecho universal y gratui-
to de acceder a la reconstrucción mamaria.

La segunda modificación en este capítulo refiere la adición
de un artículo 51 Bis 4; a través del cual, se establece como
derecho de usuarios de servicios de salud, recibir información
suficiente, clara, oportuna y veraz, para acceder a la recons-
trucción mamaria gratuita como rehabilitación para toda mu-
jer, a la que se le haya realizado una mastectomía. Esto con
la finalidad de fomentar la inserción biopsicosocial de la mu-
jer con cáncer de seno, siendo éste un pilar fundamental res-
pecto a las pretensiones de la iniciativa de mérito.

El articulado propuesto cumplirá con la finalidad primor-
dial de elevar a rango de derecho universal y gratuito, la
posibilidad de acceder a la reconstrucción mamaria a toda
mujer que haya perdido uno o ambos senos, después de ha-
ber padecido cáncer.

Adicionalmente, la reforma al artículo 194 Bis, pretende
que se considere como insumos para la salud, además de
los que ya estaban especificados en dicho ordenamiento,
las prótesis mamarias. La finalidad es lograr el acceso efec-
tivo, universal y gratuito al derecho de reconstrucción ma-
maria, incluyendo las referidas prótesis y los procedimien-
tos inherentes a la misma.

No pasa desapercibida la obligación de cumplir con lo dis-
puesto por el artículo 18 la Ley Federal de Presupuesto y

Responsabilidad Hacendaria, respecto a que toda propues-
ta de aumento o creación de gasto del proyecto de Presu-
puesto de Egresos, deberá agregarse a la correspondiente
iniciativa de ingreso, distinta al financiamiento o compen-
sarse con reducciones en otras previsiones de gasto.

Derivado de lo anterior y considerando que, corresponde a
la Secretaría de Salud, dependiente del Ejecutivo federal la
aplicación y cumplimiento de las reformas propuestas y to-
da vez que, el Programa Sectorial de Salud 2013-2018, pu-
blicado en el Diario Oficial de la Federación el 12 de di-
ciembre de 2013 estableció en su estrategia 2.5: mejorar el
proceso para la detección y atención de neoplasias malig-
nas, principalmente cáncer cérvico uterino, de mama y
próstata; es de considerar que ya existe presupuesto desti-
nado para los efectos de aplicación de la reforma plantea-
da. Por lo que se concederá mediante artículo transitorio,
un plazo de 90 días naturales a la referida institución para
que haga las adecuaciones reglamentarias, presupuestales y
las que hubiera lugar dentro del Programa Sectorial de Sa-
lud aludido.

Para esclarecer lo anterior, a continuación, se expone un
cuadro comparativo entre los ordenamientos vigentes y las
propuestas que contienen la iniciativa de mérito:
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Fundamento legal

En virtud de lo expuesto, la suscrita diputada Nelly Ca-
rrasco Godínez, integrante del Grupo Parlamentario de
Morena en la LXIV Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, someto a consideración
de esta asamblea la presente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adicionan una fracción XVI Bis
del artículo 3 así como un artículo 51 Bis 4 y se refor-
man la fracción II, apartado A, del artículo 13; la frac-
ción III del artículo 27, la fracción III del artículo 33, el
primer párrafo del artículo 51 Bis 1 y el artículo 194
Bis, todos de la Ley General de Salud

Artículo 3o. En los términos de esta ley, es materia de sa-
lubridad general:

I. a XVI. …

XVI Bis. La Reconstrucción Mamaria como rehabi-
litación para toda mujer a la que se le haya realiza-
do una mastectomía como tratamiento del cáncer de
seno;

XVII. a XXVIII. …

Artículo 13. La competencia entre la federación y las enti-
dades federativas en materia de salubridad general quedará
distribuida conforme a lo siguiente:

A. Corresponde al Ejecutivo federal, por conducto de la
Secretaría de Salud:

I. …

II. En las materias enumeradas en las fracciones I, III,
XV Bis, XVI Bis, XXI, XXII, XXIII, XXIV, XXV,
XXVI y XXVII del artículo 3o. de esta ley, organizar y
operar los servicios respectivos y vigilar su funciona-
miento por sí o en coordinación con dependencias y en-
tidades del sector salud;

III. a la X.

B. … 

C. …

Artículo 27. Para los efectos del derecho a la protección de
la salud, se consideran servicios básicos de salud los refe-
rentes a:

I. a II. …

III. La atención médica integral, que comprende la
atención médica integrada de carácter preventivo,
acciones curativas, paliativas, de rehabilitación, la
reconstrucción mamaria como rehabilitación para
toda mujer a la que se le haya realizado una mastec-
tomía como tratamiento del cáncer de seno y la aten-
ción de urgencias.

(...)

IV a XI ...

Artículo 33. Las actividades de atención médica son:
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I. a II. …

III. De rehabilitación, que incluyen acciones tendien-
tes a optimizar las capacidades y funciones de las
personas con discapacidad, así como la reconstruc-
ción mamaria como rehabilitación para toda mujer
a la que se le haya realizado una mastectomía como
tratamiento del cáncer de seno.

IV. …

Artículo 51 Bis 1. Los usuarios tendrán derecho a recibir
información suficiente, clara, oportuna, y veraz, así como
la orientación que sea necesaria respecto de su salud y so-
bre los riesgos, efectos y alternativas de los procedimien-
tos, diagnósticos terapéuticos, quirúrgicos y de rehabilita-
ción que se le indiquen o apliquen.

(…)

Artículo 51 Bis 4. Los usuarios tienen derecho a recibir in-
formación, suficiente, clara, oportuna y verás para acceder
a la reconstrucción mamaria gratuita como rehabilitación
para toda mujer a la que se le haya realizado una mastecto-
mía, esto con la finalidad de fomentar la inserción biopsi-
cosocial de la mujer con cáncer de seno.

Artículo 194 Bis. Para los efectos de esta ley se conside-
ran insumos para la salud: los medicamentos, substancias
psicotrópicas, estupefacientes y las materias primas y adi-
tivos que intervengan para su elaboración; así como los
equipos médicos, prótesis, órtesis, prótesis mamarias,
ayudas funcionales, agentes de diagnóstico, insumos de
uso odontológico, material quirúrgico, de curación y pro-
ductos higiénicos, éstos últimos en los términos de la frac-
ción VI del artículo 262 de esta ley.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. La Secretaría de Salud contará con un plazo de
90 días naturales contados a partir de la publicación en el
Diario Oficial de la Federación, de la presente reforma a
fin de que haga las adecuaciones reglamentarias, presu-
puestales y las que hubiera lugar, atendiendo al Programa
Sectorial de Salud de Salud 2013-2018 y cumpliendo con
lo dispuesto por el artículo 18 la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria.

Notas

1 Cfr. What is cáncer? National Cancer Institute, información conteni-
da en la dirección de internet: 

https://www.cancer.gov/about-cancer/understanding/what-is-can-
cer. Consultado el 29 de septiembre de 2018.

2 Estadísticas a propósito del Día Mundial Contra el Cáncer. Instituto
Nacional de Estadística y Geografía. Contenido en el Comunicado de
Prensa número 61/18, 2 de febrero de 2018, México. Página 1. Con-
sultado el 28 de septiembre de 2018, en la página de internet 

http://www.beta.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposi-
to/2018/cancer2018_Nal.pdf 

3 Cfr. World Health Organization. International Agency for Research
on Cancer. Cancer incidence, mortality and prevalence worldwide;
Globocan 2012. 

4 Ídem. Página 7

5 Cfr. Inegi. Op. Cit. Página 7

6 Op.Cit. Página 11

7 Cfr. Ferlay J, Soerjomataram I, Ervik M, Dikshit R, Eser S, Mathers
C, Rebelo M, Parkin DM, Forman D, Bray, F. GLOBOCAN 2012 v1.0,
Cancer Incidence and Mortality Worldwide: IARC Cancer Base No. 11
[Internet]. Lyon, France: International Agency for Research on Cancer;
c2013. [Consulta: 10 abril 2015]. Disponible en: 

http://globocan.iarc.fr 

8 Secretaría de Salud. Dirección General de Epidemiología, Subsecre-
taría de Prevención y Control de Enfermedades. Registro Histopatoló-
gico de las Neoplasias Malignas en México. México; 2003. 

9 Op.Cit. INEGI Página 12.

10 Cfr. http://amapsi.org/portal/ 

11 Programa de acción específico. Prevención y control del cáncer de
la mujer 2013-2018. Programa Sectorial de Salud. Secretaría de Salud,
página 17

12 Publicado en el Diario Oficial de la Federación, el 12 de diciembre
de 2013.

13 Artículo 32 de la Ley General de Salud.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 25 de octubre de 2018.— Dipu-
tadas y diputados: Nelly Carrasco Godínez, Alma Delia Navarrete Ri-
vera, Alma Marina Vitela Rodríguez, Beatriz Silvia Robles Gutiérrez,
Cecilia Anunciación Patrón Laviada, Claudia Angélica Domínguez
Vázquez, Claudia López Rayón, Claudia Tello Espinosa, Claudia Va-
leria Yáñez Centeno y Cabrera, Dulce María Corina Villegas Guarne-
ros, Edith Marisol Mercado Torres, Elba Lorena Torres Díaz, Eleuterio
Arrieta Sánchez, Flora Tania Cruz Santos, Graciela Sánchez Ortiz, Hil-
da Patricia Ortega Nájera, Irma Juan Carlos, Isabel Margarita Guerra
Villarreal, Jaime Humberto Pérez Bernabe, José Luis García Duque,
Juan Martínez Flores, Juana Carrillo Luna, Juanita Guerra Mena, Ju-
lieta Kristal Vences Valencia, Laura Martínez González, Leticia Díaz
Aguilar, Lidia García Anaya, Lilia Villafuerte Zavala, Manuel Huerta
Martínez, Marco Antonio González Reyes, Marco Antonio Reyes Co-
lín, María Bertha Espinoza Segura, María Elizabeth Díaz García, Ma-
ría Eugenia Hernández Pérez, María Guadalupe Román Ávila, María
Guadalupe Román Ávila, María Teresa Rebeca Rosa Mora Ríos, Ma-
riana Dunyaska García Rojas, Maribel Martínez Ruiz, Martha Robles
Ortiz, Pedro Mario Zenteno Santaella, Raúl Eduardo Bonifaz Moeda-
no, Rocío Barrera Badillo, Rocío del Pilar Villarauz Martínez, Rodri-
go Calderón Salas, Sandra Simey Olvera Bautista, Socorro Bahena Ji-
ménez, Susana Cano González, Víctor Adolfo Mojica Wences, Xochitl
Nashielly Zagal Ramírez (rúbricas).»

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Gracias a usted. Túrnese a la Comisión de Salud
para su dictamen.

LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS
SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el dipu-
tado Juan Ángel Bautista Bravo, para presentar iniciativa
con proyecto de decreto que reforma los artículos 6o. y
cuadragésimo tercero transitorio de la Ley del Instituto de
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Es-
tado, suscrita también por varios integrantes del Grupo
Parlamentario de Morena.

El diputado Juan Ángel Bautista Bravo: Gracias. Con su
venia, presidenta.

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Adelante.

El diputado Juan Ángel Bautista Bravo: Compañeras y
compañeros legisladores, la seguridad social es un derecho

inherente plasmado en la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos. Es un factor fundamental para el
crecimiento y desarrollo de las naciones.

El Estado tiene la obligación de proveer una mejor calidad
de vida para las y los trabajadores y sus familias, lo que im-
plica el acceso a la asistencia médica de calidad, así como
el aseguramiento de ingresos en caso de invalidez, vejez y
muerte.

En 1991 la Organización Internacional del Trabajo produ-
jo una de las definiciones de seguridad social con mayor
aceptación a nivel mundial, entendiéndola como la protec-
ción que la sociedad proporciona a sus miembros median-
te una serie de medidas públicas contra las privaciones eco-
nómicas y sociales.

Que, de no ser así, ocasionaría la desaparición o una fuerte re-
ducción de los ingresos por causa de enfermedad, materni-
dad, accidente de trabajo, enfermedad laboral, desempleo, in-
validez, vejez y muerte, Y también la protección en forma de
asistencia médica y de ayuda a las familias con hijos.

El propósito central de la seguridad social es otorgar pro-
tección a las personas, garantizándoles un nivel mínimo de
bienestar, sin distinción de su condición económica, social
o laboral.

Sin embargo, compañeras y compañeros diputados, la
realidad de nuestro recinto es otra. Existe un alto por-
centaje de personal a nuestro cargo, contratado bajo el
régimen de honorarios, lo que lo deja desprotegido de to-
dos los derechos de ley correspondientes del primer año
de contratación.

No cuentan con cobertura básica de salud, especialmente
contra accidentes de trabajo o por enfermedades asociadas
al ámbito profesional. Destaco primordialmente la negati-
va de atención a la salud en caso de maternidad y paterni-
dad, careciendo de atención integral de las necesidades bá-
sicas, por lo que este nuevo gobierno estará encaminado a
revisar y reformar todo ordenamiento legal que garantice
que todas y todos los mexicanos cuenten con un acceso
digno a la salud, vivienda y demás elementos que constitu-
yan la seguridad social, particularmente el retiro.

Por lo cual, este órgano tiene que poner el ejemplo para que
amplíe la cobertura y alcance de la seguridad social. En este
sentido, una de las reformas de la seguridad social tendría que
ser elevar el impacto positivo en el bienestar social.
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Por lo anterior, consideramos necesario eliminar cualquier re-
quisito de temporalidad que impida a las y los trabajadores al
servicio del Estado disfrutar desde el inicio de sus funciones
de los beneficios de la seguridad social. Por lo cual la Ley del
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajado-
res del Estado se erigirá, al igual que la Constitución, con una
norma de avanzada que refleje las disposiciones del derecho
internacional y represente la mejor manera de protección y de
los derechos humanos, sociales y laborales a que toda perso-
na tenemos derecho. Es cuanto, presidenta.

«Iniciativa que reforma los artículos 6 y cuadragésimo ter-
cero transitorio de la Ley del Instituto de Seguridad y Ser-
vicios Sociales de los Trabajadores del Estado, suscrita por
el diputado Juan Ángel Bautista Bravo e integrantes del
Grupo Parlamentario de Morena

Quienes suscriben, integrantes del Grupo Parlamentario de
Morena a la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, 77 y 78,
del Reglamento de la Cámara de Diputados, sometemos a
la consideración de esta soberanía, la presente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo
6o. y Cuadragésimo Tercero Transitorio de la Ley del Ins-
tituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajado-
res del Estado, al tenor de siguiente:

Exposición de Motivos

En 1991, la Organización Internacional del Trabajo produ-
jo una de las definiciones de seguridad social con mayor
aceptación a nivel mundial, entendiéndola como “la pro-
tección que la sociedad proporciona a sus miembros, me-
diante una serie de medidas públicas, contra las privacio-
nes económicas y sociales que, de no ser así, ocasionarían
la desaparición o una fuerte reducción de los ingresos por
causa de enfermedad, maternidad, accidente de trabajo, o
enfermedad laboral, desempleo, invalidez, vejez y muerte;
y también la protección en forma de asistencia médica y de
ayuda a las familias con hijos”. 

Derivado de lo anterior, el principal objetivo perseguido
por la seguridad social es “velar porque las personas que
están en la imposibilidad (temporal o permanente) de obte-
ner un ingreso, o que deben asumir responsabilidades fi-
nancieras excepcionales, puedan seguir satisfaciendo sus
necesidades, proporcionándoles, a tal efecto, recursos fi-
nancieros o determinados bienes o servicios”. 

El propósito central de la seguridad social es otorgar pro-
tección a las personas, garantizándoles un nivel mínimo de
bienestar sin distinción de su condición económica, social,
o laboral, de forma tal que no dependan únicamente de su
situación de inserción en el mercado laboral o de la adqui-
sición de habilidades y conocimientos. 

Como sus principios elementales se encuentra la universa-
lidad en la cobertura, la igualdad, la equidad o uniformidad
en el trato, la solidaridad, la redistribución del ingreso, la
suficiencia de las prestaciones; la unidad y responsabilidad
del Estado, la eficiencia y participación en la gestión; y la
sostenibilidad financiera.

De tal forma, la seguridad social busca proteger a los indi-
viduos ante circunstancias previstas o imprevistas, perma-
nentes o temporales que mermen su capacidad económica
y frente a las cuales es posible establecer mecanismos pre-
cautorios, en cuyo financiamiento pueden participar el Es-
tado, los empleadores y los trabajadores; como principales
componentes integra rubros básicos como: vejez, invali-
dez, muerte, enfermedad, maternidad, accidentes de traba-
jo, desempleo y asignaciones familiares.

Adquiere mayor importancia cuando consideramos su po-
tencial como instrumento de combate a la pobreza en ge-
neral y para mejorar las condiciones de vida de determina-
dos grupos de la población; su sistema se caracteriza por el
tipo y la amplitud de los servicios que proporciona, por la
definición de los proveedores, los beneficiarios de estos
servicios y su forma de financiamiento. 

En México, desde la Constitución de 1857 se vislumbraron
los primeros atisbos para otorgar seguridad social o dere-
chos a la clase trabajadora, los cuales se consagraron en el
artículo 5o. de aquel ordenamiento, a saber:

“5o. Nadie puede ser obligado a prestar trabajos persona-
les, sin la justa retribución y sin su pleno conocimiento. La
Ley no puede autorizar ningún contrato que tenga por ob-
jeto la pérdida o el irrevocable sacrificio de la libertad del
hombre, ya sea por causa de trabajo, de educación o de vo-
to religioso. Tampoco puede autorizar convenios en que el
hombre pacte su proscripción o destierro.” (sic)

Al promulgarse la Constitución de 1917, se reivindicaron
los derechos laborales al incorporarse novedosas disposi-
ciones en beneficio de la clase trabajadora, como son las
que contemplan responsabilidades de los patrones en acci-
dentes de trabajo y enfermedades profesionales, así como
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la obligación de observar los preceptos legales sobre higie-
ne, seguridad y la previsión popular.

En materia de seguridad social, la fracción XXIX del artí-
culo 123 del texto original de la Constitución establecía lo
siguiente:

“XXIX. Se consideran de utilidad social: el estableci-
miento de Cajas de Seguros Populares, de invalidez, de
vida, de cesación involuntaria de trabajo, de accidentes
y otros con fines análogos, por lo cual, tanto el gobier-
no federal como el de cada estado, deberán fomentar la
organización de Instituciones de ésta índole, para infun-
dir e inculcar la previsión popular.” (sic)

Con posterioridad, mediante reforma publicada en el Dia-
rio Oficial de la Federación el 6 de septiembre de 1929, la
referida fracción XXIX del artículo 123 de la Constitución,
fue modificada para quedar como sigue:

“XXIX. Se considera de utilidad pública la expedición
de la Ley del Seguro Social y ella comprenderá seguros
de la invalidez, de vida, de cesación involuntaria del tra-
bajo, de enfermedades y accidentes y otros con fines
análogos.” (sic)

El 5 de diciembre de 1960 fue publicado el Decreto que re-
formó y adicionó el artículo 123 de la Constitución, mismo
que fue dividido en dos apartados: en el “Apartado A”, se
conservó el contenido del texto vigente anterior a esa fe-
cha; y en el “Apartado B”, se incorporaron las normas que
regulan las relaciones de trabajo entre los Poderes de la
Unión y de los gobiernos de las entidades federativas, con
sus trabajadores y empleados.

Desde entonces, el sistema público de seguridad social del
país incluye instituciones federales, estatales, empresas pa-
raestatales y otros organismos sociales; sin embargo, recae
casi por completo en dos instituciones; el Instituto Mexica-
no del Seguro Social, creado en 1942; y el Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Esta-
do, creado en 1960.

Particularmente por lo que hace al Instituto de Seguridad
y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, de
acuerdo con lo establecido en la fracción XI del apartado
B del artículo 123 constitucional, es la institución encar-
gada de proporcionar los servicios de seguridad social a
los trabajadores que prestan sus servicios a los Poderes

de la Unión; cubre de manera obligatoria un conjunto de
21 prestaciones, 3 de ellas médicas, 6 sociales y 12 eco-
nómicas, las cuales abarcan servicios médicos, riesgos
de trabajo, pensiones, ahorro para el retiro, préstamos,
vivienda y servicios sociales y culturales; como se apre-
cia a continuación:

“Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo
digno y socialmente útil; al efecto, se promoverán la
creación de empleos y la organización social de trabajo,
conforme a la ley.

El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases si-
guientes, deberá expedir leyes sobre el trabajo, las cua-
les regirán:

A. ...

B. Entre los Poderes de la Unión y sus trabajadores:

I. a X. ...

XI. La seguridad social se organizará conforme a las si-
guientes bases mínimas:

a) Cubrirá los accidentes y enfermedades profesionales;
las enfermedades no profesionales y maternidad; y la ju-
bilación, la invalidez, vejez y muerte.

b) En caso de accidente o enfermedad, se conservará el
derecho al trabajo por el tiempo que determine la ley.

c) Las mujeres durante el embarazo no realizarán traba-
jos que exijan un esfuerzo considerable y signifiquen un
peligro para su salud en relación con la gestación; goza-
rán forzosamente de un mes de descanso antes de la fe-
cha fijada aproximadamente para el parto y de otros dos
después del mismo, debiendo percibir su salario íntegro
y conservar su empleo y los derechos que hubieren ad-
quirido por la relación de trabajo. En el período de lac-
tancia tendrán dos descansos extraordinarios por día, de
media hora cada uno, para alimentar a sus hijos. Ade-
más, disfrutarán de asistencia médica y obstétrica, de
medicinas, de ayudas para la lactancia y del servicio de
guarderías infantiles.

d) Los familiares de los trabajadores tendrán derecho a
asistencia médica y medicinas, en los casos y en la pro-
porción que determine la ley.

Año I, Primer Periodo, 15 de noviembre de 2018 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados128



e) Se establecerán centros para vacaciones y para recu-
peración, así como tiendas económicas para beneficio
de los trabajadores y sus familiares.

f) Se proporcionarán a los trabajadores habitaciones ba-
ratas, en arrendamiento o venta, conforme a los progra-
mas previamente aprobados. Además, el Estado me-
diante las aportaciones que haga, establecerá un fondo
nacional de la vivienda a fin de constituir depósitos en
favor de dichos trabajadores y establecer un sistema de
financiamiento que permita otorgar a éstos crédito bara-
to y suficiente para que adquieran en propiedad habita-
ciones cómodas e higiénicas, o bien para construirlas,
repararlas, mejorarlas o pagar pasivos adquiridos por es-
tos conceptos.

Las aportaciones que se hagan a dicho fondo serán en-
teradas al organismo encargado de la seguridad social
regulándose en su Ley y en las que corresponda, la for-
ma y el procedimiento conforme a los cuales se admi-
nistrará el citado fondo y se otorgarán y adjudicarán los
créditos respectivos”.

No obstante el espíritu de la seguridad social reconocido
por el precepto constitucional citado, la ley que reglamen-
ta el funcionamiento del Instituto, es decir, la Ley del Ins-
tituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajado-
res del Estado, imposibilita el pleno ejercicio del derecho
social que corresponde a cualquier trabajador que preste
sus servicios al Estado.

Es el caso de lo dispuesto en la fracción XXIX del artículo
6 y el Cuadragésimo Tercero Transitorio de la Ley del Ins-
tituto, que a la letra estipulan:

“Artículo 6. Para los efectos de esta Ley, se entenderá
por:

I. a XXVIII. ...

XXIX. Trabajador, las personas a las que se refiere el
artículo 1o. de esta Ley que presten sus servicios en las
dependencias o entidades, mediante designación legal o
nombramiento, o por estar incluidas en las listas de ra-
ya de los Trabajadores temporales, incluidas aquéllas
que presten sus servicios mediante contrato personal su-
jeto a la legislación común, que perciban sus emolu-
mentos exclusivamente con cargo a la partida de hono-
rarios por contrato, o que estén incluidos en las listas de
raya, siempre y cuando hayan laborado una jornada

completa de acuerdo con las condiciones generales de
trabajo y el contrato sea por un periodo mínimo de un
año.

Cuadragésimo Tercero. A las personas que presten sus
servicios a las dependencias o entidades mediante con-
trato personal sujeto a la legislación común, que perci-
ban sus emolumentos exclusivamente con cargo a la
partida de honorarios por contrato, o que estén incluidos
en las listas de raya, siempre y cuando hayan laborado
una jornada completa de acuerdo con las condiciones
generales de trabajo y hayan laborado por un periodo
mínimo de un año, se les incorporará integralmente al
régimen de seguridad social con la entrada en vigor de
esta ley.

Asimismo, se les incorporará con los tabuladores aplica-
bles en la dependencia o entidad en que presten sus servi-
cios mediante un programa de incorporación gradual, que
iniciará a partir del primero de enero del 2008 dentro de un
plazo máximo de cinco años. La Secretaría de Hacienda y
Crédito Público establecerá los lineamientos para su incor-
poración”.

De lo anterior se desprende que las personas que presen-
te sus servicios al Estado mediante contrato personal su-
jeto a la legislación común, que perciban sus emolumen-
tos exclusivamente con cargo a la partida de honorarios
por contrato, o que estén incluidos en las listas de raya,
pero no hayan laborado por un periodo mínimo de un
año, no son considerados como trabajadores para los
efectos de la Ley del Instituto, por lo cual no son inte-
grados al régimen de seguridad social previsto en la Ley,
y provisto por el Instituto.

Al respecto, es necesario mencionar que independiente-
mente de la forma en la que perciben emolumentos los tra-
bajadores al servicio del Estado, en su relación con el Es-
tado se configuran los supuestos necesarios para el
establecimiento de la relación laboral, por ende, dicha per-
sona trabajadora debe contar con todos los derechos inhe-
rentes a la misma, mismos que se hallan consagrados en la
Constitución y se encuentran actualmente soslayados por
el contenido actual de la Ley del Instituto.

Para lo anterior, sirve de apoyo la Jurisprudencia en Ma-
teria Laboral, provista por la Segunda Sala de la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Sema-
nario Judicial de la Federación en marzo de 2005, que a
la letra señala:
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Trabajadores al Servicio del Estado. El vínculo labo-
ral se demuestra cuando los servicios prestados reú-
nen las características propias de una relación de
trabajo, aunque se haya firmado un contrato de
prestación de servicios profesionales.

De la tesis de jurisprudencia 2a./J. 76/98, publicada en
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, No-
vena Época, Tomo VIII, octubre de 1998, página 568,
con el rubro: “Trabajadores al servicio del Estado. Si de-
muestran que han venido prestando servicios a la de-
pendencia estatal por designación verbal del titular, tie-
nen acción para demandar la expedición del
nombramiento o su inclusión en las listas de raya y, en
su caso, todas las demás acciones consecuentes”, así co-
mo de la ejecutoria dictada en la contradicción de tesis
96/95 de la que derivó, se advierte que aun cuando no
se exhiba el nombramiento relativo o se demuestre la
inclusión en las listas de raya, la existencia del vín-
culo laboral entre una dependencia estatal y la per-
sona que le prestó servicios se da cuando se acredita
que los servicios prestados reúnen las características
propias de una relación laboral. En ese sentido, si se
acredita lo anterior, así como que en la prestación del
servicio existió continuidad y que el trabajador pres-
tó sus servicios en el lugar y conforme al horario que
se le asignó, a cambio de una remuneración econó-
mica, se concluye que existe el vínculo de trabajo, sin
que sea obstáculo que la prestación de servicios se
haya originado con motivo de la firma de un contra-
to de prestación de servicios profesionales, pues no es
la denominación de ese contrato lo que determina la
naturaleza de los servicios prestados al Estado, de tal
suerte que si éstos reúnen las características propias
del vínculo laboral entre el Estado y sus trabajado-
res, éste debe tenerse por acreditado.

De lo anterior se colige que cuando la persona prestó de ma-
nera continua su trabajo, con base en el horario asignado a
cambio de remuneración económica, existe una relación la-
boral entre ella y los Poderes de la Unión, por lo que existe
obligación a cargo del patrón, de otorgar de manera inmedia-
ta, los servicios de seguridad social, sin que para ello deba
pasar un año, como lo establece la Ley del Instituto.

Con el contenido actual de las disposiciones que se preten-
den modificar, se crea un estado de excepción en detri-
mento de un sector de trabajadores al servicio del Estado,
quienes tienen que haber laborado por un periodo mínimo
de un año para ser considerados como trabajadores y por

ende, poder ser sujetos de la seguridad social, no impor-
tando que las necesidades de la misma no requieran de un
lapso establecido para ser ejercibles.

Para efectos de la prohibición constitucional para la crea-
ción de estados de excepción de facto, sirve de apoyo el
contenido del artículo 1o. de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, que a la letra dispone:

“Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas
las personas gozarán de los derechos humanos reco-
nocidos en esta Constitución y en los tratados inter-
nacionales de los que el Estado mexicano sea parte,
así como de las garantías para su protección, cuyo
ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo
en los casos y bajo las condiciones que esta Constitu-
ción establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se in-
terpretarán de conformidad con esta Constitución y
con los tratados internacionales de la materia favo-
reciendo en todo tiempo a las personas la protección
más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competen-
cias, tienen la obligación de promover, respetar, prote-
ger y garantizar los derechos humanos de conformidad
con los principios de universalidad, interdependencia,
indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Es-
tado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las
violaciones a los derechos humanos, en los términos que
establezca la ley.

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Me-
xicanos. Los esclavos del extranjero que entren al terri-
torio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su liber-
tad y la protección de las leyes.

Queda prohibida toda discriminación motivada por ori-
gen étnico o nacional, el género, la edad, las discapaci-
dades, la condición social, las condiciones de salud, la
religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el es-
tado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad
humana y tenga por objeto anular o menoscabar los de-
rechos y libertades de las personas”.

En la inteligencia de lo anterior se desprende que todas las
personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en
la Constitución, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni sus-
penderse, salvo en los casos y bajo las condiciones esta-
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blecidos por ella misma, lo cual no ocurre en el caso que
nos ocupa, sino todo lo contrario, la Constitución prevé las
bases mínimas para el otorgamiento de la seguridad social
y la ley reglamentaria lo condiciona a la periodicidad de la
labor desempeñada.

El mandamiento que funda y motiva el actuar del Instituto
va en contravención a lo dispuesto por la Constitución, lo
cual debe ser enmendado a efecto de no hacer nugatorios
los derechos humanos, sociales y laborales de las personas
que prestan sus servicios a los Poderes de la Unión.

Para ilustrar lo anterior, sirve de apoyo la Tesis Aislada en
Materia Constitucional, provista por el pleno de la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Sema-
nario Judicial de la Federación, en septiembre de 2000, que
a la letra describe:

Igualdad. Los conceptos de violación que se hagan
valer respecto a la garantía prevista en el artículo 1o.
de la Constitución federal, no pueden entenderse si
no es en relación directa con las libertades que ésta
consagra.

Si bien es cierto que las garantías que otorga la Consti-
tución federal sólo pueden restringirse por disposición
de la propia Ley Fundamental o por otra ley a la que la
misma remita, también lo es que los conceptos de viola-
ción que haga valer el quejoso en el juicio de amparo,
respecto al artículo 1o. de la Carta Magna que prevé la
garantía de igualdad, sólo pueden entenderse en relación
directa con las libertades que la propia Constitución
consagra. Esto es, la violación que se produciría, en su
caso, al artículo 1o. sólo puede advertirse de un estudio
conjunto de dicho ordinal con la correlativa libertad que
se arguye violada.

La garantía de igualdad sólo puede entenderse en rela-
ción directa con las libertades que la propia Constitu-
ción consagra. Aunado a lo anterior, por mandato cons-
titucional derivado de la reforma en materia de derechos
humanos llevada a cabo en junio de 2011, existe obliga-
ción a cargo de todas las autoridades del Estado, en el
ámbito de sus competencias, de promover, respetar, pro-
teger y garantizar 

Artículo 133. Esta Constitución, las leyes del Congreso
de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que
estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se ce-
lebren por el Presidente de la República, con aprobación

del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los
jueces de cada entidad federativa se arreglarán a dicha
Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposicio-
nes en contrario que pueda haber en las Constituciones
o leyes de las entidades federativas.

De la anterior jerarquía de normas, con relación a lo
dispuesto por el artículo 1o. de la Constitución; se des-
prende que cualquier tratado internacional suscrito y ra-
tificado por el Estado Mexicano será aplicable en el pa-
ís y que en caso de contraposición con una norma,
deberá optarse por la disposición que mayor beneficio
represente.

Es así como se genera la obligación para cualquier au-
toridad del Estado, el optar por un Tratado Internacio-
nal, por encima de la Ley del Instituto, si es que el pri-
mero provee la protección más amplia a las personas.

A efectos de ilustrar lo anterior, sirve de apoyo la Tesis Ais-
lada en Materia Constitucional, provista por los Tribunales
Colegiados de Circuito, publicada en el Semanario Judicial
de la Federación, en enero de 2013, misma que dispone:

Principio pro persona. Es un derecho plasmado en la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos que requiere su vinculación con la violación de
un derecho humano para su efectividad.

El segundo párrafo del artículo 1o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, que entró en
vigor el once de junio de dos mil once, establece: “Las
normas relativas a los derechos humanos se interpreta-
rán de conformidad con esta Constitución y con los tra-
tados internacionales de la materia favoreciendo en to-
do tiempo a las personas la protección más amplia”.
Dicha porción normativa contiene un derecho reconoci-
do a los gobernados consistente en un principio de in-
terpretación tanto conforme con los derechos humanos
contemplados por la propia Constitución (interpretación
conforme), como aquellos plasmados en los tratados in-
ternacionales de los que el Estado mexicano es parte (in-
terpretación convencional), siempre en busca de lo más
favorable para la persona. No obstante lo anterior, tal
derecho es un principio de interpretación pro persona
que implica que las normas relativas a derechos huma-
nos se interpreten de acuerdo con la propia Constitución
y con los tratados internacionales, favoreciendo en todo
tiempo la protección más amplia a las personas, consti-
tuyendo así, una herramienta hermenéutica para lograr
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la efectiva protección de los gobernados en relación,
siempre, con un derecho humano que se alegue vulnera-
do. Esto es, si bien es cierto que tal principio interpreta-
tivo está reconocido en nuestra Constitución, también lo
es que no es válido sostener su vulneración o transgre-
sión autónoma, pues ésta siempre habrá de referirse al
contenido y alcance de diverso derecho humano. En ta-
les condiciones, es insuficiente que se invoque como ar-
gumento para estimar que el acto reclamado transgrede
un derecho humano, el que no se observó el principio
pro persona o se omitió llevar a cabo una interpretación
conforme, pues tal expresión no puede ser, por sí sola,
suficiente para estimar que se violó un derecho humano,
sino que es necesario que se vincule con la vulneración
de un derecho de esa naturaleza contenido en nuestra
Constitución o en un tratado internacional que haya si-
do ratificado por nuestro país a efecto de que la autori-
dad jurisdiccional proceda a analizar si se da tal trans-
gresión para, en su caso, proceder a realizar una
interpretación conforme o en aplicación del control de
convencionalidad atendiendo a lo que más favorezca al
agraviado.

El principio pro persona contiene un derecho reconoci-
do a las y los gobernados, consistente en la interpreta-
ción conforme de los derechos humanos contemplados
por la propia Constitución y en los tratados internacio-
nales, buscando el que contenga disposiciones más fa-
vorable para la persona, si es que éste se alega vulnera-
do; tal como se estima que ocurre con los artículos
referidos de la Ley del Instituto, que no responden a las
directrices establecidas por los artículos 1 y 123 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En abono de lo anterior, sirve la Tesis Aislada en Materia
Administrativa, provista por los Tribunales Colegiados de
Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la Federa-
ción, en febrero de 2005, que dispone:

Principio pro homine. Su aplicación es obligatoria

El principio pro homine que implica que la interpretación
jurídica siempre debe buscar el mayor beneficio para el
hombre, es decir, que debe acudirse a la norma más amplia
o a la interpretación extensiva cuando se trata de derechos
protegidos y, por el contrario, a la norma o a la interpreta-
ción más restringida, cuando se trata de establecer límites
a su ejercicio, se contempla en los artículos 29 de la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos y 5 del Pac-
to Internacional de Derechos Civiles y Políticos, publica-

dos en el Diario Oficial de la Federación el siete y el vein-
te de mayo de mil novecientos ochenta y uno, respectiva-
mente. Ahora bien, como dichos tratados forman parte de
la Ley Suprema de la Unión, conforme al artículo 133
constitucional, es claro que el citado principio debe apli-
carse en forma obligatoria.

Este criterio obligatorio en virtud del cual debe acudirse a
la norma más amplia, o a la interpretación más extensiva,
cuando se trata de reconocer derechos protegidos, tiene dos
variantes, la primera, como preferencia interpretativa, con-
forme a la cual ante dos o más interpretaciones de la nor-
ma, el intérprete debe preferir la que más proteja al indivi-
duo u optimice un derecho fundamental y, la segunda,
conforme a la cual si pueden aplicarse dos o más normas a
un determinado caso, el intérprete debe preferir la que más
favorezca a la persona, independientemente de la jerarquía
entre ellas.

Con relación a lo anterior, es aplicable como normatividad
de interpretación convencional, el Protocolo Adicional a la
Convención Americana sobre Derechos Humanos en Ma-
teria de Derechos Económicos, Sociales y Culturales,
“Protocolo de San Salvador”, suscrito por el Estado mexi-
cano el 17 de noviembre de 1988 y ratificado el 16 de abril
de 1996, que en su artículo 9 señala:

“Artículo 9. Derecho a la Seguridad Social

1. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que
la proteja contra las consecuencias de la vejez y de la in-
capacidad que la imposibilite física o mentalmente para
obtener los medios para llevar una vida digna y decoro-
sa. En caso de muerte del beneficiario, las prestaciones
de seguridad social serán aplicadas a sus dependientes.

2. Cuando se trate de personas que se encuentran traba-
jando, el derecho a la seguridad social cubrirá al menos
la atención médica y el subsidio o jubilación en casos de
accidentes de trabajo o de enfermedad profesional y,
cuando se trate de mujeres, licencia retribuida por ma-
ternidad antes y después del parto”.

Asimismo, resulta importante citar el contenido del artícu-
lo 22 de la Declaración Universal de Derechos Humanos,
que dispone:

Artículo 22. Toda persona, como miembro de la socie-
dad, tiene derecho a la seguridad social, y a obtener, me-
diante el esfuerzo nacional y la cooperación internacio-
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nal, habida cuenta de la organización y los recursos de
cada Estado, la satisfacción de los derechos económi-
cos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y
al libre desarrollo de su personalidad.

De igual manera, es necesario rescatar el contenido de los ar-
tículos 9, 10 y 11 del Pacto Internacional de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales, mencionan lo siguiente:

“Artículo 9. Los Estados parte en el presente pacto re-
conocen el derecho de toda persona a la seguridad so-
cial, incluso al seguro social.

Artículo 10. Los Estados parte en el presente pacto re-
conocen que:

1. Se debe conceder a la familia, que es el elemento na-
tural y fundamental de la sociedad, la más amplia pro-
tección y asistencia posibles, especialmente para su
constitución y mientras sea responsable del cuidado y la
educación de los hijos a su cargo. El matrimonio debe
contraerse con el libre consentimiento de los futuros
cónyuges.

2. Se debe conceder especial protección a las madres
durante un período de tiempo razonable antes y después
del parto. Durante dicho período, a las madres que tra-
bajen se les debe conceder licencia con remuneración o
con prestaciones adecuadas de seguridad social.

3. Se deben adoptar medidas especiales de protección y
asistencia en favor de todos los niños y adolescentes, sin
discriminación alguna por razón de filiación o cualquier
otra condición. Debe protegerse a los niños y adoles-
centes contra la explotación económica y social. Su em-
pleo en trabajos nocivos para su moral y salud, o en los
cuales peligre su vida o se corra el riesgo de perjudicar
su desarrollo normal, será sancionado por la ley. Los Es-
tados deben establecer también límites de edad por de-
bajo de los cuales quede prohibido y sancionado por la
ley el empleo a sueldo de mano de obra infantil.

Artículo 11.

1. Los Estados parte en el presente pacto reconocen el
derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado pa-
ra sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vi-
vienda adecuados, y a una mejora continua de las con-
diciones de existencia. Los Estados parte tomarán
medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este

derecho, reconociendo a este efecto la importancia esen-
cial de la cooperación internacional fundada en el libre
consentimiento.

2. Los Estados parte en el presente pacto, reconociendo
el derecho fundamental de toda persona a estar protegi-
da contra el hambre, adoptarán, individualmente y me-
diante la cooperación internacional, las medidas, inclui-
dos los programas concretos, que se necesitan para:

a) Mejorar los métodos de producción, conservación y
distribución de alimentos mediante la plena utilización
de los conocimientos técnicos y científicos, la divulga-
ción de principios sobre nutrición y el perfeccionamien-
to o la reforma de los regímenes agrarios de modo que
se logren la explotación y la utilización más eficaces de
las riquezas naturales;

b) Asegurar una distribución equitativa de los alimentos
mundiales en relación con las necesidades, teniendo en
cuenta los problemas que se plantean tanto a los países
que importan productos alimenticios como a los que los
exportan”.

Aunado a lo anterior, la Conferencia General de la Organi-
zación Internacional del Trabajo reafirmó que el derecho a
la seguridad social es un derecho humano, reconoció que
es, junto con la promoción del empleo, una necesidad eco-
nómica y social para el desarrollo y el progreso.

Reconoció, además, que la seguridad social es una herra-
mienta importante para prevenir y reducir la pobreza, la
desigualdad, la exclusión social y la inseguridad social, pa-
ra promover la igualdad de oportunidades, la igualdad de
género y la igualdad racial y para apoyar la transición del
empleo informal al empleo formal.

La considera como una inversión en las personas que po-
tencia su capacidad para adaptarse a los cambios de la eco-
nomía y del mercado de trabajo, y que los sistemas de se-
guridad social actúan como estabilizadores sociales y
económicos automáticos, ayudan a estimular la demanda
agregada en tiempos de crisis y en las etapas posteriores, y
ayudan a facilitar la transición hacia una economía más
sostenible.

Asimismo, consideró las normas de la Organización Inter-
nacional del Trabajo relativas a la seguridad social, en par-
ticular el Convenio sobre la Seguridad Social de 1952, la
Recomendación sobre la seguridad de los medios de vida
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de 1944, y la Recomendación sobre la asistencia médica de
1944, haciendo hincapié en que dichas normas conservan
toda su pertinencia y siguen siendo importantes instrumen-
tos de referencia para los sistemas de seguridad social.

Como se aprecia en la normatividad internacional descri-
ta, en todos se indica de manera explícita que toda per-
sona, sin distingo alguno, tiene derecho a la seguridad
social; de igual manera, el contenido del artículo 123 de
la Constitución, tampoco refiere excepción expresa para
el ejercicio del derecho social a la seguridad social, sin
embargo, como ha quedado demostrado, la fracción
XXIX del artículo 6 y el Cuadragésimo Tercero Transi-
torio de la Ley del Instituto, restringen el ejercicio del
derecho, ya que inscribe un requisito de temporalidad pa-
ra el disfrute de la seguridad social a quienes presten sus
servicios mediante contrato personal sujeto a la legisla-
ción común, que perciban sus emolumentos exclusiva-
mente con cargo a la partida de honorarios por contrato,
o que estén incluidos en las listas de raya.

Al momento, el Instituto no cumple con su obligación
constitucional de garantizar la seguridad social de todas las
personas que prestan sus servicios al Estado, siendo que,
como quedó acreditado, existe relación laboral reconocida
por interpretación del Poder Judicial de la Federación.

Con relación a lo anterior y en atención a la obligatoriedad
de la interpretación convencional que obliga a toda autori-
dad en el Estado mexicano, sirve de apoyo la siguiente Te-
sis Aislada en Materia Constitucional, provista por los Tri-
bunales Colegiados de Circuito, publicada en el Semanario
Judicial de la Federación, en septiembre de 2012, misma
que a la letra dispone:

Principios de optimización interpretativa de los de-
rechos humanos reconocidos en la Constitución fede-
ral (universalidad, interdependencia, indivisibilidad
y progresividad). Orientan la interpretación de los
preceptos constitucionales en esa materia y son de in-
eludible observancia para todas las autoridades.

El 10 de junio de 2011 se promulgaron reformas a la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
en materia de derechos humanos, de las que sobresale la
modificación de su artículo 1o. que establece la obliga-
ción de toda autoridad, de promover, respetar y garanti-
zar los derechos humanos, favoreciendo la protección
más amplia posible a favor de la persona, de conformi-

dad con los principios de universalidad, interdependen-
cia, indivisibilidad y progresividad. En virtud de éstos,
la valoración de los derechos fundamentales queda vin-
culada a la premisa de que deben respetarse en benefi-
cio de todo ser humano, sin distinción de edad, género,
raza, religión, ideas, condición económica, de vida, sa-
lud, nacionalidad o preferencias (universalidad); ade-
más, tales derechos han de apreciarse como relaciona-
dos de forma que no sería posible distinguirlos en orden
de importancia o como prerrogativas independientes,
prescindibles o excluyentes unas ante otras, sino que to-
dos deben cumplirse en la mayor medida posible, así sea
en diferente grado por la presencia de otro derecho fun-
damental que también deba respetarse y que resulte
eventualmente preferible, por asegurar un beneficio ma-
yor al individuo, sin que el derecho fundamental que ce-
da se entienda excluido definitivamente (indivisibilidad
e interdependencia); asimismo, con el entendimiento de
que cada uno de esos derechos, o todos en su conjunto,
obedecen a un contexto de necesidades pasadas y actua-
les, mas no niegan la posibilidad de verse expandidos,
por adecuación a nuevas condiciones sociales que de-
terminen la necesidad y vigencia de otras prerrogativas
que deban reconocerse a favor del individuo (progresi-
vidad). De esta guisa, los referidos principios orientan la
interpretación de los restantes preceptos constituciona-
les en materia de derechos fundamentales, conduciendo
a su realización y observancia más plena e inmejorable
posibles, vinculando el proceder de toda autoridad en el
cumplimiento del mandato de promover, respetar, prote-
ger y garantizar los derechos humanos reconocidos en la
Constitución y los tratados internacionales de la mate-
ria, por lo que se constituyen como auténticos principios
de optimización e interpretación constitucional que el
legislador decidió objetivar en la Norma Suprema y, que
por ende, resultan de ineludible observancia para todas
las autoridades, y más aún para las jurisdiccionales.

La valoración de los derechos fundamentales queda vin-
culada a la premisa de que deben respetarse en benefi-
cio de todo ser humano, sin distinción alguna; tales de-
rechos han de apreciarse relacionados de forma que no
es posible distinguirlos en orden de importancia, sino
que todos deben cumplirse en la mayor medida posible.
En el caso que nos ocupa, el derecho consagrado en el
artículo 123, en su relación con la garantía de igualdad,
consagrada en el artículo 1, ambos de la Constitución; y
además, con los tratados internacionales aplicables al
caso concreto.
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En concatenación con lo anterior, sirve de apoyo la Tesis
Aislada en Materia Constitucional, provista por los Tribu-
nales Colegiados de Circuito, publicada en el Semanario
Judicial de la Federación, en enero de 2012, que refiere:

Progresividad. Cómo debe interpretarse dicho prin-
cipio por las autoridades a partir de la reforma que
sufrió el artículo 1o. de la Constitución federal, pu-
blicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de
junio de 2011.

El principio de progresividad persigue, esencialmente,
la aplicación preferente de aquel ordenamiento que con-
temple un mayor beneficio al gobernado respecto de sus
derechos humanos, por ello las autoridades deben estar
atentas a la evolución de éstos, especialmente en los tra-
tados internacionales, pues puede suceder que exista
contraposición entre un derecho humano que consagra
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y el previsto en el tratado, en cuyo caso, si éste es
de mayor beneficio para la persona, es el que debe apli-
carse, en observancia al referido principio y acorde con
los fines de justicia, equidad y solidaridad social perse-
guidos por el Constituyente Permanente a partir de la re-
forma al artículo 1o. de la Constitución Federal, publi-
cada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio
de 2011.

El principio de progresividad persigue la aplicación pre-
ferente de aquel ordenamiento que contemple un mayor
beneficio al gobernado respecto de sus derechos huma-
nos, por ello las autoridades deben estar atentas a la evo-
lución de éstos, pues puede suceder que exista contra-
posición entre un derecho humano que consagra la
Constitución, en cuyo caso, si éste es de mayor benefi-
cio para la persona, es el que debe aplicarse, en obser-
vancia al referido principio y acorde con los fines de
justicia, equidad y solidaridad social.

En conclusión, como se desprende con claridad del con-
tenido de la presente iniciativa, lo dispuesto por la frac-
ción XXIX del artículo 6 y Cuadragésimo Tercero Tran-
sitorio de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios
Sociales de los Trabajadores del Estado, es decir, una
norma con menor jerarquía, va en contravención del
contenido del artículo 123 de la Constitución, en su re-
lación más estrecha con el artículo 1o. de la misma, al
igual que va en con contra de diversos tratados interna-
cionales suscritos y ratificados por el Estado mexicano;

lo que sitúa a las personas en un estado de vulnerabili-
dad de difícil reparación.

Por lo anterior, consideramos necesario eliminar cualquier
requisito de temporalidad que impida a las y los trabajado-
res al servicio del Estado, disfrutar, desde el inicio de sus
funciones, de los beneficios de la seguridad social, con lo
cual, la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales
de los Trabajadores del Estado, se erigirá, al igual que la
Constitución, como una norma de avanzada que refleje las
disposiciones del derecho internacional y represente de
mejor manera la protección de los derechos humanos, so-
ciales y laborales, a que toda persona tiene derecho.

Es por lo anteriormente expuesto y fundado que someto a
la consideración de ésta soberanía, el presente proyecto de

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones
de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Socia-
les de los Trabajadores del Estado

Único. Se reforma la fracción XXIX del artículo 6 y el pri-
mer párrafo del Cuadragésimo Tercero Transitorio de la
Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado, para quedar como sigue:

Artículo 6. Para los efectos de esta ley, se entenderá por:

I. a la XXVIII. ...

XXIX. Trabajador: las personas a las que se refiere el
artículo 1o. de esta ley que presten sus servicios en las
dependencias o entidades, mediante designación legal o
nombramiento, o por estar incluidas en las listas de ra-
ya de los trabajadores temporales, incluidas aquéllas
que presten sus servicios mediante contrato personal su-
jeto a la legislación común, que perciban sus emolu-
mentos exclusivamente con cargo a la partida de hono-
rarios por contrato, o que estén incluidos en las listas de
raya, siempre y cuando hayan laborado una jornada
completa de acuerdo con las condiciones generales de
trabajo.

Cuadragésimo Tercero. A las personas que presten sus
servicios a las dependencias o entidades mediante contrato
personal sujeto a la legislación común, que perciban sus
emolumentos exclusivamente con cargo a la partida de ho-
norarios por contrato, o que estén incluidos en las listas de
raya, siempre y cuando hayan laborado una jornada com-
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pleta de acuerdo con las condiciones generales de trabajo,
se les incorporará integralmente al régimen de seguridad
social con la entrada en vigor de esta Ley.

...

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 30 de octubre de 2018.— Dipu-
tadas y diputados: Juan Ángel Bautista Bravo, Beatriz Silvia Robles
Gutiérrez, Elba Lorena Torres Díaz, Felipe Rafael Arvizu de la Luz,
Graciela Sánchez Ortiz, Horacio Duarte Olivares, Juan Pablo Sánchez
Rodríguez, Sandra Simey Olvera Bautista (rúbricas).»

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Gracias, diputado. Túrnese a la Comisión de
Trabajo y Previsión Social, para su dictamen.

SE DECLARA EL 28 DE ABRIL DE CADA AÑO 
COMO DÍA NACIONAL DE LA HERBOLARIA
Y LA MEDICINA TRADICIONAL MEXICANA

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, la dipu-
tada Socorro Irma Andazola Gómez, del Grupo Parlamen-
tario de Morena, para presentar iniciativa con proyecto de
decreto por el que se declara el 28 de abril de cada año co-
mo Día Nacional de la Herbolaria y la Medicina Tradicio-
nal Mexicana.

La diputada Socorro Irma Andazola Gómez: Con su
permiso, diputada presidenta.

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Adelante, compañera diputada. 

La diputada Socorro Irma Andazola Gómez: Compañe-
ras y compañeros, la iniciativa que me permito presentar a
esta soberanía aborda un tema al que es necesario darle la
importancia que se merece, porque lo que significa para
nuestra identidad cultural, para una gran parte de la pobla-
ción de nuestro país. 

La herbolaria y la medicina tradicional deben ser posicio-
nadas en su justa dimensión y valor para entender que se

trata de un bien biocultural de nuestro país. Este sector es-
tá compuesto por una cadena productiva que incluye, entre
otros, a campesinos que cultivan y recolectan plantas me-
dicinales, acopiadores, transformadores, comercializado-
res, terapeutas y médicos tradicionales.

La importancia de la actividad en este sector incluye as-
pectos culturales, científicos, económicos, educativos y de
salud pública. Sobre todo, en la prevención, que significa-
ría importantes ahorros de recursos a nivel nacional. 

En cuanto a lo económico, se estima que en nuestro país se
consumen más de 54 mil toneladas de plantas medicinales
al año y una derrama estimada en varios cientos de millo-
nes de pesos al año. Asimismo, permítanme comentar al-
gunos antecedentes para poner en contexto la necesidad de
reconocer la importancia cultural de tener un Día Nacional
de la Herbolaria y la Medicina Tradicional Mexicana.

Desde antes de la época de la conquista, los conocimientos
de las propiedades de la flora curativa de nuestro país, o sea
de las plantas medicinales, fue la forma de encontrar la so-
lución de diversas afecciones en la salud de nuestros an-
cestros e incluso los propios conquistadores comprobaron
la eficiencia de la medicina indígena a base de hierbas y
métodos de curación tradicionales.

Por lo que existen hechos históricos que se narran en los
que se asegura que el propio Hernán Cortés, en peligro de
perder su vida por una herida en la cabeza, recibida en la
Batalla de Otumba, fue diestramente curado por los médi-
cos tlaxcaltecas, razón por la que los altos mandos y jerar-
cas de esa época preferían la curación de sus afecciones por
medio de la medicina tradicional mexicana.

Una de las principales aportaciones de la iniciativa es ha-
cer visible este sector tan olvidado que carece de políticas
públicas para su desarrollo, explotación, evolución y, como
lo dije antes, se valore como un bien biocultural y a partir
de ahí aprovechar que en nuestro país se tienen plantas en-
démicas y conocimientos tradicionales y culturales que es-
tán amenazados con su extinción.

Todo ello para encontrar la ruta correcta y ser con el tiem-
po la potencia que debería ser México en esta materia, no
solo a nivel nacional, sino mundial, porque hoy por hoy
existe evidencia que mejor otros países están explotando
por medio de transnacionales esos bienes y materias primas
que obtienen de nuestro querido México.
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De aprobarse la iniciativa, seguramente se empezará a
pensar en cómo transitar a mejores condiciones de desa-
rrollo del sector y en un futuro, incluso, un marco legal
acorde a la realidad del mismo y propiciar las condicio-
nes óptimas y sustentables de desarrollo y evolución con
los beneficios colaterales que esto conlleva, incluyendo
el hecho de mejoramiento en los métodos de comerciali-
zación, capacitación, programas gubernamentales, pro-
ducción, garantías y otros.

Por ello, tener un reconocimiento a este sector, primero,
aportaría un sentido de pertenencia cultural que no permi-
ta que se pierdan las tradiciones y conocimientos ancestra-
les, así como el reconocimiento de este sector como un pa-
trimonio intangible, tangible, popular y cultural de México,
y, segundo, que permita que esa identidad impulse a los in-
tegrantes del sector a organizarse y encontrar, en coordina-
ción con el Estado, la legitimación de la urgencia de aten-
der sus necesidades para su desarrollo.

Ahora bien, y para finalizar, les comparto que se ha elegi-
do el día 28 de abril de cada año para proponerlo como el
Día Nacional de la Herbolaria y Medicina Tradicional Me-
xicana, porque ese día es el aniversario del natalicio del rey
Acolmixtli Nezahualcóyotl, en 1402, quien fue el fundador
del primer centro de cultivo y estudio de plantas medicina-
les en el cerro de Tezcutzingo, Texcoco. Por su atención
muchas gracias.

«Iniciativa de decreto, por el que se declara el 28 de abril
como Día Nacional de la Herbolaria y la Medicina Tradi-
cional Mexicana, a cargo de la diputada Socorro Irma An-
dazola Gómez, del Grupo Parlamentario de Morena

La suscrita diputada federal Socorro Irma Andazola Gó-
mez, integrante de la LXIV Legislatura del Congreso de la
Unión, del Grupo Parlamentario de Morena, con funda-
mento en lo dispuesto por los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
así como el numeral 1, fracción I, del artículo 6 y 77 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la consi-
deración del pleno de esta asamblea la presente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se declara el 28 de abril
de cada año como Día Nacional de la Herbolaría y Medici-
na Tradicional Mexicana, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El empleo de las plantas con fines medicinales es proba-
blemente tan antiguo como el hombre mismo y en México

no es la excepción, ya que nuestro país goza desde tiempos
ancestrales tanto del conocimiento en su utilización, como
de la abundancia de flora curativa nacional endémica, co-
mo más adelante se ilustrará.

A lo largo de la historia del hombre, en el terreno de la cu-
ración de sus enfermedades, los recursos naturales más so-
corridos han sido los provenientes del reino vegetal. Desde
las épocas más pretéritas, los primeros homínidos utiliza-
ron las plantas que se encontraban en su entorno para ali-
viar sus problemas de salud.

Al paso del tiempo, cuando se fueron creando las culturas
y las civilizaciones, estos elementos terapéuticos no des-
aparecieron, sino que se fueron arraigando cada vez más en
sus costumbres, casi siempre utilizando las plantas que se
encontraban en las regiones que los circundaban.1

Las plantas medicinales son de los vínculos más directos
que pueden existir entre la medicina empírica del pasado y
la farmacología; existen indicios de que la herbolaria me-
dicinal prehispánica ha sido tradicionalmente estudiada sin
tomar en cuenta lo que en el fondo representa, representa-
ción que no solo debe quedar en la psique como una justi-
ficación para poder sustentar que nuestros antepasados
eran gente racional y conocedora de las virtudes de las
plantas y de los secretos de su uso.

Además del uso que se daba a la vegetación, tenía un valor
estético muy importante. Prueba de ello son los diversos
jardines destinados a sus mandatarios, como el del Molino
de las Flores en Texcoco, perteneciente a Nezahualcóyotl y
considerado el primer jardín botánico del Anáhuac (1430)
o el de Moctezuma Ilhuicamina en Huaxtépetl (Oaxtepec)
y, por supuesto, el de Moctezuma Xocoyotzin, cuyo es-
plendor ha trascendido la barrera del tiempo en el mismo
Bosque de Chapultepec.2

Desde las primeras incursiones de los españoles al conti-
nente americano, la naturaleza que encontraron les causó
gran admiración, ya que vieron una variedad de árboles,
plantas y animales nunca antes vistos por ojos europeos.
Desde las primeras narraciones sobre estas tierras se men-
cionan estas maravillas.

El primero fue Cristóbal Colón en la carta que da cuenta
del descubrimiento de América dirigida al señor Rafael
Sánchez, tesorero de los reyes católicos, fechada el 4 de
marzo de 1493.
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La segunda carta realizada por el doctor Diego Álvarez
Chancas, médico de cabecera de los reyes españoles, quien
acompañó a Colón en su segunda incursión, enviada al Ca-
bildo de Sevilla desde la isla Isabela (hoy llamada Albe-
marle), el 2 de febrero de 1494.

A partir de esos comentarios, muchos expedicionarios es-
pañoles y europeos hacen toda una serie de comentarios,
entre los que sobresalen: Pedro Mártir de Anglería, Gonza-
lo Fernández de Oviedo, Antonio Pigafetta, Bernal Díaz
del Castillo, a los que se agregan algunos de los evangeli-
zadores como Acosta Torquemada, Motolinía, Medieta, so-
lo por mencionar los más conocidos.3

Finalmente, con las acciones llevadas a cabo por Hernán
Cortés se pone de manifiesto la utilización de las plantas
por parte de los naturales de estas tierras. En las Cartas de
Relación del Conquistador, dirigidas al rey Carlos, se en-
cuentran varias referencias, la segunda carta es la más co-
nocida, donde hace referencia al respecto, cito:4

“... Hay calle de herbolarios, donde hay todas las raíces
y hierbas medicinales que en la tierra se hallan. Hay ca-
sas como boticarios donde se venden las medicinas he-
chas, así potables como ungüentos y emplastos. Hay ca-
sas como de barberos, donde lavan y rapan cabezas (...)
Venden mucha leña y carbón y hierbas de comer y me-
dicinales...”5

Por lo que es bien sabido, que los médicos que llegaron con
las huestes de Cortés realmente eran curanderos o “sana-
dores” que tenían conocimientos –más bien populares- del
arte de curar, por lo que las recetas que conocían no las po-
dían preparar con las plantas medicinales de México que,
como ya se ha visto, se parecían mucho pero no tenían los
efectos ya conocidos por ellos y que indicaban los textos
clásicos.

Por estas razones y, sobre todo, por razones de superviven-
cia (ocasionadas por la ausencia de médicos), la población
española se acercó a los médicos indígenas, dándose cuen-
ta de lo profundo y amplio de sus conocimientos sobre la
farmacopea vegetal y de la efectividad con la que eran ad-
ministrados.6

En la mayor parte de las culturas incluyendo a las occi-
dentales, y hasta bien entrado el siglo XVIII, la botánica
era parte de la medicina, y fue hasta mediados del siglo
XX cuando las sustancias de síntesis química comenza-

ron a reemplazar de manera masiva a las hierbas como
medicinas.

Más adelante, con la llegada de la medicina “oficial”, estas
prácticas curativas fueron relegándose a la clandestinidad,
con lo que surge el término de “medicina tradicional”.

Como ya se mencionó, la utilización de la herbolaria como
medicina se conoce en México desde tiempos remotos, las
culturas que habitaban todo el territorio hacían gala de vas-
tos conocimientos curativos. En Yucatán, los mayas tenían
a los ah men, o médicos; entre los nahuas se llamaban tí-
citl, su habilidad era tanta que los conquistadores preferían
recurrir a ellos que a sus propios médicos, como lo comen-
ta Francisco Javier Clavijero en su Historia Antigua de Mé-
xico, donde Cortés, en peligro de perder su vida por una he-
rida en la cabeza recibida en la batalla de Otumba, fue
diestramente curado por los médicos tlaxcaltecas.

La medicina tradicional (MT) es una herramienta muy va-
liosa en beneficio de la salud pública por lo que es funda-
mental para las generaciones contemporáneas resguardar y
dinamizar este acervo de conocimientos de gran valor cien-
tífico y cultural.

Actualmente, en todos los países, donde la mayoría de la
población está en situación de pobreza como México, la fi-
toterapia constituye prácticamente la forma de tratamiento
más económico y arraigado en la cultura popular, como en
los altamente industrializados.

De acuerdo a datos emitidos por la Organización Mundial
de la Salud, más del 80 por ciento de la población mundial
sigue utilizando la herbolaria para procurar su propia salud
y un alto porcentaje de los productos farmacéuticos utiliza-
dos hoy en día, proviene de productos vegetales.

En este orden de ideas, se fortalece la importancia de las
plantas medicinales y recursos naturales que los mexicanos
hemos utilizado en el devenir de nuestra historia en dife-
rentes dimensiones, como la preservación de la salud, la
generación de conocimiento, el desarrollo económico y
cultural, debido a que, en la época contemporánea, las
plantas medicinales se ubican en un espacio cada vez más
sobresaliente en el horizonte de los consumidores de bienes
y servicios terapéuticos de todos los estratos sociales.

Por otro lado, en el escenario nacional, se han generado
controles institucionales consignados en el marco legal pa-
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ra minimizar la arbitrariedad relacionada con la aplicación
de normas y acuerdos de organismos regulatorios, especí-
ficamente en el uso y la aplicación de los saberes tradicio-
nales, la herbolaria y la medicina tradicional, misma que ha
sido ineficiente y contraria a la naturaleza de la norma
constitucional.

A continuación, se presenta parte del marco regulatorio na-
cional que garantiza el derecho de los pueblos a utilizar y
usufructuar libremente sus plantas medicinales.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
(1917), reformada por decreto publicado en el Diario Ofi-
cial del 14 de agosto de 2001, en su artículo 2o. reconoce a
México como nación pluricultural y garantiza el derecho
de los pueblos y las comunidades indígenas a preservar y
enriquecer sus lenguas, conocimientos y todos los elemen-
tos que constituyan su cultura e identidad, asegurar el ac-
ceso efectivo a los servicios de salud, aprovechando la
medicina tradicional.

El 19 de septiembre de 2006 se publicó en el Diario Oficial
de la Federación el Decreto por el que se reforman y adi-
cionan diversas disposiciones de la Ley General de Salud
en torno a la atención a la salud de la población indígena
y al reconocimiento de la Medicina Tradicional Indíge-
na, artículo 6, fracción VI Bis.

En el ámbito internacional, debemos recordar que la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su ar-
tículo 1o., señala que en los Estados Unidos Mexicanos to-
das las personas gozarán de los derechos humanos
reconocidos en esta Constitución y en los tratados inter-
nacionales de los que el Estado mexicano sea parte, así
como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no
podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo
las condiciones que la Constitución establece.

En este contexto, se presentan en el cuadro 1 algunos de los
tratados y acuerdos internacionales de los cuales México es
parte, y en los que se expresa el derecho a la utilización y
aprovechamiento de las plantas medicinales, por lo que si
consideramos lo establecido por el artículo 1o. de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dichos
tratados son un principio de ordenamiento jurídico, que de-
ben ser cumplidos por las autoridades para el bien común.

Con sustento en la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y acuerdos internacionales, queda evi-
denciado; así también la Ley General de Salud incorpora
elementos para considerar a la flora medicinal y a los indi-
viduos que usan estos insumos como parte de las estrate-
gias que la población emplea para afrontar sus problemas
de salud, de tal manera que la utilización de la plantas me-
dicinales por toda la población está protegida por la supre-
macía constitucional como una garantía y un derecho in-
alienable.

En este contexto, los recursos naturales empleados en la
medicina tradicional y el conocimiento generado en torno
a ella, son un bien del pueblo mexicano, motivo por el cual
los gobiernos tienen la obligación de intervenir para incen-
tivar el aprovechamiento, el desarrollo y subsistencia de
este bien, por y para los mexicanos, en beneficio de la ge-
neración actual y futura.

En razón de lo anterior, y de que la herbolaria constituye
uno de los patrimonios más importantes de nuestro pueblo,
desde nuestros ancestros a la fecha, ha sido y debe seguir
siendo la opción más importante para recuperar la salud,
quebrantada por múltiples enfermedades que afectan a la
población y que a partir de menos del 1 por ciento de ella
se desarrolló la medicina hegemónica, y los medicamentos
con base en sustancias químicamente puras, así como los
sintéticos, que por su pureza, desarrollan efectos secunda-
rios que a veces vuelven interminables los tratamientos,
(sin que esto se considere un desprecio a dicha medicina),
es una razón para que la mayoría de las instituciones de ca-
si todo el planeta hayan mirado hacia la herbolaría para
aprovechar el 99 por ciento que falta por estudiar y des-
arrollar nuevos productos a base de plantas medicinales, ya
sea individuales o compuestas y de extractos, con el fin de
contar con remedios herbolarios y/o medicamentos herbo-
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larios eficaces y con mucho menos efectos secundarios, los
cuales cuentan con el respaldo de la Constitución y por
consiguiente de la Ley General de Salud desde 1998; re-
cordemos que México ocupa el segundo lugar mundial en
riqueza taxonómica de plantas medicinales con 4 mil 500
especies, después de china que tiene 5 mil.

Ya que el conocimiento de las plantas medicinales y los
productos naturales son fruto del conocimiento tradicional
acumulado por varias generaciones y representa un patri-
monio de los mexicanos, y dicho patrimonio debe tener un
circuito bidireccional donde no sólo las comunidades des-
arrollen el conocimiento, sino que también deben fluir ha-
cia el pueblo, en beneficio económico y de salud.

Es relevante mencionar, que el acompañamiento a este im-
portante sector de la economía y cultura mexicana, ha sido
primordial para los integrantes de las bancadas de Morena
durante ya varios años con el objeto de sacar a la luz en su
justa dimensión la importancia y aportación de este impor-
tante sector como un bien biocultural de nuestra nación,
por lo que con fecha tres y cuatro de agosto de 2016, el gru-
po parlamentario de Morena por conducto de la diputada
Margarita Cuata Domínguez realizó en las instalaciones de
la Cámara de Diputados el Primer “Foro Nacional Hacia la
Construcción de una Política Pública Integral para el Apro-
vechamiento Sustentable de la Cadena Productiva de las
Plantas Medicinales y Productos Naturistas en México”, en
conjunto con diversos académicos de la Universidad Autó-
noma Chapingo, la Universidad Nacional Autónoma de
México, de la Universidad Autónoma Metropolitana, fun-
cionarios de la Cofepris, del Instituto Mexicano del Segu-
ro Social, del Instituto Nacional de Antropología e Histo-
ria, de la Farmacopea Herbolaria de los Estados Unidos
Mexicanos (FHEUM), médicos tradicionales, así como
personas y organizaciones de la sociedad civil que integran
la cadena productiva de plantas medicinales y productos
naturistas en nuestro país, contando de igual manera con la
asistencia de diversos empresarios y personas interesadas
en la herbolaria y la medicina tradicional mexicana, mis-
mos que realizaron diversas ponencias y mesas de trabajo,
de las cuales se desprendieron múltiples opiniones y pro-
puestas para la preservación de este bien biocultural de
México, que sin duda, necesita de un reconocimiento ma-
yor para su preservación y sentido de pertenencia para su
defensa y aprovechamiento.

Asimismo, y como un bien colateral del foro, se crearon al-
gunas asociaciones como: “Fomento de la Cultura Herbo-

laria Mexicana, AC”, quien en conjunto con el Centro de
Investigación en Medicinas Ancestrales del Anáhuac, AC,
el Centro Cultural de Medicina Tradicional, Terapéutica
Naturista, SC, Yaollin Ehécatl, AC, y la Asociación Pro-de-
fensa de la Medicina y Cultura Indígena, AC, y otros acto-
res del sector, junto con la suscrita, proponemos se declare
el día 28 de abril de cada año como “Día Nacional de la
Herbolaria y la Medicina Tradicional Mexicana”, por el va-
lor que representa para el país y para sus ciudadanos, no so-
lo como opción terapéutica, sino también por la importan-
cia económica para la cadena productiva, y por el acervo
cultural que representa. La presente propuesta basa la fe-
cha en que ese día es el aniversario del natalicio del rey
Acolmiztli Nezahualcóyolt en 1402, quien fue el funda-
dor del primer centro de cultivo y estudio de plantas
medicinales en el cerro de Tecutzingo, Texcoco, como se
señaló en un principio.

Por lo anteriormente fundado, someto a la consideración
del pleno de esta honorable Cámara de Diputados el si-
guiente proyecto de

Decreto

Artículo Único. El honorable Congreso de la Unión decla-
ra el 28 de abril de cada año como el “Día Nacional de la
Herbolaria y la Medicina Tradicional Mexicana”.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor a partir del
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación.

Notas

1 Secretaría de Salud México. “Investigación Científica de la Herbola-
ria Medicinal Mexicana”. Edición conmemorativa. México 1993. Pág.
35.

2 http://www.jornada.unam.mx/2011/05/30/eco-f.html

3 Ídem 1. p 36-39.

4 Ídem 1 p. 35-39

5 Cortés, Hernán. Segunda carta de relación. 30 de octubre de 1520.
México. Editorial Porrúa. 1960. P.63,40.
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6 Quezada, Noemí. “La herbolaria en el México Colonial” en Lozoya,
Javier (editor). Estado actual del conocimiento en plantas medicinales
mexicanas. México, Imeplan. 1976. p.52.

Recinto Legislativo de San Lázaro, a 30 de octubre de 2018.— Dipu-
tadas y diputados: Socorro Irma Andazola Gómez, Beatriz Silvia Ro-
bles Gutiérrez, Claudia Valeria Yáñez Centeno y Cabrera, Elba Lorena
Torres Díaz, Irma Juan Carlos, José Luis García Duque, Juanita Gue-
rra Mena, María de los Dolores Padierna Luna, Raúl Eduardo Bonifaz
Moedano, Sandra Simey Olvera Bautista, Gómez (rúbricas).»

La presidenta diputada María de los Dolores Padierna
Luna: Gracias. Túrnese a la Comisión de Gobernación
y Población para su dictamen.

Por parte de las diputadas del estado de Hidalgo, Marivel
Solís Barrera, Lidia García Anaya e Isabel Alfaro Morales,
les damos –y toda esta Cámara– la más cordial bienvenida
a los alumnos del segundo semestre de licenciatura en De-
recho de la Universidad Autónoma del estado de Hidalgo,
quienes están de visita y nos acompañan. Sean bienveni-
das, bienvenidos.

Presidencia de la diputada 
Dulce María Sauri Riancho

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

La presidenta diputada Dulce María Sauri Riancho: Tie-
ne la palabra, hasta por cinco minutos, la diputada Marina del
Pilar Ávila Olmeda, del Grupo Parlamentario de Morena, pa-
ra presentar iniciativa con proyecto de decreto que adiciona
el artículo 33 de la Ley General de Educación.

La diputada Marina del Pilar Ávila Olmeda: Gracias,
presidenta. Compañeras y compañeros diputados. Estoy
convencida de que ninguno de nosotros estamos aquí, ni
hemos venido a este lugar a calentar la silla de quienes nos
antecedieron. Al menos yo vine aquí a trabajar, a ocupar es-
te espacio que casi 100 mil mexicalenses me otorgaron con
su confianza, con su voto el pasado primero de julio.

Por eso, cada día, cada minuto pienso en cómo poder apoyar,
en cómo utilizar este lugar, el poder que me dieron esos me-
xicanos, esas mexicanas, para ayudar a millones de personas.

Es por eso que el día de hoy me encuentro frente a ustedes
con la finalidad de presentar esta iniciativa con la cual pre-
tendo ayudar a millones de niñas y niños mexicanos que se

encuentran en un estado de vulnerabilidad con alguna ca-
pacidad distinta o discapacidad.

El Inegi refiere que 3.8 millones de personas con discapa-
cidad presentan rezago educativo. La igualdad educativa
no se limita solamente al exceso universal a los servicios,
sino que requiere de una atención diferenciada que respon-
da la variedad de las necesidades que presentan cotidiana-
mente los alumnos.

En ese sentido, es necesaria la ejecución de políticas com-
pensatorias que dirijan la asignación de recursos y esfuer-
zos pedagógicos a los sectores de la población más desfa-
vorecidos, con el fin de garantizarles acceso, permanencia
y conclusión exitosa de sus estudios.

En México, según el Inegi, existen 25 millones 777 mil 384
estudiantes, de los cuales los que tienen alguna discapaci-
dad, menores de 29 años, son un número muy reducido.
Por ello es que se les debería de dar una atención econó-
mica necesaria para que puedan continuar sus estudios. La
realidad es que esto casi no sucede, han sido olvidados por
los gobiernos.

Según el Reporte sobre el estado mundial de la infancia,
elaborado en 2013 por UNICEF, los niños con discapaci-
dad tienen una menor posibilidad de ir a la escuela. El 47
por ciento no va al preescolar, el 17 por ciento no asiste a
educación primaria, el 27 por ciento nunca llega a estudiar
la secundaria, ya ni hablar del nivel medio superior, mucho
menos el nivel superior.

Es decir, en México las personas con capacidades especia-
les están en el sexto grupo más discriminado, según la En-
cuesta Nacional sobre Discriminación.

Si establecemos becas en la educación para discapacitados
como una norma en la educación, estaremos dando un pa-
so más en el fortalecimiento del sistema educativo nacio-
nal. Para ello, pensando en el número de discapacitados
que estudian en cualquier nivel educativo, no es algo one-
roso. Si tenemos voluntad para ayudarlos, podemos darles
un poco de lo mucho que merecen.

Debemos dejar de invisibilizarlos y discriminarlos por su
condición personal, ya que a menudo estas personas quedan
atrapadas en un círculo de perpetua pobreza y exclusión.

Por ello, la regulación de las becas y ayuda al estudio, no
puede desconocer las situaciones de agravio económico
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que sufre el alumnado en general, pero máxime, el que cur-
sa con discapacidad.

Las becas para discapacitados que hoy solicito deben ver-
se compensadas con una adecuada política, ya que es sig-
nificativa la desigualdad de oportunidades por los escasos
recursos económicos, debido a los gastos que deben afron-
tar en general las familias en las que un miembro de la mis-
ma padece discapacidad y que pretende estudiar.

Amén de las demás desigualdades como la segregación, la
falta de oportunidades, abusos y las malas prácticas en ge-
neral…

La presidenta diputada Dulce María Sauri Riancho:
Señora diputada, su tiempo se ha agotado.

La diputada Marina del Pilar Ávila Olmeda: …se les
aplica a dichas personas. Debemos avanzar en esta situa-
ción. El próximo gobierno ha hablado sobre el tema de las
becas a personas con discapacidad, y es por eso que el día
de hoy les propongo -estoy ya por terminar- esta iniciativa
para quedar como sigue, que se agregue la fracción VIII al
artículo 33 de la Ley General de Educación, para quedar
como sigue:

Se desarrollarán y aplicarán programas y se otorgarán be-
cas obligatorias…

La presidenta diputada Dulce María Sauri Riancho:
Compañera diputada, su tiempo se ha agotado.

La diputada Marina del Pilar Ávila Olmeda: Muchas
gracias, presidenta.

«Iniciativa que adiciona el artículo 33 de la Ley General de
Educación, a cargo de la diputada Marina del Pilar Ávila
Olmeda, del Grupo Parlamentario de Morena

La proponente, Marina del Pilar Ávila Olmeda, diputada a la
LXIV Legislatura de la honorable cámara de diputados, inte-
grante del grupo parlamentario de morena, con fundamento
en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y los artícu-
los 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78, numeral 3, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a consideración
del pleno de esta soberanía la siguiente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforma  el artículo 33 de la
Ley General de Educación, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

“Cada persona con discapacidad deberá estar en condicio-
nes de beneficiarse de las oportunidades educacionales
ofrecidas para satisfacer sus necesidades básicas de apren-
dizaje requeridas para que los seres humanos sean capaces
de sobrevivir, desarrollen sus capacidades, vivan y trabajen
con dignidad, participen plenamente en el desarrollo, me-
joren la calidad de sus vidas, tomen decisiones fundamen-
tadas y continúen aprendiendo” Esto lo dice a la letra la
Declaración Mundial sobre Educación para Todos.1

En México en el ámbito educativo, el Inegi (Instituto Na-
cional de Geografía y Estadística) refiere que 3.8 millones
de personas con discapacidad presentan rezago educativo. 

En este país, se observan avances en la incorporación a la
igualdad de los grupos menos favorecidos en el acceso a la
educación, que representa grandes beneficios a las familias
y a la sociedad con discapacidad en su conjunto, pero a pe-
sar de ello subsisten todavía muchas inequidades. 

La igualdad educativa no se limita solamente al acceso uni-
versal a los servicios, sino que requiere de una atención di-
ferenciada que responda a la variedad de necesidades que
presentan cotidianamente los alumnos. 

En este sentido es necesaria la ejecución de políticas com-
pensatorias que dirijan la asignación de recursos y esfuerzos
pedagógicos a los sectores de la población más desfavoreci-
dos con el fin de garantizarles el acceso, permanencia y con-
clusión exitosa de sus estudios. 

La Convención Internacional sobre los Derechos de las
Personas con Discapacidad (CDPD), aprobada por la ONU
en 2006, es un referente obligado. Es un instrumento inter-
nacional que no expone derechos diferentes a los del resto
de las personas, sino que expresa la singularidad con que
estos deben hacerse efectivos ante las incontables situacio-
nes de discriminación que día con día enfrenta el colectivo
de individuos con discapacidad y fundamentalmente, exige
a los Estados adoptar medidas de protección especiales pa-
ra que se garantice el pleno goce de los mismos.2

En México, según el Inegi, existen 25 millones 777 mil 384
estudiantes,3 de los cuales los que tienen alguna discapaci-
dad menores de 29 años, son un número muy reducido. Por
ello es que se les debería dar la atención económica nece-
saria para que puedan continuar con sus estudios parte del
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6.6 por ciento de la población mexicana tiene alguna dis-
capacidad.4

La realidad es que esto casi no sucede. Según un reporte
sobre el estado mundial de la infancia, elaborado en 2013
por Unicef, los niños con discapacidad tienen una menor
posibilidad de ir a la escuela: el 47 por ciento no va a pre-
escolar, el 17 por ciento no asiste a educación primaria, y
el 27 por ciento nunca llega a estudiar la secundaria, ni de-
cir del nivel medio superior ni superior. 

En México, las personas con capacidades especiales están
en el sexto grupo más discriminado, según la Encuesta Na-
cional sobre Discriminación.5

Si establecemos becas en la educación para discapacitados
como una norma en la educación, estaremos dando un pa-
so más en el fortalecimiento del sistema educativo nacional
para ellos. Pensando que el número de discapacitados que
estudian en cualquier nivel educativo no es oneroso, si te-
nemos voluntad para ayudarlos, podemos darles un poco
de lo mucho que merecen. Debemos dejar de invisivilizar-
los, y discriminarlos, por su condición personal, ya que a
menudo estas personas quedan atrapadas en un círculo de
perpetua pobreza y exclusión. 

Por ello, la regulación de las becas y ayuda al estudio no
puede desconocer las situaciones de agravio económico
que sufre el alumnado en general, pero máxime el que cur-
sa con discapacidad.

Las becas para discapacitados, que solicito, deben verse
compensadas con una adecuada política, ya que es signifi-
cativa la desigualdad de oportunidades, por los escasos re-
cursos económicos, debido a los gastos que deben afrontar
en general las familias en las que un miembro de la misma
padece discapacidad y que pretende estudiar, amén de las
demás desigualdades como la segregación, falta de oportu-
nidades, abusos y las malas prácticas que en general se les
aplica a dichas personas.  

Debemos avanzar en la incorporación real de menores que
históricamente han estado excluidos del acceso a la educa-
ción, pues prevalece aún la percepción de que son personas
ajenas a la comunidad o incapaces de asistir a la escuela y
que el sistema educativo no tiene la capacidad para brin-
darles una oportunidad. 

Por lo que, si podemos contar con una cobertura suficiente
y una concurrencia que atienda lo insuficiente de su eco-

nomía, y con la correcta utilización de los recursos, estare-
mos en el camino indicado para que ellos desarrollen sus
capacidades plenamente. 

Por lo anteriormente fundado y expuesto, El diputado del
Grupo Parlamentario de Morena somete a la consideración
de esta honorable Cámara de diputados el siguiente pro-
yecto de

Decreto por el que se adiciona una fracción VIII Bis al
artículo 33 de la Ley General de Educación.

Artículo Único. Se adiciona una fracción VIII bis al artí-
culo 33 de la Ley General de Educación, para quedar como
sigue: 

Artículo 33.-…

I a VIII…

VIII Bis. Se desarrollarán y aplicaran programas y
se otorgarán becas obligatorias sin el requerimiento
de un promedio mínimo, a todos los alumnos con dis-
capacidad que cursen la educación básica, media y
superior que se encuentren estudiando y que no sean
beneficiarios de ningún otro sistema de becas educa-
tivas, las cuales fijarán como requisito acreditar al-
guna discapacidad sin menoscabo de los demás cri-
terios que para tal efecto establezca la Secretaría de
Educación Pública.

IX a XVII…

…

Transitorio

El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su
publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Declaración Mundial sobre Educación para Todos 

2 http://www.uam.mx/cdi/pdf/publicaciones/prim_inf/educacion.pdf

3 http://www.jornada.unam.mx/2014/04/01/sociedad/033n1soc

4 http://eleconomista.com.mx/sociedad/2013/12/03/inegi-66-pobla-
cion-tiene-discapacidad
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5 http://ediciones-sm.com.mx/?q=blog-Alumnos-con-discapacidad-la-
situacion-en-Mexico

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de octubre de
2018.— Diputadas y diputados: Marina del Pilar Ávila Olmeda, Al-
ma Marina Vitela Rodríguez, Beatriz Banchini Robles, Claudia Angé-
lica Domínguez Vázquez, Claudia Valeria Yáñez Centeno y Cabrera,
Edgar Guzmán Valdéz, Elba Lorena Torres Díaz, Hilda Patricia Ortega
Nájera, Isabel Margarita Guerra Villarreal, José Luis García Duque,
Manuel Huerta Martínez, María Guadalupe Román Ávila, Samuel He-
rrera Chávez, Sandra Simey Olvera Bautista, Susana Cano González
(rúbricas).»

La presidenta diputada Dulce María Sauri Riancho:
Gracias, diputada. Túrnese a la Comisión de Educa-
ción, para dictamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

La presidenta diputada Dulce María Sauri Riancho:
Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, la diputada Ka-
ren Michel González Márquez, del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional, para presentar iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley Federal del Trabajo.

La diputada Karen Michel González Márquez: Muchas
gracias, diputada presidenta, con su permiso.

La juventud es la esperanza presente. Estimadas diputadas
y diputados, el día de hoy no debemos hablar de un relevo
generacional, sino de un diálogo entre generaciones. Ten-
der la mano de la juventud, debe ser un acto de solidaridad
y compromiso con México. 

No se puede negar que los jóvenes somos el presente y que,
en un futuro inmediato, habremos de tomar las riendas de
este país con el compromiso de conducirlo a un mejor fu-
turo del que nos han heredado.

Por ello, quiero destacar que las leyes en materia laboral
han sido omisas en establecer políticas eficientes para ga-
rantizar a los jóvenes, oportunidades de empleo.

Por lo antes mencionado, la iniciativa que hoy presento y
someto a consideración de ustedes, tiene como propósito
fomentar, pero de verdad, la incorporación de los jóvenes

al ámbito laboral, enfatizando la importancia de la capaci-
tación y del adiestramiento como mecanismos que les per-
mitan adquirir experiencia laboral.

Los datos no pueden ser más alarmantes. Durante el primer
trimestre de 2018 la población de 15 a 29 años registra una
tasa de desocupación de 3.2 por ciento a nivel nacional, es
decir 1.7 millones de personas. Además, en muchas oca-
siones, cuando los jóvenes decidimos trabajar tenemos que
dejar los estudios, pues los horarios y las condiciones la-
borales exigidos por los mismos patrones no permiten
combinar ambas actividades. Y más grave aún, se ven so-
breexplotados con jornadas extenuantes y aceptando sala-
rios raquíticos que no son suficientes para cubrir los gastos
propios de sus estudios.

Por ello, muchos jóvenes deciden trabajar en el sector in-
formal de la economía, lo que impide acumular experien-
cia laboral en el sector formal y gozar de los servicios y
beneficios de la seguridad social.

Por otro lado, los jóvenes que no estudian ni trabajan su-
peran los ocho millones, lo que significa que dos de cada
10 jóvenes de 15 a 29 años se encuentran en esta situación.
Esta situación es preocupante, así lo destacó la OCDE en
su Reporte sobre el panorama de la educación 2017, en
donde señaló que México fue el tercer país con la mayor
cantidad de jóvenes de 15 a 20 años sin trabajar ni estudiar.

Es claro que uno de los más grandes retos para los jóvenes
hoy en día, sin duda, es la inserción al campo laboral. De
ahí sentido de la propuesta que hoy les presento: establecer
en la ley medidas específicas para la inserción juvenil la-
boral y para el apoyo a grupos juveniles desfavorecidos,
por lo que propongo reformar diversas disposiciones de la
Ley Federal del Trabajo, para

1. Establecer el esquema de pasantías de trabajo juvenil en
vacaciones y trabajo de medio tiempo, para favorecer la re-
lación temprana de los jóvenes con el mundo laboral sin
que tengan que abandonar sus estudios.

2. Fortalecer los esquemas de aprendizaje en empresas pa-
ra el desarrollo de habilidades prácticas;

3. Promover la generación de microempresas de jóvenes
conectadas con universidades;

4. Brindar apoyo a los jóvenes, particularmente del Servi-
cio Nacional del Empleo, en áreas como desarrollo de ha-
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bilidades de comunicación, detección de potenciales espe-
cíficos con acompañamiento de mentores.

Y, finalmente, promover y difundir las actividades labora-
les que puedan brindarse a los jóvenes, donde las autorida-
des del trabajo, sociedad civil y organizaciones empresa-
riales participen de forma transversal.

Cabe destacar que, si bien se han identificado algunas le-
yes estatales que pretenden regular el tema, se considera
que tales regulaciones han excedido el ámbito de las atri-
buciones que les confiere la Carta Magna, siendo innega-
ble que lo relativo a la legislación laboral compete en ex-
clusiva al Poder Legislativo de la Unión.

Invito a mis compañeros legisladores y legisladoras a apro-
bar esta iniciativa y a desarrollar los mecanismos legales
que permitan poner en marcha políticas públicas eficaces
de apoyo a los jóvenes para su inserción al campo laboral,
particularmente aquellos en situación de vulnerabilidad.
Muchas gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley Federal del Trabajo, a cargo de la diputada Karen
Michel González Márquez, del Grupo Parlamentario del
PAN

La suscrita, diputada Karen Michel González Márquez, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXIV Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos (CPEUM), concordante con el diverso 6,
fracción I, del Reglamento de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, me permito presentar pa-
ra su análisis y dictamen la siguiente iniciativa con proyec-
to de decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley Federal del Trabajo.

Para tal efecto, procedo a dar cumplimiento a los elemen-
tos indicados en el numeral 78 del citado ordenamiento re-
glamentario.

I. Encabezado o título de la propuesta

Ha quedado precisado en el primer párrafo de este docu-
mento.

II. Planteamiento del problema que la iniciativa preten-
de resolver

La presente iniciativa tiene como propósito fomentar la
incorporación de los jóvenes al ámbito laboral, así como
señalar las bases de protección especial cuando sean me-
nores de edad, enfatizando en lo importante que resulta
la promoción laboral de los jóvenes y de proporcionarles
medios de capacitación y adiestramiento a través de la
experiencia laboral juvenil y la participación del Servicio
Nacional de Empleo como autoridad responsable de su
difusión y fomento.

III. Argumentos que la sustenten (exposición de moti-
vos)

Una de los principales grupos a los que el gobierno mexi-
cano debe prestar atención son los jóvenes, quienes en los
últimos años han asumido un papel relevante en la partici-
pación y transformación democrática del país. La atención
a los jóvenes involucra la promoción y desarrollo de los as-
pectos políticos, económicos y sociales que les rodean y
son propios, para lo cual se han implementado estrategias
y líneas de acción, entre otras, para su desarrollo en la cul-
tura, las artes, el deporte, etcétera; sin embargo, poco ha
hecho el gobierno federal en cuanto a la promoción del tra-
bajo y la capacitación para los jóvenes.

Por lo que hace al ámbito laboral, los jóvenes atraviesan di-
versas problemáticas, entre las más importantes, se en-
cuentran la falta de oportunidades laborales, la falta de
capacitación y desarrollo de habilidades, y la ausencia
de mecanismos o programas específicos que los acer-
quen a las fuentes de trabajo.

Derivado de ello, los jóvenes se han visto afectados por el
desempleo que aqueja a gran parte de la población mexica-
na y que se acrecienta con las negativas condiciones eco-
nómicas que imperan en nuestra sociedad.

Lo anterior ha dado lugar a la propagación de la pobreza
juvenil, ya que no existen suficientes oportunidades de in-
corporación laboral, aumentando la cantidad de jóvenes en
situación de desempleo y que además, tampoco pueden se-
guir estudiando, pues habiendo concluido con sus estudios
proyectados, carecen de recursos económicos para cubrir
los gastos propios de estudios superiores, tales como cole-
giaturas, estadías, libros, acceso a recursos tecnológicos,
etcétera.
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Lógicamente, al carecer de un trabajo formal, carecen de
los servicios y beneficios de la Seguridad Social; igual-
mente cuando se ocupan -temporalmente y a veces en for-
ma definitiva- en empleos informales.

En efecto, una vez que los jóvenes concluyen su prepara-
ción académica, sea profesional o técnica, el principal re-
to se encuentra en la inserción en el campo laboral. 

Si bien en México -durante 2013- el número de jóvenes
empleados aumentó significativamente y de manera cons-
tante, también es cierto que “la proporción de jóvenes
trabajadores en relación con el total de empleados dis-
minuyó de 34.6 por ciento a 30.7 por ciento, es decir una
caída de casi 4 puntos porcentuales en los últimos ocho
años”,1 lo que se traduce en la insuficiente generación de
empleos para satisfacer la demanda juvenil; en muchos de
los casos, se trata de quienes por primera vez se incorporan
al ámbito laboral.

Así lo corrobora el que, en ese mismo año, aproximada-
mente, 14.7 millones de jóvenes estuvieron empleados.
Por consiguiente, la tasa de desocupación en jóvenes casi
duplica la observada en la población abierta.2

Las cifras no han mejorado de 2013 a la fecha: durante el
primer trimestre de 2018, la población de 15 a 29 años
registra una tasa de desocupación de 3.2 por ciento a ni-
vel nacional, es decir, 1.7 millones de personas, de los cua-
les, 60.8 por ciento son hombres y 39.2 por ciento son mu-
jeres; esto según datos publicados por el Instituto Nacional
de Estadística y Geografía (Inegi). Dicho organismo infor-
mó que de acuerdo con los resultados de la Encuesta Na-
cional de Ocupación y Empleo (ENOE),3 la tasa más alta
de desocupación en la población joven se presenta en el
grupo de 20 a 24 años, con 6.7 por ciento; la tasa es 6.4 por
ciento para el grupo de 15 a 19 años y 4.6 por ciento para
el grupo de 25 a 29 años.

La evaluación del primer trimestre de 2018 concluye que,
de los 15 millones de personas jóvenes ocupadas de 15 a 29
años, 59.5 por ciento (poco más de 8.9 millones) labora
en el sector informal.4

Por grupos de edad, el trabajo informal predomina en la
población más joven ya que 28.8 por ciento tiene de 15 a
19 años, en tanto que sólo 8 de cada 100 personas que se
ocupan en el sector formal de la economía pertenecen a es-
te rango de edad.

Respecto a la posición en el trabajo de las personas de 15 a
29 años ocupadas en el sector informal, la mayor parte
(71.7 por ciento) labora de manera subordinada y remune-
rada; 14 por ciento son trabajadores por cuenta propia.

En el país es difícil trabajar y estudiar al mismo tiempo ya
que, en un mercado tan ofrecido, los ingresos son muy
bajos: 3.2 por ciento de los jóvenes que trabajan lo hacen
a medio tiempo, y la mayoría (39.4 por ciento) lo hace a
tiempo completo. De estos sólo la décima parte (3.7 por
ciento) llevan a cabo su trabajo y al mismo tiempo estu-
dian.5

Más preocupante resulta que dentro del sector juvenil, se
encuentra los llamados “ninis”, jóvenes que en México no
estudian ni trabajan; de acuerdo con la Encuesta Nacional
de Juventud 2010 (ENJ 2010),6 ese año se contabilizaron
aproximadamente 7.8 millones, es decir, dos de cada 10
jóvenes de 12 a 29 años eran “ninis”. Del número antes se-
ñalado, tres de cada cuatro jóvenes eran mujeres (5.9
millones), y un 57.0 por ciento de ellas, realiza quehaceres
domésticos y recibe manutención por parte de su pareja.
Las entidades federativas más asoladas por jóvenes que no
estudian ni trabajan son Coahuila, Guanajuato y San Luis
Potosí.

Es importante señalar que en el comparativo internacional,
el reporte de la OCDE, Panorama de la Educación 2017,7

no tiene cifras para celebrar. Conforme a ese reporte, la ta-
sa de desempleo en adultos jóvenes entre 25 y 34 años
que no finalizaron sus estudios universitarios fue del 17
por ciento, mientras que para quienes sí los finalizaron,
el desempleo fue de 9 por ciento. México fue el tercer
país con la mayor cantidad de jóvenes de 15 a 29 años
sin trabajar ni estudiar. 

En adición a lo anterior, es importante señalar que, de
acuerdo con la información a cargo del Inegi, uno de los
rubros más alarmante respecto a los jóvenes con un
49.2 por ciento es el desempleo y la falta de oportuni-
dades laborales. Del total de la población económicamen-
te activa, alrededor del 37 por ciento son jóvenes. De la
mayor gravedad resulta el dato de que el 65.2 por ciento
de la población no económicamente activa, son mujeres,
y de ellas, 54.4 por ciento tiene entre 15 y 19 años.8

De esa población económicamente activa, el 17 por ciento
perciben un salario mínimo; y el 32.3 por ciento perciben
entre uno y dos salarios mínimos. De permanecer estas ci-
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fras, se estima que para el 2020, más de 3 millones de
profesionistas estén sin trabajo.

Si bien tener un trabajo es importante, también lo es el ca-
rácter formal y la calidad del mismo, independientemente
del sector de que se trate, ya sean en el ámbito industrial,
artesanal, comercio o de oficina; amén de la relevancia de
que los jóvenes como trabajadores puedan acceder a las
prestaciones mínimas de Ley y a la Seguridad Social.

El alto desempleo juvenil no solo se debe al número ele-
vado de buscadores de empleo por primera vez (de-
manda), sino también a un problema general de acceso
al mercado de trabajo, esto es, a los requisitos o condi-
ciones que exigen los empleadores.

Son muchas las dificultades que tienen que enfrentar los jó-
venes para acceder a esa primer experiencia laboral y se
tornan en obstáculos complejos de superar, por un lado, en-
contramos la exigencia de cierto tiempo de experiencia
laboral de la cual -obviamente- carecen, así como de la
exigencia de jornadas de trabajo excesivas que les im-
piden terminar o continuar sus estudios.

A ello se suma la exigencia de los empleadores de que de-
ben acreditar una buena educación, idiomas, cursos de
actualización y, frente a ello, se ofrecen bajos salarios,
lo que evidentemente dificulta y hace casi imposible la in-
serción laboral que pretenden. 

Derivado de ello, en los jóvenes se presenta una alta rota-
ción, de tal forma que con frecuencia pasan del empleo al
desempleo; esta circunstancia deriva de por los inconvenien-
tes apuntados la primer experiencia laboral ocasiona para los
jóvenes problemas de adaptación o compatibilidad. 

Si bien una amplia proporción de jóvenes busca emplearse
por primera vez de forma eventual, y en esos casos los
empleadores no exigen preparación específica, lógicamen-
te esa inserción laboral es en circunstancias precarias para
los jóvenes, tanto por su remuneración como por la ausen-
cia de prestaciones sociales.

Por ello, se considera que la atención del gobierno debe
concentrarse en facilitar las primeras experiencias la-
borales y en los problemas de inserción laboral que tie-
nen grupos específicos de jóvenes, sobre todo aquellos
con bajo nivel educativo, con las mujeres, y jóvenes pro-
venientes de hogares de escasos recursos.

Se requiere promover de las oportunidades laborales a
los jóvenes de manera formal, mediante contrato que les
asegure contar con las prestaciones que la ley señala y no
dejarlos en situación de vulnerabilidad ante los patrones,
que en muchos casos pueden abusar de la falta de expe-
riencia laboral y del desconocimiento de sus derechos la-
borales.

Los jóvenes por las circunstancias apuntadas, se encuen-
tran en una desventaja social laboral, y han tenido que
tolerando tratos inequitativos y discriminatorios, nos
sólo por su edad sino también por falta de experiencia, po-
breza, analfabetismo y hasta cuestiones étnicas.

Ante ese fenómeno dañino es que nuestras políticas deben
ser más específicas para la inserción juvenil laboral; sobre
el particular, se considera que dichas políticas públicas
deben edificarse en los siguientes pilares: 

• El apoyo a la inserción al primer empleo. 

• El apoyo para grupos juveniles desfavorecidos especí-
ficos.

Es responsabilidad del sector gubernamental propor-
cionar los instrumentos y herramientas que mejoren las
condiciones de los jóvenes en los aspectos laborales, por
ejemplo, a través:

• Orientación por parte de los servidores públicos res-
ponsables de los sistemas de bolsa de trabajo hacia los
jóvenes, así como hacia empresarios sobre las opciones
laborales, lo que puede complementarse con la organi-
zación de visitas a algunas empresas por parte de los jó-
venes. 

• Orientación escolar de parte de otros jóvenes con al-
gunos años de formación y práctica laboral, sobre sus
experiencias de inserción laboral. 

• Desarrollo de esquemas de pasantías, de trabajo ju-
venil de temporada en vacaciones, por ejemplo, y de
trabajo de medio tiempo, para favorecer contactos tem-
pranos de los jóvenes con el mundo laboral, generando
experiencia y algunos ingresos, sin que tengan que salir
del sistema educativo. 

• Apoyo a los jóvenes por parte de las autoridades del
trabajo en áreas como fomento al autoestima, desarrollo
de habilidades de comunicación y detección de poten-
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ciales específicos y su aprovechamiento, con acompa-
ñamiento de parte de mentores, en su caso.

• Promoción para la generación de microempresas de jó-
venes, tanto de alto nivel educativo, también llamadas
“incubadoras de empresas” conectadas con universida-
des, así como de nivel intermedio cuando se trate de mi-
croempresas de bienes y servicios para mercados loca-
les.

• Implementar o mejorar los esquemas de aprendizaje
en empresas para el desarrollo de habilidades prácticas,
en estos esquemas los jóvenes no estrían plenamente in-
tegrándose en el proceso productivo de la empresa, es
decir, no sustituyen a otros trabajadores, sino que ad-
quieren las habilidades y capacidad necesaria para la
prestación del servicio. 

• Promoción y difusión a las actividades laborales que
puedan brindarse a los jóvenes, con una participación
transversal y comprometida de las autoridades del tra-
bajo, junto con la colaboración de la sociedad civil y las
organizaciones empresariales. 

Esta Soberanía está obligada a desarrollar los mecanismos
legales que permitan implementar las políticas públicas de
apoyo a los jóvenes para su inserción al primer empleo,
particularmente a aquellos en situación de pobreza.

Si bien es cierto que el cúmulo de leyes de nuestro país,
privilegian que todos los derechos de los jóvenes queden a
salvo de consideraciones personales de marginación y dis-
criminación, también es cierto que impone deberes, entre
ellos a aprovechar las oportunidades de preparación y ca-
pacitación para el trabajo.

Por lo tanto, mediante la reforma a la Ley Federal de
Trabajo se busca que la atención a sector juvenil sea
con amplias oportunidades en un entorno de equidad y
respeto, además de contribuir a la generación de políticas
públicas de empleo juvenil y fortalecimiento institucional,
consolidará el servicio público de empleo para jóvenes,
aportará a la gestión pública de la migración laboral juve-
nil internacional y coadyuvará a la promoción de empren-
dimientos juveniles.

Cabe destacar que si bien se han identificado algunas
leyes emitidas por legislaturas estatales pretendiendo
regular el tema, se considera que tales regulaciones han

excedido el ámbito de atribuciones que les confiere la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

No debe olvidarse que en términos del artículo 124 de la
Carta Fundamental, “Las facultades que no están expresa-
mente concedidas por esta Constitución a los funcionarios
federales, se entienden reservadas a los Estados o a la Ciu-
dad de México, en los ámbitos de sus respectivas compe-
tencias”; por consiguiente, las legislaturas de los estados
pueden legislar en aquello que no esté conferido expre-
samente al Congreso de la Unión, siendo inconcuso que
lo relativo a las legislación laboral para el común de los
trabajadores del país, compete en exclusiva al Poder
Legislativo de la Unión, en términos del artículo 73
fracción X de la Constitución Federal.

IV. Fundamento Legal

Lo constituyen el artículo 71 fracción II de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), con-
cordante con el diverso 6, fracción I, del Reglamento de la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión,
mismos que quedaron precisados desde el inicio de este do-
cumento.

V. Denominación del proyecto de ley o decreto 

También fue precisado al inicio de este documento y lo es
“proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dis-
posiciones de la Ley Federal del Trabajo”.

VI. Ordenamientos a modificar

Como lo indica el título referido, es la Ley Federal del Tra-
bajo.

VII. Texto normativo propuesto

En mérito de lo anterior, someto a consideración de ese ho-
norable pleno de la Cámara de Diputados el siguiente pro-
yecto de 

Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley Federal del Trabajo

Artículo Único. Se reforma la fracción VI del artículo 537
y denominación del Título Quinto Bis de la Ley Federal del
Trabajo; y se adicionan los artículos 180 Bis, 180 Ter, 180
Quáter, 180 Quínter, 180 Séxter, 180 Sépter, 180 Ócter; y
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las fracciones VII y VIII al artículo 537, recorriéndose las
subsecuentes; 537 Bis y 537 Ter; todos de la Ley Federal
del Trabajo, para quedar como sigue:

Titulo Quinto Bis
Trabajo de los Menores y Jóvenes

…

Artículo 180 Bis. Los jóvenes tienen derecho al trabajo
digno y bien remunerado.

Artículo 180 Ter. Para los efectos de esta Ley se enten-
derán por jóvenes todas aquellas personas desde los 16
y hasta los 29 años de edad

Los mayores de dieciséis y menores de dieciocho años
de edad estarán protegidos por las disposiciones previs-
tas en la presente Ley, bajo la supervisión de las autori-
dades laborales.

Artículo 180 Quáter. Las autoridades del trabajo debe-
rán promover el empleo y la capacitación técnica de los
jóvenes.

Artículo 180 Quínter. Las autoridades del trabajo pro-
moverán la experiencia laboral juvenil, para integrar a
dicho ámbito a los jóvenes para su capacitación y for-
mación laboral.

Artículo 180 Séxter. Las actividades que podrán reali-
zar los jóvenes deberán ser conforme al nivel de forma-
ción, capacitación y preparación académica. El trabajo
no podrá ser en detrimento de su formación escolar,
técnica o profesional.

Artículo 180 Sépter. El trabajo de la experiencia labo-
ral juvenil deberá buscar coordinar la aplicación del
aprendizaje técnico con el teórico y práctico. 

Artículo 180 Ócter. Los trabajos practicados por lo jó-
venes, en ningún caso podrá ser de aquellos que impi-
dan una educación que les permita desarrollar al máxi-
mo sus habilidades.

Capítulo IV
Del Servicio Nacional de Empleo

Artículo 537. El Servicio Nacional de Empleo tendrá los
siguientes objetivos:

…

VI. Diseñar, conducir y evaluar programas y políti-
cas específicos de carácter público para generar
oportunidades de empleo y asegurar los derechos la-
borales para jóvenes y grupos en situación vulnera-
ble.

VII. Promover la instauración de un sistema de em-
pleo, bolsa de trabajo, capacitación laboral y conve-
nios con los sectores público y privado.

VIII. Promover las acciones de capacitación laboral
a jóvenes migrantes, discapacitados, indígenas, reha-
bilitados de alguna adicción o que hubiesen estado
recluidos en alguna institución de reinserción social;

IX. Coordinar con las autoridades competentes el ré-
gimen de normalización y certificación de competen-
cia laboral.

Artículo 537 Bis. La política de promoción de la expe-
riencia laboral juvenil deberá dirigirse al logro de los
objetivos siguientes:

I. Creación de oportunidades de trabajo dirigidas a
la población juvenil,;

II. Fomento del desarrollo de la capacitación con re-
muneración y vinculada a la formación profesional o
técnica;

III. Procurar que el trabajo no interrumpa la conti-
nuación de su formación escolar;

IV. Garantizar la no discriminación en el trabajo y
las mejores condiciones laborales a las jóvenes con-
forme al Título Quinto de esta Ley; y

V. Respetar y cumplir con los derechos laborales y a
la seguridad social.

Artículo 537 Ter. El Servicio Nacional de Empleo debe-
rá promover la experiencia laboral juvenil, procurando
en todo momento satisfacer lo siguiente:

I Los jóvenes podrán desarrollar habilidades labora-
les y conocimientos prácticos sin suspender su for-
mación escolar.
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II Promover la incorporación de los jóvenes al tra-
bajo mediante una ocupación específica y formal.

III Establecer mecanismos para garantizar los dere-
chos laborales de los jóvenes, sin discriminación de
ninguna índole conforme al artículo 3o. de esta Ley.

VIII. Artículos Transitorios 

Sobre el particular, se proponen los siguientes:

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El titular del Ejecutivo federal contará con un
plazo de 180 días naturales contados a partir de la entrada
en vigor del presente decreto, para realizar las adecuacio-
nes reglamentarias correspondientes. 

Notas

1 Sedesol, Diagnóstico de los Jóvenes en México, 2013. Página 6.

2 Ídem. 

3 Inegi, Resultados de la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo
(ENOE), primer trimestre de 2018, consultable en 

http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/boletines/2018/enoe_ie/eno
e_ie2018_05.pdf 

4 Ídem.

5 Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OC-
DE) (2013), Education at a Glance 2013. OECD Indicators, París:
OECD Publishing. Citado por: Gutiérrez Rodríguez, Roberto. Los lí-
mites de la política social durante el sexenio de Peña Nieto; Revista
Economía UNAM volumen 13 número 39, septiembre-diciembre,
2016.

6 Ibídem, página 9.

7 OCDE, Panorama de la Educación 2017, consultable en 

https://imco.org.mx/educacion/panorama-la-educacion-2017-via-
ocde/

8 Inegi, Resultados de la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo
(ENOE), primer trimestre de 2018, consultable en 

http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/boletines/2018/enoe_ie/eno
e_ie2018_05.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 6 de noviembre de 2018.— Di-
putadas y diputados: Karen Michel González Márquez, Absalón
García Ochoa, Adolfo Torres Ramírez, Adriana Dávila Fernández, Ana
Paola López Birlain, Annia Sarahí Gómez Cárdenas, Armando Tejeda
Cid, Carlos Alberto Valenzuela González, Carlos Carreón Mejía, Car-
los Humberto Castaños Valenzuela, Cecilia Anunciación Patrón Lavia-
da, Dulce Alejandra García Morlan, Ernesto Alfonso Robledo Leal, Er-
nesto Ruffo Appel, Evaristo Lenin Pérez Rivera, Felipe Fernando
Macías Olvera, Fernando Torres Graciano, Francisco Javier Luévano
Núñez, Gloria Romero León, Guadalupe Romo Romo, Hernán Salinas
Wolberg, Isabel Margarita Guerra Villarreal, Iván Arturo Rodríguez
Rivera, Jacquelina Martínez Juárez, Janet Melanie Murillo Chávez,
Jorge Arturo Espadas Galván, Jorge Luis Preciado Rodríguez, Jorge
Romero Herrera, José del Carmen Gómez Quej, José Elías Lixa Abi-
merhi, José Isabel Trejo Reyes, José Martín López Cisneros, José Ra-
món Cambero Pérez, José Rigoberto Mares Aguilar, José Salvador Ro-
sas Quintanilla, Josefina Salazar Báez, Juan Carlos Muñoz Márquez,
Juan Carlos Romero Hicks, Justino Eugenio Arriaga Rojas, Laura Le-
ticia Méndez Reyes, Lizbeth Mata Lozano, Luis Alberto Mendoza
Acevedo, Madeleine Bonnafoux Alcaraz, Marcelino Rivera Hernán-
dez, Marco Antonio Adame Castillo, Marcos Aguilar Vega, María de
los Ángeles Ayala Díaz, María de los Ángeles Gutiérrez Valdez, María
del Pilar Ortega Martínez, María Eugenia Leticia Espinosa Rivas, Ma-
ría Liduvina Sandoval Mendoza, Mariana Dunyaska García Rojas,
Mario Mata Carrasco, Martha Elisa González Estrada, Martha Estela
Romo Cuéllar, Miguel Alonso Riggs Baeza, Oscar Daniel Martínez Te-
rrazas, Patricia Terrazas Baca, Raúl Gracia Guzmán, Ricardo Flores
Suárez, Ricardo García Escalante, Ricardo Villarreal García, Sarai Nú-
ñez Cerón, Sergio Fernando Ascencio Barba, Silvia Guadalupe Garza
Galván, Sylvia Violeta Garfias Cedillo, Verónica María Sobrado Ro-
dríguez, Víctor Manuel Pérez Díaz, Xavier Azuara Zúñiga (rúbricas).»

La presidenta diputada Dulce María Sauri Riancho:
Muchas gracias, diputada. Túrnese a la Comisión de
Trabajo y Previsión Social, para dictamen.

Año I, Primer Periodo, 15 de noviembre de 2018 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados150



CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

La presidenta diputada Dulce María Sauri Riancho:
Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, la diputada Lau-
ra Barrera Fortoul, del Grupo Parlamentario del PRI, para
presentar iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona el artículo 4o. de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.

La diputada Laura Barrera Fortoul: Buenas tardes. Con
su permiso, presidenta. Compañeras y compañeros dipu-
tados, acorde con un estudio realizado en materia genética
y comportamiento humano, la inteligencia está determina-
da en un 80 por ciento por la herencia y en un 20 por cien-
to por el medio ambiente. Lo que puede hacer por las niñas
y los niños en la primera infancia es sorprendente.

De acuerdo con los expertos -entre ellos un mexicano muy
destacado, aliado de la niñez, el doctor Antonio Rizzoli, je-
fe fundador de la Unidad de Investigación de Neurodesa-
rrollo en el Hospital Federico Gómez-, es fundamental asu-
mir como premisa que el desarrollo integral de la primera
infancia es un complejo proceso que comprende el cambio
de las niñas y los niños en el que aprenden a dominar ni-
veles cada vez más complejos de movimiento, pensamien-
tos, sentimientos y relaciones con los demás.

Por eso, enfocarnos en esta etapa de desarrollo es construir
y abonar a los mejores adultos, para potencializar sus ca-
pacidades y habilidades; como lo hemos comentado, este
es un periodo crítico en el que los seres humanos estable-
cen las bases que permiten disponer de los elementos para
desarrollar una comunicación efectiva, así como establecer
y mantener relaciones interpersonales saludables, generan-
do un aprendizaje significativo que favorezca el desarrollo
de habilidades, alcanzando su máximo potencial.

De tal modo, es fundamental asumir como premisa que el
desarrollo integral durante la primera infancia es un
complejo proceso que comprende el cambio de nuestras
niñas y de nuestros niños. Los primeros cinco años de
vida son fundamentales, son estratégicos porque estruc-
turan el pensamiento y cimientan las bases de las que de-
penderá el aprendizaje y comportamiento y salud de
nuestros niños.

En el trabajo de James Heckman, Premio Nobel de Economía
en el año 2000, señala que existe una tasa de retorno econó-
mico de hasta siete dólares por cada dólar invertido en el de-

sarrollo infantil, efecto que se ve potencializado al intervenir
lo más pronto posible en la vida de nuestros niños.

De esta manera surge el imperativo de promover, respetar,
proteger y garantizar el desarrollo integral en la primera in-
fancia como un derecho humano reconocido por esta Car-
ta Magna, toda vez que, desde un enfoque de derechos, el
Estado tiene la obligación de fortalecer el desarrollo inte-
gral infantil, con el propósito de garantizar la efectiva pro-
tección a este derecho.

Si reconocemos como derecho fundamental al desarrollo
integral durante la primera infancia en nuestra ley, conse-
guiremos tres objetivos primordiales.

El primero: Identificar y atender oportunamente a nuestros
niños con algún problema de desarrollo, logrando mejorar
muy oportunamente los ámbitos motor, cognitivo y socioe-
mocional.

Dos: Contribuiremos al bienestar físico y mental del infante.

Y tres: Fortaleceremos las acciones en los programas de
embarazo y niñez saludable y así vamos a tener la capaci-
dad de prolongar su calidad de vida.

Muy estimadas diputadas y diputados, hoy estamos ante la
oportunidad de plasmar que este derecho para los menores
de seis años ayude a representar a este grupo de más del 10
por ciento de la población nacional que no tienen voz y vo-
to, y que se vean y se sientan muy acompañados por este
equipo de conciencia, por todos nosotros.

Y los invito, de manera muy respetuosa, a que seamos los
embajadores de los buenos adultos del futuro. Muchísimas
gracias por su atención.

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 4o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a
cargo de la diputada Laura Barrera Fortoul, del Grupo Par-
lamentario del PRI

La que suscribe, Laura Barrera Fortoul, diputada federal e
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional de la LXIV Legislatura del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, con fundamen-
to en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
6, numeral 1, fracción I, 77, 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración del pleno de
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esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con proyec-
to de decreto por el que se reforma y adiciona el párrafo dé-
cimo al artículo 4o. de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, al tenor de lo siguiente

Exposición de Motivos

Estudios genéticos dicen que la inteligencia está deter-
minada en 80 por ciento por la herencia y en 20 por cien-
to por el medio ambiente; por lo tanto, lo que se puede
hacer por las niñas y los niños es sorprendente. Investi-
gaciones neurobiológicas han probado que existen perío-
dos críticos de aprendizaje y períodos de mayor plastici-
dad neuronal en determinadas áreas cerebrales, a través
de las cuales se adquieren con mayor facilidad los dis-
tintos tipos de conocimientos y habilidades, sembrándo-
se así la semilla de los diferentes tipos de competencias
con que las personas podrán desarrollar durante la vida;
a estos periodos se les considera ventanas de oportunidad
para el desarrollo cerebral. No obstante, cualquier even-
to negativo durante este periodo pueden limitar las posi-
bilidades para lograr un hito del desarrollo, con efectos a
corto y largo plazo, lo que impactará permanentemente
en la salud a lo largo de la vida.1

Los investigadores han informado a los educadores que el
cerebro tiene una evolución desmedida en los primeros
años de vida, siendo el momento justo en que el aprendi-
zaje tendrá una fuerza impresionante, de ahí la necesidad
de una “Interacción Oportuna”.2

Es por ello, que el desarrollo integral en la primera infan-
cia de una niña y de un niño es de suma importancia para
potencializar sus capacidades y habilidades, al ser un pe-
riodo en el cual los seres humanos establecen las bases que
permiten disponer de los elementos para desarrollar una
comunicación efectiva, establecer y mantener relaciones
interpersonales saludables generando un aprendizaje signi-
ficativo que favorezca el desarrollo de habilidades, alcan-
zando su máximo potencial.3

De tal modo, es fundamental asumir como premisa que el de-
sarrollo integral en la primera infancia, es un complejo pro-
ceso que comprende el cambio de las niñas y los niños, a tra-
vés del cual aprenden a dominar niveles cada vez más
complejos de movimiento, pensamiento, sentimientos y rela-
ciones con los demás. Los primeros cinco años de vida son
fundamentales, estructuran el pensamiento y cimientan las
bases de las que dependerá el aprendizaje, el comportamien-
to y la salud de la niña y del niño. La solidez o fragilidad de

estos cimientos tendrán un fuerte impacto en el desarrollo y
en lo que una niña y un niño podrán alcanzar como adulto.

De esta manera, surge el imperativo de promover, respe-
tar, proteger y garantizar el desarrollo integral  en la pri-
mera infancia como un derecho humano reconocido por
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, toda vez que, desde un enfoque de derechos el Esta-
do tiene la obligación de fortalecer el desarrollo infantil
integral, con el propósito de garantizar la efectiva pro-
tección de sus derechos.

Es así, que el desarrollo integral en la primera infancia de-
be reconocerse como un derecho humano en la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, al tener las
siguientes finalidades:

I. El bienestar físico y mental del infante para contribuir
al ejercicio pleno de sus capacidades;

II. Mejorar el desarrollo de las niñas y de los niños en
los ámbitos motor (motor grueso y motor fino), cogniti-
vo (cognición y lenguaje), socio-emocional (apego y
conductas adaptativas).

III. Fortalecer las acciones en los programas de embara-
zo saludable y control del niño sano.

IV. Identificar y atender oportunamente a los niños y ni-
ñas con problemas de desarrollo.

V. La prolongación y el mejoramiento de la calidad de
la vida de toda persona.

En razón de lo descrito, la presente iniciativa tiene por ob-
jeto establecer la protección constitucional, para evitar res-
tricciones injustificadas al ejercicio del derecho que co-
rresponde en los primeros cinco años a toda niña y niño.

En congruencia con lo antes expuesto, se propone esta-
blecer el derecho al desarrollo integral en la primera in-
fancia como derecho fundamental.

Decreto por el que se adiciona el párrafo décimo al ar-
tículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos

Único. Se adiciona el párrafo décimo al artículo 4o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como sigue: 
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Artículo 4o. El varón y la mujer son iguales ante la ley. Es-
ta protegerá la organización y el desarrollo de la familia.

…

…

…

…

…

…

…

…

En el territorio nacional, toda niña y niño tendrán de-
recho a acceder a medios que favorezcan un desarrollo
integral durante la primera infancia como mecanismos
destinados a fortalecer su sano crecimiento.

Los ascendientes, tutores y custodios tienen la obligación
de preservar y exigir el cumplimiento de estos derechos y
principios.

El Estado otorgará facilidades a los particulares para que
coadyuven al cumplimiento de los derechos de la niñez.

Toda persona tiene derecho al acceso a la cultura y al dis-
frute de los bienes y servicios que presta el Estado en la
materia, así como el ejercicio de sus derechos culturales. El
Estado promoverá los medios para la difusión y desarrollo
de la cultura, atendiendo a la diversidad cultural en todas
sus manifestaciones y expresiones con pleno respeto a la li-
bertad creativa. La ley establecerá los mecanismos para el
acceso y participación a cualquier manifestación cultural.

Toda persona tiene derecho a la cultura física y a la prácti-
ca del deporte. Corresponde al Estado su promoción, fo-
mento y estímulo conforme a las leyes en la materia.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Consideraciones de doctor Antonio Rizzoli Córdoba, neurólogo pe-
diatra, jefe fundador de la Unidad de Investigación en Neurodesarrollo
del Hospital Infantil de México “Federico Gómez”.

2 Ídem.

3 Ídem.

Palacio Legislativo de San Lázaro, Ciudad de México, a 15 de no-
viembre de 2018.— Diputadas y diputados: Laura Barrera Fortoul,
Abelina López  Rodríguez, Adriana Aguilar Vázquez, Alejandra Pani
Barragán, Alejandro Barroso Chávez, Alejandro Carvajal Hidalgo,
Alejandro Ponce Cobos, Alfredo Femat Bañuelos, Alfredo Porras Do-
mínguez, Alfredo Villegas Arreola, Alma Delia Navarrete Rivera, Al-
ma Marina Vitela Rodríguez, Ana Karina Rojo Pimentel, Ana Lilia
Guillén Quiroz, Ana Lilia Herrera  Anzaldo, Ana María Rodríguez
Ruiz, Ana Paola López Birlain, Ana Ruth García Grande, Annia Sara-
hí Gómez Cárdenas, Ariel Rodríguez Vázquez, Armando Contreras
Castillo, Armando Javier Zertuche Zuani, Armando Reyes Ledesma,
Arturo Roberto Hernández Tapia, Beatriz Rojas Martínez, Beatriz Sil-
via Robles Gutiérrez, Benjamín Saúl Huerta Corona, Brasil Alberto
Acosta Peña, Carlos Torres Piña, Carmen Julia Prudencio González,
Carmen Mora García, Casimiro Zamora Valdéz, Cecilia Anunciación
Patrón Laviada, Claudia Angélica Domínguez Vázquez, Claudia Ló-
pez Rayón, Claudia Tello Espinosa, Claudia Valeria Yáñez Centeno y
Cabrera, Delfino López Aparicio, Dionicia Vázquez García, Dulce
Alejandra García Morlan, Dulce María Méndez de la Luz Dauzón, Ed-
gar Guzmán Valdéz, Ediltrudis Rodríguez Arellano, Edith García Ro-
sales, Eduardo Zarzosa Sánchez, Elba Lorena Torres Díaz, Eleuterio
Arrieta Sánchez, Enrique Ochoa Reza, Ernesto Javier Nemer Álvarez,
Estela Núñez Álvarez, Evaristo Lenin Pérez Rivera, Fabiola Raquel
Guadalupe Loya Hernández, Flor Ivone Morales Miranda, Francisco
Javier Guzmán de la Torre, Francisco Javier Huacus Esquivel, Frida
Alejandra Esparza Márquez, Frinne Azuara Yarzabal, Geraldina Isabel
Herrera Vega, Gloria Romero León, Graciela Sánchez Ortiz, Gregorio
Efraín Espadas Méndez, Gustavo Contreras Montes, Héctor Guillermo
de Jesús  Jiménez y Meneses, Héctor Joel Villegas González, Hildeli-
sa González Morales, Hirepan Maya Martínez, Hortensia María Luisa
Noroña Quezada, Iran Santiago Manuel, Irma María Terán Villalobos,
Isabel Margarita Guerra Villarreal, Isaías González Cuevas, Ismael Al-
fredo Hernández Deras, Iván Arturo Pérez Negrón Ruiz,  Jacobo Da-
vid Cheja Alfaro, Jacquelina Martínez Juárez, Javier Ariel Hidalgo
Ponce, Javier Julián Castañeda Pomposo, Jorge Alcibíades García La-
ra, Jorge Luis Montes Nieves, José del Carmen Gómez Quej, José Elí-
as Lixa Abimerhi, José Guadalupe Aguilera Rojas, José Guillermo
Aréchiga Santamaría, José Luis Elorza Flores, José Luis García Du-
que, José Ricardo Gallardo Cardona, Josefina Salazar Báez, Juan Car-
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los Loera de la Rosa, Juan Carlos Muñoz Márquez, Juan Carlos Villa-
rreal Salazar, Juan Francisco Espinoza Eguia, Juan Francisco Ramírez
Salcido, Juan Israel  Ramos Ruiz, Juan José Canul Pérez, Juan Martín
Espinoza Cárdenas, Juan Ortiz Guarneros, Juana Carrillo Luna, Juani-
ta Guerra Mena, Julieta Kristal Vences Valencia, Kehila Abigail Ku Es-
calante, Laura Leticia Méndez Reyes, Laura Martínez González, Lau-
ra Patricia Avalos Magaña, Lenin Nelson Campos Córdova, Leticia
Díaz Aguilar, Lidia García Anaya, Lorena Cuéllar Cisneros, Lorena Vi-
llavicencio Ayala, Lucia Flores Olivo, Luis Eleusis Leónidas Córdova
Morán, Luis Enrique Martínez Ventura, Madeleine Bonnafoux Alca-
raz, Maiella Martha Gabriela Gómez Maldonado, Manuel Limón Her-
nández, Marcela Guillermina Velasco González, Marco Antonio Car-
bajal Miranda, Marco Antonio González Reyes, Marco Antonio
Medina Pérez, Marco Antonio Reyes Colín, María Alemán Muñoz
Castillo, María Bertha Espinoza Segura, María de Jesús García Guar-
dado, María de los Ángeles Ayala Díaz, María de los Ángeles Gutié-
rrez Valdez, María del Carmen Cabrera Lagunas, María Ester Alonzo
Morales, María Eugenia Leticia Espinosa Rivas, María Guadalupe
Edith Castañeda Ortiz, María Guillermina Alvarado Moreno,  María
Libier González Anaya, María Liduvina Sandoval Mendoza, María
Lucero Saldaña Pérez, María Luisa Veloz Silva, María Roselia Jimé-
nez Pérez, María Teresa Marú Mejía, María Teresa Rebeca Rosa Mora
Ríos, Mariana Rodríguez Mier y Terán, Maribel Aguilera Chairez, Ma-
ribel Martínez Ruiz, Mario Alberto Rodríguez Carrillo, Martha Estela
Romo Cuéllar, Martha Hortencia Garay Cadena, Martha Robles Ortiz,
Maximiliano Ruiz Arias, Melba Nelia Farías Zambrano, Merary Ville-
gas Sánchez, Miguel Alonso Riggs Baeza, Miguel Ángel Jáuregui
Montes de Oca, Miguel Ángel Márquez González, Miguel Pavel Jare-
ro Velázquez, Mildred Concepción Avila Vera, Mirna Zabeida Maldo-
nado Tapia, Miroslava Carrillo Martínez,  Miroslava Sánchez Galván,
Mónica Bautista Rodríguez, Nancy Yadira  Santiago Marcos, Nelly
Minerva Carrasco Godínez, Norma Adela Guel Saldívar, Óscar Gon-
zález  Yáñez, Oscar Rafael Novella Macías, Pablo Guillermo Angulo
Briseño, Raúl Gracia Guzmán, Raymundo García Gutiérrez, Reginal-
do Sandoval Flores, Rene Juárez Cisneros, Reyna Celeste Ascencio
Ortega, Ricardo Aguilar Castillo, Ricardo García Escalante, Roberto
Ángel Domínguez Rodríguez, Rogelio Rayo Martínez, Rubén Cayeta-
no García, Samuel Herrera Chávez, Silvia Guadalupe Garza Galván,
Socorro Bahena Jiménez, Susana Beatriz Cuaxiloa Serrano, Susana
Cano González, Ulises García Soto, Valentín Reyes López, Verónica
Beatriz Juárez Piña, Verónica María Sobrado Rodríguez, Víctor Adol-
fo Mojica Wences, Víctor Blas López, Víctor Manuel Pérez Díaz, Xi-
mena Puente de la Mora, Xochitl Nashielly Zagal Ramírez, Yolanda
Guerrero Barrera (rúbricas).»

La presidenta diputada Dulce María Sauri Riancho:
Muchas gracias, diputada Barrera. Túrnese a la Comi-
sión de Puntos Constitucionales, para dictamen.

LEY GENERAL DE POBLACIÓN

La presidenta diputada Dulce María Sauri Riancho:
Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, la diputada Lau-
ra Erika de Jesús Garza Gutiérrez, del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Encuentro Social, para presentar iniciativa
con proyecto de decreto que reforma y adiciona el artículo
84 de la Ley General de Población.

La diputada Laura Erika de Jesús Garza Gutiérrez:
Con su venia, diputada presidenta. Honorable asamblea,
ocupo esta tribuna para someter a su consideración un pro-
yecto de decreto para que las Secretarías de Gobernación y
de Relaciones Exteriores, en los lugares destinados para la
recepción de los mexicanos que regresa a México, respeten
y cumplan acuerdos internacionales en materia de discapa-
cidad.

Concretamente, para que accedan a videollamadas en el ca-
so de que se trate de una persona con discapacidad auditi-
va. Para que, además de que se le brinde agua, alimentos,
un espacio digno y otros apoyos, se contemple proporcio-
nar sillas de ruedas, muletas, andaderas u otra ayuda técni-
ca a personas con discapacidad motriz. A ser informados y
que se les otorgue un intérprete de lengua de señas mexi-
canas y que las instalaciones sean accesibles plenamente en
todos los espacios, para que las personas con discapacidad
sean atendidas.

El programa de menores y personas vulnerables de la Se-
cretaría de Relaciones Exteriores realiza gestiones para
procurar medios para su regreso como muletas, sillas de
ruedas y, eventualmente, el apoyo de centros para su inter-
nación a enfermos mentales y discapacitados. Sin embargo,
es necesario que ese programa sea una política pública de
Estado, en materia de personas con discapacidad.

Esta iniciativa acomoda la Ley General de Población con
el inciso d) del artículo 18 de la Convención, al señalar que
no se puede privar a las personas con discapacidad de en-
trar a su propio país.

Las observaciones finales del Comité sobre los Derechos
de las Personas con Discapacidad de la ONU, que exami-
nó el informe inicial de México, urgió al Estado mexicano
para que

Designe espacios adecuados, accesibles y personal capaci-
tado para atender a las personas migrantes con discapaci-
dad en las estaciones migratorias.
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Se revisen y adecúen las líneas operativas del Estado par-
te, derivadas de la Ley de Migración, para asegurar la
igualdad de trato de personas con discapacidad en la expe-
dición de visados y permisos de entrada al país.

Y se adecúen los protocolos de atención a personas mi-
grantes mutiladas durante su tránsito por México, a fin de
que no solo se le proporcione el tratamiento médico de ur-
gencia, sino también el relacionado con una adecuada re-
cuperación y rehabilitación básica.

Finalmente, de acuerdo con los datos del Instituto Nacional
de Estadística y Geografía, en 2014, más de siete millones
de personas reportaron haber tenido al menos una discapa-
cidad. En 19 de cada 100 hogares en el país vivía al menos
una persona con discapacidad. Había mayor presencia de
hogares con personas con discapacidad en los que tuvieron
deciles de ingreso más bajos.

En 2014, la mitad de las personas con discapacidad se en-
contraban en condiciones de pobreza. La tasa de pobreza
extrema entre ellos fue del 12.7 por ciento, mientras en
otros países fue de 9.6 por ciento. La deuda social del Es-
tado mexicano con las personas con discapacidad demanda
el compromiso del Poder Legislativo para que la inclusión
social sea una estrategia nacional prioritaria.

Un buen gobierno solo puede existir cuando hay buenos
ciudadanos, Francisco I. Madero. Es cuanto, presidenta.

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 84 de la Ley
General de Población, a cargo de la diputada Laura Érika
de Jesús Garza Gutiérrez, del Grupo Parlamentario del PES

Quien suscribe, Laura Erika de Jesús Garza Gutiérrez,
diputada federal del Grupo Parlamentario del Partido En-
cuentro Social a la LXIII Legislatura de la Cámara de
Diputados, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 y de-
más aplicables del Reglamento de la Cámara de Diputados,
tenemos a bien someter a consideración de esta soberanía
la siguiente iniciativa con proyecto de decreto, al tenor de
la siguiente

Exposición de Motivos

Según datos de la Secretaría de Gobernación,1 en el perio-
do enero/agosto de 2018 fueron repatriados 140 mil 739
mexicanos provenientes de los Estados Unidos. Marzo fue
el mes en el que se efectuaron el mayor número de eventos
con 21 mil 359.

En mayo de este año, Tamaulipas fue la entidad que tuvo
más eventos en su calidad de punto de recepción con 6 mil
451, y en agosto a través de Coahuila se registró el menor
número de eventos con 857.
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Esta secretaría detalla que de los 140 mil 739 repatriados,
133 mil 250 fueron personas mayores de 18 años, de ellos
121 mil 709 eran hombres y 11 mil 341 mujeres; ello da
una proporcionalidad de un 91 por ciento contra 9 por cien-
to, respectivamente.

Por lo que se refiere a los repatriados menores de 18 años,
fueron 7 mil 469 personas, es decir el 5 por ciento del total
de los repatriados. Hombres fueron 6 mil 567 y mujeres
922; con una proporcionalidad del 88 por ciento contra el
12 por ciento, respectivamente.
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De conformidad con la Secretaría de Gobernación, los apo-
yos otorgados en puntos de recepción fronterizos por pro-
gramas federales de atención a mexicanos repatriados des-
de Estados Unidos, durante 2018 apunta que el mayor
apoyo que se brindó fue el de proporcionar alimentos y
agua, seguido de descuentos en boletos de autobús.

Como podemos observar, el programa no reporta videolla-
madas para personas sordas, en caso de personas con dis-
capacidad, las repatriadas, no proporcionar sillas de ruedas,
muletas, andaderas, u otras ayudas técnicas necesarias pa-
ra su movilidad, aunque sea de manera temporal, intérpre-
tes de lengua de señas mexicanas o en su dialecto, ni pre-
vén que las instalaciones sean accesibles plenamente en
todos los espacios para personas con discapacidad.

Es por ello que la presente iniciativa pretende subsanar to-
das estas carencias que demeritan a la persona con disca-
pacidad. 

Por otra parte, el Instituto Nacional de Migración2 imple-
menta el Programa de Repatriación, ofrece a los connacio-
nales repatriados de Estados Unidos información, orienta-
ción, alimentación, canalización a albergues, atención
médica, llamadas telefónicas a familiares, traslados y mu-
cho más.

El programa brinda a los mexicanos que regresan al país,
una atención integral, para que contribuyan en el corto pla-
zo al desarrollo nacional, impulsando la valoración de sus
habilidades a través de un trabajo conjunto entre los tres ni-
veles de gobierno, la iniciativa privada, la sociedad civil
organizada y los organismos internacionales, promoviendo
la incorporación de los mexicanos retornados al mercado
productivo.

Actualmente, el Programa de Repatriación está integrado por
agentes federales de Migración que se encuentran distribui-
dos en 11 módulos de repatriación en la frontera norte: Baja

California (Tijuana - San Isidro y Mexicali – Caléxico), So-
nora (San Luis Río Colorado – Yuma y Nogales – Nogales),
Chihuahua (Cuidad Juárez – El Paso y Ojinaga – Presidio),
Coahuila (Ciudad Acuña – Del Río y Piedras Negras – Eagle
Pass) y Tamaulipas (Matamoros – Brownsville, Nuevo Lare-
do – Laredo y Reynosa – Hidalgo).

En este programa concurren la Secretaría del Trabajo y
Previsión Social, la Secretaría de Salud, la Secretaría de
Educación Pública, la Secretaría de Agricultura, Ganade-
ría, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, la Secretaría
de Relaciones Exteriores, la Secretaría de Desarrollo So-
cial, y la Secretaría de Economía. 

El Programa de Repatriación de menores y personas vul-
nerables de la Secretaría de Relaciones Exteriores,3 entre
otras, realiza gestiones para procurar medios para su repa-
triación (muletas, sillas de ruedas) y eventualmente apoyo
de centros para su internación a enfermos mentales y dis-
capacitados, sin embargo, es necesario que ese derecho hu-
mano sea una política del Estado mexicano en materia de
repatriación de personas con discapacidad.

Al respecto, la Convención sobre los Derechos de las Per-
sonas con Discapacidad,4 establece en el artículo 9 Accesi-
bilidad

1. A fin de que las personas con discapacidad puedan vi-
vir en forma independiente y participar plenamente en
todos los aspectos de la vida, los Estados parte adopta-
rán medidas pertinentes para asegurar el acceso de
las personas con discapacidad, en igualdad de condi-
ciones con las demás, al entorno físico, el transporte, la
información y las comunicaciones, incluidos los siste-
mas y las tecnologías de la información y las comunica-
ciones, y a otros servicios e instalaciones abiertos al pú-
blico o de uso público, tanto en zonas urbanas como
rurales. Estas medidas, que incluirán la identificación y
eliminación de obstáculos y barreras de acceso, se apli-
carán, entre otras cosas, a:

a) Los edificios, las vías públicas, el transporte y
otras instalaciones exteriores e interiores como es-
cuelas, viviendas, instalaciones médicas y lugares de
trabajo;

b) Los servicios de información, comunicaciones y
de otro tipo, incluidos los servicios electrónicos y de
emergencia.
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2. Los Estados parte también adoptarán las medidas per-
tinentes para:

a) Desarrollar, promulgar y supervisar la aplicación
de normas mínimas y directrices sobre la accesibili-
dad de las instalaciones y los servicios abiertos al
público o de uso público;

b) Asegurar que las entidades privadas que proporcio-
nan instalaciones y servicios abiertos al público o de
uso público tengan en cuenta todos los aspectos de su
accesibilidad para las personas con discapacidad;

c) Ofrecer formación a todas las personas involucra-
das en los problemas de accesibilidad a que se en-
frentan las personas con discapacidad;

d) Dotar a los edificios y otras instalaciones abiertas
al público de señalización en Braille y en formatos
de fácil lectura y comprensión; 

e) Ofrecer formas de asistencia humana o animal e
intermediarios, incluidos guías, lectores e intérpretes
profesionales de la lengua de señas, para facilitar el
acceso a edificios y otras instalaciones abiertas al
público; 

f) Promover otras formas adecuadas de asistencia y
apoyo a las personas con discapacidad para asegurar
su acceso a la información;

g) Promover el acceso de las personas con discapa-
cidad a los nuevos sistemas y tecnologías de la in-
formación y las comunicaciones, incluida internet;

h) Promover el diseño, el desarrollo, la producción y
la distribución de sistemas y tecnologías de la infor-
mación y las comunicaciones accesibles en una eta-
pa temprana, a fin de que estos sistemas y tecnolo-
gías sean accesibles al menor costo.

Esta disposición vigente y obligatoria para el Estado mexi-
cano es el sustento que justifica la reforma materia de la
presente iniciativa.

Otra disposición de la Convención establece que 

Artículo 18

Libertad de desplazamiento y nacionalidad 

1. Los Estados parte reconocerán el derecho de las per-
sonas con discapacidad a la libertad de desplazamiento,
a la libertad para elegir su residencia y a una nacionali-
dad, en igualdad de condiciones con las demás, incluso
asegurando que las personas con discapacidad:

d) No se vean privadas, arbitrariamente o por moti-
vos de discapacidad, del derecho a entrar en su pro-
pio país.

La iniciativa armoniza la Ley General de Población con el
inciso d) del artículo 18 de la Convención al señalar que no
se puede privar a las personas con discapacidad a entrar a
su propio país. 

Derivado de las observaciones finales del Comité sobre los
Derechos de las Personas con Discapacidad de la ONU,
que examinó el informe inicial de México
(CRPD/C/MEX/1),5 en sus sesiones 145 y 146, celebradas
los días 16 y 17 de septiembre de 2014, respectivamente, y
aprobó en su 167 sesión, celebrada el 30 de septiembre de
2014, las observaciones finales siguientes vinculadas con
la materia de la presente iniciativa. 

La observación 3, relativa a la “Libertad de desplazamien-
to y nacionalidad”, el Comité apunta: 

40. El Comité urge al Estado parte a que:

a) Designe espacios adecuados accesibles y personal
capacitado para atender a las personas migrantes
con discapacidad en las estaciones migratorias;

b) Revise y adecúe las directrices operativas del Esta-
do parte derivadas de la Ley de Migración, para asegu-
rar la igualdad de trato de personas con discapacidad
en la expedición de visados y permisos de entrada al
país;

c) Revise y adecue los protocolos de atención a perso-
nas migrantes mutiladas durante su tránsito por México,
a fin de que no sólo se les proporcione el tratamiento
médico de urgencia, sino también el relacionado con
una adecuada recuperación y rehabilitación básica.

Por otra parte, el acuerdo por el que se emiten los linea-
mentos en materia de protección a migrantes del Instituto
Nacional de Migración,6 publicado en el Diario Oficial de
la Federación el 27 de noviembre de 2012, señala en su ar-
tículo 30 lo siguiente: 
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Artículo 30. Cuando en los procedimientos de repatria-
ción de migrantes que presuntamente sean de nacionali-
dad mexicana se detecten a migrantes con discapaci-
dad, además de lo dispuesto en los artículos 61 y 62 de
los presentes lineamientos, se estará a lo siguiente:

I. La recepción de los migrantes con discapacidad por
parte del Instituto se realizará en horarios especiales,
en términos de lo dispuesto por los arreglos locales pa-
ra la repatriación de mexicanos celebrados con las auto-
ridades del país de procedencia;

II. El personal especializado en la protección de la infan-
cia y atención a los migrantes en situación de vulnerabi-
lidad deberá informar a los migrantes con discapaci-
dad de nacionalidad mexicana sobre sus derechos y
los programas y beneficios a los que tenga acceso por su
condición de vulnerabilidad, y

III. El personal del instituto se asegurará de que el mi-
grante con discapacidad de nacionalidad mexicana se
haya comunicado con sus familiares o persona de su
confianza y si necesitan atención inmediata o se en-
cuentran en estado de interdicción se les canalizará a las
instituciones especializadas donde se les pueda brindar
la atención que requiera, anexando el expediente clínico
de contar con dicho documento.

Como se puede deducir la presente reforma es compatible
con el actual marco jurídico, y complementa la Ley Gene-
ral Población en materia de repatriación de personas con
discapacidad. 

La Organización Mundial de la Salud- OMS-, concibe a las
ayudas técnicas como

Ayudas técnicas: cualquier ayuda externa (dispositivos,
equipos, instrumentos o programas informáticos) fabri-
cada especialmente o ampliamente disponible, cuya
principal finalidad es mantener o mejorar la autonomía
y el funcionamiento de las personas y, por tanto, pro-
mover su bienestar. Las ayudas se emplean también pa-
ra prevenir déficits en el funcionamiento y afecciones
secundarias. 

En concordancia con la OMS la Lay General para la Inclu-
sión de las Personas con Discapacidad conceptualiza a las
ayudas técnicas de la siguiente manera: 

Ayudas Técnicas. Dispositivos tecnológicos y materiales
que permiten habilitar, rehabilitar o compensar una o más
limitaciones funcionales, motrices, sensoriales o intelec-
tuales de las personas con discapacidad;

Finalmente, y para ilustrar la dimensión de la población
con discapacidad se puede apuntar: 

• De acuerdo con datos del Instituto Nacional de Esta-
dística y Geografía 2014, más de 7 millones de personas
reportaron tener al menos una discapacidad, 3.98 millo-
nes de personas son personas adultas mayores de 60
años.

• La discapacidad motriz fue el principal tipo de disca-
pacidad con cerca de 2.6 millones de personas, esto es
37.32 por ciento. 

• Padecer una enfermedad fue la principal causa de las
discapacidades, con un promedio de 38.5 por ciento del
total de discapacidades.

• 19.1 de cada cien hogares del país, que representan a
6.14 millones de hogares, vivía al menos una persona
con discapacidad. 

• Había mayor presencia de hogares con personas con
discapacidad en los que tuvieron déciles de ingreso más
bajos.

• 54.1 por ciento de las PCD7 se encontraban en condi-
ción de pobreza en 2014, cifra superior a la tasa de pre-
valencia de la pobreza a nivel nacional (46.2 por ciento).

• La tasa de pobreza extrema entre la PCD fue de 12.7
por ciento, mientras que, en todo el país, fue de 9.6 por
ciento.

Cabe destacar que el Ejecutivo federal, el 18 de julio de
2018 presentó una iniciativa que reforma, adiciona y de-
roga diversas disposiciones de la Leyes Generales para la
Inclusión de las Personas con Discapacidad, de Pobla-
ción, de Protección Civil, así como las Leyes de Asisten-
cia Social, del Impuesto sobre la Renta, del Servicio Pro-
fesional de Carrera de la Administración Pública Federal,
y los Códigos Penal Federal, Nacional de Procedimien-
tos Penales. En ese proyecto legislativo el Ejecutivo de
la Unión ofrece una en materia de accesibilidad y teleco-
municaciones para personas con discapacidad.
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Con la finalidad de facilitar el análisis de la presente refor-
ma, se adjunta el siguiente cuadro comparativo:

Por lo expuesto, fundado y motivado, y con base en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 3, numeral 1,
fracción VIII, 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, quien suscribe somete a
consideración de esta soberanía la siguiente proyecto de 

Decreto por el que se reforma y adiciona una fracción
X al artículo 84 de la Ley General de Población

Artículo Único. Se reforma y adiciona una fracción X al ar-
tículo 84 de la Ley General de Población, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 84. …

…

I. Acceder a cualquier tipo comunicación telefónica,
incluida la videollamada para personas sordas;

II. Recibir agua y alimentos, un espacio digno, enseres
básicos para su aseo personal y atención legal, psicoló-
gica y médica. En caso de personas con discapacidad,
proporcionar sillas de ruedas, muletas, andaderas, u
otras ayudas técnicas necesarias para su movilidad; 

III. Ser informado, cuando sea el caso, por medio de
intérpretes de lengua de señas mexicanas o en su dia-
lecto, respecto de los diversos programas y apoyos que
puede recibir;

IV. a VII. …

VIII. Que en las instalaciones se evite el hacinamiento;

IX. Recibir un trato digno y humano; y

X. Sean accesibles plenamente en todos los espacios
para personas con discapacidad.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 http://www.politicamigratoria.gob.mx/es_mx/SEGOB/V_Repatria-
cion_de_mexicanos_de_EUA

2 https://www.gob.mx/inm/acciones-y-programas/programa-de-repa-
triacion-12469

3 https://consulmex.sre.gob.mx/brownsville/images/stories/repatria-
cion.pdf

4 http://www.un.org/spanish/disabilities/default.asp?id=497

5 http://www.hchr.org.mx/images/doc_pub/G1419180.pdf

6 http://dof.gob.mx/nota_detalle_popup.php?codigo=5280488
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7 Consejo Nacional para la Evaluación de la Política de Desarrollo So-
cial

Dado en la Sede de la Cámara de Diputados, a 6 de noviembre de
2018.— Diputadas y diputados: Laura Erika de Jesús Garza Gutié-
rrez, Alma Marina Vitela Rodríguez, Beatriz Silvia Robles Gutiérrez,
Carolina García Aguilar, Elba Lorena Torres Díaz, Francisco Javier
Saldivar Camacho, Javier Julián Castañeda Pomposo, José Luis García
Duque, María Rosete Sánchez,  Miguel Acundo González, Olga Patri-
cia Sosa Ruiz, Sandra Simey Olvera Bautista  (rúbricas).»

La presidenta diputada Dulce María Sauri Riancho:
Muchas gracias, diputada Garza Gutiérrez. Túrnese a
la Comisión de Gobernación y Población, para dicta-
men.
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